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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y Agricultura subrogante, señor Álvaro Cruzat Ochagavía. 

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 21 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Las actas de la sesiones 15ª y 16ª, ordinarias, en 8 y 9 de mayo del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

MINUTO DE SILENCIO POR FALLECIMIENTO DE EX SENADOR SEÑOR MARIO PAPI BEYER

El señor ESCALONA (Presidente).- Señores Senadores y señoras Senadoras, estimados funcionarios, público presente, pido un minuto de silencio en memoria del ex Senador don Mario Papi, fallecido recientemente.



--La Sala guarda un minuto de silencio.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muchas gracias.

IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero comunica que ha resuelto retirar de tramitación el proyecto de ley, de su iniciativa, sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (boletín N° 7.240-08).



--Se toma conocimiento y queda retirado.    



Con el segundo hace presente la urgencia, con el carácter de “suma”, al proyecto de ley relativo a las federaciones deportivas nacionales (boletín N° 6.965-07).



Con el tercero retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior (boletín Nº 8.041-04).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que establece bonos y transferencias condicionadas para las familias de extrema pobreza y crea subsidio al empleo de la mujer (boletín N° 7.992-06).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con el segundo informa la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse, conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República, con relación al proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca (boletín N° 7.947-03) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Se toma conocimiento y se agrega el documento a sus antecedentes.



Con el último da cuenta de que aprobó, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley que aumenta las subvenciones del Estado a los establecimientos educacionales (boletín Nº 8.070-04) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y a la de Hacienda.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Envía copia autorizada de las resoluciones recaídas en la tramitación de  acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 206 del Código Civil; 277 del Código Procesal Penal; 171 del Código Tributario; 86 del decreto ley N° 3.500, de 1980, y 5° transitorio de la ley N° 19.585, que modifica el Código Civil y otros cuerpos legales en materia de filiación.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del señor Contralor General de la República:



Da respuesta a una presentación, remitida en nombre del Senador señor Bianchi, relativa a la juridicidad de actuaciones practicadas por la autoridad sanitaria en el marco de un sumario sanitario instruido en contra de la Inmobiliaria Parque Cruz de Froward S. A.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Remite sendos oficios del señor Intendente de la Región de Los Ríos y de la señora Gobernadora (s) de la provincia de Valdivia, que se refieren a una petición formulada en nombre del Senador señor Frei, concerniente a la exclusión de dirigentes sociales en actividades organizadas por el programa Gobierno en Terreno. 



Del señor Ministro de Justicia:



Contesta petición de antecedentes, formulada en nombre de la Senadora señora Allende, sobre externalización de los servicios de asistencia jurídica gratuita; reglas preventivas de conflictos de intereses entre los adjudicatarios de una licitación y el Estado de Chile, y dotación y régimen contractual del personal de las corporaciones existentes; materias contempladas en un anteproyecto de ley.



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social:



Remite, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2011 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados, en documentos impresos y en archivos en formato digital.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Contesta tres solicitudes de información, requeridas en nombre del Senador señor Navarro, referidas a los siguientes asuntos:



1.- Problemas de congestión que se presentan en la Ruta 160, que une las ciudades de Lota y Coronel, y su solución por el proyecto Biotrén.



2.- Estado actual del proyecto de conectividad entre las ciudades de Concepción y Chiguayante.



3.- Avance en la evaluación de adquisición por el Ministerio de Obras Públicas de la denominada “Ruta de la Madera”, costo estimado y plazo en que podría concretarse. 



Del señor Ministro de Salud:



Contesta solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Senador señor Navarro, sobre resultados de mediciones  efectuadas por esa Secretaría de Estado respecto a la presencia de arsénico en el agua potable de la ciudad de Antofagasta.



Remite, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2011 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados, en documentos impresos y en archivos en formato digital.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Informa montos de subsidios entregados al transporte público regional durante el 2011 y el primer trimestre del año corriente, en respuesta a petición de antecedentes remitida en nombre del Senador señor Navarro. 



De la señora Ministra del Medio Ambiente:



Responde consultas, cursadas en nombre del Senador señor Navarro, referentes al régimen de evaluación de impacto ambiental del proyecto de explotación de una cantera, ubicada en el valle El Patagual, comuna de Coronel, y a las disposiciones preventivas adoptadas para el evento de su abandono. 



Del señor Vicepresidente de la Comisión Chilena del Cobre:



Adjunta un ejemplar del Informe de Gestión 2011 de esa institución.



Del señor Intendente de Valores:



Aclara el alcance de la información patrimonial, productiva y sanitaria que la Superintendencia del ramo recaba de las compañías titulares de concesiones acuícolas que transan sus valores en bolsa de valores, en respuesta a consulta formulada en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Menores:



Responde solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, sobre estado de la infraestructura de los centros de aquel servicio y de los proyectos de mejoramiento de instalaciones y de reposición, equipamiento y construcción de unidades nuevas.



Del señor Intendente de la Región de La Araucanía:



Contesta las observaciones, enviadas en nombre del Senador señor Quintana, relativas a las notables diferencias de ejecución presupuestaria que se observan, en los últimos cuatro años, entre las comunas de la Región.



Del señor Secretario Municipal de la Ilustre Municipalidad de Coronel:



Remite acta de la sesión extraordinaria del Concejo Municipal de Coronel, celebrada el 18 de marzo de 2009, en respuesta a petición cursada en nombre del Senador señor Navarro. 






--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Mociones



De los Senadores señora Allende y señores Escalona, Letelier, Muñoz Aburto y Rossi, con la que se da inicio a un proyecto de reforma constitucional que incluye al litio entre las sustancias mineras no susceptibles de concesión, y reserva al Estado y sus empresas la exploración, explotación y beneficio de los derivados del metal (boletín N° 8.299-08) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Minería y Energía.



De la Senadora señora Pérez (doña Lily), con la que inicia un proyecto que modifica la ley Nº 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, en materia de publicidad de proyectos inmobiliarios que aseguren una vista asociada (boletín N° 8.300-03) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Economía.



De los Senadores señores Muñoz Aburto, Bianchi y Sabag, con la que se da inicio a un proyecto de ley que modifica el artículo 129 del Código Tributario con el objeto de que, respecto del impuesto territorial, la Tesorería General de la República pueda requerir el parecer del municipio respectivo (boletín N° 8.301-05) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.

Informes



De las Comisiones de Salud y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga a los funcionarios del sector salud que indica una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional (boletín Nº 8.036-11) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7).



Dos de la Comisión de Agricultura, recaídos en las siguientes iniciativas de ley:



1.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 3.516, de 1980, referido a la subdivisión de predios rústicos (boletín N° 5.049-01) (Véase en los Anexos, documento 8).



2.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre transferencia de predios rústicos (boletín N° 7.605-01) (Véase en los Anexos, documento 9).



Seis de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaídos en los siguientes proyectos de ley:



1.- El que crea el Día Nacional del Trabajador Forestal (boletín N° 6.462-24), en segundo trámite constitucional (Véase en los Anexos, documento 10).



2.- El que propone denominar “Aeropuerto Andrés Sabella” al Aeropuerto Nacional Cerro Moreno (boletín Nº 8.107-04), en primer trámite constitucional (Véase en los Anexos, documento 11).


3.- El que autoriza un memorial en recuerdo de víctimas de accidente aéreo en archipiélago Juan Fernández (boletín N° 7.936-04), en primer trámite constitucional (Véase en los Anexos, documento 12).



4.- El que autoriza erigir un monumento en memoria del ex Diputado señor Juan Bustos Ramírez (boletín Nº 8.087-04), en primer trámite constitucional (Véase en los Anexos, documento 13).



5.- El que autoriza erigir un monumento en memoria del dirigente sindical y ex Diputado señor Manuel Bustos Huerta (boletín Nº 8.111-04), en primer trámite constitucional (Véase en los Anexos, documento 14).



6.- El que amplía el plazo para erigir el monumento al artista Roberto Matta Echaurren (boletín Nº 8.038-04), en primer trámite constitucional (Véase en los Anexos, documento 15).



--Quedan para tabla.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señor Bianchi, señora Pérez (doña Lily) y señores Lagos, Navarro, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República enviar un proyecto de ley que regule la forma de financiamiento del incentivo al retiro de los funcionarios de las universidades estatales, mediante una fórmula de corresponsabilidad entre las universidades y el Fisco (boletín N° S 1.476-12) (Véase en los Anexos, documento 16).



De los Senadores señor Bianchi, señoras Pérez (doña Lily) y Rincón y señores Horvath, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Rossi, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar, sobre incorporación en el Estatuto Administrativo de un régimen de indemnización por años de servicio efectivo en el sector público (boletín N° S 1.477-12) (Véase en los Anexos, documento 17).



De los Senadores señor García Huidobro, señora Von Baer y señor Uriarte, para solicitar la implementación de un sistema de pago, mediante el uso de tarjetas de crédito y de débito, por los bienes y servicios que presta la Administración Pública (boletín N° S 1.478-12) (Véase en los Anexos, documento 18). 



--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Permiso constitucional



Solicitud de la Senadora señora Allende para ausentarse del territorio nacional a contar del 10 de mayo. 



--Se accede. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)--------------(

El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el año pasado, con motivo de los desórdenes y agresiones que se profirieron en contra de Su Excelencia el Presidente de la República durante la Cuenta Pública del 21 de mayo, solicité una investigación a la Mesa de la época a fin de determinar quiénes habían invitado a las personas que agredieron al Primer Mandatario. Sin embargo, hasta el día de hoy esa respuesta no ha llegado.



Ahora bien, con el objeto de que no se repitan esos lamentables hechos, solicito a usted, señor Presidente, que informe de los resultados de esa investigación, si es que ella se realizó.

El señor ESCALONA (Presidente).- La Mesa no tiene información al respecto.



La Mesa a la que Su Señoría se dirigió en aquella oportunidad no dio curso a su solicitud. En consecuencia, no hubo investigación a ese efecto. 



Así que -le reitero- esta Mesa no dispone de ninguna información sobre el particular.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ESCALONA (Presidente).- El señor Secretario dará cuenta de los acuerdos de Comités. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión de hoy, los Comités resolvieron lo siguiente:



1.- Tratar en la sesión del día de hoy, en Fácil Despacho, el proyecto de ley, signado con el número 3 en la tabla, que crea el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia, con informe de la Comisión de Hacienda. 



2.- Colocar en el primer y segundo lugar del Orden del Día las iniciativas signadas con los números 5 y 6, esto es, la que autoriza al Banco Central suscribir un aumento de la cuota correspondiente a Chile en el Fondo Monetario Internacional (FMI), con informe de la Comisión de Hacienda, y el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo de Asunción sobre Restitución de Vehículos Automotores Terrestres y/o Embarcaciones que Trasponen Ilegalmente las Fronteras entre los Estados Partes del MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile”, suscrito en Montevideo, República Oriental del Uruguay, el 7 de diciembre de 1999, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores. 



3.- Postergar la sesión especial de mañana miércoles 16 de mayo, citada para tratar la situación económica y administrativa en que se encuentra la Empresa Nacional de Petróleo (ENAP), para el miércoles 23 de mayo, de 12 a 14.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señoras y señores Senadores, el último acuerdo de los Comités obedece al lamentable deceso del padre del Honorable señor Gonzalo Uriarte, a quien la Mesa le envía sus condolencias a través de la bancada de la UDI. En este momento de aflicción que lo afecta, le hace llegar su sentimiento de pesar.



Los Comités acogieron la solicitud de postergar en una semana la referida sesión, con el propósito de que los señores y señoras parlamentarios, que así lo deseen, puedan acompañar al Senador Gonzalo Uriarte.

)-----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Quiero saludar, en representación de la Corporación, a la Presidenta de la Comisión del Futuro del Parlamento de Finlandia, señora Päivi Lipponen, quien nos acompaña en las tribunas.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



De manera especial valoro su aporte al mencionado órgano técnico del Parlamento de su país, el cual ha permitido incorporar, tanto en la actividad política como social, el esfuerzo llevado adelante para crear nuevas tecnologías y adaptarlas en lo que respecta a la humanización de nuestra labor. 



En especial, le agradezco la cesión de derechos que hizo a nuestro Parlamento, por intermedio del Honorable señor Cantero, con el propósito de que el Senado de Chile pueda publicar su obra.



Le agradecemos muy profundamente el aporte hecho a nuestro país a través del Senado.



Asimismo, le doy las gracias por el documento que nos entregó y que se halla en los pupitres de las señoras y señores Senadores. En él nos saluda y nos da a conocer el trabajo a que he hecho mención. Es una contribución que hace al Congreso Nacional de Chile, en este caso a nuestra Corporación.



Muchas gracias por su constante colaboración con nuestro país.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)---------(

El señor ORPIS.- ¿Me permite, señor Presidente? 
 

El señor ESCALONA (Presidente).- Para referirse a una cuestión de Reglamento, tiene la palabra el Senador Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, solicito que se coloque en la tabla de Fácil Despacho, para ser aprobado en general, el proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica de Municipalidades, dada la situación ocurrida en Arica y que puede afectar a otros municipios.



Hay un acuerdo con el Ejecutivo para aprobarlo en general, presentar las indicaciones y volver a debatirlo la próxima semana en la Sala.

El señor ESCALONA (Presidente).- Vamos a consultar a la Secretaría si se halla en la tabla.

El señor ORPIS.- Sí está, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Está signado con el número 18.



Si le parece a la Sala, se procederá en los términos solicitados por el Senador Orpis.

El señor PROKURICA.- No hay problema.

El señor NOVOA.- Dejémoslo en el tercer lugar de Fácil Despacho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si no hay objeción, así se hará. 



Entonces, queda en el tercer lugar.



Acordado.

 




)-------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi para referirse también a una cuestión de Reglamento.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, solicito extender el plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que aumenta las penas del delito de robo de cajeros automáticos. Básicamente, es un tema de Secretaría. 



Sucede que en la Comisión acordamos en forma unánime una indicación, pero no la podemos presentar por hallarse fuera de plazo. Necesitamos prolongarlo por una o dos horas. Podría ser hoy, a las 12.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se extenderá el plazo para presentar indicaciones a dicha iniciativa hasta mañana miércoles 16, a las 12.

El señor LARRAÍN.- Mejor sería establecerlo hasta hoy, para que mañana llegue el proyecto a la Sala.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Hasta hoy?

El señor LARRAÍN.- Sí.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien.



Entonces, si le parece a la Sala, se extenderá el plazo hasta hoy, a las 19, en la Secretaría de la Comisión.



--Así se acuerda.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Secretario, antes de que el Senador Coloma entre en un estado de desesperación, ¿por qué no tratamos el proyecto relativo al abigeato, el cual tanto preocupa a Su Señoría y que se encuentra en la tabla de Fácil Despacho?



¡Además, le vamos a ceder la palabra...!

V. FÁCIL DESPACHO

MEJORAMIENTO DE FISCALIZACIÓN PARA PREVENCIÓN DE DELITO DE ABIGEATO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora la fiscalización para la prevención del delito de abigeato, con segundo informe de la Comisión de Agricultura y urgencia calificada de “simple”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7411-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:

Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 56ª, en 27 de septiembre de 2011.


Informes de Comisión:


Agricultura: sesión 68ª, en 15 de noviembre de 2011.


Agricultura (segundo): sesión 14ª, en 2 de mayo de 2012.


Discusión:



Sesión 80ª, en 13 de diciembre de 2011 (se aprueba en general).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en general en sesión del 13 de diciembre de 2011. 



La Comisión de Agricultura deja constancia en su segundo informe, para efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



Dicho órgano técnico hace presente que con posterioridad al vencimiento del plazo fijado para presentar indicaciones se abrió uno nuevo ante la Comisión, y que durante la discusión el Ejecutivo recogió indicaciones parlamentarias que versan sobre materias de su iniciativa exclusiva, de modo que al aprobarse las del Ejecutivo se entendieron incorporadas en estas.



La Comisión de Agricultura efectuó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador solicite su discusión.



Sus Señorías tienen a su disposición un boletín comparado en que se consignan, en la tercera columna, las modificaciones introducidas por la Comisión de Agricultura en el segundo informe y, en la cuarta, el texto final que resultaría si se aprobaran dichas enmiendas. 

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En discusión particular el proyecto. 



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, más allá de la desesperación de quien habla se trata de la desesperación de muchos pequeños agricultores. Estos piden aprobar con prontitud esta iniciativa, que busca mejorar la fiscalización y el control de los organismos estatales respecto del delito de abigeato, agregándole mayores penas y multas a los responsables.



¿Por qué, señor Presidente, hago esta introducción en materia de desesperación? El abigeato es un delito que el año 2009, por ejemplo, dio cuenta de 13 mil 465 eventos, donde resultaron detenidas 519 personas y se detectaron 149 plantas faenadoras de carne clandestinas. 



Y esta tasa va, lamentablemente, en crecimiento. Desde el año 2006 a 2009 -que son las últimas referencias de que disponemos- este tipo de delito se ha incrementado en 50 por ciento. Alguien me podrá decir que la delincuencia ha aumentado en todo tipo de ilícitos. Algo de eso hay, pero si lo comparamos con el robo con fuerza, vemos que en ese período este aumentó en 17 por ciento, en tanto que el abigeato lo hizo en 50 por ciento.



Se trata de un delito respecto del cual hoy día existe una especial impunidad. En efecto, de todos los ilícitos cometidos solo un 3 por ciento culminó en una sentencia condenatoria y en 8,9 por ciento de los casos se buscó distintas salidas alternativas. O sea, casi un 85 por ciento de delitos de abigeato en Chile quedan en la impunidad. 



Lo que busca este proyecto del Gobierno, que en la Comisión de Agricultura fue aprobado por todos los parlamentarios, es corregir algunas de las debilidades existentes en el ámbito de la fiscalización, las cuales han permitido que aumente el ilícito en comento.



En primer lugar, se modifica la contextualización de algunos trámites.



Se reemplaza la guía de libre tránsito por el formulario de movimiento animal, ya que, claramente, aquella abría un forado que posibilitaba transportar animales en forma ilegítima, lo que causaba un grave daño social.



Se faculta al Servicio Agrícola y Ganadero, en coordinación con otros entes públicos (con Carabineros, por ejemplo), no solo para confeccionar el formulario pertinente, sino además para que se constituya en una instancia fiscalizadora.



Ese es un punto esencial, a cuyo respecto quienes hemos tenido responsabilidades...



Señor Presidente, sé que el Senador Lagos está preocupado de otro tipo de asuntos. ¡Pero creo que en su Región también puede ser víctima del abigeato...!

El señor LAGOS.- ¡Y en persona! ¡Porque me confunden con un animal, incluso...!

El señor COLOMA.- ¡Capaz que el Senador Quintana tenga algo que ver con ello...!



Lo que quiero destacar, señor Presidente, es que aquella segunda línea referencial es muy importante: el otorgamiento de facultades al SAG para los efectos de la fiscalización.



La tercera línea tiene que ver con normas del Código Penal, en el sentido de considerar autor del delito de abigeato “al que sin el consentimiento de quienes pueden disponer del ganado:



“1°. Altere o elimine marcas o señales en animales ajenos.



“2°. Marque, señale, contramarque o contraseñale animales ajenos.



“3°. Expida o porte certificados falsos para obtener guías o formularios o haga conducir animales ajenos sin estar debidamente autorizado.".



Aquí, entonces, enfrentamos de manera distinta el control y la sanción de las conductas asociadas al robo de animales, que, como dije, han aumentado en 50 por ciento y se radican básicamente, según la última estadística de Carabineros, en la zona central de nuestro país.



Del mismo modo, la Comisión de Agricultura conoció dos indicaciones.



Una, de los Senadores Hernán Larraín y García-Huidobro, destinada a que se cuide bien que las facultades fiscalizadoras del SAG tengan, cuando se trate de tomar medidas como la de decomiso, por ejemplo, justificación suficiente, lo cual se acreditará a través de declaración fundada del director respectivo y, obviamente, será revisable por los tribunales. Ello apunta a evitar una situación que se produce muy a menudo: ante la falta de inmediatez en la toma de decisiones, el delito se consuma, y después resulta muy difícil buscar y sancionar a quienes lo cometen.



La segunda indicación, formulada por el Senador Tuma, persigue que también quien porte certificados falsos sea sancionado como autor, situación que no estaba bien tipificada originalmente.



En resumen, este proyecto fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Agricultura; tuvo una larga tramitación; llegamos a acuerdos relevantes, y espero que podamos aprobarlo de inmediato en la Sala.



Sé, señor Presidente, que de repente hay materias que parecen más urgentes que esta. Pero me cuesta imaginar, en el mundo agrícola de Chile, otro problema respecto del cual quienes estamos involucrados hayamos sentido tan legítima presión por mejorar los tipos penales y endurecer la mano sancionadora, ya que el delito de abigeato deja absolutamente indefensos y empobrecidos a muchos pequeños y medianos agricultores.



Por eso, pido que se apruebe esta iniciativa por consenso.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Este proyecto se encuentra en la tabla de Fácil Despacho. Por tanto, corresponde que intervengan dos Senadores: uno que lo apoye y otro que lo impugne.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, no cabe duda de que el delito de que trata esta iniciativa es de los más antiguos de la república. Y a lo largo de los 200 años de ella se ha discutido cómo sancionar en debida manera a los hechores. 



Ahora, el abigeato se comete no solo en zonas rurales alejadas, sino también en otros puntos del país.



A mí me parece muy bien el aumento de las multas. Pero aquí se establecen normas que desconocen la práctica cotidiana y que van a provocar un dolor de cabeza.



Quiero preguntarles a mis colegas, la mayoría de zonas rurales, cuántas de las personas que conocen y que tienen algunos caballos o algunas vacas acuden al SAG a pedir un permiso para subirlos a un camión y transportarlos.



Ahora sucede que de repente, por no disponer de autorización para trasladar su propiedad privada, esa gente estará incurriendo en un ilícito, según la redacción que plantea el proyecto en debate.



Yo pido ser más cuidadosos en los textos y más claros en lo que queremos, para que no terminemos haciendo cosas que van más allá de lo razonable.



Los delincuentes que actúan con dolo, quienes roban animales y los carnean, deberían ser sancionados de manera drástica.



En esta iniciativa no se mejora sustantivamente el tipo penal; se aumentan las multas, pero se cometen ciertos errores. 



Será obligación del conductor del medio de transporte contar con el formulario de movimiento animal. Y se consignan las nomenclaturas técnicas, según la especie.



Señor Presidente, este texto suena bien en general. Sin embargo, por la forma como se halla redactado -lo leí entero-, por su falta de precisión, puede generar una dificultad, en mi concepto.



El colega Coloma me está pidiendo una interrupción, Señor Presidente, que concedo, con la autorización de Su Señoría.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Con la venia de la Mesa, tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en cuanto al planteamiento del colega Letelier, debo señalar que en esta iniciativa se propone reemplazar por el formulario de movimiento animal que determine el SAG la guía de libre tránsito emitida hoy por el Servicio de Impuestos Internos.



O sea, se trata de hacerles más fácil la vida a las personas. Y por eso se especifica en el artículo respectivo -ello fue largamente discutido- que la exigencia del nuevo documento rige para el transporte por los caminos públicos, no por los privados. Porque, evidentemente, nadie puede obligar a que dentro de los predios se transite con un documento como el señalado. 



Dicho de otro modo, se limita aquella exigencia al transporte por caminos públicos; por vías férrea, fluvial, aérea o marítima.



En consecuencia, aquí no se está agregando un trámite, sino sustituyéndose una exigencia que ha sido muy engorrosa.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Recupera la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, que uno cometa una falta tributaria es una cosa. Por tanto, cuando se traslada ganado a la feria se debe portar la guía de despacho, cumplir los trámites respectivos en Impuestos Internos, en fin.



A veces se mueven animales de una comuna a otra por caminos públicos. Pero no hay que presumir que quien los transporta va a carnearlos.



Normalmente, los delincuentes agarran los animales, los carnean cerca y los trasladan ya despostados. Todo depende, por cierto, de la Región de que se trate y de las prácticas de cada cual.



Creo que este proyecto reviste mucha importancia. Y no quiero restársela. Sin embargo, me preocupa que en este punto el articulado quede lo mejor posible, señor Presidente. Porque esta materia genera consenso. 



En consecuencia, planteo la posibilidad de que haya segunda discusión, a fin de precisar el aspecto que me inquieta y aprobar la iniciativa por unanimidad.

El señor COLOMA.- ¡Ya se ha discutido veinte veces!



¡“En votación”, señor Presidente!

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Quiero recordarles a los señores Senadores que estamos en la tabla de Fácil Despacho, la que, como siempre, ha resultado de difícil despacho.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina para un asunto de Reglamento.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, todos estamos interesados en que las iniciativas incluidas en esta parte de la sesión se despachen rápidamente.



Ahora bien, yo quiero señalar que de ningún modo comparto lo que dijo el Senador Letelier. Porque hoy se exige para el traslado de animales nada menos que una guía de libre tránsito, y lo que se pide mediante este proyecto es que en vez de ella exista un formulario de movimiento animal.



Quien nada hace, señor Presidente, nada teme. 



El de abigeato es uno de los delitos más duros en las zonas rurales, pues mediante su comisión se roba el capital de trabajo de un pequeño campesino. Y se sufre a diario.



Por supuesto, cuando se quiere fiscalizar ese ilícito, que es de difícil descubrimiento, deben pagarse costos, en términos de que a lo mejor hay que realizar un trámite o una diligencia más. Pero la medida en comento se adopta en todos los países, para lograr una buena fiscalización y evitar que quede impune un delito que no afecta a los agricultores grandes -porque perderán algunos animales, pero siempre pueden tener otros-, sino a los pequeños campesinos, a quienes les roban los ahorros de su vida entera, todo su capital de trabajo, y los dejan en la calle. Y en mi Región, la de La Araucanía, esto sucede habitualmente.



Por lo tanto, el reemplazo de la guía de libre tránsito por el formulario de movimiento animal solo procura mejorar la fiscalización y facilitar la captura de cuatreros que dejan en la más absoluta miseria a pequeños agricultores al hacerlos víctimas de un ilícito que probablemente recibe el mayor reproche social en el agro de nuestro país.



Lo que hicieron las Comisiones, entonces, me parece correcto. La norma está bien redactada.



Por cierto, no pretendo desligitimar lo que planteó el Senador Letelier. Pero insisto en que aquellos órganos técnicos cumplieron un muy buen cometido.



En consecuencia, pienso que lo adecuado es aprobar el proyecto.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Debo precisar que existe potestad reglamentaria para pedir segunda discusión.



Le pregunto al Senador señor Letelier si plantea formalmente su solicitud en tal sentido.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, yo pedí segunda discusión, mas no para entrar a debatir el fondo del asunto.



Ahora, le digo al Senador Espina que no abundemos en aquello respecto de lo cual estamos convencidos.



¡Es horrible que a alguien le roben animales que constituyen todo su capital! Y en ello todos convenimos. Pero no estamos viendo eso, sino si el procedimiento que establece el proyecto para el transporte de animales es el más adecuado.

El señor COLOMA.- ¡Es el mejor!

El señor LETELIER.- Algunos creen que es el mejor; y lo saluda el Senador Coloma, quien tiene experiencia en mover animales. Pero otros estiman que no es el más simple.



Lo que quiero decir es que para algunas personas que llevan una existencia distinta de la de aquellos que estamos en esta Sala deberíamos simplificar las cosas y no hacerlas más complejas.

El señor COLOMA.- Eso es lo que hacemos en este caso.

El señor LETELIER.- Tal es el punto, señor Presidente. Y por eso pedí segunda discusión.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Entiendo que la solicitud de segunda discusión está avalada por el Comité Socialista.



Así es.

El señor BIANCHI.- ¡Para qué pusieron el proyecto en Fácil Despacho!

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Lo hemos dicho y reiterado: los proyectos de Fácil Despacho son complicados, pues todos terminan siendo de difícil resolución.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, esta materia se discutió largamente en la Comisión de Agricultura. Los colegas de enfrente no presentaron indicaciones. De consiguiente, no entiendo por qué ahora, en el último minuto, se pide segunda discusión.



Por cierto, quienes formulan la solicitud respectiva están en su derecho. Pero debo puntualizar que aquí se está haciendo algo que no es lo normal en nuestro trabajo parlamentario.



De otro lado, entiendo que el proyecto tiene urgencia. No sé si estamos dentro de plazo para llevar a cabo la segunda discusión.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Está pedida la segunda discusión, reglamentariamente.

El señor LARRAÍN.- Si existe “discusión inmediata” no procede la segunda discusión.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- ¿Hay “discusión inmediata”, señor Secretario?

El señor LABBÉ (Secretario General).- No, señor Presidente: solo urgencia “simple”.

El señor COLOMA.- ¿Cuándo vence?

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- El 7 de junio próximo.



Entonces, la segunda discusión se efectuará mañana, en el primer lugar de la tabla. Y en el curso de esta tarde el Senador señor Letelier y el resto del Comité Socialista podrán analizar sus observaciones.



En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.

CREACIÓN DE REGISTRO NACIONAL DE PRÓFUGOS DE LA JUSTICIA

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7408-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 65ª, en 11 de octubre de 2011.


Informes de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 3ª, en 20 de marzo de 2012.


Hacienda: sesión 15ª, en 8 de mayo de 2012.


Discusión:



Sesión 7ª, en 4 de abril de 2012 (se aprueba en general).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La idea de legislar fue aprobada en sesión de 4 de abril de este año.



No se presentaron indicaciones en el plazo fijado al efecto, y el proyecto fue enviado a la Comisión de Hacienda, que debía conocer de él en particular.



Esta Comisión hace presente en su informe que se pronunció respecto a los artículos 1º, 10 y 12, de su competencia, en los términos en que fueron aprobados en general por el Senado, y deja constancia, para los fines reglamentarios, de que solo realizó una enmienda, en el artículo 10, lo que hizo por unanimidad, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento de la Corporación.



Esa enmienda de consenso debe ser votada sin debate, salvo que algún Senador solicite su discusión.



Los demás artículos, que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, deben darse por aprobados, salvo que algún Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.



Cabe señalar que los artículos 7º y 8º son de quórum calificado, por lo que para su aprobación se requieren 19 votos favorables; y que el artículo 11 es orgánico constitucional, por lo que debe aprobarse con 21 votos afirmativos.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que en la tercera columna transcribe la modificación introducida por la Comisión de Hacienda, y en la cuarta, el texto como quedaría si se aprobara esa enmienda.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En discusión particular el proyecto.



Pidió la palabra el Ministro del Interior, don Rodrigo Hinzpeter, quien tiene preferencia para intervenir.

El señor HINZPETER (Ministro del Interior y Seguridad Pública).- Señor Presidente, Honorables Senadores, esta iniciativa de ley reviste gran importancia; agradezco que se haya incorporado en Fácil Despacho, y me voy a referir a ella muy rápidamente, tanto más cuanto que ya fue aprobada prácticamente por unanimidad en el trámite de Comisión.



Evadir la acción de la justicia de algún modo es contributivo a generar una gran sensación de impunidad en la población. Por lo tanto, creemos que las medidas que se puedan adoptar legislativamente para evitar la evasión del accionar de la justicia van en una línea correcta tanto respecto de aquella sensación cuanto de la imagen de nuestro Poder Judicial y, consecuentemente, de nuestra república.



El Registro Nacional de Prófugos de la Justicia se aloja y administra en el Servicio de Registro Civil e Identificación, y los tribunales de justicia deberán despachar hacia él la información pertinente cada vez que expidan una orden de detención contra un ciudadano.



Básicamente, dicho Registro se refiere al imputado declarado rebelde; al imputado que se fugue hallándose sujeto a la medida cautelar de prisión preventiva; al condenado que no se presente a cumplir su condena; al condenado que, estando dentro del recinto penitenciario, se fugue; al condenado al que se le revoque una medida alternativa y no concurra nuevamente al recinto penitenciario a cumplir su condena.



Esos individuos se transforman en prófugos de la justicia y se incorporan al Registro en comento, donde figuran durante todo el tiempo que permanecen en tal condición.



Si se presentan ante la justicia, dejan de tener el carácter de prófugos. El proyecto establece que, en tal caso, de forma inmediata el tribunal debe oficiar para que la persona sea eliminada del Registro de Prófugos. Y constituye una falta muy grave el hecho de que el juez no envíe la comunicación conducente a dejar sin efecto la orden de detención.



A su turno, el Registro Civil tiene un plazo de doce horas -muy corto- para eliminar la anotación de la persona respecto de la cual ha llegado la contraorden que deja sin efecto su detención, y no hacerlo implica incurrir en lo que se denomina “falta grave” de conducta funcionaria.



Al Registro Nacional no tienen acceso los ciudadanos, sino solo instituciones del Estado que se determinan en forma taxativa: tribunales de justicia; Ministerio Público; Carabineros; Policía de Investigaciones; Gendarmería; Dirección del Territorio Marítimo y de Marina Mercante; el propio Registro Civil; departamentos del Tránsito, a los efectos de poder suspender el otorgamiento o la renovación de licencia de conducir de los prófugos de la justicia, y determinados órganos del Estado que otorgan prestaciones de carácter económico, excluidas las de carácter previsional, de salud o que puedan afectar a familiares de las personas de que se trata.



¿A qué se hace referencia en este último caso? Queda establecido que ello se señalará -porque el funcionamiento del Estado evoluciona y consignarlo por ley resulta complejo- en un reglamento suscrito por quien invista la calidad de Ministro del Interior en la época en que la normativa entre en vigencia.



El proyecto va en una dirección ciudadana correcta y fortalece el combate contra la delincuencia, disipa la sensación de impunidad y fortalece la imagen del Poder Judicial y, consecuentemente, también la de nuestra República.



Agradecería sinceramente a esta Honorable Corporación el que le brindara su aprobación.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, seré muy breve por encontrarnos en el tiempo de Fácil Despacho.



Creo que esta es una de las iniciativas más importantes que se van a aprobar en materia de seguridad ciudadana. La razón es muy simple: existen más de 10 mil prófugos de la justicia. Eso, según los antecedentes que entrega hoy el Ministerio del Interior. Si nos vamos a los datos del Registro Civil, son 142 mil 479 las órdenes de detención vigentes. Y lo que ha hecho el Gobierno -por supuesto, destaco la colaboración de los parlamentarios de Oposición en el perfeccionamiento del texto, porque las buenas leyes salen con el trabajo de todos- es apuntar a disponer de algo que resulta elemental para poder combatir la delincuencia, pues lo que corresponde es contar con información acerca de las personas que son objeto de una orden de detención dictada legalmente por un tribunal, ya sea por no presentarse al cumplimiento de su condena, o por violar una medida cautelar, o por razones similares.



No resulta razonable que alguien que se halle en ese caso pueda concurrir hoy día a cualquier servicio público y obtener beneficios del Estado no obstante haber cometido, a lo mejor, un delito gravísimo, como una violación, un abuso sexual, un robo con violencia, un asalto a mano armada, y que la situación descrita obedezca a la falta de un registro establecido por ley, que es lo que crea la normativa en examen. Y ello tiene lugar no obstante haberse dictado una orden de detención por el propio Estado y sin que se haya cumplido con lo básico en un Estado de Derecho, que es presentarse a los tribunales de justicia.



No abrigo dudas de que la información sistematizada de que se trata permitirá que un gran número de delincuentes reincidentes no siga en la impunidad total y significará un avance enorme en sacar de circulación y de la calle, para que vayan a parar adonde corresponde: a la cárcel, a criminales peligrosos que, por diversas razones, están prófugos de la justicia. Cuando caen detenidos, siempre aparece su prontuario en los medios de comunicación, con tres o cuatro órdenes de detención que, por distintas razones, no se han podido materializar.



Así que me parece que esta es una estupenda iniciativa, señor Presidente, por lo cual felicito al Gobierno y a todos los parlamentarios, de Gobierno y de Oposición, que han contribuido realmente a que se cuente por primera vez en Chile con un registro legal de todas las personas con orden de detención, para que no burle la acción de la justicia, y, por lo tanto, se logre disminuir el número de delincuentes prófugos y de delitos.



Gracias.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Deseo recordar que estamos en el tiempo de Fácil Despacho, donde proceden una intervención a favor del proyecto y otra en contra.

El señor GÓMEZ.- ¿Se puede fundamentar el pronunciamiento, señor Presidente?

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Así es.



Si le parece a la Sala, se llevará a cabo la votación y quienes hayan pedido la palabra dispondrán de cinco minutos para hacer uso de ella.

El señor LARRAÍN.- Quiero informar como Presidente de la Comisión.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Puede hacerlo, señor Senador, como Presidente de la Comisión de Constitución, donde la iniciativa fue visada, revisada y votada.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, he intentado inscribirme desde hace rato, pero el instrumento no lo marcaba.



Solo deseaba exponer que el proyecto, cuando se abrió el plazo respectivo, no recibió indicaciones. Por lo tanto, el órgano técnico, habiéndose verificado la aprobación en general y no habiéndose introducido ninguna enmienda, lo dio por aprobado, como corresponde en términos reglamentarios.



Y luego procedía el informe de la Comisión de Hacienda, donde se efectuó una corrección formal para tener claridad de orden en el artículo 10, entre el inciso primero y el tercero. No se trata de una modificación de fondo, sino que se establece que la mención de diferir prestaciones económicas dice relación con aquellas determinadas por un decreto del Ministerio del Interior, lo que se halla precisamente en el inciso tercero.



En consecuencia, esta es una materia resuelta y que, en rigor, no debería merecer ulterior debate, porque la discusión en general ya se hizo.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quisiera aclarar que, con excepción de los artículos 7°, 8° y 11, que son de quórum especial, ya señalados, y del 10, que fue objeto de una modificación en la Comisión de Hacienda, al cual se refirió el Honorable señor Hernán Larraín, los demás del proyecto, en conformidad al Reglamento, deben darse por aprobados.

El señor LARRAÍN.- Así es.



--Se dan por aprobados.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Si Sus Señorías lo desean, los artículos pendientes que ya consigné serán sometidos a una sola votación, en la que deberán registrarse, naturalmente, los quórums respectivos.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Así se hará.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, hace cerca de un año conversé con el señor Ministro, como podrá recordarlo, sobre un proyecto de ley en esta misma línea que fue declarado inadmisible -pedí al respecto, en su momento, el patrocinio del Ejecutivo- y que apuntaba, en definitiva, a que no se mantuviera una situación tan compleja, que incluso en Regiones tenemos que constatar permanentemente. Al existir libre tránsito de personas -vivimos en un Estado de Derecho-, les hice ver a él y al Gobierno la imperiosa necesidad de contar con listados fundamentalmente para que la Policía de Investigaciones y Carabineros, cada vez que haya información, puedan advertir, por ejemplo, la situación de una persona con causas pendientes o prófuga de la justicia, de tal modo que esta no tenga la facilidad con que hoy día cuenta para trasladarse a cualquier lugar.



En algún momento, un hombre de esas características llevó a su hija desde Santiago a la Duodécima Región, donde la violentó sexualmente, y regresó a la Capital, ciudad en la que hizo lo mismo con otra criatura. Ese individuo andaba “como Pedro por su casa”. Y no existía ninguna posibilidad -¡ninguna!- de que las policías, disponiendo, muchas veces, de datos para perseguirlo, pudieran verificar si venía en determinado vuelo, por tierra o por vía marítima.



La cuestión es compleja, entonces, al plantearse en todas las Regiones adonde esta gente se traslada sin ningún control.



Me alegro de que nuestro proyecto de ley por lo menos sirviera de inspiración -no digo que el señor Ministro lo haya acogido-, a fin de que sobre todo en Magallanes, circunscripción que represento, dejemos de registrar la recalada de tanta persona con prontuario, con causas pendientes, que transita libremente por el país y llega a las Regiones, y las policías carecen de antecedentes suficientes para poder detenerla y, de esta manera, prever hechos tan complejos y lamentables como el que acabo de señalar.



Voy a votar a favor, pero haciendo notar que parte importante de lo que trata la presente iniciativa fue presentada hace largo tiempo por quien habla.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, daré mi aprobación al proyecto que nos ocupa, muy relevante, respecto del cual trabajamos en la Comisión de Constitución.



La acción del Estado, de las policías, de los tribunales, es ineficaz, muchas veces, por no contarse con la información sistematizada de que se trata. Y, naturalmente, a la gente le genera una sensación de impunidad el que personas sometidas a alguna medida cautelar, a prisión preventiva, o condenadas y cumpliendo penas de cárcel se fuguen y vuelvan a cometer delitos.



No voy a referirme al detalle de la iniciativa, porque ya lo hicieron el señor Ministro y varios señores Senadores, pero sí le formularé dos preguntas al primero, quien también ha liderado su tramitación en el Congreso Nacional.



En primer lugar, hay unas 142 mil órdenes de aprehensión pendientes, pero no se sabe a cuántos sujetos corresponden. No son 142 mil individuos -es lo que se nos dijo en sesión de la Comisión-, porque algunos pueden ser objeto de varias. Entonces, sería importante conocer de cuántos se trata y el tipo de delito.



En seguida, me parece que cabe consultar al señor Ministro del Interior qué impacto estima el Gobierno que la aprobación del proyecto causará en las cárceles, porque hoy día se registran hacinamiento y sobrepoblación penal. No digo que no debamos legislar a raíz de ello. Hay que aprobar la iniciativa. La considero trascendente. Pero es fundamental que los recintos penales se hallen preparados para enfrentar una mayor demanda. Lo consulté en la Comisión, pero no obtuve respuesta. El Gobierno quedó de darla más adelante. Me interesa saber si disponen de algún estudio o alguna cifra en la materia.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que ha sido una muy buena idea establecer un Registro Nacional de Prófugos de la Justicia, a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación, con la finalidad de facilitar la persecución coordinada y eficaz de imputados y condenados fugitivos y evitar críticas ciudadanas por las informaciones confusas que dan cuenta de un alto número de personas que han evadido la acción de los tribunales.



Junto con la definición de la calidad de prófugo, el proyecto contempla la suspensión de beneficios económicos brindados por el Estado y autoriza a instituciones públicas para implementar sistemas de control en el acceso a sus dependencias, con el fin de detectar el posible ingreso de esas personas y ayudar al cumplimiento de las respectivas órdenes de detención.



La Comisión de Hacienda no realizó cambios significativos en el texto despachado por la Comisión de Constitución ni en cuanto a la aprobación en general por la Sala, salvo modificar la norma que establece que los órganos del Estado “podrán diferir” la entrega de beneficios económicos, expresión que se propone sustituir por “diferirán”, con el propósito de eliminar cualquier discrecionalidad acerca del reconocimiento de un derecho.



Creo que es una buena iniciativa y que va a ayudar mucho a combatir la delincuencia.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, estimo que el proyecto es positivo en el sentido de que por fin existe el Registro. Ha sido difícil lograr un acuerdo sobre las bases de datos de las distintas autoridades que tienen que ver con la materia: Carabineros, Investigaciones, Ministerio Público, los propios tribunales, etcétera.



Pero solo quiero formularle una observación al señor Ministro, a manera de prevención. En el Registro de Detención -porque, al final, lo que se está haciendo es la relación de las personas objeto de órdenes de esa índole y que no se han presentado a los tribunales- media un aspecto muy significativo que habría que tratar de resolver, pues se dan situaciones y situaciones por las cuales alguien se encuentra en esa circunstancia.



Ciertos casos se vinculan con alimentos, por ejemplo, que no digo que sean problemas menores. Pero existen situaciones curiosas, complejas y que considero necesario abordar. Alguien puede ser objeto de un robo de cheques y no comparecer al tribunal por no recibir la citación o por cualquier circunstancia, y generalmente se despacha una orden de detención también respecto del afectado por el ilícito.



Por ello, juzgo importante que queden claros el delito y la razón por la cual la persona es incluida en el Registro Nacional de Prófugos, ya que no es lo mismo un violador o un homicida que alguien que ha llevado a cabo otras acciones. Considero pertinente que ello quede determinado con precisión, porque se originan cuestiones complejas en ese ámbito.



A veces, el Registro Civil se equivoca en nombres, en números, y eso puede generar dificultades en casos que no tienen por qué contemplarse en el listado.



Señor Presidente, me parece que el proyecto es bueno. Sin embargo, encuentro necesario que quede bien establecido lo que he expuesto.



Voy a votar a favor.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, qué duda cabe de que este es un nuevo esfuerzo del Gobierno del Presidente Piñera para luchar contra la delincuencia, que aparece como uno de los problemas que más preocupan a la ciudadanía. A mi juicio, la creación del Registro Nacional de Prófugos de la Justicia, en donde se anotarán las órdenes de detención pendientes de los condenados o imputados, es un paso adelante para la coordinación y el trabajo de las policías.



Sin embargo, quiero llamar la atención -estando, por supuesto, a favor del proyecto de ley- en el sentido de que también debemos dar pasos tendientes a establecer convenios con los países limítrofes, de donde recibimos todos los días inmigrantes cuya situación desconocemos totalmente.



Por ello, solicito al señor Ministro del Interior, aquí presente, ver la posibilidad de concretar convenios con los países limítrofes (Perú, Argentina, Bolivia), para saber si los inmigrantes venidos desde ellos -por supuesto, son bienvenidos a Chile- han cometido algún delito en su nación de origen y son prófugos no encargados por INTERPOL. Porque solo de estos puede tener conocimiento hoy la policía en Chile: se detiene a quien ingresa a nuestro territorio y ha sido encargado por INTERPOL. Sin embargo, actualmente a la policía en las aduanas nacionales no le es factible saber si personas que han cometido un delito menor (asaltantes, ladrones, etcétera) se encuentran en un registro de este tipo en Colombia, en Venezuela, en los países vecinos, que es de donde se recibe un mayor flujo de inmigrantes.



Por lo tanto, celebro este proyecto. Y, por cierto, lo votaré a favor, pues me parece un paso adelante en la lucha contra la delincuencia. 



Pero hago un llamado al Ministro del Interior para llevar adelante algún tipo de convenio con los países limítrofes, a fin de que las policías cuenten con un instrumento (un registro de carácter internacional) para evitar el ingreso de delincuentes desde esas naciones, quienes entran permanentemente a nuestro territorio.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, un registro de esta naturaleza sin duda será un instrumento eficaz para cumplir el primer objetivo: recapturar. Si son prófugos, lo prioritario no es saber dónde están, sino recapturarlos.



Los organismos que tendrán acceso al Registro Nacional de Prófugos serán los tribunales de justicia, el Ministerio Público, Carabineros, la Policía de Investigaciones, Gendarmería, la Dirección del Territorio Marítimo, el Servicio de Registro Civil, las municipalidades (respecto del otorgamiento de licencias de conducir) y diversos órganos de la Administración del Estado que otorguen subsidios.



Cabe preguntarse: ¿dicha información estará en poder de las líneas aéreas? El Senador Bianchi planteaba una situación concreta sobre el particular. ¿Podrán las personas que conforman ese registro viajar en avión por el país mostrando su carné de identidad? ¿No habrá restricción para ello? ¿Los servicios enumerados entregarán estos listados a los medios de transporte? En definitiva, ¿cómo va a operar el sistema? 



El que los servicios públicos tengan acceso a la información no asegura el cumplimiento del objetivo fundamental: la recaptura del prófugo o la notificación a la persona requerida por la justicia. Sobre esto último, atiendo lo planteado por el Senador Gómez en cuanto a que muchos pueden verse involucrados no necesariamente por estar prófugos, sino por no haber sido notificados.



En tal sentido, pido al Ministro que nos indique cómo funcionará el sistema, para que haya certeza de que esta nómina tendrá eficacia.



Algo similar ocurre en nuestra Corporación. Las personas que vienen entregan su carné. En más de una oportunidad se ha cuestionado al Congreso por el hecho de que alguien vinculado a cierta materia se ha entrevistado con un parlamentario. Se ha señalado en algún momento que aquí se ha recibido a una persona que está prófuga de la justicia. Mi pregunta es la siguiente: ¿tendremos certeza de que quien ingresa al Parlamento para sostener una audiencia, dejando su carné en portería, no es un prófugo? Así nadie dirá después: “¡Los parlamentarios recibieron a un prófugo de la justicia!”. ¡Pero, si sucede, es porque no fue detectado por los mecanismos de control de acceso! 



Lo mismo pasa en La Moneda. También se ha dado el caso de personas procesadas que han concurrido a conversar con Ministros de Estado. Y ello tampoco se ha detectado.



Por lo tanto, esta lista ha de constituir un instrumento eficaz para la recaptura, particularmente cuando se trata de reos peligrosos.



Señor Presidente, estamos hablando de personas que han huido de la justicia o no han cumplido con el requerimiento de presentarse ante los tribunales, en sus diversas categorías.



Haré mención de un hecho solo para la generación de conciencia, pues no tiene cabida en el proyecto que nos ocupa. 



En un informe de Carabineros de 2010, se señala que, en los más de mil 200 atropellos con resultado de muerte, más del 60 por ciento de los responsables se da a la fuga. ¡Y, como no sabemos quiénes son, no hay cómo procesarlos! Lo hago presente porque estamos hablando de prófugos. Sobre el particular, hemos presentado una iniciativa relacionada con quienes provocan un grave accidente automovilístico y escapan para eludir su responsabilidad.



Yo voy a votar afirmativamente la iniciativa. 



Pero las observaciones que se han formulado deberán constatarse en el ejercicio del Registro, en especial para evitar que se produzcan inconvenientes a personas inocentes. La ley en proyecto persigue combatir a los delincuentes. No se quiere hacer pasar un mal rato a ciudadanos inocentes, como previno el Senador Gómez. En consecuencia, el uso de este instrumento debe cautelar aquello. A veces, por la mala ejecución de un mecanismo de esta naturaleza, se puede causar un grave daño a la honorabilidad, a la integridad y a la dignidad de las personas. Por tanto, se requiere capacitación. Si se va a utilizar la referida información, ha de hacerse de manera discreta, efectiva y responsable.



Por lo expuesto, votaré a favor del articulado, confiando en que quienes tengan acceso al Registro Nacional de Prófugos lo emplearán de forma correcta, para devolver a la cárcel a los delincuentes y no para causar dificultades a los buenos ciudadanos que, por el imperfecto funcionamiento del sistema, como está comprobado, pudieran verse afectados.



Con esa salvedad, que pido encarecidamente que sea resuelta por las instituciones que manejarán ese listado, voto que sí.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, en la línea de lo expuesto por el Honorable señor Bianchi, cabe mencionar una moción que presentó dicho colega hace aproximadamente un año, junto a la Senadora Lily Pérez y quien habla, en calidad de coautores. En los considerandos de dicho texto, que fue declarado inadmisible, se lee: “En nuestro sistema penal, por regla general el imputado o condenado por un crimen o simple delito que goza de libertad provisional o de alguna pena alternativa a la prisión de libertad puede libremente transitar de un lugar a otro de la región en que se encuentra, o incluso a otras regiones del país”.



Nobleza obliga. La moción que he mencionado se presentó con bastante antelación al proyecto que nos ocupa, que aprobaré, al igual que todos, porque es bueno. Es necesario y justo dejar constancia de que hace un año hubo Senadores que dieron cuenta del problema: se pueden mover por el país personas que se encuentran procesadas y que evitan las medidas cautelares decretadas en su contra.



Con relación a lo manifestado por el Senador Navarro, tengo entendido -no lo indica claramente el actual proyecto- que la Policía de Investigaciones y Carabineros podrán requerir a las empresas de transporte la información correspondiente para saber si una persona con medidas cautelares está viajando y, con ello, eludiendo disposiciones que le prohíben, por ejemplo, salir de determinado lugar o espacio físico.



Como ya señalé, esta es una buena iniciativa. 



Solo cabe reiterar que a los autores de la referida moción (Senadores señor Bianchi, señora Lily Pérez y quien habla) nos hubiera gustado que se mencionara que las ideas matrices de esta se encuentran contenidas en el presente proyecto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, pese a que debiéramos estar discutiendo solo el artículo 10 (lo relativo a que los órganos del Estado “diferirán”  la entrega de algunos beneficios a quienes se encuentren en el Registro Nacional de Prófugos), quiero hacerme cargo de las dudas que han expresado algunos señores Senadores. 



Creo que nos encontramos ante un proyecto verdaderamente trascendente, que permitirá un combate efectivo contra la delincuencia.



En primer término, me referiré a lo planteado por el Senador Gómez y otros, en cuanto a que no es lo mismo cualquier orden de detención y que lo propuesto puede de alguna forma perjudicar a alguien inocente.



La iniciativa se hace cargo de eso. Tiene que estar, en primer lugar, declarada la rebeldía. Para que se incorpore una persona a este Registro no basta simplemente con que haya un orden de detención emanada desde un tribunal, sino que además debe haber una segunda resolución del mismo tribunal que declare rebelde a ese imputado. Asimismo, el Código Procesal Penal determina, en sus artículos 99 y 100, con especificidad, cuándo un juez puede declarar en rebeldía a una persona, determinación que corresponde tomar al tribunal ante el que se debe comparecer. 



Es más, el proyecto de ley dispone claramente que, cuando se deja sin efecto una orden de detención, el Registro Civil debe eliminar la anotación respectiva del Registro Nacional de Prófugos en un plazo de 12 horas. Si el juez no comunica la orden a dicho Servicio, se considerará una falta grave.



Por lo tanto, se están fijando -a mi juicio, con rigurosidad- las normas necesarias para permitir un uso adecuado del nuevo registro y para minimizar cualquier riesgo que pueda provocar una situación injusta. 



En cuanto a lo dicho aquí respecto de que el Congreso o las líneas aéreas tengan acceso a dicho listado, cabe señalar que no forma parte de las obligaciones de quienes están en las puertas de ingreso de las Cámaras del Parlamento, así como tampoco de quienes laboran en las aerolíneas, revisar los antecedentes penales de las personas. 



Sin embargo, esa información (quiénes viajan y hacia dónde se dirigen) es pública tanto para Carabineros como para la PDI, que tienen dotación en el Parlamento y en los aeropuertos, donde también se encuentra la Dirección de Aeronáutica Civil.



En definitiva, lo propuesto va a permitir un eficaz cumplimiento de lo que persigue este proyecto de ley: detener a quienes se hallen en el Registro de Prófugos para ponerlos a disposición del tribunal ante el cual deben comparecer. 



Se trata de una iniciativa sencilla, pero que logra un efecto muy importante en la lucha contra la delincuencia. 



Además, en sus normas -el informe respectivo está sobre los escritorios de los señores Senadores- se toman los resguardos necesarios para evitar que el mal uso de dicho Registro cause daño a una persona inocente. 



Nosotros votaremos a favor lo que se nos propone, porque creemos que constituye un muy buen proyecto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueban los artículos 7º, 8º, 10 y 11 (30 votos a favor y un pareo), dejándose constancia de que se cumplió con los quórums constitucionales exigidos, quedando aprobado el proyecto en particular.



Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Sabag.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Honorable señor Ruiz-Esquide. 

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Dado que ya se acabó el tiempo de Fácil Despacho, solicito el asentimiento unánime de la Sala para tratar en el primer lugar del Orden del Día, sin discusión, el proyecto al cual se refirió el Senador señor Orpis y que se había acordado analizar a continuación de la iniciativa recién despachada. 



--Así se acuerda.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminado Fácil Despacho.

VI. ORDEN DEL DÍA

ESTABLECIMIENTO DE CAUSAL DE CESACIÓN TEMPORAL EN CARGO DE CONCEJAL

El señor ESCALONA (Presidente).- Según lo acordado, corresponde tratar el proyecto, iniciado en moción de los Senadores señores Orpis, Rossi y Sabag, en primer trámite constitucional, que establece en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades la causal de cesación temporal en el cargo de concejal, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (8291-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Orpis, Rossi y Sabag):


En primer trámite, sesión 15ª, en 8 de mayo de 2012.


Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 16ª, en 9 de mayo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es establecer en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades que la incapacidad de concurrir a sesiones del concejo de manera regular o de desempeñar las funciones propias del cargo por motivos de fuerza mayor u otros que generen similares consecuencias constituye una causal de cesación temporal en el cargo de concejal. 



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Bianchi, Orpis, Rossi, Sabag y Zaldívar. 



Cabe hacer presente que la iniciativa, para ser acogida, requiere el voto conforme de 21 señores Senadores, por incidir en normas de rango orgánico constitucional.



El texto que se propone aprobar se consigna en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Solo se votará en general el proyecto, tal como explicó en su momento el Senador señor Orpis.



En votación la idea de legislar. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (25 votos a favor y un pareo), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido, y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el viernes 25 del presente mes, a las 12.



Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Prokurica.

AUTORIZACIÓN A BANCO CENTRAL PARA SUSCRIPCIÓN DE AUMENTO DE CUOTA CORRESPONDIENTE A CHILE EN FONDO MONETARIO INTERNACIONAL

El señor ESCALONA (Presidente).- Conforme al acuerdo de Comités, corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza al Banco Central suscribir un aumento de la cuota correspondiente a Chile en el Fondo Monetario Internacional (FMI), con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8217-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 14ª, en 2 de mayo de 2012.


Informe de Comisión:


Hacienda: sesión 16ª, en 9 de mayo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es autorizar al Banco Central de Chile para suscribir, con cargo a su disponibilidad de reservas, el aumento de cuota que corresponde a Chile en el Fondo Monetario Internacional. 



La Comisión de Hacienda discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y le dio aprobación por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa, en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados. 

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general y particular. 



Ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra. 



Cerrado el debate. 



Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad (25 votos), se aprueba en general y en particular el proyecto.
ACUERDO DE ASUNCIÓN SOBRE RESTITUCIÓN DE VEHÍCULOS TRASPASADOS ILEGALMENTE EN FRONTERAS ENTRE ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR, BOLIVIA Y CHILE. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo de Asunción sobre Restitución de Vehículos Automotores Terrestres y/o Embarcaciones que Trasponen Ilegalmente las Fronteras entre los Estados Partes del MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile”, suscrito en Montevideo, República Oriental del Uruguay, el 7 de diciembre de 1999, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8058-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 87ª, en 10 de enero de 2012.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 2ª, en 14 de marzo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es implementar medidas para combatir el desplazamiento forzoso de vehículos sin documentación o con documentación falsa, desde el territorio de uno de los países signatarios hacia el de otro Estado signatario. 



La Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Honorables señores Coloma, Kuschel, Letelier, Pizarro y Tuma. 

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general y particular. 



Ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra. 



Cerrado el debate. 



Si le parece a la Sala, se aprobará la iniciativa con la misma votación anterior. 



--Por unanimidad (25 votos), se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo.

CREACIÓN DE SERVICIO NACIONAL FORESTAL

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre creación del Servicio Nacional Forestal, CONAF, con  informe de las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7486-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 90ª, en 1 de marzo de 2011.


Informe de Comisión:


Agricultura y Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas: sesión 25ª, en 14 de junio de 2011.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es crear el Servicio Nacional Forestal, transformando la actual Corporación Nacional Forestal, CONAF, en un servicio público descentralizado, dependiente del Ministerio de Agricultura, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo octavo transitorio de la ley N° 20.417, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente.



El aludido artículo octavo transitorio señala que “el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se cree el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, y se transforme la Corporación Nacional Forestal en un servicio público descentralizado.”. Ambas iniciativas se encuentran en tramitación legislativa en el Senado.



Las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, señalan en su informe que aprobaron la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Coloma, García, Horvath, Larraín (don Carlos), Navarro y Quintana, y el entonces Senador señor Longueira.



Asimismo, dejan constancia de que, antes de la aprobación general de la iniciativa, los Senadores de la Concertación hicieron entrega al señor Ministro de Agricultura de un documento con sugerencias que perfeccionan el texto del proyecto y que aborda diversos temas sobre la materia, respecto de algunos de los cuales dicho Secretario de Estado expresó la disposición del Ejecutivo en orden a formular las indicaciones pertinentes.



Del mismo modo, dejan testimonio de la respuesta del Gobierno a los planteamientos que se detallan en el informe. Y el señor Ministro reiteró la voluntad del Ejecutivo de analizar, durante la discusión particular, las mejoras que el proyecto amerite.





Cabe tener presente que los artículos 1°, inciso final, 3°, 6°, 7° y 8° son normas de rango orgánico constitucional, por lo que para su aprobación requieren 21 votos favorables.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en el informe de las Comisiones unidas y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ESCALONA (Presidente).- Hago presente a la Sala que la urgencia de “discusión inmediata” vence hoy. De manera que, de no ser retirada, la iniciativa tendrá que votarse en esta sesión.

El señor PIZARRO.- Podemos votarla mañana.

El señor NAVARRO.- Si se vota ahora, se va a perder.

El señor ESCALONA (Presidente).- Lo dicho no deja de ser un problema, porque debe pasar a la Comisión de Hacienda  inmediatamente después de aprobada en general.



El señor Ministro de Agricultura subrogante solicita autorización para que ingresen a la Sala el Director Nacional de CONAF, señor Eduardo Vial Ruiz-Tagle, y el asesor señor Andrés Meneses.



¿Habría acuerdo?

El señor PROKURICA.- Sí.

La señora RINCÓN.- Claro.

El señor NAVARRO.- Me opongo.

El señor COLOMA.- ¿Por qué?

El señor ESCALONA.- No existe unanimidad para acceder a esa solicitud.

El señor NAVARRO.- En la seremía de Obras Públicas de mi Región se me niega la entrada.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general el proyecto.





Tiene la palabra el señor Ministro de Agricultura subrogante.

El señor CRUZAT (Ministro de Agricultura subrogante).- Señor Presidente, el Ejecutivo ha sometido a consideración del Senado la iniciativa en debate, que crea el Servicio Nacional Forestal y que responde, fundamentalmente, a las exigencias de la ley del Ministerio del Medio Ambiente, de enero del 2010. Con su envío, el Gobierno da cumplimiento a dos condiciones esenciales solicitadas en ese entonces por el Poder Legislativo: transformar la Corporación Nacional Forestal en un servicio público y continuidad y respeto de los derechos de los trabajadores de la CONAF. 



Así, en enero de 2011 se tramitó al Congreso la normativa para transformar el Servicio Nacional Forestal en un ente público, junto con la que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.



Para el Ejecutivo, es primordial reforzar y potenciar el servicio forestal, más aún considerando los tremendos desafíos del país en cuanto a la  protección de áreas silvestres de incendios, además de los requerimientos a que se refiere la Ley de Fomento Forestal, cuya vigencia fue renovada por el Congreso y que vence a fines del año en curso.



Para ejecutar esa tarea, resulta imprescindible hacernos cargo del desafío de potenciar a la CONAF y cumplir con el mandato que nos impuso,  por lo demás, el mismo Parlamento.



En las Comisiones unidas de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales se discutió acerca de un hecho relevante: mediante este proyecto se crea la CONAF como servicio público, pero es en otras iniciativas donde se abordarán todas las necesidades en materia forestal, entre ellas el imperativo de modificar lo relativo a los incendios, de potenciar una nueva Ley de Fomento Forestal, en fin. 



Lo que sí está claro es que el Ejecutivo piensa que iniciar el debate de esas otras leyes sectoriales sin abordar el problema de la CONAF pública constituiría un error y una inconsistencia desde el punto de vista de lo que el propio Congreso le ha exigido.



Por lo tanto, dado que el proyecto se ha analizado por aproximadamente un año y tres meses en el Senado, y habiéndonos hecho cargo de distintas materias que voy a precisar en mi exposición, nos parece importante que la Cámara Alta se pronuncie respecto de la idea de legislar sobre la nueva institucionalidad del sector forestal.



El Ejecutivo está dispuesto -así lo ha manifestado- a patrocinar indicaciones tendientes a fortalecer las atribuciones del nuevo Servicio Nacional Forestal, CONAF, como se señala en el texto que Sus Señorías conocen y que se ha hecho llegar a Senadores tanto de la Oposición como de la Coalición por el Cambio.



En lo concerniente a la aspiración de relevar el sector forestal, el Gobierno también estima indispensable potenciar al organismo asesor del Ministro en materia forestal, y está disponible para que en la futura discusión de la institucionalidad del Ministerio de Agricultura pueda consagrarse por ley el Consejo Chile Potencia Forestal Sustentable. Este constituye una gran aspiración, pues contribuirá a poner de relieve y en buen pie la importancia del sector forestal en nuestra repartición.





Por otra parte -según expresó el titular de la Cartera-, con la nueva denominación que se piensa darle -“Ministerio de Agricultura, Alimentos y Recursos Forestales”-, se pretende no solo representar algo simbólico, sino que se traduzca también en la tarea de dejar el ámbito forestal en condiciones tales que se lo reconozca como un sector relevante dentro de nuestra Secretaría de Estado a lo largo del país.



Con relación a las demandas de los trabajadores de la Corporación Nacional Forestal, se han comprometido esfuerzos para elaborar un plan de retiro, equivalente al ejecutado en 2011, para los años 2012 y 2013. Con ello se espera  incentivar el retiro del personal en edad de jubilar, normalmente situado en grados altos, y reemplazarlo por profesionales ubicados en grados más bajos. De esta manera se liberarán recursos para mejorar la situación de algunas personas a fin de que queden mejor encuadradas en el nuevo Servicio.



De otro lado, en atención a una solicitud planteada en conversaciones con algunos señores Senadores miembros de las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente, se ha dispuesto reforzar el Servicio de Guardaparques con más de 370 millones de pesos adicionales para jornadas extraordinarias y potenciar y dignificar el trabajo de los guardaparques como tarea fundamental de la CONAF.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Se ruega a quienes nos acompañan en las tribunas no hacer manifestaciones.



Puede continuar, señor Ministro.

El señor CRUZAT (Ministro de Agricultura, subrogante).- El compromiso de la Cartera de Agricultura en materia presupuestaria, evidentemente, tiene que ser abordado en la discusión de la Ley de Presupuestos. En la de este año, se dio una señal importante al autorizar un mayor gasto para el Servicio, a fin de cubrir las importantes tareas impuestas por el combate de incendios.



Por lo tanto, hay un compromiso de priorización para el próximo proyecto de Ley de Presupuestos, que estudiaremos el año en curso y que va a regir en el 2013.



Nos parece relevante establecer, una vez más, que es imposible arreglar toda la situación del sector forestal mediante la discusión de la iniciativa legal que mandata convertir la CONAF de corporación privada a servicio público.



Esperamos la buena voluntad del Senado para iniciar el debate y, como lo señalé al comienzo de mi intervención, recibir las indicaciones y patrocinar las que permitan fortalecer la institucionalidad forestal.



Por lo tanto, solicitamos a la Sala que considere la posición del Ejecutivo y se dé inicio a una discusión que permita potenciar en Chile una nueva institucionalidad forestal, gracias al trabajo legislativo y, obviamente, con el apoyo del Ejecutivo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, hoy día nos corresponde votar la idea de legislar sobre la creación del Servicio Nacional Forestal, también llamado “CONAF pública”.



A mi juicio, hay razones extraordinariamente importantes que nos deben hacer votar favorablemente la iniciativa.



Cabe informar a la Sala que el Tribunal Constitucional, a lo menos en dos fallos, ha conminado a los Poderes colegisladores -Ejecutivo y Legislativo- a resolver lo que ellos consideran una inconstitucionalidad manifiesta.



¿A qué me refiero?



La CONAF, en cuanto corporación de Derecho Privado, se encuentra ejerciendo potestades públicas, y eso no puede mantenerse en el tiempo.



El Tribunal Constitucional, al analizar el proyecto sobre recuperación de bosque nativo y fomento forestal, en julio de 2008, señaló en algunos de sus considerandos que el proyecto atribuye a una entidad privada la facultad de decidir la limitación a un acto de ejercicio del derecho de dominio, pudiendo autorizar o denegar la realización de actos que, de otro modo, se entenderían formando parte de los derechos del propietario, lo cual implica el ejercicio de potestades públicas que no puede ejercer una entidad privada.



Agregó que el artículo octavo transitorio, en sus incisos segundo, tercero, quinto, sexto y séptimo, prohíbe intervenir o alterar un determinado hábitat sin previa autorización de la CONAF, autorización que por los mismos motivos ya esbozados -es decir, por el carácter privado de esta Corporación- solo cabe otorgar o denegar a una autoridad pública.



En el considerando Decimoquinto, dice: “Que, en atención a lo expuesto y razonado, concluimos necesariamente que las atribuciones que el proyecto de ley otorga a la Corporación Nacional Forestal y que se han indicado en los dos considerandos” -a que hice alusión recientemente- “corresponden a potestades públicas que, conforme lo exige la Carta Fundamental, sólo podrá ejercitar CONAF cuando ella forme parte de la Administración del Estado, sea por aplicación de lo dispuesto en el articulo 19 de la Ley N° 18.348 o lo que la legislación disponga en el futuro”.



Luego, el mismo Tribunal Constitucional, al resolver una declaración de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 21 del decreto ley N° 701, sobre fomento forestal, señaló:



“Que la Corporación Nacional Forestal, CONAF, incontestablemente mantiene su naturaleza de persona jurídica de derecho privado, no obstante estar constituida por entidades pertenecientes a la Administración del Estado”.



Más adelante, añadió: “La cuestión aquí es si, a la luz de la Constitución, puede la ley radicar permanentemente la titularidad de sendas potestades públicas en una corporación de derecho privado, con habilitación para emitir actos unilaterales e imperativos que afectan concretamente a terceros particulares”.



La mayoría de los Ministros, apuntando a la misma anomalía, sostuvo que: “Aunque por razones de seguridad jurídica, asociadas a la necesidad de mantener algunas situaciones ya consolidadas, junto a la voluntad de no afectar el rodaje de las instituciones, esa vez, a cambio de una inconstitucionalidad, cuya declaración podría ocasionar mayores perjuicios...”.



En aquel fallo, el Tribunal Constitucional resaltó el hecho de que la ley N° 20.417, “recaída en materia de medio ambiente, en su artículo octavo transitorio disponga que: “Dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley, el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se cree el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, y se transforme la Corporación Nacional Forestal en un servicio público descentralizado”.”.



Por lo tanto, hay dos fallos del Tribunal Constitucional, y uno del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, que señalan que la CONAF no puede seguir cumpliendo funciones públicas por su carácter de corporación de Derecho Privado. Otro tanto ha planteado la Contraloría General de la República. 



Es decir, debemos poner al día nuestra legislación, acorde con las normas constitucionales. Y, claramente, la CONAF no está cumpliendo con dichas disposiciones, lo cual le impide ejercer todas las potestades públicas necesarias para la preservación, conservación y administración de nuestros parques nacionales y bosques.



Señor Presidente, entiendo perfectamente bien la inquietud de los funcionarios de la CONAF. Muchos tienen varios años de experiencia laboral. Ellos son los que han protegido nuestros bosques y la biodiversidad.



La creación de la CONAF pública, de alguna manera, se ha visto fuertemente afectada por la del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, donde hay todavía mayores cuestionamientos.



Asimismo, se pretende que los guardaparques -entre 400 a 500 personas- pasen, el día de mañana, a depender del nuevo Servicio de Biodiversidad. Y es precisamente eso lo que les genera preocupación, porque van a tener un doble traspaso: de la CONAF privada a la pública y, probablemente, el día de mañana, si se aprueba la creación del Servicio de Biodiversidad, de la CONAF pública a este último. Y yo siento que, a pesar de todo el tiempo que le dedicamos a este asunto en las Comisiones unidas de Medio Ambiente y de Agricultura, nos ha faltado claridad -y en eso incluyo al Ejecutivo-, de tal manera de poder garantizar mejor los derechos laborales y, también, de atender algunas demandas que han presentado los dirigentes sindicales, los trabajadores a través de sus gremios, lo cual, finalmente, ha impedido que esta iniciativa sea tratada con mayor celeridad, por lo menos aquí, en la Sala.



Debo decir que este proyecto fue aprobado en general por las Comisiones unidas hace ya varios meses y que efectivamente los parlamentarios de la Concertación hicieron prevención al momento de votarlo. Pero sí creo -y en eso tengo convicción- que lo peor que podríamos hacer en materia de institucionalidad forestal es rechazar la idea de legislar. Lo que corresponde, a mi juicio, es aprobar en general la iniciativa y luego trabajar junto al Ejecutivo, con mayor dedicación y profundidad todavía, para poder responder satisfactoriamente la mayoría de las demandas -muchas de ellas muy legítimas- que han planteado los dirigentes sindicales, los dirigentes gremiales, y que representan el sentir de los trabajadores.



Voto favorablemente, señor Presidente. 



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde ahora el uso de la palabra a la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, el forestal es el segundo sector exportador y el primero basado en un recurso natural renovable de nuestro país. Participa del 3,1 por ciento del PIB nacional y genera 130 mil empleos directos y más de 300 mil indirectos.



Todos sabemos la importancia que ha adquirido para el desarrollo de nuestro país. Y, por tanto, la permanencia e impacto que se proyecte hacia el futuro dependerá, en gran medida, del proceso de sustentabilidad y de las capacidades de las instituciones que lo acompañen.



El proyecto en discusión se enmarca en una obligación legal originada en una iniciativa que se tramitó en enero de 2010. Su propósito es crear un servicio forestal descentralizado, dependiente del Ministerio de Agricultura, sujeto al sistema de Alta Dirección Pública. Para los efectos legales, es continuador de parte de las actuales funciones de la CONAF, pero todos suponemos que ello no implica asumir también sus debilidades. Por el contrario, existe acuerdo entre los actores en que este es el momento en que se puede crear un servicio de calidad, conforme a la realidad del sector y a la importancia que tiene el capital natural para Chile.



Es más: algunos ambiciosos, legítimamente, han planteado la necesidad de crear la Subsecretaría Forestal.



--(Aplausos en tribunas).



¡Qué duda cabe de que nos encontramos frente a un proyecto de ley fundamental para el desarrollo del sector forestal y para la conservación de parte de nuestro patrimonio natural!



La primera pregunta que debemos hacernos, entonces, es cuánto mejor queda el sector, y por ende el país, si esta iniciativa se materializa y se aprueba tal como está. Desgraciadamente, su articulado no da la debida relevancia a temas claves para la nueva institucionalidad, como, por ejemplo, la sustentabilidad en el desarrollo del área forestal, que es mucho más que temas productivos; las deficiencias en la determinación de competencias del Servicio; la falta de especificidad de funciones y objetivos, y las condiciones laborales de los trabajadores del nuevo organismo.



--(Aplausos en tribunas).



Por esto, en las Comisiones unidas de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales los Senadores de la Oposición planteamos una serie de observaciones y propuestas al proyecto de ley ingresado por el Ejecutivo -a muchas de ellas se sumó también el Senador Horvath-, las que debían ser subsanadas para disponer de una normativa que ayude a tener un mejor país y las capacidades que los tiempos del desarrollo demandan para Chile.



Las principales deficiencias se plasman en los siguientes puntos:



1.- El proyecto de ley resulta pertinente siempre que le dé la debida relevancia a la sustentabilidad del sector forestal. El texto en debate transforma a la CONAF en un servicio público descentralizado, resolviendo un problema de naturaleza jurídica observado por el Tribunal Constitucional y la Contraloría General de la República. Sin embargo, pierde la oportunidad de crear un servicio con la envergadura requerida para el sector y no incluye herramientas de peso para abordar los desafíos de la sustentabilidad ni para fortalecer las facultades de fiscalización.



2.- Superposición de competencias en temas de conservación ambiental en general y de biodiversidad y de áreas protegidas en particular. Esto se produce en dos ámbitos. Primero, en la necesidad de que el fomento del sector se base en el desarrollo sustentable, lo que implica, por cierto, la consideración y el desarrollo amplio de criterios de conservación de los recursos involucrados en todos los aspectos productivos, como una condición ineludible de sustentabilidad y factor de competitividad en el mundo actual. Y segundo, en los aspectos vinculados con el ámbito estricto de conservación. Por ejemplo, en la definición y fiscalización de políticas y normas con objetivos ambientales. Los contenidos implican claramente una superposición de competencias con el Ministerio del Medio Ambiente y con las propuestas del nuevo Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, cuestiones ya discutidas con ocasión de la búsqueda del perfeccionamiento de la institucionalidad ambiental. 



La biodiversidad, señor Presidente, debe protegerse en todo el país, incluyendo los territorios dedicados a procesos productivos, y no quedar restringida solo a las áreas protegidas. Una visión reductiva como esta no haría viable la sustentabilidad del sector forestal.



3.- Falta de especificidad en las funciones del Servicio. El articulado del proyecto es inconsistente y no se condice del todo con el objeto del organismo planteado. No es claro en señalar si este tendrá una función netamente de fomento productivo, aunque indica, sin explicitarlo, al desarrollo sostenible como uno de sus objetivos. Es conveniente, entonces, incluir en el proyecto instrumentos y mecanismos principales que hagan posible trabajar en esa perspectiva.



4.- Falta explicitar cuál es el objeto de preocupación del Servicio. El proyecto señala una multiplicidad de funciones, sin determinar con exactitud su objeto de preocupación central, y utiliza numerosos conceptos, sin explicitarlos ni darles coherencia a lo largo de su desarrollo.



5.- Implicancias de la continuidad legal de la CONAF en el nuevo servicio. Existe la necesidad de aclarar que el Servicio Forestal se fortalece solo en aquellas funciones y atribuciones que le está confiriendo el presente proyecto, excluyendo aquellas materias transferidas a otras instituciones. En este caso, la ley N° 20.417 le otorga competencias al Ministerio del Medio Ambiente, desarrolladas en el proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, y que en la actualidad siguen siendo ejecutadas por la CONAF, en tanto no se legisle sobre el mencionado Servicio. Por ello, se debe trabajar para que la aprobación de este proyecto se haga en conjunto con aquel que cree el Servicio de Biodiversidad. Lo anterior, para evitar que existan áreas silvestres protegidas que sean temporalmente administradas por la CONAF o por el Servicio Nacional Forestal, que no tienen esa responsabilidad, y con el fin de compatibilizar, de manera eficiente y eficaz, los necesarios procesos de desarrollo sustentable y de conservación del patrimonio natural chileno.



6.- Régimen jurídico aplicable a los trabajadores. La actual regulación en materia laboral incluida en el proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal aplica normas de la Ley de Bases de la Administración del Estado a trabajadores regulados por el Código Laboral. En esta materia se deben aclarar las implicancias que esto tendrá para los derechos de los trabajadores. También se debe resguardar que la incorporación de estos al Servicio Nacional Forestal y al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas no signifique una disminución de remuneraciones ni modificación alguna de sus derechos laborales y previsionales.



Pero, señor Presidente, no solo eso: además debemos abordar la creación de estos servicios pensando en grande y no haciendo que los trabajadores adquieran más y más funciones sin tener horarios adecuados, turnos de reemplazo y una regulación que permita evitar lo  que hemos visto en los incendios en las Torres del Paine o, sin ir más lejos, en los que sufrieron la Región del Maule o la del Biobío.



--(Aplausos en tribunas).



Señor Presidente, en este punto, no se trata de una pelea gremial, ni tampoco de cuánta plata más o cuánta plata menos, sino de si queremos, de verdad, crear un Servicio Nacional Forestal con recursos, con preparación, con personal, con normas de prevención, con equipamiento adecuado, con resguardos que hagan que el trabajo en el Servicio sea un trabajo digno, decente, que efectivamente mire a un país que quiere ser desarrollado.



El Ejecutivo, con el ánimo de que este proyecto sea aprobado esta tarde, se ha comprometido a presentar una serie de indicaciones que apuntan a parte de las observaciones señaladas. Pero, aun así, después de revisar los borradores que nos entregó, consideramos que su planteamiento es insuficiente, por cuanto lo fundamental ahora es la perspectiva a mediano y largo plazo, mediante la fijación de reglas del juego que verdaderamente hagan del sector un ejemplo de sustentabilidad y estabilidad para el país.



En este marco, señor Presidente, resulta fundamental, primero, crear un servicio público acorde con las necesidades actuales del sector forestal, y segundo, tramitar el presente proyecto en forma conjunta con el que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.



Al votar la iniciativa en debate, es imprescindible considerar los elementos mencionados, pues esta es una gran oportunidad para potenciar el desarrollo sustentable del sector forestal en nuestro país.



El interés principal no debe estar puesto en subsanar un problema jurídico de la CONAF, en cómo arreglar la falta de institucionalidad para seguir aplicando el decreto ley Nº 701. Tenemos que crear el servicio que nuestro país necesita para desarrollarse en forma sustentable. ¡Debemos comprender que los bosques no son solo plantaciones!



Señor Presidente, votar el proyecto en debate sin discutir el que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas no parece ni adecuado, ni eficaz, ni eficiente. Debemos hacer una discusión desde lo general a lo particular, y no al revés, como pretende el Ejecutivo. Discutir la institucionalidad de la CONAF en el contexto del uso y conservación de biodiversidad como patrimonio natural es lo que consideramos pertinente.



Lo que falta es un nuevo paradigma, donde se valore nuestro capital natural y se lo use de manera sustentable a fin de que contribuya a la calidad de vida de todos los chilenos, pero en sus distintas acepciones y no solo en los usos madereros. ¿Cómo vendemos una imagen turística si uno de nuestros mayores patrimonios es anualmente atacado por el fuego y por prácticas no sustentables? Este es un cambio, como sociedad, en que debemos pasar de habitantes de un territorio a ciudadanos responsables de un país mejor para todos.



El daño a los bosques y a la biodiversidad debe ser objeto de fuerte sanción, pero también ha de contar con programas de creación de una cultura ambiental para el desarrollo sustentable que permita soportar las decisiones de ocupación de los territorios y en el cual la prevención de incendios sea uno de los ejes centrales.

El señor ESCALONA (Presidente).- Concluyó su tiempo, señora Senadora.

La señora RINCÓN.- Le pido un minuto más, señor Presidente, para terminar.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien.



Puede proseguir, Su Señoría.

La señora RINCÓN.- Gracias.



Es urgente reformar la CONAF -qué duda cabe-, pero también es muy relevante reconocer que ahora es el momento de ajustar las capacidades para conservar, cuidar y usar el patrimonio natural chileno. Así, la biodiversidad y los recursos naturales del país serán realmente efectivos en apoyar un desarrollo sostenido.



Por cierto, la institucionalidad forestal no puede estar marginada de este proceso, pero debemos hacerlo en serio. 



Por ello, si el Ejecutivo no quiere dar una nueva mirada a este problema, votaremos en contra de la ley en proyecto.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡Quiero advertir a las tribunas que han agotado su reserva de aplausos...! ¡Aplaudieron en cuatro ocasiones a la Senadora Rincón, así que en lo sucesivo no serán permitidas nuevas manifestaciones...!



Hago presente que el Honorable señor Andrés Zaldívar ha solicitado abrir la votación. 



Yo tengo la obligación de consultar a la Sala y recordar que, una vez que ello ocurre, se inicia un proceso irreversible.

El señor LARRAÍN.- Así es.

El señor PIZARRO.- Correcto.

El señor ESCALONA (Presidente).- La urgencia del proyecto vence hoy y aún nos encontramos en la discusión general.



Por lo tanto, aprovechando que ha llegado a la Sala el señor Ministro Secretario General de la Presidencia -quien ahora se halla en una conferencia con su ex colega de Gabinete, la actual Senadora Von Baer-, quiero manifestarles a él y al señor Ministro de Agricultura subrogante que, tratándose de un proyecto complejo, de nueve artículos permanentes y diez transitorios, sería imposible para el Senado, una vez resuelta la votación general, pasar a la fase del debate particular.



No me quiero adelantar pero, de todas maneras, pido al Ejecutivo que tenga presente esta situación, ya que los plazos se podrían agotar doblemente en el curso de esta misma sesión.



Como dije, se ha solicitado la apertura de la votación.



Por lo tanto, si le pareciera a la Sala, se procedería en esos términos.

El señor HORVATH.- No, señor Presidente, yo no doy mi acuerdo.



Si se acoge la solicitud de apertura de la votación, se impedirá que los planteamientos que hagan los señores Senadores en relación con esta iniciativa reciban una solución o por lo menos un adelanto de solución por parte del Ejecutivo.



La idea de un debate es lograr algunos compromisos en la Sala y, si se abre la votación, no será posible esa instancia.

El señor LETELIER.- ¡Eso ya se hizo!

El señor HORVATH.- No en la Sala, señor Senador.

El señor LAGOS.- ¡Se ha hecho por mucho tiempo, Senador!

El señor ESCALONA (Presidente).- Estimado Senador Horvath, el Presidente de la Corporación solo está cumpliendo el Reglamento.

El señor HORVATH.- Lo sé, señor Presidente. Pero estoy planteando mi objeción.

El señor ESCALONA (Presidente).- El Senador Zaldívar solicitó abrir la votación.

El señor HORVATH.- Y yo no doy mi acuerdo.

El señor COLOMA.- Ya hay una objeción, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Exacto. Se requiere la unanimidad de la Sala para proceder a la apertura de la votación y en este momento no la hay.

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Para un punto de Reglamento, Su Señoría? Porque la lista de inscritos es larga.

El señor PIZARRO.- Deseo consultar a la Mesa si hay permisos constitucionales vigentes y cuántos votos se necesitan, dado que el proyecto contiene normas de carácter orgánico constitucional.

El señor ESCALONA (Presidente).- Hay varios artículos con ese rango, señor Senador, para los cuales se requieren 21 votos favorables.



Bien, como no ha habido acuerdo unánime para abrir la votación, continúa el debate con los oradores inscritos.



En la lista figura enseguida la Senadora señora Alvear, a quien le cedo el uso de la palabra.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, cabe recordar que este proyecto fue presentado por el Ejecutivo en cumplimiento del artículo octavo transitorio de la ley que creó el Ministerio del Medio Ambiente. 



Dicho cuerpo legal, tan fundamental, estableció que dentro del plazo de un año era imprescindible que el Ejecutivo presentara dos iniciativas legales: una para crear un servicio forestal, en remplazo de la CONAF, y otra para crear el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.



Exactamente al cumplirse el año, el señor Presidente de la República envió ambas iniciativas legales al Congreso y hemos realizado -como indicó el Senador García- muchas sesiones en las Comisiones unidas de Medio Ambiente y de Agricultura.

El señor ESCALONA (Presidente).- Perdón, señora Senadora. Pido que las conversaciones bilaterales no se desarrollen en el centro del Hemiciclo, pues eso, naturalmente, atenta contra el buen desarrollo del debate.



Puede proseguir, señora Senadora.

La señora ALVEAR.- Gracias, señor Presidente. Espero que me descuente el tiempo perdido por las interrupciones.



Siguiendo con mi intervención, quiero decir que durante la discusión habida en las Comisiones unidas, en las numerosas sesiones que desarrollamos, no hubo ningún experto que no manifestara sus aprensiones y, más bien, que no dejase de mostrarse contrario, no solo del Servicio Nacional Forestal, sino también del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.



Y una de las razones fundamentales por las cuales todos manifestaron dicha opinión -organizaciones no gubernamentales, expertos del PNUD, profesores especialistas en el tema de las más diversas universidades- obedeció a que los proyectos respectivos producían una confusión enorme entre las atribuciones de uno y otro organismo.



¡Imagínense, estimados colegas, lo que significaría, si se aprobasen ambas iniciativas legales, que un servicio tuviera las mismas atribuciones que otro!



¡No podemos legislar de esa manera, señor Presidente! Y esto es de vital importancia.



Todos estamos conscientes de que resulta fundamental crear un Servicio Nacional Forestal, clave para nuestro país, pero no a través de cualquier proyecto de ley. 



Y es por eso que nosotros, señor Presidente, con la mejor disposición y -debo  decirlo- con la permanente presencia de parlamentarios de la Oposición, al menos de la gran mayoría, en las sesiones de las Comisiones unidas -muchas de ellas suspendidas por falta de quórum-, seguimos adelante el estudio de este proyecto, en la búsqueda de la posibilidad de lograr un acuerdo. Y dado que en su momento el Ejecutivo nos dijo “Estamos disponibles para avanzar en un acuerdo; vótenlo en general en la Comisión”, continuamos trabajando por alcanzarlo.



Señor Presidente, dicho acuerdo contenía cuatro puntos, de los cuales se deja constancia en el informe de las Comisiones unidas.



Primero, realizar un estudio simultáneo de este proyecto, el del Servicio Nacional Forestal, y del que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. Porque si todos los expertos nos señalan que se están repitiendo funciones o que hay labores contradictorias, es evidente que necesitamos trabajar ambas iniciativas para evitar que ello ocurra.



Segundo, incorporar en el informe de este proyecto de ley la propuesta que formulamos los Senadores de la Oposición y las indicaciones   -quiero que la Sala lo escuche muy bien- que el Gobierno se comprometió a patrocinar para mejorar su texto. O sea, la idea era considerar no solo aquella sugerencia, sino también las proposiciones que el Ejecutivo iba a hacernos llegar.




Tercero, “antes de votar” -leo textualmente, señor Presidente- “en general el presente proyecto de ley en la Sala del Senado, que el Gobierno presente un informe financiero más completo, en el que se precisen y se detallen todos” -todos- “los gastos asociados a la implementación de este Servicio con todas sus funciones y atribuciones.”. ¡No lo tenemos!



Cuarto, que haya claridad respecto de la situación de los trabajadores de la CONAF y, en especial, sobre la planta del Servicio Nacional Forestal.



¡Señor Presidente, no nos satisface la propuesta del Gobierno!



Esta iniciativa legal es de la mayor envergadura, y ha sido motivo de profunda preocupación el que no se dé respuesta a través de ella a la necesidad de resolver temas clave para generar una nueva institucionalidad. Por ejemplo, la sustentabilidad en el desarrollo del sector forestal; las deficiencias en la determinación de competencias; la falta de especificidad en funciones y objetivos, como también las condiciones laborales de los trabajadores del nuevo Servicio. 



Además, en el transcurso de la discusión, fue motivo de especial preocupación la superposición de las competencias -como ya lo señalé- en asuntos de conservación ambiental, en general, y de biodiversidad y de áreas protegidas, en particular, ya que era un aspecto que el Ejecutivo no pudo despejar en la discusión de las Comisiones unidas -donde el punto lo abordamos durante toda la sesión- y que puede significar duplicidad de competencias.



En ese sentido, la nueva institucionalidad que se crea en materia forestal y de biodiversidad debe delimitar claramente las competencias que se establecen, las cuales tienen que expresarse de la siguiente manera: uno, un servicio forestal destinado al uso sustentable de los recursos forestales del país; dos, un servicio de biodiversidad que tienda a la protección de la diversidad biológica, la preservación de la naturaleza y la conservación del patrimonio ambiental; tres, un sistema de áreas protegidas para la conservación, administración y seguimiento de una muestra representativa de la biodiversidad y el patrimonio ambiental contenido en áreas públicas y privadas, marinas y terrestres, definidas como representativas y prioritarias.



En definitiva, señor Presidente, el proyecto carece de especificidad en lo que respecta a las funciones del Servicio. En efecto, su articulado es inconsistente y no condice del todo con el órgano que se está planteando.



En esta materia se deberían definir los alcances de ciertos conceptos, como qué se entiende por “preservación”, “conservación”, “protección”, “desarrollo sustentable de los recursos forestales y los demás recursos relacionados”. Además, se tendría que especificar y ampliar las vinculaciones entre los usos productivos y otras funciones de la cubierta vegetal, por ejemplo, la gestión de cuencas, la conservación de suelos, la prevención y atención de desastres (inundaciones, sequías, terremotos, incendios forestales, deslizamientos en masa o tsunamis), la gestión de plagas, la generación de bienes y servicios ambientales (tales como fijación de carbono, turismo de naturaleza, producción y calidad de aguas), al igual que el abastecimiento de leña, la producción de energía, entre otros asuntos.



Muchas de estas materias, señor Presidente, además de su valor de conservación, también pueden tener una vertiente productiva.



En la iniciativa que se somete a la consideración de esta Sala, faltan aquellos temas de carácter sustantivo. Y falta explicitar cuál es el objeto de preocupación del Servicio, ya que el proyecto señala una multiplicidad de funciones sin determinar con exactitud el objeto de la preocupación central. Alude a múltiples conceptos, sin explicación ni coherencia, a lo largo de su desarrollo.



En lo relativo al régimen jurídico -y no me voy a explayar en este punto porque la Senadora Rincón ya se refirió a él- en que quedarán los actuales trabajadores de la CONAF, como aquellos que ingresarán al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, se puede observar una dualidad de regímenes estatutarios para el personal del Servicio Nacional Forestal, al que se le hacen aplicables tanto normas del sector privado como del sector público, no obstante cumplir funciones públicas.



De esta manera, se mantiene aquello que la misma iniciativa y todos queremos evitar, y que ha sido cuestionado: el carácter mixto de las regulaciones de la Corporación Nacional Forestal.



Señor Presidente, no quiero seguir agregando más elementos en relación con los estatutos laborales; pero no puedo dejar de mencionar que los estatutos laborales privado y público, que se mantendrían en esta situación poco clara, se rigen por normas de interpretación y de aplicación en forma sustancialmente diferente. No puede, entonces, quedar establecida esa dualidad porque se prestaría para una tremenda confusión.



Así, el proyecto en análisis -y debo decirlo- se transforma en un híbrido normativo de las reglas aplicables al personal del Servicio Nacional Forestal, lo que, en verdad, hace preferible la dictación de un estatuto jurídico integral de las condiciones de trabajo y remuneraciones de los funcionarios de ese organismo.



Señor Presidente, durante más de un año presentamos estas propuestas al Ejecutivo, y continuamos celebrando sesiones para los efectos de seguir escuchando a expertos. Y hace dos semanas aquel mandó algunas proposiciones, las que -tal como lo señaló acá el Ministro de Agricultura subrogante- no satisfacen aquellas peticiones que explícitamente manifestó la Oposición y que se comprometieron a aclarar en el curso del trabajo de las Comisiones.



Por ello, he sugerido al titular del Interior y al Ministro de Agricultura subrogante que, si existe voluntad por parte del Ejecutivo para mejorar esta iniciativa, la enviemos de vuelta a las Comisiones unidas al objeto de analizarla. De lo contrario, yo no estoy disponible para transformar a la CONAF en un Servicio Nacional Forestal sobre la base de una ley mala, porque todos nos hacemos corresponsables de aquello.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- A continuación, está inscrito el Honorable señor Horvath, quien había sido borrado de la pantalla porque pidió intervenir para referirse a un aspecto reglamentario. 



Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer lugar -y no es la primera vez que lo hago-, quisiera destacar la labor pionera de la Corporación Nacional Forestal en Chile, que es un país de montañas y que desde La Conquista ha estado en un proceso permanente de quemas, de vulneración de bosques. 



Sin embargo, de acuerdo a la historia chilena, ha habido también una reacción positiva en ese sentido. Así, tenemos que en el año 1907 se generó la Reserva Forestal Malleco; después vino la labor pionera de don Federico Albert, quien ya en su época, a principios del siglo XX, reconoce más de 11 millones de hectáreas quemadas en nuestro país e inicia procesos de reforestación, cifra que va subiendo rápidamente (hay mucha bibliografía sobre el particular). En 1931 se establece la Ley de Bosques. 



En lo concerniente a la leña, que constituye una de las principales fuentes de energía en Chile y de las más económicas, lleva asociado un deterioro del bosque nativo y también un problema social, por la informalidad que tiene.



El resultado de ello es que hoy día existe un proceso de erosión en todas las Regiones de Chile, siendo uno de los problemas ambientales más significativos y que menos se aprecia. Estamos perdiendo la “piel” del país -por así decirlo- en 48 millones de hectáreas.



Hay gente pionera en este sentido: Rafael Elizalde, Claudio Donoso, Tomás Monfil, Harald Schmidt, por mencionar solo algunos.



Esa es la perspectiva que no queremos perder, además de considerar las cifras que nos han entregado acá Senadores de todos los sectores. 



La obligatoriedad de tener una CONAF pública, un Servicio Nacional Forestal, viene desde hace muchos años. De hecho el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado no entra en vigor porque no tenemos una CONAF que opere en ese ámbito. Me refiero a la ley N° 18.362.



El Presidente de las Comisiones unidas señaló que tenemos la obligación de contar con una CONAF pública. Dicha obligatoriedad la adquirimos al tratar la Ley del Bosque Nativo.



Sin embargo, es menester explicitar en mejor forma los compromisos. El trabajo realizado por las Comisiones unidas y los temas que se han planteado deben verse reflejados en acuerdos claros y explícitos en esta sesión, con el objeto de poder tomar decisiones.



Voy a nombrar solamente algunos de ellos.



En primer lugar, haré mención a la labor de los guardaparques. Ellos requieren un verdadero estatuto para relevar la actividad que ejercen y con la cual protegen a más del 19 por ciento del territorio nacional (me refiero a la parte continental), con una precariedad de medios que es franciscana. Esto último lo sabemos todos.



Asimismo, tenemos un tema nuevo: los bonos de carbono. ¿Qué institución en este momento en Chile se hace cargo de llevar adelante los mecanismos de desarrollo limpio, la forestación y recuperar todos esos gastos a través de los bonos de carbono que se transan a nivel internacional?



En cuanto a los incendios, se ha planteado la necesidad de legislar al respecto, pero la verdad es que hay que empoderar a la CONAF en ese sentido.



También se ha señalado en la discusión, y ahora lo volvemos a traer a la Sala, la planificación estratégica. “Planificación” es una palabra tabú hoy día en nuestro país. Se la entiende como frenar cualquier emprendimiento, cuando en el fondo se frenan solos toda vez que existen incompatibilidades. 



A la CONAF le corresponde una labor fundamental en lo que se refiere al manejo integrado de cuencas; al ordenamiento territorial; a la normativa sobre protección de suelos, que se encuentra pendiente hasta el día de hoy y que estaba contemplada en la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente. 



La leña, por su parte, hay que manejarla como un recurso renovable, como biomasa, con la formalización del sector. 



También tenemos todo lo relacionado con la creación de una Subsecretaría Forestal. Sabemos que el actual Subsecretario, que hoy nos acompaña como Ministro subrogante, ejerce dicha labor, sin que lo establezca la ley, pero se requiere una Subsecretaría. Puede que ella no nazca con cargo a esta normativa, dadas sus ideas matrices, pero sí se necesita un compromiso en tal sentido.



Luego existe un programa de arborización urbana. Esta materia ya se encuentra relevada en libros como Temas de la cultura chilena, de don Luis Oyarzún, donde se habla de un “acendrado odio del chileno al árbol”. Tratar de salvar un árbol en un sector urbano o en la vía pública es una tarea de titanes: es muy, muy difícil. Al respecto, tenemos una iniciativa sobre protección al árbol que actualmente se encuentra en la Cámara de Diputados y que perfectamente puede ser incorporada como indicación en esta ley en proyecto.



Entre otras materias está la superposición de competencias entre el Servicio Nacional Forestal y el Servicio de Biodiversidad. En este sentido hay que ser francos. El Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas se halla muy inmaduro. No es un proyecto de ley que se preste para sacarlo rápido. Existe un consejo técnico donde participan los parlamentarios con los representantes del Ministerio del Medio Ambiente y de las otras Carteras que se encuentran comprometidas con esta materia, pero no se ha adelantado lo suficiente. Por eso, me parece mucho más razonable en este minuto lograr un acuerdo para empoderar a la CONAF, como corresponde, y en forma posterior analizar la otra iniciativa.



En cuanto a los derechos de los trabajadores, otro de los compromisos alcanzados formalmente en el Congreso, es preciso dejarlos absolutamente transparentes. 



Aquí se ha empleado a modo de comparación el Servicio Agrícola y Ganadero. Ahí hay temas clave: asegurar todos los derechos de los trabajadores en este nuevo Servicio Nacional Forestal, por ejemplo, aquellos que tienen adquiridos a todo evento. Van a tener una situación distinta -se supone mejor- que el resto de la administración pública. Sin embargo, quedan asuntos pendientes o por aclarar en el área de los profesionales y otros puntos que se están planteando. 



En resumen, estimamos que esta es una gran oportunidad para tener una Corporación Nacional Forestal, ahora Servicio Nacional Forestal, empoderado, con una CONAF verdaderamente regionalizada. Además, uno de los temas permanentes es la diferenciación entre pequeños propietarios forestales y los grandes emprendimientos. Al igual como Agricultura tiene un INDAP y un SAG, en la CONAF necesitamos una figura parecida. Es la oportunidad de hacerlo.



En este sentido, le planteo derechamente al Ejecutivo -por su intermedio, señor Presidente- que haya una mayor claridad, un mayor compromiso y un énfasis en el proyecto (puede ser que esto no sea más que un problema de lenguaje), para que en el transcurso de esta sesión se despejen las dudas. ¡Pero que se despejen antes de votar!



Termino señalando las tres posibles situaciones que enfrentamos: una, rechazar el proyecto y esperar un año más. Obviamente, ante estas necesidades y claras oportunidades, ello no aparece como un escenario favorable. 



La segunda es ver las indicaciones por comprometer o que ya están comprometidas y llevarlas a una discusión particular, donde tenemos dos nuevas instancias: rechazarlas o aprobarlas. O sea, el que quiera rechazar el proyecto en esa oportunidad también lo puede hacer. 



La tercera, como se ha planteado, es que vuelva a una Comisión por un período breve, pero con el claro compromiso de que estas y otras indicaciones van a ser tomadas en cuenta.



Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, lo central de esta iniciativa -en lo cual todos los sectores políticos concuerdan- es la necesidad de normalizar una situación por esencia anómala -algunos Senadores ya se han referido a ella-, como es que un servicio público que está llamado a satisfacer necesidades públicas, incluso mediante el expediente de la fiscalización, esté estructurado sobre la base de una corporación de derecho privado. Nadie cree que esta situación deba mantenerse. 



No obstante los Senadores de Oposición tenemos diferencias sustantivas con este proyecto. Una de ellas dice relación con la distribución de competencias entre el Servicio Nacional Forestal propuesto y el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, pues no se separan como debieran los ámbitos competenciales. Así se pretende, por ejemplo, que el Servicio Nacional Forestal continúe administrando las reservas forestales en materia de intervenciones, ensayos y bases productivas, pese a que el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas debería ser el encargado de esta materia.



Por otro lado, un tema muy importante es que se le resta al Servicio Nacional Forestal propuesto una competencia que actualmente tiene CONAF, cual es la de pronunciarse sobre los cambios de uso de suelo, medida indispensable para asegurar la capacidad en el ordenamiento territorial del Estado por parte de esta institución.



Los funcionarios de la Corporación serán divididos en dos grupos: los que pasan al Servicio Nacional Forestal, quienes serán contratados vía Código del Trabajo como si se tratara de empleados de una empresa privada, y los del Servicio de Áreas Silvestres Protegidas, que asumirán la condición de funcionarios públicos y deberán ser encasillados en plantas de personal.



No es garantía suficiente asegurar la continuidad de las remuneraciones y condiciones de trabajo, pues no es lo mismo, y nunca lo será, ser empleado particular que ser funcionario público, entre otras cosas, por las mejores condiciones del funcionario público derivadas de la estabilidad en el empleo, toda vez que solo pueden ser cesados en su cargo por la aplicación de una medida disciplinaria de carácter expulsiva, tras un sumario administrativo.



Además, el funcionario público es beneficiario de asignaciones económicas especiales, tales como: derecho a días administrativos; asignación de zona; bonos de desempeño por cumplimiento de metas institucionales; bonos que otorga la ley N° 19.882, sobre nuevo trato laboral y convenios de desempeño colectivo; beneficio que concede la ley N° 20.212, que establece el bono de la ANEF; asignaciones que otorga la ley N° 20.300, sobre convenio de eficiencia institucional y función directiva; asignación de ley N° 20.305, sobre reparación del daño previsional y derecho a días administrativos, etcétera.



Lo más preocupante es la forma en que el Gobierno concibe a este Servicio, el cual, atendida la realidad forestal del país, con inmensas reservas de bosques nativos, no tiene la capacidad de efectuar una planificación estratégica de desarrollo forestal. 



En las intervenciones que se han hecho sobre la materia hay una constante apelación al sector privado productivo, como si el rol central del Servicio fuera, esencialmente, generar las condiciones para el empleo de subsidios que hoy se otorgan, lo cual tendremos que discutir a fondo en algún momento. A todas luces, ya no tiene ningún sentido seguir manteniendo subsidios para la gran empresa en el volumen que se han entregado en los últimos años.



Hoy, las grandes empresas forestales reciben subsidios indirectamente del decreto ley N° 701, sobre fomento forestal, al adquirir madera de los pequeños propietarios agrícolas, con lo cual mejoran los precios para colocar sus productos -rollizos, celulosa y otros derivados- en el mercado internacional.



Nada se dice tampoco sobre los impactos de la actividad forestal en el territorio. Las plantaciones de especies exógenas, como el eucalipto y el pino radiata, no solo dañan los suelos, sino que también consumen los escasos recursos hídricos del subsuelo.



La operación forestal impacta asimismo en la vida de las comunidades.



En el caso de La Araucanía, señor Presidente, recibo permanentemente a pequeños propietarios que demandan un servicio más ágil, que no implique seis meses para aprobar un plan de manejo.



Este proyecto de ley debería incluir muchos más recursos, personal y normas para atender la demanda de los pequeños propietarios de bosque nativo.



Por otra parte, se rodea a las comunidades mapuches con plantaciones de eucalipto y pino.



Además, la inversión pública en caminos secundarios o rurales que hace el Estado termina convirtiéndose en un subsidio directo a las forestales, que destruyen con sus enormes camiones y maquinarias esas vías, construidas para la conectividad de las familias mapuches y no mapuches de La Araucanía.



A menudo los municipios, con esfuerzos de la comunidad y de la propia Dirección de Vialidad, realizan inversiones en caminos públicos o vecinales para el tránsito de las familias de pequeños agricultores. Sin embargo, no hay ninguna consideración en el transporte derivado de la explotación de los bosques por tales vías, las que a causa de ello son destruidas.



Es elemental que los caminos no puedan seguir utilizándose para tales fines en los meses de invierno, cuando caen las lluvias más intensas. Normalmente, son millonarias las inversiones de la comunidad y del municipio; pero se pierden todos los años debido al uso irracional de las vías durante el invierno.



En mi opinión, eso debería ser regulado, al entregarse el plan de manejo, mediante la suscripción de un convenio con la Dirección de Vialidad a los efectos de que se examine cuáles son las condiciones óptimas para autorizar la explotación forestal y velar por que no se destruya la inversión que el Estado, los municipios y la comunidad realizan para mejorar los caminos.



No veo voluntad en tal sentido, e insisto en que es un asunto que habríamos de asumir.



Por último, en cuanto a la actividad forestal, el Servicio que se crea debería evaluar, fiscalizar y controlar no solo los impactos productivos, sino también los sociales. Lo relacionado con los caminos es una de las actividades conexas que no se evalúan; pero hay otras.



Si bien resulta razonable legislar sobre la materia, es necesario modificar el texto de la iniciativa que nos ocupa.



Se le ha planteado al Gobierno que no cuenta con los votos necesarios para aprobarla. No quisiéramos segar la posibilidad del Congreso Nacional de cambiar la ley en proyecto y, consecuencialmente, tener que esperar un año para volver a legislar sobre la materia.



Por eso, invitamos al Ejecutivo y a sus personeros a escuchar los planteamientos de la Oposición; a revisar las intervenciones que hemos realizado en esta Sala; a oír a los trabajadores, a los funcionarios, a los interesados y a los demás actores. Porque este no es un buen proyecto. Su texto debe ser modificado, pero con altos grados de consenso. Ahora no los tiene.



Mientras aquello no ocurra, este Senador va a votar en contra.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Estoy tratando de ver si se encuentra aquí el Ministro Larroulet, para que pueda oír y comprender mi punto de vista.



¡Observo que en este momento se encuentra reemplazando al colega Zaldívar, en el escritorio de Su Señoría...!



Señor Presidente, en esta Sala el entonces Senador Pablo Longueira se comprometió, en representación de la Derecha, a cumplir un conjunto de acuerdos. Esto se dio en un contexto en que él puso las condiciones, pues en ese instante se discutía una ley marco respecto a la cual se generó cierto consenso.



Como recordó aquí la Senadora Alvear, había varios compromisos: simultaneidad en la presentación y votación de los proyectos sobre CONAF pública y Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas; existencia de claridad -es un punto bien de fondo- sobre la planta de los trabajadores de la CONAF -¡planta de los trabajadores de la CONAF!-, quienes no están -y quiero decirlo tal cual- haciendo una negociación colectiva, contrariamente a lo que algunos han insinuado desde el Ejecutivo en el presente debate.



--(Aplausos en tribunas).



No están en eso. 



Lo que pasa es que al Ejecutivo, cuando llega al poder -y asumo la cuota de la crítica que les corresponde a mis Gobiernos-, le gusta la CONAF privada, precisamente porque tiene un nivel de flexibilidad muy grande.



Pero hay algo por lo que se ha peleado durante muchos años: la CONAF pública significa la existencia de planta funcionaria -no “Vamos a ver cómo queda”-, con criterios claros, con derechos garantizados.



Eso tampoco está.


Señor Presidente, aquí se mencionó un conjunto de criterios. Pero no quiero ahondar en el debate.



Obviamente, la CONAF tiene gran significación; el sector forestal es trascendental. Pero lo básico es que en esta iniciativa no se ha cumplido la palabra empeñada.



Cuando uno es Oposición, llega a un punto en que se le agota la paciencia.



Creen que no vamos a votar en contra.



¡Vamos a votar en contra! Y votaremos en contra de la incompetencia del Ejecutivo para abordar bien este debate.



Porque cuando decimos que deseamos una institucionalidad discutida en su conjunto nos estamos refiriendo a que queremos coherencia, una buena ley, ya que el sector involucrado es relevante.



No estamos para discutir en torno a una CONAF de dudosa fortaleza, con pocas precisiones. No. Porque hay en este ámbito un problema. Y es del caso señalarlo con absoluta franqueza.



Yo creo en la voluntad del Senador García, quien inició el debate. El problema es que abrigo grandes dudas sobre la posición del Ejecutivo en cuanto al Servicio de Biodiversidad.



Veo que se quiere licitar los parques, incorporar capital privado, sin precisión alguna.



¿Van a privatizar lo concerniente a los guardaparques? ¿Qué pasará?



Ese era el sentido de la discusión simultánea.



Lo que ocurre es que en este debate hay falta de confianza en el Gobierno.



¡Sí!



En este punto espero cosas concretas. Quiero ver la planta, quiero ver la institucionalidad completa, antes de votar este proyecto en general.



Porque no se están cumpliendo los acuerdos.



Señor Presidente, por su intermedio, le pido al señor Ministro subrogante, quien nos acompaña ahora, que entienda que estaba escrito que la situación iba a ser así. Y ello, desde el momento en que construimos los acuerdos con el entonces Senador Longueira. 



Estoy seguro de que, si el ahora Ministro Longueira estuviera aquí, en esta Sala, sería de los primeros en reconocer que hay compromisos que no se respetaron. Porque, según mi experiencia, él ha sido siempre un hombre de palabra cuando se suscriben acuerdos.



No se han cumplido los acuerdos, señor Presidente. El Ejecutivo quiere insistir. Será su derrota, no la nuestra, por no hacer las cosas bien.



Ahora, yo voy a votar en contra de esta iniciativa, pero no porque nos lo pidieron los trabajadores de la CONAF, sino porque estoy cansado de la falta de plantas para los funcionarios públicos.



¡En ninguna de las leyes mediante las cuales se crean servicios se garantiza la existencia de plantas para sus trabajadores!



Personalmente, después de mi experiencia durante estos años, no voy a aprobar más proyectos que faculten al Ejecutivo para arreglar plantas.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Pidió la palabra el señor Ministro, quien tiene preferencia para intervenir.



Está inscrito para exponer inmediatamente después el Honorable señor Coloma.

El señor CRUZAT (Ministro de Agricultura subrogante).- Señor Presidente, quiero manifestar una vez más la disposición del Ejecutivo a acoger las indicaciones que Sus Señorías tengan a bien poner en discusión a partir de nuestro texto, que se halla en las Comisiones unidas de Agricultura y de Medio Ambiente, más las entregadas a los señores Senadores de la Concertación.



Tengo acá algunos correos electrónicos, del día 6 de junio de 2011, que el entonces Ministro Galilea envió a algunos parlamentarios (por ejemplo, a la Senadora señora Rincón) justamente para dar cuenta de las mismas situaciones que se discuten hoy.



En primer lugar, la necesidad de separar con mayor claridad los objetivos de ambos Servicios. Eso se cumplió. Se presentaron indicaciones y se hicieron cambios adicionales.



Ahora, hay que tener en consideración que una cosa es reforzar un servicio que existe y otra crear un servicio a partir de otro. Si uno no reconoce que en ese caso debe haber coordinación y buena voluntad para entender la situación, evidentemente se registrarán duplicidades.



Porque, por definición, el Servicio de Parques y Biodiversidad nace a partir de un área de la CONAF. Esa es la base de la propuesta que se presentó y que se discute en el Congreso.



Con relación a los trabajadores, desde el primer minuto el proyecto reconoce sus derechos actuales y las obligaciones laborales de la CONAF para con ellos.



Se rigen, como se decía, por el Código del Trabajo y por las normas establecidas en el Reglamento Interno de Higiene, Orden y Seguridad.



No existen cambios. Tampoco se generan incertidumbres, a nuestro juicio, respecto a la situación laboral.



Por lo tanto, malamente podría ser ese un argumento para votar en contra de la idea de discutir sobre las condiciones que debe tener un servicio forestal público.



La derrota no va a ser de este Gobierno; tampoco, de la Concertación; será del país, por nuestra incapacidad de generar un debate de acuerdo a lo que él necesita.



Vivimos situaciones significativas durante el verano. Incendios arrasaron miles de hectáreas, afectando a pequeños propietarios.



Necesitamos una nueva Ley de Fomento Forestal; requerimos mayores atribuciones para administrar mejor los parques. Pero eso debemos hacerlo a partir de una institucionalidad nueva.



En cuanto a esa institucionalidad, el Ejecutivo propone hoy día iniciar su discusión en el Senado.



Por lo tanto, reafirmamos nuestra disposición a acoger las indicaciones que fortalezcan al Servicio Nacional Forestal; a robustecer la presencia del sector forestal dentro del Ministerio de Agricultura; a aclarar cualquier duda en el ámbito de las atribuciones.



Pero creemos que este debate se prolonga por mucho tiempo -el proyecto lleva un año y cuatro meses en el Senado-, y nosotros queremos legislar en beneficio de las comunidades y del sector forestal.



Debemos compatibilizar la discusión -tenemos toda la disposición para ello- con la necesidad de no extender el análisis de esta iniciativa eternamente.



Esta materia se está debatiendo desde los años 80.



Lo que se le pide a esta Corporación -es un último esfuerzo del Gobierno- es tener disposición a discutir sobre la materia y ponernos de acuerdo en lo que viene.

El señor ESCALONA (Presidente).- Con su segunda intervención el señor Ministro de Agricultura subrogante, don Álvaro Cruzat Ochagavía, ha terminado su tiempo reglamentario, que es, en este caso, igual que el de los Senadores.



Está inscrito el Honorable señor Coloma, quien puede usar de la palabra.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, me correspondió asumir la presidencia de la Comisión de Agricultura en 2007, cuando se hacía un último esfuerzo por aprobar el proyecto sobre recuperación del bosque nativo y fomento forestal, que llevaba 15 años de tramitación.



Recuerdo que en ese instante existía la convicción de que era fundamental dictar una ley en la esfera de la institucionalidad. Obviamente, podría mejorarse en el tiempo; pero era lo que permitiría dar consistencia a la política forestal de Chile.



Después de muchos años, tuvimos la capacidad de llegar a un acuerdo muy relevante, que situó la base de una política sobre la materia en un ámbito en que, desde mi perspectiva, era un lunar la falta de institucionalidad.



En esa oportunidad el Gobierno de la Concertación planteó en este Hemiciclo que, si no había un cambio para que la CONAF, corporación de derecho privado, pasara a ser servicio público, resultaría muy difícil generar una política forestal duradera en nuestro país. 



Y en ese instante, delante de quienes estábamos presentes, el Gobierno de la Concertación hizo un mea culpa respecto a su imposibilidad de, en 10 años -porque esto viene de 2000-, haber sido capaz de dictar una legislación sobre la materia en comento.



Con sentido común, con generosidad, todos comprendimos esa visión. Y en esa ocasión no hubo catones que trataran de ridiculizar un mea culpa de tal naturaleza o de sacar algún provecho de él. Porque teníamos claro que dictar una ley para una CONAF pública era un desafío difícil; que aprobar una iniciativa vinculada a la recuperación del bosque nativo y fomento forestal era complicado. Pero sabíamos asimismo que la buena voluntad posibilita solucionar los problemas.



Digo eso, señor Presidente, porque me sorprende el tenor del debate.



Que una coalición que durante sus Gobiernos hizo cosas buenas (la Concertación, obviamente, realizó cosas positivas; sin duda, también cometió errores, y grandes) le dé un portazo a la opción de establecer una institucionalidad que no fue capaz de generar, desde mi perspectiva -de país grande, no de cálculo pequeño-, resulta sorprendente.



Más todavía, el Tribunal Constitucional exhortó a la entonces Presidenta de la República a regularizar la naturaleza jurídica de la CONAF, por ser “anómalo el que una Corporación de derecho privado reciba atribuciones propias de un Servicio Público del Estado por leyes sectoriales al tiempo que sea financiada por la Ley de Presupuestos.”. Ello, sobre todo a la luz de que hay mucha legislación que para su implementación depende de la autorización del referido Tribunal: la de incendios forestales, la de fomento forestal.



Desde mi punto de vista, señor Presidente, la lógica para abordar este asunto debe ser la de asumir que se crea un marco regulatorio (obviamente, siempre podrá mejorarse) cuya implementación en el país resulta indispensable.



A Chile le ha hecho mal no contar con una CONAF entendida como corporación de derecho público, sobre todo cuando han existido financiamiento vinculado a la Ley de Presupuestos y políticas públicas encargadas del cometido pertinente.



Yo no he visto a nadie decir que lo de ahora está bien. Al contrario, Gobiernos anteriores señalaron que estaba mal. Y esta Administración ha asumido el riesgo de implementar un esquema, una fórmula.



Entonces, me sorprende que a estas alturas se pretenda votar en el sentido inverso.



¿Cuánto tiempo me queda, señor Presidente? Porque no llevo más de 4 minutos.

El señor ESCALONA (Presidente).- Hubo un error en el cómputo, Su Señoría.

El señor COLOMA.- ¿Podrían darme unos cuatro minutos? 

El señor ESCALONA (Presidente).- Incluso un poco más: seis minutos.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, se han planteado argumentos que, desde mi perspectiva -perdón por la franqueza-, parecen una excusa con relación a la aprobación en general que se requiere. Y solicito una enmienda de esa posición.



Estamos pidiendo acoger la idea de legislar. Entonces, se afirma: “Existe una superposición de funciones”. ¡Nada es más discutible siempre! A mi juicio, no la hay, en esencia. Creo que, en materia de competencia ambiental, el origen y el propósito son distintos. Los cometidos por ejecutar de parte del Servicio de Biodiversidad se entienden referidos preferentemente al ámbito de las áreas silvestres protegidas estatales y privadas, en tanto que la actividad del Servicio Nacional Forestal se desarrolla fuera de ellas y especialmente en el ámbito productivo.



Al primero de esos organismos le corresponde, como principal herramienta para el resguardo de la biodiversidad, la administración del sistema nacional de dichas áreas, con un patrimonio de 14,5 millones de hectáreas, es decir, de un 20 por ciento del territorio del país.



Pero, además, deberá fijar los criterios de conservación, para lo cual dispondrá de cuatro grandes instrumentos: clasificación de especies con problemas al respecto; planes de recuperación, conservación y gestión de especies; control y erradicación de especies exóticas invasoras, y administración de recursos genéticos.



Ello es diferente de lo que se está planteando en relación con la CONAF -no voy a leerlo-, referido en el artículo 2º.



Entonces, no observo, en verdad, una superposición dramática. Siempre se podrán buscar fórmulas de entenderse mejor. Mas aquí está el esquema, el diseño de una entidad pública que va a estar dispuesta a asumir los desafíos que enfrenta una política forestal de largo plazo.



Con relación a la política acerca de los trabajadores, creo que el señor Ministro subrogante ha sido muy enfático. Quiero destacar que el asunto se ha debatido en doce sesiones. Y se ha hecho un esfuerzo por garantizar completamente los derechos del sector laboral -se hallan consignados por escrito- vinculados con la presente discusión.



Insisto en que es preciso entender que una cosa es el servicio forestal y otra el que se ocupe en la biodiversidad, y que lo segundo requiere una estructura definida respecto de lo primero.



No sé si la cercanía del 21 de mayo genera alguna sensación de que no hay que aprobar nada o si se pretende negar la sal y el agua a quien piensa distinto, pero, escuchando los argumentos expuestos por los parlamentarios que me han antecedido en el uso de la palabra, a quienes conozco hace muchos años, e impuestos todos de la necesidad de una modernización en el área forestal y de que la estructura actual es inepta para los objetivos venideros, no alcanzo a comprender por qué se anuncia ante el país: “Voy a votar que no”. Me parece que los principales damnificados son este último; el ámbito forestal; el de la biodiversidad, que se detiene, y los trabajadores, obviamente, que enfrentan una postergación en las seguridades jurídicas, esenciales en estos ámbitos.



Así como desde estas bancadas hubo ánimo para confiar en el Gobierno de la época con motivo de la dictación de la ley sobre el bosque nativo, con un cascarón mucho más feble del que cualquiera hubiera imaginado, juzgo que sería una señal potente para el país actuar en el mismo sentido bajo otra Administración y aprobar la idea de legislar. Y tendremos todo el tiempo necesario para poder introducir modificaciones.



Lo otro es la política del portazo. Y no sé si el sector forestal requiere puertas abiertas o ese criterio.



He dicho.

)----------------(

El señor CANTERO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor CANTERO.- Solicito a la Mesa recabar la autorización para que la Comisión de Educación pueda sesionar en forma simultánea con la Sala.



La Diputada finlandesa señora Päivi Lipponen está esperándonos.



Si tuviera lugar una votación, regresaremos, por supuesto, luego de ser llamados.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si no hay objeciones, se accederá.



--Así se acuerda.

)-------------------(

El señor LETELIER.- Solicito abrir la votación del proyecto, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si no existen inconvenientes,...

El señor NAVARRO.- Siempre que se mantenga el tiempo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Naturalmente.



Si le parece a la Sala...

El señor ESPINA.- Me opongo.

El señor ESCALONA (Presidente).- A continuación, entonces, le corresponde intervenir al Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hay proyectos de ley que el Congreso ha despachado en 17 horas, en 24 horas, en tanto que el del bosque nativo demoró 16 años.



Ante la afirmación del Senador señor Coloma de que a Chile le haría mal que rechazáramos la iniciativa sobre una CONAF pública, mi pregunta es de quién es la responsabilidad principal, de quién ha provenido la intransigencia, de quién ha sido la escasa capacidad y visión respecto de cómo lograr una normativa que le sirva al país. Porque quiero hacer presente que la Región forestal por excelencia, que es la del Biobío, requiere una CONAF pública, pero abrigamos la convicción de que no es la que nos proponen.



Y uno se pregunta cuál es el apuro del Gobierno; por qué no hay tiempo suficiente para evaluar una legislación de cuarenta años y poder arribar a un consenso acerca de una institucionalidad pública para proteger el bosque, para desarrollar la industria, para cuidar el medio ambiente. ¿Cuál es la urgencia?



Esta última resulta clara en la declaración de la Corporación Chilena de la Madera (CORMA): la necesidad de forestación.



--(Aplausos en tribunas).

Se reclama que ello dice relación con 1,5 millón de hectáreas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Reitero al público asistente que no se pueden hacer manifestaciones.



Además, conviene no distraer al orador, porque...

El señor NAVARRO.- No me molesta, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).-... el Orden del Día termina a las 20, momento en que se deberá votar.



Puede proseguir, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Entonces, claro, el “decreto ley Nº 702” es conveniente. La Administración actual expone: “No es para los grandes. Es para los pequeños y medianos”. Pero, al final, estos les venden a los primeros. Ese es el punto.



Y todos queremos forestación, combate a la erosión.



En consecuencia, no termino de explicarme por qué el Gobierno se farrea la posibilidad de generar un avance importante en la modernización del país y de aprobar un proyecto de esta naturaleza consensuado.



No sé las razones por las cuales no se encuentra presente el Ministro señor Mayol y ha venido el señor Subsecretario.



El titular de la Cartera proviene del área silvoagropecuaria. No quiero pensar que su ausencia sea motivo de una preocupación o de un sesgo por la iniciativa.



Y algunos Senadores de la Derecha mueven la cabeza, pero durante años reclamaron la presencia de los Secretarios de Estado en proyectos vitales e importantes.

El señor COLOMA.- El Ministro se encuentra en la Sala.

El señor NAVARRO.- No hago referencia a un subrogante.



¿Cuáles son los objetivos de la normativa en examen, señor Presidente?



Porque aquí se registra una gran coincidencia: todos sostenemos que se necesita una CONAF pública. El Tribunal Constitucional ya se pronunció. Debe terminar el híbrido conformado por una entidad privada que funciona con recursos públicos.



El texto que nos plantea el Gobierno dispone que el Servicio impulsará la preservación, conservación, protección, rehabilitación y aprovechamiento de “los recursos naturales renovables que tengan relación directa, complementaria o incidental con el recurso forestal”. Y la verdad es que podemos coincidir con tales propósitos, pero afirmamos: “La institucionalidad es insuficiente”.



En 1998 se planteó la Subsecretaría Forestal como un elemento básico para la directriz de las políticas públicas en materia de conservación y desarrollo forestales. No mediaba motivo alguno para no abrirse a esa discusión. No se quiso debatir.



Se desea la asimilación; en los hechos, un mero cambio de nombre.



Las falencias de la CONAF no son de sus profesionales, los peor pagados, por cierto, en todo el servicio del Ministerio de Agricultura. Ahí están los guardaparques o los brigadistas.



Se requiere una CONAF pública a la altura del siglo XXI, sin pensar, básicamente, en que las regulaciones pueden terminar impidiendo el desarrollo forestal.



Señor Presidente, ¿por qué hemos planteado la necesidad de tratar lo relativo a la Subsecretaría Forestal? Porque en la actual institucionalidad del Ministerio de Agricultura se encuentran el INFOR, la Corporación Nacional Forestal, el Servicio Agrícola y Ganadero, y el Instituto de Desarrollo Agropecuario (INDAP), entre otras entidades. Y se registra una dispersión absoluta de funciones en organismos pertenecientes a Ministerios como el de Bienes Nacionales (áreas protegidas); Obras Públicas (derechos de agua); Minería (derechos mineros en terrenos boscosos), y Defensa (Dirección de Fronteras y Límites).



El Servicio Nacional Forestal debe ser una institución moderna, descentralizada y fortalecida en cuanto a recursos, atribuciones públicas y una dotación de profesionales adecuada para cumplir con el rol de promoción y fiscalización. Y, en ese sentido, nos perdemos la gran oportunidad de poder crear la planta.



Además, si consideramos que es una entidad que va a apuntar a un sector clave, estratégico, para el desarrollo productivo del país, podríamos innovar fuertemente. Cabría dictar una legislación que permitiera originar de verdad un Servicio Nacional Forestal para el futuro, encargado de la preservación y del desarrollo productivo.



Y algunos expresan: “Todo lo relacionado con preservación le viene a la iniciativa sobre biodiversidad”. Podemos afirmar que es así, pero existe desconfianza por la premura con que se quiere sacar la ley de la CONAF y postergar esa otra normativa. O sea, median apuro por impulsar el desarrollo productivo, por reforestar, y lentitud en el ámbito de la conservación de la biodiversidad.



Por tanto, estamos llenos de suspicacia respecto de las reales intenciones del Ministerio para que pueda avanzar el proyecto sobre la CONAF pública.



El articulado que nos ocupa tiene que ser mejorado necesariamente, señor Presidente. Las organizaciones sindicales de la Corporación plantearon un conjunto de propuestas que han sido desechadas. Por cierto, la Subsecretaría Forestal ha sido una de ellas. Y se abriga la convicción de que se lograría un perfeccionamiento si hubiera capacidad de diálogo. El señor Ministro subrogante expresa: “Se ha conversado con los sindicatos”. Pero no es así cuando no se llega a acuerdo y existen concepciones preconcebidas, porque uno se expresa desde el poder, y el otro, desde la debilidad, en circunstancias de que ello debe hacerse desde la igualdad.



En cuanto a la condición de los trabajadores, no se contempla beneficio, compensación o mejora que amorticen, en parte, las nuevas y mayores responsabilidades que asumiría la CONAF. No se cuenta con el personal mínimamente requerido -se necesitan mil guardaparques adicionales- y se alberga a los funcionarios peor pagados, partiendo por los brigadistas forestales.



Demandas históricas podrían haberse corregido en el texto en examen. No se contempla “ningún peso adicional para enfrentar la vergonzosa realidad”, como dicen los trabajadores, “que afecta a nuestro patrimonio natural cada verano fruto de los incendios forestales”. Me argumentarán: “Esto va a trabar la ley sobre los incendios forestales”. Por mi parte, expongo que el Servicio Nacional Forestal debiera disponer de las facultades y capacidad para poder contar con esa normativa.



Si se quiere desmembrar a la CONAF por la vía de quitarle atribuciones de manera sistemática para disminuir su rol, que se diga. Por mi parte, quiero un organismo fuerte, un servicio público como el que añoramos.



Voto en contra del proyecto de ley por su insuficiencia, por la testarudez del Gobierno, y espero que se pueda recapacitar con una propuesta de verdad acorde con los desafíos de país.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



¡Nueva Constitución, ahora!



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, hace algunos meses vivimos una enorme tragedia, sin lugar a dudas, en el parque nacional Torres del Paine, lamentada por el mundo, el país y, en particular, la Región, luego de lo cual nos percatamos de las carencias enormes de la actual CONAF. Y me parece que nadie en la Sala quiere seguir manteniendo un organismo híbrido, “jurel tipo salmón”, que no es ni una cosa ni otra.



Es una situación que no solo nos preocupa a nosotros, sino también, fundamentalmente, a los más de mil 900 trabajadores de la entidad.



¿Queremos una nueva CONAF? Por supuesto: una nueva y fortalecida.



¿El proyecto de ley en análisis nos trae esa noticia? Por desgracia, no.



Y tengo que decirlo, porque con mis Honorables colegas Muñoz Aburto, Zaldívar y Sabag nos reunimos meses atrás con el Ministro de Agricultura y el Director Nacional de la institución, en un intento de buscar mecanismos para poder llegar a acuerdos y mejorar la iniciativa, de manera que pudiera alcanzar consenso cuando fuera discutida en el Senado, pero también entre los trabajadores de la entidad, fundamentalmente.



Hoy ha quedado claro que no ha sido así, lamentablemente.



El señor Ministro subrogante ha expresado que el Gobierno se halla dispuesto hoy a recoger indicaciones. ¿Por qué se tuvo que llegar hasta la última instancia para poder lograr una coincidencia y avanzar, así, hacia la fortalecida CONAF que necesitan el país, las Regiones, Magallanes y una de las reservas naturales más hermosas del mundo, como la de Torres del Paine?



Ante la pregunta de mi Honorable colega Coloma en el sentido de por qué se podría rechazar un proyecto de ley como el que hoy se presenta a la Sala, puedo dar a conocer, por lo menos, mi razón para la búsqueda de acuerdos. Pero si estos no se logran concretar, cabe desechar la iniciativa, obviamente.



Hace un mes, el Ministro señor Longueira hizo presente en la prensa que a fines de mayo o en junio viajaría a Magallanes para conversar con privados e intentar la privatización de parques en varias Regiones. Hoy estamos debatiendo sobre una nueva CONAF, pero que, lamentablemente, no se potencia. El Senador que habla habría deseado -y es uno de los motivos por los cuales se niega a pronunciarse a favor- que el proyecto viniera con lo relativo a las áreas silvestres protegidas, de modo de dar garantía absoluta de que el Gobierno quiere de verdad avanzar en el fortalecimiento del organismo.



Ahora, de votarse en contra, la situación se torna compleja. Pero el Gobierno tiene aún la posibilidad de retirar la urgencia y de intentar que el texto vuelva a Comisión -corríjame si me equivoco, señor Presidente- a fin de ser perfeccionado, de recoger indicaciones, de recibir sugerencias de los trabajadores y de llegar a acuerdos. De esa manera, no tendríamos que lamentar el que se dejara pasar una tremenda oportunidad de lograr una coincidencia que permitiera contar con una nueva CONAF fortalecida.



¡Y que se diga la verdad! Porque si ese robustecimiento no se halla en el ánimo del Ejecutivo, entonces le daría lo mismo que el proyecto se perdiera. Si lo que se quiere es un potenciamiento, aquí está la oportunidad -repito- al retirarse la urgencia, reenviar el articulado a Comisión, llegar a acuerdos y así avanzar en la búsqueda de una CONAF pública.



La idea es que se trate de un organismo que respete claramente la situación del sector laboral -pude observar al personal en el incendio de las Torres del Paine-, de los guardaparques. Ellos no dan abasto, señor Presidente, y es algo que no quiero más para esos servidores públicos.



No comparto el criterio de que los traspasos se hagan con más carga laboral. Es perfectamente posible -lo decían varios señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra- llegar a acuerdos. Los mil 900 trabajadores se hallan en una figura entre empleados y permanentes. Es una cosa rara. A los guardaparques, a los encargados de mitigar los incendios, se los recontrata cada año. Hay una situación laboral inestable. O sea, aquí vuelve a reflejarse que el Estado es un muy mal empleador, si no el peor.



¡Necesitamos, entonces, fortalecer a la nueva CONAF!



Le preguntaba el otro día al Director Nacional si se encuentran o no contemplados los recursos necesarios. Porque si no aprendimos la lección después del último siniestro en Torres del Paine, ¿cuándo vamos a hacerlo? Ya hemos sufrido otros con anterioridad y los lamentamos. A la postre se gasta más plata que la que se pudo haber invertido previniendo la situación con tiempo para el efecto de disponer de maquinaria y personal necesarios.



Ingresan mil 800 millones de pesos por concepto de tránsito de personas al interior del parque nacional en esa zona. ¿Saben Sus Señorías cuánto envían los Gobiernos para ser reinvertido? Doscientos millones. Es decir, no ha estado jamás -¡jamás!- en el ánimo del Estado destinar recursos a la mantención y prevención en los parques nacionales.



¿Y esa situación cambia con el proyecto de ley? No, porque no se incluye un presupuesto tendiente a la prevención, a apuntar a la solución de problemas por los que todo el mundo se quejó al ver cómo se incendiaba un área tan importante para el planeta. A pesar de esa triste experiencia y de lo que hemos vivido, me parece que no se ha aprendido nada.



Lamento que el Ejecutivo, teniendo la facultad para retirar la urgencia y, así, permitir que el proyecto vuelva a Comisión a fin de llegar a un acuerdo, no lo haga. Esta es la mayor demostración de que simplemente el interés es distinto.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el debate suscitado en esta oportunidad me deja a mí, que no he participado directamente en la discusión del proyecto, un tanto desconcertado o perplejo.



El informe de las Comisiones unidas, de fecha 10 de junio de 2011 -es decir, de hace casi un año-, fue acordado por la unanimidad de sus integrantes, sin distinciones de carácter político. En efecto, dicha instancia, en forma unánime, aprobó la iniciativa, que refleja una inquietud muy antigua.



Y eso tiene, para mi gusto, cierta justificación: todos sabemos -aquí se ha reiterado- que el objetivo central del proyecto es transformar a la CONAF en un servicio público.



En realidad, no obstante que su estructura jurídica es la de una corporación de derecho privado, que se rige por sus propios estatutos y, en subsidio, por disposiciones del Código Civil, se trata de una institución que, para todo efecto práctico, desarrolla funciones públicas. Por lo tanto, constituye una anomalía jurídica francamente inaceptable el que exista en nuestro ordenamiento un organismo de carácter privado que cumpla ese tipo de tareas. 



Tan así es que, como ya se ha recordado, la Contraloría General de la República, el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y el Tribunal Constitucional han sostenido que tal situación resulta inaceptable. Y ha habido una advertencia clara de esta última entidad en el sentido de que no se van a aceptar más actuaciones de la CONAF en la realidad jurídica en que hoy se encuentra.



Si eso es así y si el objetivo central de la iniciativa es transformar a la CONAF en un servicio público, me parecería bastante sorprendente -más todavía, sabiendo que el proyecto fue acordado por la unanimidad de las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente, unidas- que ahora no se aprobara.



No veo cuál es la lógica de esa actitud.



A muchos les podrá no gustar el contenido del articulado. Eso es perfectamente razonable. Pero quienes forman parte de la Concertación tuvieron varios Gobiernos, dos décadas, para proponer un texto a su pinta, con la estructura que ellos hubiesen querido. No lo hicieron. Hoy día se está dando un paso en un sentido determinado.



Respecto de la estructura planteada, en cierto sentido a la iniciativa se le podría criticar que la deja todavía muy abierta. Según lo que he podido apreciar al estudiar sus normas, la institución que se crea será la continuadora del servicio que prestaba la CONAF y desarrollará todas las funciones y tendrá todas las atribuciones que las leyes y los reglamentos le entregaban a esta. 



También se señala que el Director “establecerá su organización interna -la del Servicio- y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.”. Quizás se podría criticar que tal atribución también es muy abierta. 



Pero no está todo dicho. He oído del Ejecutivo su disposición para acoger las inquietudes que aquí se han presentado.



¿Qué podría ser más delicado, más grave o inaceptable en este proyecto? A mi juicio, que se vean afectados quienes trabajan hoy en la Corporación Nacional Forestal. 



Ellos poseen características legales especiales y han desarrollado, por la forma como se ha desenvuelto la CONAF en este tiempo, algunos derechos y beneficios que no son los típicos que reciben los funcionarios del sector público. Pero una de las normas transitorias de la iniciativa dice: “Los trabajadores que a la fecha de publicación de esta Ley se encontraren prestando labores en la Corporación Nacional Forestal continuarán como dependientes del Servicio en los mismos términos y condiciones de sus actuales contratos.”. Es decir, a partir de la incorporación al nuevo Servicio no puede haber ninguna modificación. Existirá continuidad legal absoluta para los trabajadores entre la situación en que se encuentran hoy y aquella en la que estarán cuando se cree dicho organismo. Por tanto, el cambio no podrá significarles ni disminución de remuneraciones ni variación alguna de los derechos laborales y previsionales y de otras garantías que poseen en la actualidad.



Si Sus Señorías me dijeran que eso no va a ocurrir, yo, por cierto, cambiaría mi punto de vista.



Entonces, si estamos transformando a la CONAF en una entidad pública y si sus trabajadores mantendrán todos sus beneficios y todos sus derechos -no perderán nada de lo que tienen; la ley se los garantiza-, me parece que es posible aprobar la iniciativa. Muchas cuestiones pendientes se podrán resolver precisamente en la discusión particular, que no está cerrada, sino abierta.



En consecuencia, creo que no es posible aceptar la anomalía jurídica en que hoy día se encuentra dicha Corporación. Considero que rechazar este proyecto conduce a eso, a decir: “Sí, queremos que la CONAF siga en su misma situación, con todos los conflictos jurídicos que ello puede presentar ante los tribunales de la república”. Es ahí donde yo no sigo la lógica de lo planteado en la Sala, menos todavía después de ver que esta iniciativa fue aprobada por unanimidad en las Comisiones unidas. Muchos de los que hoy han anunciado su voto en contra votaron que sí en dicha instancia.



Por lo tanto, pido coherencia y consecuencia con lo que es un ordenamiento jurídico. 



Eso me hace llevar la discusión al plano del sentido común. ¡De eso se trata! Uno podrá querer una CONAF diferente. Entonces, gane las elecciones presidenciales. Así estará en condiciones de proponer la CONAF que desea, si es distinta de la que finalmente saldrá.



Y lo relativo al Servicio de Biodiversidad y a la Subsecretaría Forestal se abordará.



Existe un compromiso del actual Gobierno -también es del anterior- en orden a crear una Subsecretaría para asuntos forestales. Me parece bien. Constituye una necesidad. Porque Chile, gracias a lo que ha ocurrido en las últimas décadas, se ha convertido en un país forestal. Y parte de los fuertes ingresos del sector silvoagropecuario proviene precisamente de esa transformación, que no queremos perder. 



Además de mantenerla, buscamos agregarle valor a la exportación forestal. Ojalá podamos exportar no solo rollizos, sino puertas, ventanas y otros derivados de la madera. Ello permitirá incorporar a más trabajadores, con un nivel mayor de sofisticación y, por lo tanto, con mejores remuneraciones. Así se irá mejorando lo que se hace.



Por su parte, lo concerniente al Servicio de Biodiversidad obviamente no queda abandonado. Se está trabajando en un proyecto sobre la materia; por ende, continuará ese debate. Pero no podemos pretender que todo tenga que ir pari passu, pues eso es señal de inmovilidad. Porque esos proyectos no son fáciles ni simples; son más bien complejos.



Señor Presidente, yo entiendo las inquietudes que se han expresado y respeto las diferencias de opinión. Pero pienso que es poco serio, al final del día, que no aprobemos dar a la CONAF el carácter público, por cuanto este es el objetivo central de la iniciativa. 



Se podrán discutir en particular y modificar los aspectos que sean necesarios. La fuerza política de la Oposición en el Senado es lo suficientemente grande como para ir logrando acuerdos específicos en las distintas materias pendientes.



Desde luego, anuncio que jamás, como nadie de estas bancadas, aceptaré tocarles los derechos a los trabajadores de la CONAF. ¡No los van a perder! Y si alguien me comprobara que ello ocurrirá a causa de este proyecto y que la disposición transitoria citada no es verdadera, entonces, obviamente, modificaría mi opinión. No siendo así, creo que lo correcto es darle paso a esta iniciativa, votarla favorablemente y seguir trabajando en ella, escuchando a los trabajadores y a los expertos.



Hay que facilitar una cuestión que no admite un día más de demora: convertir a la CONAF en una institución pública. 



He dicho. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez. 

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, es efectivo que una resolución del Tribunal Constitucional obliga a transformar a la Corporación Nacional Forestal  en un organismo público -en la iniciativa se le llama “Servicio Nacional Forestal”-, por lo que ha señalado con claridad el Senador García. 



Normalmente votamos a favor de la idea de legislar en las distintas materias con la finalidad de que en la discusión posterior en la Comisión o en la Sala se puedan introducir cambios. 



En la historia reciente, solo se han rechazado 16 proyectos en general, dentro de los cuales se encontraban: el que proponía interpretar el artículo 93 del Código Penal, excluyendo de la extinción de responsabilidad penal, por amnistía, indulto o prescripción, a los crímenes y simples delitos que constituyen genocidio, crímenes de lesa humanidad y de guerra; y -hace pocos días- el que buscaba despenalizar la interrupción del embarazo por razones médicas, junto al que establecía tal posibilidad con fines terapéuticos y al que sugería modificar el Código Sanitario para indicar los casos en los cuales tal interrupción era posible.



En efecto, en pocas ocasiones se ha rechazado la idea de legislar. Se trata de situaciones muy concretas y especiales. 



La materia que ahora nos ocupa no es un ejemplo menor. No se trata simplemente de votar la transformación de la CONAF en un servicio público. Todos tenemos claro la importancia de esta Corporación, y lo que significa para el país el sector forestal y lo que este conlleva. Lo explicó con claridad la Senadora Rincón en su exposición.



Entonces, cuando se proponen cambios, estos deben ir unidos a la finalidad que ha de cumplir el proyecto presentado y a la naturaleza de la institución que se desea modificar. Sin embargo, como argumentó claramente la Senadora Alvear -no repetiré las razones-, en las dos iniciativas vinculadas a este asunto existen situaciones que se contraponen y funciones que se repiten.



Analizo tales circunstancias y escucho que lo propuesto por nosotros le hará mal al país y que, en definitiva, seremos los responsables por no legislar. En mi opinión, lo que no tenemos que hacer es legislar mal. Nuestra obligación es hacerlo bien. Nuestra obligación es que los proyectos cuenten con el consenso necesario y cumplan los objetivos planteados, lo cual, sin duda, no ocurre con el que ahora debatimos. 



Aquí se ha manifestado claramente lo que significa esta iniciativa para los trabajadores de la CONAF. Basta recordar las tragedias que se vivieron hace poco tiempo en Torres del Paine, en Carahue y en diversas partes del país, donde quedaron en evidencia las malas condiciones de trabajo de quienes pertenecen a ese organismo. Y en el texto propuesto no hay ninguna norma que resuelva tales falencias.



El Ministro de Agricultura subrogante señaló que el Ejecutivo tiene toda la voluntad para enviar las indicaciones pertinentes. ¿Cuál es el problema, Ministro? Que nos hallamos bajo un régimen presidencialista. Por lo tanto, si esas indicaciones no se conocen o no hay acuerdos firmados, claros y precisos, después no se cumplen. Y no sería la primera vez que nos ocurriera. Imagino que les habrá sucedido lo mismo a los actuales parlamentarios de Gobierno cuando eran Oposición. 



Entonces, como el problema institucional es complejo, nosotros no podemos votar a favor de un proyecto que no presenta las condiciones defendidas por nuestros representantes en las conversaciones con el Ejecutivo. 



Al carecer nosotros de facultades, la discusión termina dándose respecto de determinados puntos. Ante ello, solo nos queda rechazar la iniciativa en general. Y esto es lo mejor en algunas circunstancias. Lo mismo hizo la Alianza en ciertas oportunidades cuando votó en contra de la idea de legislar de otros asuntos. A veces, es preciso cortar de raíz un proyecto, cuando no existe posibilidad de dialogar. Si tuviéramos claro que los argumentos fueron recogidos, la cosa sería distinta. Pero quienes nos han representado (las Senadoras señoras Alvear y Rincón) nos han señalado que no hubo disposición a resolver los problemas de la manera planteada por la Oposición.



¿Qué significa rechazar en general una materia? Que en un año más se ingresará a trámite un nuevo proyecto sobre el particular y que en esa ocasión el Gobierno -supongo yo- dejará de ser sordo como una tapia. Así ha pasado siempre en esta Administración: nunca hemos tenido la posibilidad de resolver nuestras diferencias.



En materia del posnatal pasó exactamente lo mismo. Como no hubo disposición al diálogo, estuvimos en el Senado noches enteras discutiendo el tema, y al final, logramos transformar ese proyecto. Igual cosa ocurre a propósito de la reforma tributaria que se presentó ahora. Y cuando discutimos acerca del impuesto específico a la minería, las mismas circunstancias.



En consecuencia, como nos asiste la convicción de que no se llegará a acuerdos específicos y de que nuestros argumentos no serán considerados en la iniciativa, por razones -no las repetiré- que escuché a parlamentarios que estuvieron en las conversaciones, nosotros vamos a votar en contra del proyecto, porque nos parece malo. Ello, por cuanto no cumple los objetivos planteados. 



Dentro de las pocas facultades que tenemos en el Parlamento, está la de votar a favor o en contra. En este caso -así lo hemos señalado todos- vamos a pronunciarnos negativamente, con la finalidad de que esta situación vuelva a ser discutida con la tranquilidad y la convicción de que el Gobierno responderá a nuestras inquietudes para analizar y transformar el proyecto en uno que reúna las características que el país espera sobre un asunto tan de fondo. 



Por tales consideraciones, señor Presidente, votaré que no.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Queda poco tiempo para el término del Orden del Día, de manera que solicitó nuevamente a la Sala el acuerdo para abrir la votación.

El señor NOVOA.- Que se vote una vez finalizado el debate.

El señor ESCALONA (Presidente).- Restan solo tres intervenciones, por lo que sería razonable iniciar la votación ahora. 

El señor LARRAÍN.- Sigamos hasta el total despacho del proyecto. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Entonces, no hay acuerdo. 



Tiene la palabra el Senador señor Girardi. 

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, es evidente que para Chile la mayor riqueza, además de su ciudadanía, es el territorio: su diversidad, sus recursos naturales.



En el norte hay áreas silvestres protegidas, humedales. Ahí se encuentra también una de las principales fuentes de biodiversidad cactácea del planeta. Es una riqueza inconmensurable. 



Más aún, el acervo genético de la biodiversidad será la primordial riqueza del futuro. 



Somos considerados la segunda mayor reserva mundial de agua dulce y la más importante reserva de agua pura. Tratándose del recurso natural más escaso del futuro, es esperable que el agua se convierta en la principal riqueza para cualquier país que tenga cierta visión de futuro y capacidad prospectiva y anticipatoria. 



Por lo tanto, nuestro territorio, nuestros recursos naturales, nuestra naturaleza representan el patrimonio más trascendente para el porvenir de Chile, por su relevancia planetaria. 



¿Qué requiere todo eso? Una institucionalidad que se haga cargo de ello y que preserve el bien común por sobre otros intereses. 



Sin embargo, aquí se observa una profunda contradicción: los colegas manifiestan gran voluntad de velar por los servicios ambientales, por los recursos naturales, pero en el texto planteado no hay normas concretas que estén de acuerdo a esa declaración de intereses. En efecto, la CONAF que nos están proponiendo no es una institucionalidad de verdad: es un remedo, un parche, una entidad absolutamente insuficiente, sin atribuciones, sin capacidades, sin poder. 



Entonces, cabe preguntarse por qué, si es tan importante el desafío que se quiere acometer, se plantea una no institucionalidad o una institucionalidad débil, como la consignada en el proyecto. ¿Y saben cuál es la conclusión? Que, en verdad, la declaración de principios es solo una manifestación, porque los instrumentos para ponerlos en acción no existen, no están o son absolutamente insuficientes. 



Aquí de nuevo se impone una lógica que ha sido histórica en algunos sectores del país: que es mejor no intervenir, que es mejor dejar que el mercado regule. Y yo pienso que detrás de esto hay un fundamento ideológico -no quiero decir que de parte de ciertos Senadores nuestros, que reconozco tienen una buena intención-, que es el mismo de siempre y que hemos visto en todas las lógicas con que se han enfrentado los temas de recursos naturales y de medioambiente en los últimos años.



Cuando se quiere diseñar un concepto de institucionalidad o de autoridad, uno diría que debe haber una mejoría sustancial en esta materia. En este caso no la hay. También debe haber una mejora en materia laboral. La situación laboral de la CONAF provoca vergüenza, por su precariedad, anacronismo, política de remuneraciones y todo lo que tiene que ver con políticas de incendio, ya que se externalizan brigadas y quienes las componen no cuentan con preparación. Los jóvenes mueren,  precisamente porque carecen de algún tipo de capacitación o entrenamiento o se les manda a combatir incendios sin ni siquiera contar con los implementos y las condiciones mínimas de seguridad. 



En consecuencia, a quienes consideran que aquí prevalece una política laboral, quiero decirles que no la hay.



Tampoco existe una orientación presupuestaria acorde a la magnitud del problema. El Senador señor Navarro señaló que faltan 1.000 guardaparques solo para preservar las áreas silvestres protegidas, que se hallan virtualmente abandonadas. 



¡Para qué hablar de los medios que faltan en política de incendios o la carencia de otras herramientas profesionales!



Por lo tanto, es evidente que esta nueva institucionalidad no exhibe mejora alguna en los ámbitos más importantes.



A continuación me referiré a las facultades. 



Hemos sostenido que los recursos naturales son importantes. Nuestro país tiene solamente 7 por ciento de tierras arables. El suelo es un recurso escaso, maravilloso, valiosísimo. El uno por ciento es tipo 1. 



Chile tiene una vocación de nicho. Somos exportadores de alimentos. Podríamos ser potencia mundial, pero -repito- el suelo es un recurso escaso.



Yo pregunto: ¿cuáles son las facultades que se otorgan a esta institucionalidad? ¿Qué atribuciones tendrá en manejo de cuencas hidrográficas, en materia de erosión de suelos, de desertificación, de cambio climático, de diversidad forestal, de control y gestión de leña? ¡Ninguna! 



Por ende, esta institución resulta una mentira; es anacrónica. La actual, por último, tiene 40 años. 



La CONAF pública podría haber estado vigente hace muchos años. Pero este es un problema que no data de hoy. La controversia ideológica de dejar al mercado los procedimientos regulatorios es muy antigua. Fue también algo que penó a los Gobiernos anteriores, que en materia ambiental fueron completamente neoliberales y carentes de visión estratégica. Y esto aún no se resuelve.



Por ejemplo, tenemos una institución carente de capacidad y potestad sancionatoria. Es “un perro sin dientes”. El SAG, la autoridad sanitaria, cuenta con potestad sancionatoria. La CONAF, no. Y debe solicitar el auxilio de la Fuerza Pública. No tiene fiscalizadores empoderados.



Los sueldos del personal se fijan, en general, con una concepción del todo anacrónica e incluso fuera de mercado.



Los brigadistas, que son un componente fundamental, perciben alrededor de 300 mil pesos mensuales. Y lo hemos denunciado en reiteradas oportunidades. A pesar de que exponen la vida, no tienen seguros. 



Como señalé, hay problemas dramáticos con la externalización de esos servicios, que al país le cuestan mucho más caros que tener brigadas permanentes, competentes y capacitadas.



Por los motivos expuestos, señor Presidente, no veo razón alguna para contribuir con nuestro voto a legitimar una mentira, algo que no es; para legitimar algo que sin duda es fundamental, pero, si aprobamos esta iniciativa de ley como se encuentra, significará infligir un inmenso daño a Chile. Porque la institución propuesta no cumple con criterios mínimos ni con el nivel de sustentabilidad y flotación adecuados para garantizar una gestión y una política ambientales acordes con los intereses del país.



Por consiguiente, creo que debería proponerse otra institucionalidad, con una nueva normativa -ojalá consensuada y debatida seriamente- que contenga los elementos mínimos como para considerarla como una institucionalidad ambiental puesta en la perspectiva del futuro de Chile; de algo que, a mi juicio, sí nos une: entender que nuestro territorio tiene una biodiversidad, recursos naturales y una riqueza hídrica que en muy pocos años nos va a situar en el centro del planeta, como una nación de vanguardia, como un país central. Pero esto requiere que tengamos la capacidad de hacer el diseño institucional que amerita y que corresponde, lo cual se encuentra absolutamente alejado de lo que se nos plantea hoy día.



Por lo tanto, señor Presidente, voy a votar en contra, no solo por estimar que ha habido obstinación, cerrazón y arrogancia, sino, fundamentalmente, por tratarse de una pésima definición institucional. 



Quienes han estado detrás de esta propuesta han demostrado no tener visión de lo que implica un proyecto de país; no entender la riqueza con que cuenta ni lo que tiene que ver con el establecimiento de vocaciones de uso de nuestro territorio, y tampoco, el potencial maravilloso de que dispone Chile para emprender en el mundo que viene.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Solicito nuevamente el asentimiento unánime de la Sala para abrir la votación.




--Así se acuerda.

El señor ESCALONA (Presidente).- Conforme a la tradición del Senado, podríamos efectuar una sola votación.

El señor NOVOA.- Tiene que realizarse votación separada, por el quórum, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- El artículo 30 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional -por eso lo hacía ver- establece: “Las diversas disposiciones de un mismo proyecto que para su aprobación necesiten mayorías distintas a las de los miembros presentes, se aprobarán en votación separada, primero en general y después en particular, con la mayoría especial requerida en cada caso.”.



Se votarán primero las normas de carácter orgánico constitucional.

El señor PROKURICA.- Hay que llamar a los Senadores que se hallan en Comisiones.

El señor ESCALONA (Presidente).- Así se hará.



En votación general las disposiciones referidas.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, como ha quedado en evidencia, estamos frente a una materia muy trascendente por las funciones que debiese cumplir esta institucionalidad forestal y que aquí se han enunciado: fomento productivo, bosque nativo, plantaciones, manejo forestal sustentable, política de incendios, protección y regulación de suelos, fiscalización. Son muchas las tareas y, claramente, el proyecto no dispone de un fortalecimiento financiero ni institucional. Porque cuando la DIPRES destina 177 millones de pesos para la segunda actividad exportadora del país, ¿de qué estamos hablando?



Debo manifestar, con franqueza, que no se ha tomado en serio la envergadura de la institución ni las atribuciones que deberían otorgársele. Y la responsabilidad de ello, por supuesto, no es del actual Gobierno, pues el asunto se viene arrastrando desde hace muchísimos años.



Incluso quiero decir  algo que aquí no se ha señalado: en tiempos de la dictadura, hubo más voluntad que hoy para resolver el problema.



Efectivamente, en 1984 se intentó, mediante una de las leyes que dictaba la Junta Militar, crear la CONAF pública y, al mismo tiempo, incorporar lo relativo a todos los recursos naturales. No sé con qué grado de convicción, de convencimiento se determinó que había que hacerlo. Se destinaban recursos al nuevo servicio; se le concedían muchas más atribuciones, y se fijaba una planta de personal. 



Paradójicamente, la presente normativa se refiere al tema forestal y no incluye planta de funcionarios. En cambio, el texto de aquel entonces mostraba que había una preocupación por el personal. ¡Curiosamente, en plena dictadura! Y eso, hoy día no se ve.



Sin embargo, el Director Ejecutivo de la CONAF en aquella época, según consta en las actas, se negó a que, en definitiva, esa ley o decreto ley -no sé cuál es la figura legal exacta- viera la luz, porque no se hacía cargo de los 1.300 trabajadores que tenía la Corporación, que, como se sabe, es tributaria de la COREF, de los años 70.



Señor Presidente, estimo que estamos frente a un tema que en distintos momentos de la historia, en estos 40 años, no ha sido debidamente considerado ni tomado en serio. Y deseo precisar algo sobre los funcionarios, respecto de los cuales se ha hablado mucho esta tarde.

No se trata de que esos trabajadores estén en contra de este proyecto en particular y no acepten una institucionalidad pública que les signifique pasar de una corporación de Derecho Privado a una entidad del Estado. ¡No! Lo que ellos plantearon en las múltiples sesiones en que los he escuchado, es que quieren una institución efectivamente robustecida, fortalecida que permita acometer los desafíos que mencioné al comienzo de mi intervención. 



¿Y con qué nos encontramos? Con que se tramitan proyectos separados: uno que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas, donde los funcionarios se regirán por el Estatuto Administrativo, y otro que crea el Servicio Nacional Forestal, CONAF (que ahora nos ocupa), con trabajadores regidos por el Código Laboral, como decían las Senadoras señoras Alvear y Rincón. Es fundamental que esta materia se estudie, en mi opinión, en paralelo. ¿Por qué? Porque, fundamentalmente, a los guardaparques -digamos las cosas como son, ganan en promedio 400 mil pesos- se los va a traspasar provisoriamente de una entidad para llegar finalmente a otra, que es el Servicio de Biodiversidad.



O sea, hoy día, quieren que aprobemos algo que implica cambiar a cientos de funcionarios, cuyo destino final ignoran. Porque el organismo al cual irían no existe.



Entonces, excúsenme, esto es poco serio.



Yo no sé si aquí estamos legislando simplemente para cumplir los dictámenes del Tribunal Constitucional; para apegarnos al mínimo tenor literal que nos impuso la Ley sobre Bases del Medio Ambiente en 2010, o para cumplir lo dicho por el Presidente de la CORMA, hace algunos días, en cuanto a que el proyecto se estaba entrabando por razones ajenas a los temas forestales y porque los trabajadores estaban en una pelea corporativa por aumento de sueldos.



¿Y qué pasa? Que el mismo día en que el Presidente de la CORMA, el señor Raga, alega -perdónenme, con todo respeto Ministro Larroulet-, el Gobierno le pone “discusión inmediata” a este proyecto. ¿Estamos haciéndolo para mostrar un ranking el próximo 21 de mayo o para cumplir el decreto ley N° 701, según lo manifestó ese directivo de la CORMA?



¿Qué se busca? Beneficiar las plantaciones que reciben el 80 por ciento de subsidio.



Entonces, estimo que el Gobierno no ha sido claro en cuanto a qué se intenta proteger con esta iniciativa; lo cierto es que no es ni a los bosques ni a los trabajadores.



Quiero hablar simplemente de mi Región, que es la que conozco y de sus parques nacionales.



El Parque Nacional Nahuelbuta, de Angol, tiene 5 mil hectáreas y solamente hay 2 guardaparques para cuidarlas. Ya dije cuáles son más o menos sus sueldos.



La reserva Nalcas, entre las comunas de Curacautín, Lonquimay y parte del río Biobío, es de 18 mil hectáreas. ¿Saben cuántos funcionarios y guardaparques tiene? ¡Cero! ¡No dispone de ellos para cuidar esas hectáreas! Algunos parlamentarios de la zona saben exactamente que lo que estoy hablando es así.



¿Y quiénes la administran? Guardaparques de la reserva vecina, que es la de Malalcahuello.



Otra reserva nacional, Alto Biobío, posee 19 mil hectáreas y solo un funcionario.



Entonces, considero que detrás de esto -no sé si ya se ha dicho; no lo he escuchado- hay más bien un concepto al cual se han referido muchas ONG y varios invitados, instituciones y universidades: de privatización, de concesiones en marcha.



Vimos lo que pasó luego del incendio de las Torres del Paine: inmediatamente se concesionó. O sea, se busca cualquier pretexto para concesionar todo.



Sigo hablando de mi Región: en la reserva de Malalcahuello, en Corralco, se están invirtiendo 40 millones de dólares en un hotel de cinco estrellas. ¡Fantástico, está bien! Es una inversión dentro de los espacios públicos. Sin embargo, a menos de mil metros del lugar en que se está realizando esa edificación -me parece bien esa inversión en una zona turística que hay que potenciar-, la CONAF, en un intento de lavado de imagen, destinó 25 millones de pesos para construir canchas artificiales de nieve -como las que habilitó algún Ministro cuando era alcalde-, donde con bolsas de nylon o neumáticos la gente del mundo popular pueda deslizarse.



O sea, claramente eso es segregación.



Entonces, este es un proyecto que, de verdad, no ha sido tomado en serio. Y esto se le ha advertido en reiteradas ocasiones al Gobierno.



Podría seguir: en Conguillío -un parque emblemático para el turismo, y de interés especial, donde llegan muchos extranjeros- están cerrando los baños públicos para cambiarlos por servicios privados exclusivos, simplemente para que se arrienden. De ese modo, quienes visitan esos lugares por el día no pueden usarlos.



Entonces, considero que el proyecto en debate carece de financiamiento y de atribuciones; confunde las cosas, y no avanza en paralelo con iniciativas relativas al Servicio de Biodiversidad y al Servicio Forestal. Además, se otorgan responsabilidades a los funcionarios, pero se los va a contratar según el Código del Trabajo. Entonces -perdónenme-, esto simplemente pretende cumplir lo exigido por la ley y la CORMA, acatar el decreto ley N° 701, pero no plantea el desafío institucional moderno que Chile requiere, que incluso la dictadura en algún momento (1984) observó como una oportunidad.



Voy a votar en contra, señor Presidente.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, no voy a repetir lo que ya han sostenido varios colegas, máxime por la claridad de las exposiciones de las Senadoras señoras Alvear y Rincón, en el sentido de que este es un proyecto respecto del cual la Oposición ha hecho un trabajo bastante serio, arduo, de diálogo, de discusión, y al que ha efectuado aportes respecto del texto presentado, durante un largo tiempo, como aquí se ha señalado.



Me llama la atención lo sostenido por el señor Ministro subrogante, en el sentido de que hay que votar ahora porque llevamos un año 4 meses sin un pronunciamiento. Y lo afirma como haciendo una crítica a quienes han estado en la Comisión estudiando este tema y que poco menos no quisiéramos emitir nuestra decisión. Pero lo que no dice -o no lo quiere pensar-, es que los Senadores de la Concertación y de la Oposición llevan un año y cuatro meses esperando propuestas, indicaciones y respuestas claras a los requerimientos hechos en la Comisión. O esa, la situación es al revés y no que nos hayamos demorado tanto.



La pregunta es por qué el Gobierno no ha apurado más el trámite o por qué no ha accedido a acuerdos en las áreas fundamentales aquí planteadas.



La Senadora señora Alvear lo resumió claramente, más allá de las deficiencias del proyecto, que son muchas.



El primero y más fundamental asunto que se planteó como condición para aprobar el proyecto en la Sala -así fue establecido en un acuerdo donde se fijaron condiciones para tal efecto- fue que se tenía que desarrollar un estudio simultáneo de esta iniciativa con el proyecto sobre el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.



Ese es el debate y la pregunta, Ministro subrogante y Ministro Larroulet.



Porque cuando no se cumple la primera parte del acuerdo, el resto se cae. Se desploma lo que tiene que ver con los compromisos para mejorar el texto y lo relativo a un informe financiero más completo, donde se precisen y detallen todos los gastos asociados a la implementación de este Servicio.



Se exigió tener claridad respecto a la situación de los trabajadores de la CONAF, en especial de aquellos que están en la planta del Servicio Nacional Forestal.



¡Estos son los temas!



Entonces, uno se pregunta por qué no se puede estudiar esta materia simultáneamente, cuando es fundamental hacerlo por las razones explicadas. Porque hay atribuciones, facultades y funciones que se entrecruzan, se entrelazan o al menos se confunden groseramente.



Entonces, uno perfectamente puede llegar a la conclusión de que el Gobierno no quiere legislar en esta materia ni establecer un servicio para la biodiversidad.



¡Ah, es que nos vamos a demorar mucho! ¡Ah, es que el tema es muy complejo! ¡Claro! ¡Llevamos un año cuatro meses! Y en ese lapso no ha habido voluntad política para avanzar en el estudio de ambos proyectos de manera simultánea y complementaria. Entonces, uno tiene derecho a preguntarse qué está pasando en el intertanto. ¿En qué afecta esto? ¿Qué consecuencia práctica produce no contar con un Servicio de la Biodiversidad que busca regular un área tan específica e importante?



¿No será, señor Ministro, que la preocupación del Gobierno es implementar las 30 concesiones que se ofrecieron en el verano para ser usadas y que se hagan inversiones en parques forestales sin que el sector privado, que adquiere en esas condiciones, cumpla las futuras regulaciones que van a establecer estas normas en materia de seguridad, de incendio, de mitigación, de conservación? ¿No será eso? A lo mejor prima el interés económico por sobre los objetivos que plantean ambas iniciativas legales.



A mi juicio, los proyectos turísticos son muy importantes -como decía recién el Senador señor Quintana- y claramente constituyen un negocio. Pero no es responsabilidad del Estado, ni menos del Gobierno, estar generando condiciones para que esa actividad comercial se haga sin requerimientos, sin exigencias mínimas de seguridad, de conservación, de mitigación o de preservación del medio ambiente.



Y lo que conseguimos, sin entrar a discutir el tema del Servicio de la Biodiversidad, es consolidar ese tipo de negocios. Me parece que ese es un acto respecto del cual este Gobierno debe responder claramente.



Aquí algunos colegas han expresado -o lo ha dicho informalmente el Ministro-: “Bueno, ¡qué importa! Si lo votan en contra, ustedes pagarán el costo”. ¿Qué costo vamos a pagar nosotros? ¡Si el costo lo van a pagar la institucionalidad pública, el país, los parques naturales! ¡El costo lo vamos a pagar todos! Pero la principal responsabilidad es del Gobierno, que es el que tiene la iniciativa en esta materia.



El Senador Coloma afirmaba que le queremos echar a perder el discurso del 21 de mayo al Presidente de la República, para que no pueda decir que tiene un proyecto aprobado más, una promesa cumplida más. ¡Si el problema de este Gobierno, Ministro Larroulet, no es de cantidad de cosas: es de calidad! Nuestra obligación aquí es legislar de modo responsable respecto de un proyecto que cumpla realmente con los objetivos. Y, como se ha dicho acá en forma reiterada, el que nos ocupa es total y absolutamente insuficiente.



Entonces, no es que queramos rechazarle al Ministro equis determinada iniciativa para que no pueda rendir bien su examen en la Cuenta del 21 de mayo y decir “promesa cumplida”. El tema no es ese: es de calidad. Y, como es de calidad, le hemos reiterado al Gobierno que nosotros vamos a votar en contra este proyecto.



No se allanaron a analizarlo. No se allanaron a que las supuestas indicaciones pudieran ser acordadas con la Oposición. El Ministro subrogante mencionó que se había llegado a acuerdos con la Senadora Rincón, lo que no es cierto. Pareciera que este Gobierno cree que cuando dice algo y alguien lo escucha llega a acuerdo. Porque no sabe dialogar, no sabe escuchar; ignora que para llegar a acuerdo hay que consensuar al menos entre dos partes.



Por eso, pienso que estamos en un problema serio.



Se nos ha dicho también, Senador Cantero: “¿Por qué no aprueban la idea de legislar y después arreglamos?”. ¿Cómo vamos a tener confianza en un Gobierno que se ha comprometido a alcanzar acuerdos previos en al menos cuatro materias fundamentales antes de votar la idea de legislar y no ha cumplido? ¿Por qué vamos a creer que lo va a hacer después de aprobarse en general la iniciativa?



Lamentablemente, Senador Larraín, no tenemos esa confianza. Y, por la experiencia que han vivido en las negociaciones previas al envío de los proyectos, me da la impresión de que ustedes tampoco tienen mucha confianza.



Aquí el Gobierno ha insistido en una postura -tozuda, en mi opinión- y nos obliga a votar en contra creyendo que lo vamos a hacer a favor para no pagar un costo tremendo. Pero, ¿saben? En definitiva, el mayor costo que podríamos pagar es legislar sobre un proyecto malo, insuficiente, que no resuelva los problemas que pretendemos resolver. 



Esas son las razones por las cuales vamos a rechazar este articulado. Seguramente, el Gobierno dirá: “Lo llevamos a la Cámara de Diputados; allá lo arreglamos”. Pero les queremos notificar desde ya, al Ejecutivo y en particular al Ministro Larroulet, que si vuelven con un texto igual al que han presentado acá lo vamos a rechazar otra vez.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, voy a tratar de no excederme en el uso de la palabra,...

El señor CANTERO.- ¡Se le agradece...!

El señor LAGOS.-... ya que los puntos que hemos planteado desde la Oposición a este proyecto son bien claros.



Las dos primeras personas que entraron en un análisis detallado de esta iniciativa señalaron las falencias que ella tiene en su origen. Se afirmó que hay problemas de sustentabilidad en el desarrollo del sector forestal que no son abordados en su articulado; que existen deficiencias en la determinación de competencias entre los dos organismos que -se supone- se deben crear: la nueva CONAF pública y el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas; que hay falta de especificidad en las funciones y objetivos de la nueva CONAF que se quiere hacer pública, como también -lo que no es menor- en las condiciones laborales de los trabajadores.



Estos puntos fueron abordados en detalle por las Senadoras Rincón y Alvear. Sin embargo, tendré que volver a referirme a lo que señalaba recién el Senador Pizarro, para aclararlo. 



El colega Hernán Larraín pidió coherencia a los Senadores de la Concertación respecto a su votación en las Comisiones unidas. Pues bien, qué mejor muestra de buena fe que decidir aprobar allí la idea de legislar sobre la base de cuatro condiciones, que fueron muy claras y muy específicas, pero que no se cumplieron.



De esas cuatro condiciones, admito que una puede ser discutible, por ser interpretable: si las indicaciones eran o no las que la Oposición quería, sin perjuicio de que, como es natural, tenían que ser aprobadas por ella para darse por satisfecha. 



La situación de las otras tres es distinta. Y las voy a repetir:



“1.- Realizar un estudio simultáneo de este proyecto de ley y del que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas”.



Dicho estudio no existe, y era una condición -el Senador Navarro fue parte de la conversación-. Entonces, si no existe, la condición no se cumple.



“3.- Antes de votar en general el presente proyecto de ley en la Sala del Senado,” -o sea, en esta sesión- “que el Gobierno presente un informe financiero más completo, en el que se precisen y se detallen todos los gastos asociados a la implementación de este Servicio con todas sus funciones y atribuciones”.



Tampoco se cumplió la condición. En consecuencia, se está en falta.



Y “4.- Tener claridad respecto de la situación de los trabajadores de CONAF, en especial sobre la planta del Servicio Nacional Forestal”.



Por lo tanto, desde el punto de vista meramente formal, sin entrar a los temas de fondo -como los que planteó el Senador Girardi, quien expresó que este proyecto debía abordar otras materias porque se quedaba corto- o a todo el tráfago de comentarios relativos a su insuficiencia, es preciso señalar que las cuatro condiciones mencionadas no se cumplieron.



En ese sentido, quiero decirle al Ministro Larroulet -por su intermedio, señor Presidente- que no se trata de echarle a perder la Cuenta Pública al Presidente, porque la ciudadanía ya manifestó lo que opina de él, imagen que no se va a arreglar con un discurso del 21 de mayo. Eso no va a ocurrir, pues, para que así fuera, ese día tendría que anunciarse algo muy fuerte, que no preveo.



Segundo, señor Presidente, el rechazar la idea de legislar no es algo dramático. Como recordó el Senador Gómez, ello ocurrió antes en 18 proyectos de ley. El tema es por qué sucede eso en esta oportunidad. Y no es porque no queramos que haya avances en esta materia, sino porque lo que se está proponiendo es insuficiente. No basta la monserga de decir: “¿Y por qué no lo hicieron ustedes en veinte años?”.

El señor KUSCHEL.- ¿Quién dijo eso?

El señor LAGOS.- Porque lo que no hicimos en veinte años fue proponer un proyecto de ley como este, que manda guardar los derechos de los trabajadores -aquí no se dice nada-, que no resuelve el problema de las contiendas de competencia que puede haber entre distintos servicios. Porque, en el fondo, lo que hay acá es una urgencia que, como explicaron otros colegas, persigue, sencillamente, satisfacer los derechos y los intereses económicos de algún sector. 



No existe ninguna convicción en esta normativa. Esa es la verdad. Y esto no es rechazar por entorpecer. Les quiero recordar a las bancadas de enfrente y al Ministro Larroulet -y corríjanme, por su intermedio, señor Presidente, si estoy equivocado- que no hemos rechazado ni un solo proyecto de ley. ¡Ni uno! ¡Los hemos aprobado todos -coma-, claro que mejorados!



¿El del 7 por ciento? ¡Mejorado!



¿El posnatal? ¡Inmensamente mejorado!



¿El impuesto específico a la minería? ¡Tremendamente mejorado! No era lo óptimo, lo que yo quería, pero fue mejorado.



Y en este caso hicimos lo mismo. Se le dio la oportunidad al Gobierno de que mejorara el proyecto. Se le aprobó la idea de legislar en las Comisiones, con cuatro condiciones que no se cumplieron. 



Por consiguiente, no estamos boicoteando la idea de legislar; simplemente, no queremos ser parte de una iniciativa que no nos satisface. Y si algo he aprendido es que, si uno no marca la diferencia aquí, adentro, afuera los ciudadanos o los funcionarios afectados tampoco ven ninguna. Y por eso tenemos que marcarla.



Entonces, si el Gobierno cree que este proyecto, tal como está, va a resolver los problemas, que asuma la votación que va a recibir. 



¡Lo digo así de tranquilo! Porque no es más dramático que eso.



¿Tiene un costo? Sí. Ni de allá, ni de acá, ni del Ministro; menos del Subsecretario. Nadie va a conocer esta situación. Claro que se perjudica la institucionalidad. Vamos a seguir contando con deficiencias en la forma en que opera CONAF. Yo quiero que funcione mejor que como lo ha hecho hasta ahora, pero este no es el camino.



Y este tema uno lo sigue de cerca. En cada una de nuestras Regiones está presente la Corporación Nacional Forestal. En la Quinta, he estado dos veces en el humedal El Peral, comuna de El Tabo, que sufre severa contaminación. Uno se junta con los funcionarios de la CONAF para ver lo que pasa en terreno y se encuentra con que no hay recursos, no hay fiscalización.



Entonces, uno se pregunta: ¿resuelve tales problemas este proyecto? No, no lo hace. Por eso, no se trata de ser egoísta.



Y, al menos para que quede en el registro y las notas de esta discusión: ¿se aprobó la idea de legislar? Sí, en las Comisiones unidas. ¿Sujeta a qué? A cuatro condiciones. ¿Se cumplieron? No. 



En consecuencia, me siento autorizado y tranquilo para votar en contra.



El Gobierno tiene todas las armas y las facultades para cambiar esta situación: puede retirar la urgencia, puede anunciar que va a conversar el asunto de nuevo, puede pedir que la iniciativa vuelva a Comisiones. Lo han dicho todos los Senadores. Y así tal vez este proyecto corra la misma suerte que el del posnatal, el del impuesto específico a la minería y el del descuento del 7 por ciento en salud para los abuelitos: que salga aprobado, pero mejorado. ¡Y de yapa y de taquito les doy el que concedió el bono de las bodas de oro, que también hubo que arreglar, porque venía mal! 



¿Y qué es todo eso? ¡Responsabilidad!



Pero aprobar la idea de legislar para arreglar después el texto no es posible en este caso. Se rompió la confianza, como dijo el Senador Pizarro, de lo cual tiene que hacerse cargo no solo el Gobierno, sino también nuestros colegas de las bancadas de enfrente, que saben, en su fuero interno, que tales condiciones existían. El Ministro Pablo Longueira, ex Senador, seguramente habría tenido duras palabras hacia el Gobierno y ya hubiese llegado a un acuerdo para despejar este asunto.



Así como está, rechazo el proyecto.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- A continuación, tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.



Perdón, Su Señoría. Algunos Senadores me están haciendo señales gestuales por la hora. 



Quiero decirles que el artículo 168 del Reglamento establece que, una vez iniciada una votación, esta debe continuar hasta su término.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Cuántos inscritos quedan?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tres.



Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, todos los señores Senadores han tenido el tiempo que corresponde para dar a conocer su opinión, por lo cual exijo que tengamos la paciencia necesaria para poder escucharnos. Por tanto, esa premura no se justifica. Cada uno tiene derecho a fundamentar su voto.



En primer lugar, quiero expresar que me extraña lo que está ocurriendo en la Sala, porque cuando fui Diputado me tocó trabajar, durante el Gobierno anterior, con muchos de los Senadores aquí presentes para llegar a un acuerdo respecto del Ministerio del Medio Ambiente. Se hizo un esfuerzo bastante grande, y en esa época vi gran generosidad tanto en el Gobierno de la Concertación como en los parlamentarios que entonces conformábamos la Oposición.



No veo ese mismo espíritu hoy día. Porque la idea de legislar significa poner sobre la mesa un tema para empezar a conversar las indicaciones que, con legítimo derecho, pueden formular, o el Ejecutivo, o los parlamentarios, sean estos de Gobierno o de Oposición.



En consecuencia, me extraña el espíritu y el ambiente en que estamos cayendo, más aún cuando se trata de sectores tan sensibles como el forestal y el ambiental. Y sobre todo me sorprende que muchos Senadores que han anunciado su voto en contra sean los mismos con los que acordamos llevar adelante el proyecto del Ministerio del Medio Ambiente para separar, en la CONAF, las funciones concernientes a la preservación de lo que es el trabajo propiamente tal que dicha entidad lleva a cabo.



Eso lo acordamos y lo conversamos. Tanto fue así que en la ley Nº 20.417 quedó un artículo transitorio que explica esta situación, cuyo contenido fue producto de un acuerdo serio. 



Y resulta que ahora rechazan pese a que en veinte años los Gobiernos de la Concertación nunca presentaron un proyecto sobre la materia. Si no me equivoco, fue el Presidente Ricardo Lagos quien presentó el que creaba la Subsecretaría Forestal. Pero lo retiró.

El señor COLOMA.- Fue el Presidente Frei Ruiz-Tagle.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Si es así, me gustaría que me lo corroborara.

El señor NAVARRO.- Fue en 1998.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- En todo caso, me gustaría saber por qué lo retiraron.



Hoy se habla de privatización. ¡Es justamente al revés! Porque actualmente la CONAF es un organismo de derecho privado que carece de facultades legales para, por ejemplo, apagar un incendio en un recinto particular. Primero debe pedirle autorización al dueño del predio, porque un privado no puede ingresar a la propiedad de otro privado.



Aquí estamos dando la posibilidad de tener un organismo público, dotado de las facultades necesarias. Y precisamente para abordar una ley de incendios se requiere una CONAF pública.



¿Ustedes saben, señores Senadores, que la CONAF hoy día, para sacar agua de un tranque privado, debe pedir la autorización respectiva, pues de lo contrario puede caer en un conflicto jurídico, dado que un privado no puede extraer un recurso de otro privado?



Creo, señor Presidente, que este es un tema de responsabilidad política.



Cuando las encuestas dan cuenta del desprestigio del mundo político y de las instituciones en general, sin duda que este es un mal ejemplo que no sirve para crear el ambiente que se necesita en el país. 



Hoy se habla de la situación de los brigadistas. Y lo que se pretende, justamente, es darles mayor protección. ¿Qué protección tiene en la actualidad uno de ellos si lo contrata un organismo privado? Por eso, queremos avanzar en estas materias.



Si ahora el proyecto es rechazado, no será posible volver a discutirlo sino hasta en un año más. Y los responsables serán aquellos que voten en contra esta tarde. Lo que se está haciendo aquí, señor Presidente, no es tratar de imponer, sino de colocar un tema en el debate, a fin de poder acordar un texto durante la discusión particular en las Comisiones correspondientes.



Opino que estamos llegando a límites que no le convienen al país. Y me extraña la actitud de algunos Senadores porque, cuando nosotros fuimos Oposición, en materias como esta jamás nos negamos a la idea de legislar, a la idea de conversar y debatir un asunto. Un año más significa que de nuevo tendremos que empezar a trabajar la posibilidad de contar con una CONAF pública y con un Servicio de Biodiversidad. 



Tal actitud me sorprende cuando todos dicen estar preocupados del medio ambiente. Y lamento lo que está ocurriendo, porque no le hace bien al país ni tampoco al Senado.



Yo pido, humildemente, que el espíritu con que partimos el estudio del proyecto sobre el Ministerio del Medio Ambiente se manifieste hoy día de la misma forma, porque en aquella ocasión todos cedimos y fuimos capaces de llegar a consensos. 



Deploro que nuestro país no sea capaz de llegar a acuerdos en un área tan sensible como la que nos ocupa, sobre todo cuando otros no presentaron ningún proyecto sobre la materia en veinte años. Sin duda, el que ahora nos ocupa tiene deficiencias, pero podemos mejorarlo. Sin embargo, nos dicen: “¡No! No conversemos el tema”. Eso es lo que significa, señor Presidente, no votar a favor de la idea de legislar. 



Tenemos un procedimiento. Y para eso está el Parlamento: para discutir, para confrontar, para llegar a acuerdos.



Me da la impresión de que con esta actitud se está abriendo otro escenario político, donde se intenta encarar al Gobierno de esta forma, diciéndole: “¿Sabe qué más? No estamos disponibles para conversar de esta manera la idea de legislar en relación con los proyectos que usted nos presente”. 



Eso es lo que nos da para pensar a nosotros.



Me queda la sensación de que la Concertación le está anunciando al Ejecutivo: “No le vamos a aprobar la idea de legislar con respecto a ningún proyecto que no esté a satisfacción nuestra”. 



¡Esa es la impresión con la que uno se queda! Y me parece lamentable.

El señor ROSSI.- ¡A partir de hoy!

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Puede ser a partir de hoy. Parece que es la decisión que han tomado, si no me equivoco, después de haber escuchado al Senador Pizarro. 



¡Lamentable! ¡La Concertación seguirá bajando en las encuestas!

El señor ESPINA.- ¿Más? ¡Imposible!

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- No, Senador Espina, con esto va a seguir bajando.

El señor QUINTANA.- ¿Y la Alianza está subiendo?

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Nosotros nos estamos preocupando de lo que ustedes no se preocuparon durante veinte años. Y resulta que ahora dicen que no.



Yo los llamo a recapacitar, a pensar un poquito más en el esfuerzo que hicimos para llegar a este proyecto, que es el fruto del trabajo de todos.



Les pido que recapaciten, porque de la otra manera no se colabora con lo que Chile espera de nosotros.



Voto a favor.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, si un observador externo viera este debate no podría creer lo que ocurre. Porque la bancada de este sector está abogando para que una corporación de Derecho Privado se transforme en un servicio público. Y ello lo hace cumpliendo la palabra empeñada en la negociación que tuvimos en aquel entonces los Diputados de la Comisión de Medio Ambiente con la Ministra Ana Lya Uriarte, con el objeto de que se creara un Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, y de que, adicionalmente, se le entregara, como corresponde, un rango a la CONAF, estableciendo una entidad pública.



En esa negociación, que culminó finalmente con una nueva institucionalidad medioambiental y con la promulgación de una ley en enero del año 2010, se estipuló que, en el plazo de un año, ¡un año!, se cumpliría la palabra empeñada. 



Y fue este Gobierno, el del Presidente Piñera, el que precisamente envío dichos proyectos al Parlamento.



En esta iniciativa claramente se quiere dotar a la CONAF del poder suficiente para hacerse cargo de problemas que son evidentes, por ejemplo, los que dicen relación con las plantas de personal; con disponer de una ley sobre incendios forestales, de una normativa de fomento forestal; con facilitar -y aquí vuelvo a mencionar la ley de incendio- el ingreso a los predios; con contar -como bien decía el Senador que me precedió en el uso de la palabra- con la posibilidad de acceder al agua de los tranques para atender una urgencia provocada por un siniestro forestal.



Eso es lo que pretende esta iniciativa legal. Se trata simplemente de la idea de legislar. 



Con este proyecto, con este documento, no estamos resolviendo todos y cada uno de los problemas que afligen a la CONAF, y que yo comparto, por supuesto. ¡Cómo no voy a compartir que se requiera una nueva institucionalidad! ¡Cómo no voy a compartir que sería ideal tener una subsecretaría de la cual dependiera!



Hoy día estamos dando un paso importante para terminar con una anomalía jurídica, que está dada fundamentalmente porque una corporación de Derecho Privado se encuentra cumpliendo una función pública.



Y ese asunto lo pudo haber zanjado el Gobierno anterior, como lo está haciendo el actual, incluso mediante un decreto. ¡Pero, no! Como era algo que se hallaba establecido en un compromiso relacionado con la nueva institucionalidad medioambiental (artículo octavo transitorio de la ley N° 20.417), aquel dijo: “No, que esto lo discuta el Congreso, la soberanía nacional representada por los parlamentarios”.



Dicha anomalía ha sido observada por la Contraloría General de la República, por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y por el Tribunal Constitucional, por cuanto las funciones públicas solo pueden ser ejercidas por órganos públicos.



En consecuencia, este Gobierno se está haciendo cargo acá de ello.



Y hay una preocupación nuestra, por supuesto. ¿Qué pasa con los trabajadores? La idea es que no pierdan ni un solo beneficio laboral, ¡ni uno solo!; tampoco los años que prestaron servicio, ni la posibilidad de ser indemnizados. Porque hoy día ellos tienen contrato regido por el Código del Trabajo y, por ende, pueden ser objeto de indemnización distinta del resto de los funcionarios públicos.



¡Y eso hay que decirlo también!



Obviamente, hay aspectos que pueden ser mejorados. Eso es parte de la función legislativa. Aquí simplemente estamos votando -y quiero recalcarlo- la idea de legislar sobre una materia tan importante como la que nos ocupa.



La CONAF cuenta con mil 930 funcionarios contratados, además del personal temporal que se contrata para el combate de incendios y para otras actividades. De ellos, 540 trabajadores se desempeñan en la Sección Áreas Silvestres Protegidas, a nivel central, regional y provincial, los que serían traspasados al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.



Y hemos tenido garantía por parte del Gobierno del Presidente Piñera de que todos los beneficios laborales de esos trabajadores van a ser respetados, lo cual es importante.



Ahora bien, el Departamento Agrario del Partido Socialista se pronunció de manera efectiva sobre esta materia -lo estoy viendo en este momento en Google-, de lo necesario que es avanzar en una CONAF pública.



Ese documento del Departamento Agrario del Partido Socialista nosotros lo hacemos propio, pues estamos defendiendo la función pública. Creemos que es primordial y urgente establecer todas y cada una de las condiciones a ese respecto. Y es importante predicar con el ejemplo. 



Estamos fortaleciendo el Estado generando una CONAF pública y terminando con una anomalía jurídica, para que en definitiva los trabajadores de ese organismo puedan contar con todos y cada uno de los beneficios laborales de que disponen hoy día. 



Por supuesto que esperamos que este proyecto de ley pueda ser mejorado.



 Hay asuntos contenidos en él que requieren urgentemente un perfeccionamiento y ser clarificados -por de pronto, definiciones como la relativa a bosques urbanos-, al igual que materias que dicen relación con la superposición de funciones, argumento que también comparto. 



Y, desde luego, hay aspectos que deben ser planteados, por ejemplo, aquellos vinculados con el fortalecimiento de la institucionalidad, dejando la dependencia del Servicio en una subsecretaría.



¡Para eso es el trámite legislativo! 



¡Hoy día simplemente lo que estamos haciendo es decirle a los chilenos que sí queremos legislar, que sí queremos una CONAF pública, que sí queremos hacer perfeccionamientos! Y eso lo haremos en el desarrollo del trámite legislativo.



Por lo tanto, en cumplimiento del compromiso que asumí con la Ministra Ana Lya Uriarte como miembro de la Comisión de Medio Ambiente en aquel entonces, en términos de fortalecer una CONAF pública, de procurar que las funciones públicas las cumplan organismos públicos, y en concordancia con las observaciones formuladas por el Tribunal Constitucional, la Contraloría General de la República y el Tribunal de la Libre Competencia, voy a votar a favor del proyecto, sin perjuicio de señalarle al Gobierno que es necesario perfeccionarlo, mejorar las condiciones de los trabajadores, ampliar las plantas. 



Pero todo ello lo discutiremos cuando podamos, si es que la Concertación nos permite debatir esta iniciativa legal y legislar sobre la materia.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero ser muy breve porque creo que el debate ya se ha extendido por tiempo suficiente. 



Solo deseo expresarles que pocas veces en muchos años he visto una incoherencia más grande que la observada hoy día por la forma como está votando la Concertación. 



Y lo señalo por lo siguiente.



En primer lugar, porque la idea de legislar sobre este proyecto apunta a un solo objetivo: transformar a la CONAF, que actualmente es una institución privada, en un organismo público.



¿Y por qué lo hace el Gobierno? Porque una institución como la CONAF, que dispone de atribuciones propias de organismos públicos, tiene la obligación de cumplir con la Constitución y la ley. Y actualmente no lo hace. Basta leer lo que dice el fallo del Tribunal Constitucional, que, según entiendo, para algunos distinguidos Senadores es irrelevante; pero en un Estado de Derecho democrático dicho órgano es el que establece si una norma se adecua o no a nuestra Carta Fundamental. Así funcionan las democracias occidentales.



En esa resolución hace presente a los Poderes colegisladores la inconveniencia de mantener situaciones constitucionalmente anómalas como la aludida, y exhorta especialmente al Presidente de la República para que regularice la naturaleza jurídica de la CONAF.



Por lo tanto, señor Presidente, los trabajadores deben estar notificados de que cualquier ciudadano que recurra al Tribunal Constitucional va a paralizar a la CONAF, porque está cumpliendo funciones que no puede desarrollar mientras sea una institución privada. Y si ella se paraliza, no será posible presentar ninguna otra iniciativa para transformarla en una institución pública, al menos durante un año. Y no va a poder seguir funcionando. 



Entonces resulta de una incoherencia absoluta que los parlamentarios de la Oposición fundamenten que el proyecto no les gusta en algunos aspectos y se nieguen a cumplir lo que dispone el Tribunal Constitucional, que es realmente de todo sentido común: transformar una institución que debió ser siempre pública y que actualmente es privada.



Por lo tanto, la primera reflexión apunta a que la responsabilidad política de que la CONAF siga actuando al margen de la Constitución, de que no cuente con las atribuciones para cumplir adecuadamente las normas básicas, específicamente en el caso de los incendios forestales, va a ser exclusivamente de ustedes. Y cada uno asume su responsabilidad política frente a estos actos.



Cuando mañana un funcionario de la CONAF no pueda ingresar a un predio privado para actuar y sofocar un incendio, porque no tiene autorización del dueño, no nos quejemos. La responsabilidad política va a ser de ustedes. Y eso creo que es bueno despejarlo. Cada uno aquí tendrá que asumir su responsabilidad política como corresponde. 



En segundo lugar, pido un poquito de humildad de parte de ustedes en esta materia. Yo no soy de los que creen que uno tiene que andar sacándole la cuenta a los Gobiernos anteriores por lo que no hicieron, porque lo que al país le importa es que entre todos hagamos lo que falta por hacer. ¡Pero rasgar vestiduras por la CONAF pública, cuando ustedes estuvieron 20 años en el Gobierno y no hicieron nada por transformarla, francamente les pido un poquitito más de pudor! 



¡No los vi nunca preocuparse por la institucionalidad pública de la CONAF! ¡No los vi nunca preocuparse porque tuviera atribuciones que le permitieran combatir adecuadamente los incendios! ¡No los vi nunca preocuparse por la biodiversidad! 



No quisiera haber dicho lo anterior, pero como aquí queda el testimonio histórico de los debates en el Parlamento, me parece insólito verlos rasgando vestiduras acerca de temas en los que jamás quisieron tener la iniciativa legal. Entonces, esta situación resulta paradójica porque ustedes critican al Gobierno por una norma respecto de la cual no hicieron nada. En esa parte les baja la amnesia más absoluta que he visto en años.



Un distinguido Senador -como este es un debate político- dice: “Miren, nosotros les mejoramos el 7 por ciento a los jubilados”. Es probable y me alegra mucho que en el Parlamento se elimine el 7 por ciento a los jubilados: ¡Pero ustedes no presentaron el proyecto! ¡No lo presentaron! Y señalan: “Es que nosotros colaboramos en mejorar el posnatal”. ¡Pero si nunca lo presentaron!



Entonces, les pido que tengamos un poco de pudor. También han expresado que el Gobierno tiene una mala evaluación ciudadana. Efectivamente, este no cuenta con una buena evaluación ciudadana. Pero tengamos un poco de pudor: ¡Ustedes son la Oposición con menos respaldo popular en la historia democrática chilena! 



Siento que hay que ser un poquito más ecuánimes cuando se emiten juicios. 



Creo que ustedes tienen una amnesia histórica que no les hace bien. Tampoco hace bien que nos pasemos recordando las cuentas por lo que nosotros no hicimos, o por lo que ustedes hicieron en el pasado. Lo razonable aquí, de haber primado el sentido común, era haber aprobado la idea de legislar respecto de esta iniciativa legal. Ustedes tienen  los votos   -son normas de quórum- para impedir que se apruebe algo distinto, que los satisfaga razonablemente, para generar un acuerdo, para avanzar en resolver un tema de flagrante inconstitucionalidad, porque la CONAF funciona al margen de la ley -lo dijo el Tribunal Constitucional-, y haber puesto los temas donde corresponde. 



Yo siento que lo que prima aquí es la oposición dura. Yo fui Oposición durante 20 años y un sector creía que lo razonable era negarle la sal y el agua al Gobierno de turno, y había otro que estimaba que se debía generar democracia en los acuerdos, entendimiento, y sacar adelante muchas medidas que eran buenas para Chile. 



Los hechos demostraron que lo que ayudó para que el país saliera adelante y lograra resolver muchos problemas fue una Oposición que realmente tenía un sentido constructivo. Por eso, Chile progresó. Porque si ustedes no hubiesen tenido nuestro apoyo (recuerden que había Senadores designados en aquella época) no habrían podido hacer prosperar muchas normas que, por cierto, ayudaron a nuestra nación. No obstante, aquí se está imponiendo -y ello se aprecia en los resultados electorales- la tesis dura: a este Gobierno no hay que darle ni prestarle agua para nada. Eso es. 



Sin embargo, esa vía ya la probaron y les fue mal. Eso es lo que no entiendo. Seguir ese camino los ha hecho fracasar. Porque si el Gobierno actual tiene una baja evaluación y ustedes lo estuvieran haciendo bien, lo razonable es que hubieran subido. Pero no han logrado remontar su evaluación. No han sido capaces de capitalizar el descontento que existe en algunos sectores con la Administración vigente por razones que, a mi juicio, van a ir cambiando radicalmente con el tiempo hasta llegar a contar con la adhesión que le corresponde a quien está haciendo bien su pega.



Debo decir que lo que está haciendo aquí la Concertación es de una incoherencia absoluta. Un proyecto se puede mejorar en todos sus artículos, pero con esta actitud le están diciendo al país que no desean que la CONAF sea un organismo o institución pública y que quieren que continúe siendo privada, actuando al margen de la ley, sin atribuciones básicas ni elementales para cumplir bien sus funciones. Y si hubiera una iniciativa distinta relativa a la biodiversidad que se fuera a estudiar, ¿qué tiene que ver ella con el hecho de votar a favor de la idea de legislar? Si ustedes votan a favor en general hoy día, igual mantienen la sartén por el mango, porque se requieren normas de quórum calificado o de ley orgánica y, por ende, perfectamente pueden formular sus exigencias, pero no matar así una ley en proyecto por un año.



Señor Presidente, creo que esta discusión va a ser recordada como aquellas en donde, objetivamente, no primó el más mínimo sentido común al efecto de resolver los temas, sino más bien la tesis de que al Gobierno hay que negarle la sal y el agua. 



Y yo sé lo que va a pasar el 21 de mayo. Acuérdense: no le van a reconocer nada al Gobierno, van a criticarle todo, se van a negar a asistir a las reuniones con los Ministros de Estado. Eso es lo que están haciendo. No recuerdo, jamás en los 20 años que fuimos Oposición, haber dejado de asistir a una reunión con un Ministro de Estado: ¡Nunca! A pesar de que de repente nos agarrábamos y teníamos discusiones firmes: ¡Nunca! Ustedes han dejado plantado al Presidente de la República, cosa que no había pasado nunca en Chile -¡nunca!-; si los invita un Ministro de Estado a conversar, no van. Entonces, no están contribuyendo a que el país solucione sus problemas. Lo que están haciendo es ganándose simplemente un pequeño nicho en el grupo más radicalizado, que al final tampoco los va a apoyar.



Por estas razones, lamento la actitud de la Concertación y voto a favor de la idea de legislar, más allá de las perfecciones que haya que hacerle al proyecto durante su tramitación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la idea de legislar (17 votos en contra, 14 votos a favor, una abstención y un pareo). 



Votaron por la negativa las señoras Alvear y Rincón y los señores  Bianchi, Cantero, Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



Se abstuvo el señor Ruiz-Esquide.



No votaron, por estar pareados, los señores Letelier y Sabag.

El señor ESCALONA (Presidente).- Quedan rechazadas las normas de quórum.



Si le parece a la Sala, el proyecto quedará también rechazado en particular con la misma votación.



Acordado.



Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS

 

--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALVEAR:



Al señor Ministro de Obras Públicas, para que informe sobre  PROYECTO DE CONSTRUCCIÓN DE AUTOPISTA VESPUCIO ORIENTE. 



Del señor BIANCHI:



A los señores Ministros de Desarrollo Social y de Educación requiriéndoles información sobre rendición de cuentas efectuadas por la Corporación Instituto de Ecología y Biodiversidad respecto a INVERSIÓN DE FONDOS PARA EJECUCIÓN DE PROYECTO “DISEÑO Y CONSTRUCCIÓN DE ESTACIÓN DE PARQUE OMORA-PUERTO WILLIAMS”. A los señores Ministro de Salud y Director del Fondo Nacional de Salud, demandándoles ACCESO IGUALITARIO A DISTINTAS MODALIDADES DE ATENCIÓN PARA BENEFICIARIOS DE RÉGIMEN DE PRESTACIONES DE SALUD. Al señor Director del Servicio Nacional de Pesca, requiriéndole información sobre RESTRICCIONES A NAVES PESQUERAS EXTRANJERAS PARA ATRAQUE EN PUERTOS DE DUODÉCIMA REGIÓN. Al señor Director del Servicio Nacional de Salud, consultándole sobre POSIBILIDAD DE CREACIÓN DE CÓDIGO FONASA PARA ATENCIÓN DOMICILIARIA A PACIENTES CON PROBLEMAS DE DESPLAZAMIENTO. Al señor Director General de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, a fin de que informe sobre RECALADA DE PESQUEROS EXTRANJEROS EN DUODÉCIMA REGIÓN DESDE 2004 Y APLICACIÓN DE DECRETO SUPREMO Nº 123, DE ECONOMÍA, CON PREFERENCIA A LEY GENERAL DE NAVEGACIÓN.



Del señor MUÑOZ ABURTO:



A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, para que proporcione ANTECEDENTES SOBRE TERCER Y CUARTO CONCURSOS SOBRE EDUCACIÓN PREVISIONAL y a las señoras Ministra del Trabajo y Previsión Social y Superintendenta de Pensiones, a fin de que estudien factibilidad de SUSTITUCIÓN DE COMISIONES DE ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE PENSIONES POR SISTEMA SUJETO A RENTABILIDAD DE FONDOS. 


Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro del Interior y de Seguridad Pública para que, por su intermedio, Carabineros de Chile remita información relativa a OCUPACIÓN POR PERSONAS EN RIESGO SOCIAL DE EDIFICIO CENTRO MAYOR, EN COMUNA DE CONCEPCIÓN (Octava Región). Al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, a fin de que la Subsecretaría del ramo entregue antecedentes sobre REGLAMENTO PARA OTORGAMIENTO DE CONCESIONES TURÍSTICAS EN ÁREAS SILVESTRES PROTEGIDAS DEL ESTADO. A la señoras Ministras de Bienes Nacionales y del Medio Ambiente, para que informen en relación con ESTADO DE TRAMITACIÓN DE NOMBRAMIENTO DE GÉISERES DEL TATIO COMO ÁREA PROTEGIDA (Segunda Región). Y al señor Alcalde de Concepción, con el fin de que indique las acciones desarrolladas por su municipio respecto de OCUPACIÓN POR PERSONAS EN RIESGO SOCIAL DE EDIFICIO CENTRO MAYOR, EN COMUNA DE CONCEPCIÓN (Octava Región). 





)-----------------(



--Se levantó la sesión a las 20:37.

Manuel Ocaña Vergara,

                     Jefe de la Redacción
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, SOBRE FOMENTO DE PESCA ARTESANAL, COMISIÓN NACIONAL DE ACUICULTURA Y CONSEJOS ZONALES DE PESCA

(7947-03)



La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, tomó conocimiento que ese H. Senado desechó, con una sola excepción, las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca (Boletín N° 7947-03).


En razón de lo anterior, esta Corporación acordó que los Diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta de acuerdo con el artículo 71 de la Constitución Política:

                 - don  Gabriel Ascencio Mansilla  

                 - don  Patricio Melero Abaroa 

                 - doña Adriana Muñoz D’Albora

                 - don  Alejandro Santana Tirachini

                 - don  Jorge Ulloa Aguillón 


Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº 475/SEC/12, de 9 de mayo de 2012.


 Dios guarde a V.E.

(Fdo.): NICOLÁS MONCKEBERG DÍAZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE AUMENTA LAS SUBVENCIONES DEL ESTADO A LOS ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES

(8070-04)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 8070-04.

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- 
Modifícase la ley N° 20.248, que establece la Ley de Subvención Escolar Preferencial de la siguiente forma:
Reemplázase el cuadro de Valor Subvención en U.S.E., contenido en el artículo 14, por el siguiente:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico
	Desde 1° hasta 4° año de enseñanza media

	A:
Establecimientos educacionales autónomos
	1,694
	1,694
	1,129
	1,129

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,847
	0,847
	0,5645
	0,5645



2)
Reemplázase el cuadro del artículo 16, por el siguiente:

	Tramos según el porcentaje de alumnos prioritarios del Establecimiento Educacional
	Desde el 1° nivel de transición hasta 4° año básico (U.S.E.)
	5° y 6° año básico (U.S.E.)
	7° y 8° año básico (U.S.E.)
	Desde 1° año hasta 4° año de enseñanza media (U.S.E.)

	60% o más
	0,302
	0,302
	0,202
	0,202

	Entre 45% y menos de 60%
	0,269
	0,269
	0,179
	0,179

	Entre 30% y menos de 45%
	0,202
	0,202
	0,134
	0,134

	Entre 15% y menos de 30%
	0,118
	0,118
	0,078
	0,078



3)
Reemplázase el inciso tercero del artículo 20 por el siguiente:


“Este aporte adicional será de 0,847 U.S.E. por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 6º año de la educación general básica; de 0,5645 U.S.E. por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica; y de 0,5645 U.S.E. por los alumnos que cursen desde el 1° hasta 4° año de enseñanza media.”.


4)
Sustitúyese el artículo duodécimo transitorio por el siguiente:


“Artículo duodécimo.- Los niveles de 1° año de enseñanza media a 4° año de enseñanza media se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención escolar preferencial, de la subvención por concentración de alumnos prioritarios y de los aportes adicionales establecidos en esta ley, a razón de un nivel por año, comenzando el año escolar 2013 con el 1° año de enseñanza media.”.

Artículo 2°.-
 Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales:


1) Modifícase el artículo 9°, en el siguiente sentido:


a)
Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:




"Artículo 9°.- El valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), corresponderá al siguiente:
	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 9° (incluye incrementos fijados por leyes Nos. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. por aplicación del factor artículo 7° ley N° 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	2,09826
	0,17955
	2,27781

	Educación Parvularia (2° Nivel Transición)
	2,09826
	0,17955
	2,27781

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,81401
	0,17997
	1,99398

	Educación General Básica (7° y 8°)
	1,96884
	0,19546
	2,16430

	Educación Especial Diferencial
	5,79658
	0,59727
	6,39385

	Necesidades Edu-cativas Especiales de carácter Transitorio
	4,96143
	0,59727
	5,5587

	Educación Media Humanístico-Científica
	2,19850
	0,21818
	2,41668

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,25842
	0,32402
	3,58244

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,54190
	0,25252
	2,79442

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,27993
	0,22634
	2,50627

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,29547
	0,13317
	1,42864

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,71879
	0,13317
	1,85196

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,93046
	0,13317
	2,06363

	Educación Media Humanístico-Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,36078
	0,18363
	2,54441

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,89313
	0,18363
	3,07676

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Primer Nivel)
	2,1371
	0,18363
	2,32073

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,22211
	0,18363
	2,40574

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Comercial y Técnica (Primer Nivel, Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823




b)
Sustitúyese el inciso noveno, por el siguiente:




"En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en factor artículo 9° en U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes N°s. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 7° ley N° 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación General Básica 3° a 8° años
	2,52450
	0,24655
	2,77105

	Educación Media Humanístico-Científica
	3,01381
	0,29481
	3,30862

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	4,06671
	0,40013
	4,46684

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	3,18177
	0,31177
	3,49354

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	3,01381
	0,29481
	3,30862


Artículo 3°.- Los sostenedores de establecimientos particulares de enseñanza subvencionada por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de educación técnico profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley N° 3.166, de 1980, deberán informar al Ministerio de Educación, antes del último día de febrero de cada año, la nómina y monto de los aguinaldos, bonos y reajuste de remuneraciones que reciban cada uno de los trabajadores del respectivo establecimiento.


El Ministerio de Educación deberá enviar esta información a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado, antes del 31 de marzo de cada año.

Artículo 4°.- El Ministerio de Educación conjuntamente con el Ministerio de Hacienda, cada dos años, encargará a expertos independientes la realización de un estudio destinado a estimar el valor de una subvención escolar costo-efectiva para cada uno de los niveles y modalidades educativas de la educación regular. Dicho estudio podrá utilizar diversas modalidades de análisis empírico y, o prescriptivo a partir de tipologías de establecimientos educativos modelo.


El Ministerio de Educación deberá someter el estudio a que se refiere el inciso anterior a la consideración del Consejo Nacional de Educación quien emitirá, dentro del plazo de 45 días contado desde el requerimiento, un informe que contenga recomendaciones respecto de la pertinencia y oportunidad de posibles incrementos en el valor de las distintas subvenciones escolares de la educación regular.


Los aumentos de subvención que proponga el Ejecutivo al Parlamento deberán fundarse en los resultados del estudio y en las recomendaciones del informe a que se refieren los incisos anteriores. En caso de que los aumentos de subvenciones no recojan los resultados y, o recomendaciones se deberá justificar fundadamente dicha decisión.

A fin de garantizar que los estudios a que se refiere el inciso primero cuenten con la información necesaria para su realización, los establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado y que sean seleccionados para efectos de los mismos deberán otorgar toda la información necesaria que sea requerida.


En caso de incumplir la obligación señalada en el inciso anterior, los establecimientos quedarán sujetos a las sanciones previstas en la ley N° 20.509 para el caso de establecimientos que dificultan o impiden la acción fiscalizadora de la Superintendencia de Educación.


La Superintendencia de Educación brindará el apoyo necesario a los expertos para la realización de los estudios, poniendo a disposición la información disponible y colaborando en el procesamiento de la información recabada con ocasión de los levantamientos efectuados.


Los estudios y el informe realizados de conformidad a este artículo deberán estar disponibles en la web del Ministerio de Educación y remitirse a la Comisión de Educación del Senado y la Cámara de Diputados, al inicio del año escolar inmediatamente siguiente a su emisión.

Artículo 5°.- Para sustituir en el inciso primero del artículo 24 del decreto con fuerza N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, la expresión "4 U.S.E."  por “$ 80.000”.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia a contar del mes subsiguiente de su publicación en el Diario Oficial.
Artículo segundo.- El primer estudio que se realice de conformidad a lo prescrito en el artículo 4°, se realizará al inicio del año académico siguiente al de entrada en vigencia de la presente ley.
Artículo tercero.- El mayor gasto que represente esta ley durante el año 2012 se financiará con cargo a la partida 09 Ministerio de Educación,  del Presupuesto del Sector Público.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): NICOLÁS MONCKEBERG DÍAZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES ESCALONA, LETELIER, MUÑOZ ABURTO Y ROSSI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, QUE INCLUYE AL LITIO ENTRE LAS SUSTANCIAS MINERAS NO SUSCEPTIBLES DE CONCESIÓN Y RESERVA, AL ESTADO Y SUS EMPRESAS, LA EXPLORACIÓN, EXPLOTACIÓN Y BENEFICIO DE LOS DERIVADOS DEL METAL
(8299-08)
1. Antecedentes generales

La creciente demanda mundial de litio presenta una oportunidad histórica para implementar una política de Estado para nuestro país. Ésta no sólo debe incluir la extracción, sino también promover el desarrollo de una industria ligada a la explotación de este mineral, transformando al país en un líder en tecnología, y no sólo de materias primas. 

El principal uso del mineral es la fabricación de baterías Litio-ion (27%), mercado en expansión, ya que se estas utilizan intensivamente en variados dispositivos, como cámaras fotográficas, computadores portátiles, teléfonos celulares, agendas electrónicas, MP3, automóviles híbridos, entre otros. Además, el uso de este tipo de baterías es altamente atractivo por su peso (livianas), su potencia y ciclo de vida, su rango de soporte en cuánto a temperaturas y en particular, porque carecen del “efecto memoria” (pérdida de capacidad por recarga), 

Otros usos son las grasas lubricantes con un 12%, fritas 9% (Polvo de vidrio para industria metalmecánico), 8% vidrios y cerámicas, Aire acondicionado el 5%, aluminio el 4%, polímeros el 4%, usos farmacéuticos el 3%, y colada continua con un 3%.

Uno de los usos futuros es la generación de energía nuclear, donde el litio actuaría como productor de tritio, permitiendo además su empleo como un excelente refrigerante y medio de transporte calorífico, debido a su alta capacidad calórica, baja viscosidad, alta conductividad térmica y baja presión de vapor.

Chile tiene una ventaja comparativa no sólo por la cantidad de mineral concentrado, sino también porque presenta costos de explotación menores, ya que se ubica en salares y no en minerales Chile, Bolivia y Argentina concentran el 85% de las reservas de litio en salmueras, y el 50% de las reservas totales de Litio, como demuestra el cuadro adjunto:
[image: image2.png]Salmueras .
Pais/Fuente | Pegmatitas | Salmueras |geotermalesy pozos Arulla's Jadarita TOTAL
. (Hectorita) Rerservas
petroliferos

EEW 2.830.000 40.000 1.750.000 | 2.000.000 6.620.000
Canada 255.600 255.600
Zimbawe 56.700 56.700
Zaire 2.300.000 2.300.000
Australia 262.800 262.800
Austria 100.000 100.000
Finlandia 14.000 14.000
Rusia 1.000.000 1.000.000
Serbia 850.000 850.000
Brazil 85.000 85.000
China 750.000 2.640.000 3.390.000
Bolivia 5.500.000 5.500.000
Argentina 2.550.000 2.550.000
TOTAL x fuente|  7.654.100 |  17.630.000 1.750.000 |  2.000.000 |  850.000 |  29.884.100





2.- Posición mayoritaria de Chile en el mercado y propuesta del gobierno.
A la fecha de presentación del presente proyecto de ley, el Gobierno ha hecho pública su decisión de explotar el litio mediante los contratos especiales de operación contemplados en la Constitución Política de la República. El Ejecutivo justifica la aplicación de ellos basado en las siguientes premisas: “es rápido, transparente y eficiente para reimpulsar la industria, aumentar la competencia y las opciones de explotación” y plantea que podríamos recaudar por tributos alrededor de US$ 350 millones durante los 20 años de explotación con este modelo de negocio. 

Se ha planteado que Chile está perdiendo poder de mercado en la industria del litio. Sin embargo, las cifras de Cochilco (2009) muestran lo contrario: Chile mantiene una posición mayoritaria en el concierto mundial con un 44%, seguido muy de lejos por Australia con un 25%. 
Cuadro Nº 2: Productores mundiales de Litio:
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Fuente: Cochilco, 2009

La producción mundial del mineral ha tenido un crecimiento sostenido desde el año 2004, como lo muestra el cuadro Nº 3, pasando de 15.000 ton. por año a 27.000 ton. Situación que se origina, entre otros factores por el aumento en el precio del mineral, que paso de USD 2.500 por ton en 2004 a USD 6.500 por ton. Las proyecciones del Global Entrepreneurship Monitor (GEM) sitúan el precio de mediano plazo (hasta el 2020) entre los USD 4.000 y 6.500 por ton. Así los datos son como se observan en el cuadro N°3, adjunto.

Cuadro Nº 3

 [image: image4.emf]
Fuente: Cochilco

[image: image5.emf]
Fuente: Cochilco

4. Respecto de las modificaciones al marco legal vigente.

Nuestro ordenamiento contempla la situación de minerales que no pueden ser objeto de explotación por la vía de una «concesión minera». Sin embargo, pueden dichas sustancias no concesibles llegar a ser aprovechadas por los particulares mediante regímenes mineros especiales.

Estas sustancias no concesibles o «inconcesibles» son los hidrocarburos líquidos y gaseosos, el litio, los yacimientos de cualquier especie existentes bajo las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional y los yacimientos situados, en todo o en parte, en zonas que, conforme a la ley, se determinen como de importancia para la seguridad nacional, con efectos mineros.

Bajo el Código de Minería de 1932, se incluía al litio en el listado de sustancias respecto de las cuales cualquier interesado podía constituir pertenencias mineras.

Conocida la relación del litio con la energía nuclear, se procedió a reservar el litio, junto al uranio y el torio, para el Estado (art.5 DL N°2.886), atendidas las exigencias derivadas del interés nacional, según dice su parte considerativa. 

Hasta ahora el aprovechamiento de todas estas sustancias no es posible realizarlo mediante derechos obtenidos a partir de concesiones que se constituyen por resolución judicial, puesto que el aprovechamiento de estas sustancias «no susceptibles de concesión», sólo podrá efectuarse, “directamente por el Estado o por sus empresas, o por medio de concesiones administrativas o de contratos especiales de operación, con los requisitos y bajo las condiciones que el Presidente de la República fije, para cada caso, por decreto supremo». 

Lo anterior debe necesariamente cambiar para los efectos del mineral litio por tratarse de una riqueza estratégica, de importancia decisiva para el desarrollo de la nación, donde ya el país, mediante la exitosa experiencia de CODELCO, ha demostrado sobradamente su capacidad de innovación, competitividad en el mercado mundial y operación interna, financiera y de gestión. Asimismo, se justifica por el aprovechamiento íntegro de los beneficios derivados del mismo para el erario nacional, cuantitativamente diferente a una mera recaudación tributaria.

Por tanto, vengo a someter a US., el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

1.- Agréguese en el artículo 19, número 24, inciso séptimo, de la Constitución Política de la República, a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra "gaseosos", la siguiente frase: "el litio".
2.- Agréguese en el artículo 19, número 24, en el inciso décimo, de la Constitución Política de la República, a continuación del punto final, lo siguiente: "Con todo lo anterior, la exploración, explotación o el beneficio derivado del litio sólo podrá ejecutarse directamente por el Estado o sus empresas".

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA LILY PÉREZ SAN MARTÍN, CON LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 19.496, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, EN MATERIA DE PUBLICIDAD DE PROYECTOS INMOBILIARIOS QUE ASEGUREN UNA VISTA ASOCIADA
(8300-03)

I.- CONSIDERACIONES
En el mercado inmobiliario, es una práctica publicitaria habitual, ofrecer viviendas con prestaciones que resultan atractivas para los consumidores, pero las mismas son ajenas a las características de diseño y construcción que dependen de la voluntad de la inmobiliaria que las publicita.
Se trata de condiciones que derivan de condiciones urbanísticas de hecho, como la vista de una unidad inmobiliaria o la tranquilidad de un barrio en el que se ubica una unidad habitacional y por tanto, están completamente desvinculadas de la gestión inmobiliaria. Atributos como estos, son ofrecidos y explotados publicitariamente por las inmobiliarias y muchas veces estos son factores determinantes de adquisición para los consumidores, concurriendo éstos a hacerse de aquellos atraídos por las especiales características ofrecidas, las que los consumidores entienden inherentes a las propiedades que adquieren. 

Una de estos especiales atributos es la llamada “vista”. Es usual que las inmobiliarias que desarrollan proyectos que gozan de esta “vista”, centren sus campañas publicitarias en ello destacando estas características en las ofertas a los consumidores sin advertirles que la permanencia de la condición está sujeta a factores externos que no dependen de la voluntad de los vendedores y por tanto estos no pueden asegurar su permanencia en el tiempo, pudiendo ocurrir por ejemplo, que se construya otro proyecto por parte de otra inmobiliaria que implique obstruirles la vista o, que exista un cambio en el plan regulador y se permita construir en lugares en que estaba prohibido.

Ahora bien, existen casos extremos que pueden enmarcarse dentro del ilícito de publicidad engañosa contenido en la ley 
Nº 19.496 sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, y que se configura cuando las inmobiliarias publicitan una atractiva vista de las viviendas, como elemento característicos de éstas, no obstante, una vez enajenadas, la misma inmobiliaria –en otra fase del proyecto- levanta nuevas construcciones, obstruyendo la vista del conjunto de viviendas ya enajenado, y cuyo atractivo publicitó para su venta.

Se trata, cualquiera sea el caso –buena o mala fe-, de prácticas irregulares o engañosas, destinadas únicamente a atraer consumidores ofreciendo prestaciones asociadas a las viviendas esencialmente variables, cuya continuidad no reconoce garantía jurídica que permita asegurar su goce ininterrumpido. De estas prácticas dan cuenta variados reclamos consignados en portales de asociación de consumidores y en portales organismos oficiales.

II.- FUNDAMENTOS

La legislación nacional dispone de normas destinadas a regular las servidumbres de vista en el interés particular. El Código Civil, en sus artículos 839 y 841 fija el marco regulatorio de las servidumbres de vista de interés particular.

Del concepto de vista, considerado este último como objeto de la servidumbre del mismo nombre, se desprende que éste no implica el reconocimiento de un gravamen sobre un predio (predio sirviente) que permita a otro predio (predio servido) asegurar una vista sobre un paisaje determinado, despejada, sin elementos que la obstruyan, sino que persigue un objeto muy distinto: “prohibir que se vea lo que pasa en el predio vecino”.

En síntesis, nuestra legislación nacional no contempla una institución jurídica que permita a los particulares asegurar una determinada vista, en los términos planteados anteriormente y no en los definidos en el Código Civil. Los únicos instrumentos con fuerza vinculante que puede asegurar una determinada posición de hecho sobre la situación descrita, son los planes reguladores dictados conforme la Ley General de Urbanismo y Construcciones, pero que, como se ha dicho, son esencialmente modificables.

Conforme a la situación jurídica descrita, las inmobiliarias y, en general, los primeros vendedores –como las denomina para estos efectos la citada ley general- no están en condiciones de asegurar a los interesados y adquirentes de las viviendas que ofertan una determinada vista, pues ya sea por actos de autoridad (modificación del plan regulador), por hechos de terceros o incluso por actos propios, la situación de hecho que otorga dicha vista puede modificarse en cualquier tiempo, sin consecuencias jurídicas ni responsabilidades, que no sean –sólo para algunos efectos- eventuales infracciones por publicidad engañosa, conforme lo establece la Ley Nº 19.496.

Proteger a los consumidores en este sentido, evitando que adquieran inmuebles basados en consideraciones erróneas sobre aspectos relevantes, necesariamente supone el establecimiento de normas que regulen la información que los proveedores de viviendas otorgan a los consumidores finales, evitando que ofrezcan prestaciones que, si bien se verifican materialmente al momento de la oferta de las unidades, no son sostenibles en el tiempo. Ello, como mecanismo de aseguramiento del derecho de los consumidores “a una información veraz y oportuna sobre los  bienes y servicios ofrecidos, su precio, condiciones de contratación y otras características relevantes de los mismos (...)”, que reconoce el estatuto protector de los consumidores en su artículo 3 letra b).

Si bien el citado estatuto considera un marco sancionador de la publicidad falsa o engañosa -artículo 28 y siguientes-, que dispone de supuestos infraccionales que hacen punible la publicidad engañosa que recae sobre características relevantes del bien o servicio, estos no son suficientes para cubrir situaciones como las descritas, pues una determinada vista, publicitada como característica relevante de una vivienda, generalmente se verifica materialmente al momento de la oferta y adquisición de bien, sin producirse necesariamente engaño en los términos tipificados en la Ley. 

Lo anterior, por tanto, hace necesario reglar expresamente la publicidad de viviendas por parte de las inmobiliarias, específicamente cuando en su publicidad destacan a una determinada vista como elemento relevante. 

Para lo anterior se propone modificar la Ley 
Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, específicamente el párrafo 1º del Título III, sobre información y publicidad, incorporando un nuevo artículo 28 C.

Conforme a los fundamentos expresados, venimos a someter a su consideración el siguiente:

III. PROYECTO DE LEY

Artículo único: Incorpórase a la Ley Nº 19.496 el siguiente artículo 28 C nuevo:
Artículo 28 C.- Toda acción publicitaria en que se ofrezcan viviendas destacando una determinada vista asociada a las mismas, sin que ésta se encuentre legalmente garantizada, deberá contener una clara y precisa leyenda que señale que el proveedor no garantiza que la vista se mantenga en el futuro. 

(Fdo.): Lily Pérez San Martín, Senadora.
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PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES MUÑOZ ABURTO, BIANCHI Y SABAG, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 129 DEL CÓDIGO TRIBUTARIO CON EL OBJETO QUE, RESPECTO DEL IMPUESTO TERRITORIAL, LA TESORERÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA PUEDA REQUERIR EL PARECER DEL MUNICIPIO RESPECTIVO

(8301-05)
Vistos. Lo dispuesto en los artículos 1°, 19° y 63° de la Constitución Política de la República; en el Código Tributario; en el D.F.L. N° 1 de 1998, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley 17.235, sobre impuesto territorial y en el decreto 2.385 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales.

Considerando.

1.- Que el impuesto territorial grava la propiedad raíz, sea ésta agrícola o no agrícola, estableciendo una contribución de cargo del propietario que se calcula en función del avalúo del inmueble.
2.- Que dicho tributo, acaso uno de los más antiguos de la historia, encuentra su fundamento en la necesidad del Estado de establecer y proporcionar servicios respecto de dichos bienes.
3.- Que en la actualidad la recaudación emanada del impuesto territorial está íntegramente destinada a los municipios, como lo dispone el artículo 37 de la versión actualizada de la denominada ley de rentas municipales.
Sin embargo, las municipalidades reciben, en general, en forma íntegra, sólo el 40% de los ingresos fiscales por este concepto. El 60% restante es destinado al Fondo Común Municipalidad y redistribuido a las comunas, según los criterios establecidos.
4.- Que, sin perjuicio de constituir un ingreso netamente municipal, la normativa tributaria ha establecido que su determinación depende del Servicio de Impuestos Internos, en tanto la recaudación está entregada a la Tesorería General de la República. El procedimiento aplicable es regulado en los artículos 168 y siguientes del Código Tributario.
5.- Que dicha normativa, en su artículo 192 faculta a la Tesorería General de la República para otorgar facilidades de pago a los demandados, hasta por doce meses, ampliables, a criterio del Presidente de la República, en casos de catástrofes. Asimismo, se autoriza a dicho servicio para condonar total o parcialmente los intereses y sanciones por la mora en el pago.
6.- Que dichas atribuciones resultan muy atendibles y se justifican en el propósito de propender al cumplimiento, aliviando la situación de los contribuyentes. Sin embargo, su radicación en forma exclusiva en la Tesorería General de la República resulta cuestionable,

tratándose de recursos destinados a los municipios.
Más aún, la estabilidad en los ingresos derivados de este tributo, más allá de los avalúos periódicos que se producen importa que las comunas efectúan estimaciones acerca del rendimiento que sirven para la construcción de sus respectivos presupuestos.
7.- Que se han conocido, a lo largo del país, diversos juicios por esta materia que alcanzan magnitudes importantes. En esos casos, se ha establecido la conveniencia de que en la búsqueda de convenios de pago y, por tanto, en el ejercicio de estas facultades discrecionales, se considere la opinión de los municipios respectivos, destinatarios de los recursos.

Por lo anterior, los senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo 1°.- Intercálese el siguiente nuevo inciso sexto al artículo 192 del Código Tributario, pasando el actual inciso sexto a ser séptimo:
"Tratándose de obligaciones derivadas del impuesto territorial, en la determinación de las facilidades y beneficios de pago a que se refieren los incisos precedentes, podrá atenderse la opinión del municipio respectivo.".
(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE OTORGA A LOS FUNCIONARIOS DEL SECTOR SALUD QUE INDICA, UNA BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO Y UNA BONIFICACIÓN ADICIONAL

(8036-11)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Salud tiene el honor de informar acerca del proyecto de la suma, iniciado en mensaje del señor Presidente de la República.




Se hace presente que el proyecto no contiene normas que exijan un quórum especial de aprobación ni disposiciones que incidan en la organización y atribución es de los tribunales de justicia.




A las sesiones en que estudiamos este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, las siguientes personas:


Del Ministerio de Salud: el Ministro, doctor Jaime Mañalich Muxi; el asesor del Ministro, doctor Juan Cataldo Acuña; el asesor legislativo, señor Jaime González Kazazian. De la Dirección de Presupuestos: el Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Hermann Von Gersdorff. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Coordinador, señor José Francisco Acevedo Alliende. De la Biblioteca del Congreso Nacional: la analista, señora Irina Aguayo Ormeño. 

De la Federación Nacional de Asociaciones de Técnicos de los Servicios de Salud, FENTESS: la Presidenta Nacional, señora Silvia Aguilar Torres. De la Federación de Funcionarios de la Subsecretaría de Salud Pública, FENFUSSAP: el Presidente, señor Lorenzo González Cabrera. De la CONFEDERACIÓN FENATS UNITARIA: el presidente, señor Ricardo Ruiz Escalona. De la Confederación Nacional de Trabajadores de la Salud, CONFENATS: el Presidente, señor Roberto Alarcón Gómez. De la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales ANEF: el Vicepresidente, señor Jorge Consales Carvajal. De la Federación Nacional de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud, FENPRUSS: la Presidenta, señora Mariana Guevara. De la Federación de Asociaciones de Salud Pública, FEDASAP: la Presidenta, señora Carmen Luz Scaff. De la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Salud, AFUMINSAL: la Directora, señora Claudia Padilla. De la Asociación de Funcionarios de la Secretaría Ministerial de la Región Metropolitana: la Presidenta, señora Marcia Lara. De la Federación de Funcionarios de la Salud Vª Región Cordillera: el Secretario General, señor Fernando Sandoval Gennari.
- - - - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO

De acuerdo con el Mensaje, este proyecto de ley propuso la creación de diversos incentivos al retiro de funcionarios del sector de la salud, a saber, una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional. Además, la iniciativa consagra la compatibilidad de sus beneficios con aquellos establecidos por la ley 
N° 20.305 para el personal del sector salud, esto es, el bono post laboral.

No obstante, en la tramitación del proyecto de ley en la Cámara de Diputados se rechazaron los artículos 3° y 5°. Esta última norma estaba referida a la entrega de la mentada bonificación adicional, ascendente a la suma equivalente a 395 unidades de fomento.




El proyecto está conformado por 7 artículos permanentes y 2 transitorios.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO




El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

· Ley N° 20.209, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, la ley N° 19.490, y delega facultades para fijar y modificar las plantas de personal que indica y otros beneficios para el personal de los servicios de salud.

· Ley N° 20.212, que modifica las leyes N° 19.553, Nº 19.882, y otros cuerpos legales, con el objeto de incentivar el desempeño de funcionarios públicos.

· Ley N° 20.282, que extiende la bonificación por retiro voluntario creada por la ley Nº 20.209, crea una bonificación adicional para el personal que indica e introduce modificaciones a la ley N° 20.209.

· Ley N° 20.305, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones.

· Decreto Ley N° 3.500, de 1980, que establece nuevo sistema de pensiones.

· Decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 2.763, de 1979 y de las Leyes N° 18.933 y N° 18.469.

· Decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

· Decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

· Decreto ley N° 249, de 1974, que fija la escala única de sueldos para el personal que señala.

· Decretos con Fuerza de Ley N° 29, 30 y 31, del Ministerio de Salud, de 2001, que crean establecimientos de salud de carácter experimental.

· Decreto N° 109, del Ministerio de Salud, de 2008, reglamento para el otorgamiento de la bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo primero transitorio de la ley N° 20.209.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE HECHO


El universo de beneficiados por el proyecto está constituido por 7.700 funcionarios de planta o a contrata que se desempeñen en los Servicios de Salud, en las Subsecretarías del Ministerio de Salud, en el Instituto de Salud Pública de Chile y en la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, y los funcionarios de los establecimientos de salud de carácter experimental creados por los decretos con fuerza de ley Nos 29, 30 y 31, de 2001, del Ministerio de Salud, a saber, el Hospital Padre Alberto Hurtado, de la comuna de San Ramón, el Centro de Referencia de Salud de Peñalolén Cordillera Oriente, y el Centro de Referencia de Salud de Maipú.


La norma enuncia los requisitos copulativos que se deben reunir para optar a los beneficios: 

· estar regido simultáneamente por el Estatuto Administrativo y por la Escala Única de Sueldos, en el caso del personal que labora en los Servicios de Salud y en las reparticiones del Ministerio

· haber cumplido o cumplir 60 años de edad, las mujeres, y 65 años de edad, los hombres, entre el 1 de julio de 2010 y el 30 de junio de 2014

· presentar la renuncia voluntaria al cargo entre la fecha de publicación de la ley y el 31 de marzo de 2015.


Se contempla una excepción para el caso de las mujeres: ellas podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación que se fijan más adelante y, si son seleccionadas, deben renunciar durante el primer trimestre del año siguiente; si no lo son, pueden repostular en los períodos consecutivos.


Enseguida, se dispone que los cupos de cada período deben distribuirse entre mujeres y hombres, en la misma proporción en que las funcionarias y los funcionarios hayan postulado. 


También se indican criterios de prelación, para el evento de que postulen más personas que cupos a llenar: preferirán las personas de mayor edad y menor renta al 1 de enero del año respectivo; en caso de empate se seleccionará al más antiguo en el servicio y, si la igualdad persistiere, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales. Para el primer llamado a postular se fijan también pautas de prioridad si las postulaciones superan a los cupos: se seleccionará primero a quienes tengan mayor edad y sufran enfermedades de carácter grave, crónicas o terminales que impidan el desempeño de la función en forma continua; a continuación a los de mayor edad; si continúa el excedente, a aquellos que le sigan con mayor edad y con menor renta; de persistir la igualdad, preferirán aquellos con más tiempo de servicio en la institución que se desempeñan actualmente y, a continuación, en la administración pública; finalmente, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales.


La remuneración base para el cálculo de la bonificación es el promedio de las rentas imponibles de los doce meses anteriores al retiro, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor que fija el Instituto Nacional de Estadísticas. La bonificación no es imponible ni constituye renta para ningún efecto legal, lo que implica que no tributa.


Queda sin efecto la renuncia del postulante que en definitiva no accede a la bonificación. Y el que cesa por aplicación de esta ley queda afecto a una inhabilidad especial por 5 años, lapso durante el cual no puede ser nombrado ni contratado asimilado a grado o sobre la base de honorarios en ninguno de los organismos señalados en el artículo 1°, a menos que previamente devuelva la totalidad del beneficio percibido, reajustado y con más el interés corriente.

Los hombres que postularon cumpliendo los requisitos y que no fueron seleccionados por insuficiencia de cupos podrán repostular en el período siguiente.


Por último, el articulado detalla cupos, plazos y procedimientos para cada uno de los años de vigencia del beneficio, esto es, 2012, 2013 y 2014. Además, se reconoce el derecho a postular a las bonificaciones que establece el proyecto, a funcionarios que habían cumplido el requisito de edad al 30 de junio de 2010, o sea, antes del inicio del período fijado como límite en el artículo 1°.


El requisito de edad mínima puede rebajarse, en el caso de quienes desempeñen o hubieren desempeñado labores calificadas como pesadas, en los términos establecidos en el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980
.


Pueden impetrar también los beneficios de esta ley los funcionarios que entre el 1 de julio de 2010 y el 30 de junio de 2014 hayan obtenido u obtengan pensión de invalidez conforme al decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que, además, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para ello.


Simultáneamente con solicitar la bonificación de esta ley, se podrá postular al bono post laboral de la ley N° 20.305, caso en el cual se aplicarán los plazos y edades indicados en el proyecto en informe. El citado cuerpo legal concedió un bono compensatorio a los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones, lo que se conoció también como “daño previsional”
.

Finalmente, el proyecto hace supletoriamente aplicable, en lo que no resulte incompatible con esta ley, el reglamento para el otorgamiento de la bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo 1° transitorio de la ley N° 20.209, normativa que está contenida en el decreto N° 109, del Ministerio de Salud, de 2008.


El gasto que representa la iniciativa legal en informe, que la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda cifra en $ 126.364.000.000, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Salud y, en lo que no fuere suficiente, mediante suplementos con cargo a la Partida Tesoro Público.

Conforme a una de las disposiciones transitorias, tendrán derecho a las bonificaciones de esta ley los funcionarios y funcionarias que, habiendo pertenecido a las instituciones señaladas en el artículo 1°, hubieren cesado en funciones por renuncia voluntaria o por obtener pensión de vejez de conformidad con el decreto ley N° 3.500, de 1980, entre el 30 de junio de 2011 y la fecha de publicación de esta ley, y que en ese período hubieren cumplido los requisitos exigidos en las normas permanentes y presenten la solicitud en el plazo de 30 días siguientes a la referida publicación.


Se hace presente que en la Sala de la Cámara de Diputados fueron rechazados los artículos 3° y 5° del Mensaje, lo que explica la referencia en blanco que figura en el inciso segundo del artículo 2° y en el artículo segundo transitorio. Durante la discusión en general en la Comisión el Presidente de la República formuló indicación para reponerlos en este segundo trámite constitucional. El tenor de esos preceptos es el siguiente:


"Articulo 3°.- El personal que cumpliendo los requisitos que establece esta ley no postule en los períodos indicados y en consecuencia no haga uso de los be​neficios que se conceden, se entenderá que renuncia irrevocablemente a éstos.".


"Articulo 5°.- Los funcionarios de planta y a contrata que a la fecha de la renuncia tuvieren 10 o más años de servicio, continuos o discontinuos, en las instituciones mencionadas en el articulo 1°, que acogiéndose a la bonificación que en dicho articulo se establece, se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que coticen o hubieren cotizado, según corresponda, en dicho sistema, tendrán derecho a recibir, por una sola vez, una bonificación adicional equivalente a la suma de 395 unidades de fomento.

El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo del beneficio, será el vigente al día que corresponda al cese de funciones.

Esta bonificación adicional se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación a que se refiere el artículo 1°, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, y en consecuencia no estará afecta a descuento alguno. Asimismo será compatible con cualquier otro beneficio homo​logable que se origine en una causal de similar otorgamiento, quedando sujeta a las condiciones que se establezcan para dicho otro beneficio.".


Quedaron para ser incluidas en el boletín de indicaciones que se confeccione en el segundo trámite reglamentario.
- - - - - - - -

DISCUSIÓN Y APROBACIÓN EN GENERAL

El señor Ministro de Salud, doctor Jaime Mañalich, expresó que el proceso de negociación con los gremios del sector público se ha realizado respetando ciertas directrices generales, lo cual se vio reflejado en la reciente discusión en esta Comisión del proyecto de ley sobre incentivo al retiro para los funcionarios de la atención primaria de salud
. En ese orden de ideas, afirmó, la presente iniciativa fue concordada con el 70% de los gremios de la salud secundaria y terciaria y, por lo tanto, debiese entenderse con un carácter vinculante, por cuanto cualquier variación en su contenido afectaría a los demás procesos de negociación.


Señaló que el proyecto otorga beneficios importantes a los trabajadores de la salud, como incentivo al retiro, compatibilidad con el bono post laboral y otras bonificaciones especiales.


Manifestó que la gran mayoría de los gremios de la salud desea una pronta aprobación del presente proyecto de ley, aunque algunas asociaciones de profesionales desean que se rechace, con la finalidad de lograr mayores beneficios. 


El Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señor Hermann Von Gersdorff, explicó que el proyecto que actualmente se discute fue acordado con cinco gremios de la salud: la Confederación Nacional de Trabajadores de la Salud (CONFENATS), que agrupa a 40.000 funcionarios; la Federación Nacional de Trabajadores de la Salud Unitaria (FENATS UNITARIA), que reúne a 12.000 administrativos, auxiliares y paramédicos; la Federación Nacional de Asociaciones de Funcionarios Técnicos de los Servicios de Salud (FENTESS), que congrega a 14.000 funcionarios, especialmente técnicos paramédicos; la Federación Nacional de Funcionarios de la Salud Pública (FENFUSSAP), con 3.700 asociados, que en su gran mayoría pertenecen a las Secretarías Regionales Ministeriales, y la Federación Nacional de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud (FENPRUSS), que cuenta 19.000 funcionarios adscritos.


Sin embargo, cuando el Presidente de esta última agrupación presentó el acuerdo a la mesa directiva, no obtuvo un resultado positivo, lo cual derivó posteriormente en que perdiera su cargo en la siguiente elección. Por lo anterior, dicha Federación se restó finalmente de la suscripción del acuerdo.


En cuanto al plan de retiro propuesto, indicó que beneficiará a las funcionarias que cumplan 60 años durante el período de vigencia de la normativa y a los hombres que cumplan 65 años en el mismo plazo. No obstante, señaló que una innovación que se propone es que las mujeres mantengan el derecho a acogerse al incentivo al retiro, con posterioridad al cumplimiento de los 60 años de edad.


Por otra parte, informó que la asignación por retiro también regirá para aquellos funcionarios que no pudieron acogerse a leyes de retiro anteriores.


En relación a los montos de los beneficios propuestos en el proyecto de ley, el señor Subdirector expresó que alcanzarán a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio o fracción de seis meses, con un máximo de once meses. Además, se establecía originalmente una bonificación adicional ascendente a 395 unidades de fomento y se compatibilizan los beneficios con el bono post laboral dispuesto por la ley N° 20.305, para aquellos funcionarios que obtengan una pensión menor a $ 1.000.000. Por último, consignó, se consideran 200 cupos por razones sociales, para que los trabajadores que hayan cumplido las edades requeridas antes de la vigencia de la normativa, puedan acceder a los beneficios ya mencionados.


No obstante lo anterior, informó que en la tramitación del proyecto ante la Cámara de Diputados se rechazó la bonificación adicional de 395 unidades de fomento, por considerársela insuficiente.


Con dichos beneficios, estimó, alrededor de 7.700 personas se acogerían al plan de retiro, lo cual se traduce en un gasto fiscal ascendiente a $ 126.000.000.000.


Finalmente, informó que prontamente se iniciará la tramitación legislativa de los proyectos de ley sobre incentivo al retiro que beneficiarán a los funcionarios municipales y a los de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.


La Honorable Senadora señor Rincón manifestó su preocupación por la situación de aquellos funcionarios que no enteran los años requeridos de servicio en el área de la salud, pero sí han trabajado en otros organismos estatales anteriormente. Advirtió que al hacerse la negociación por áreas del sector público, esos funcionarios no serán considerados en otras iniciativas. Por lo anterior, adelantó una propuesta para corregir ese vacío, que ya fue advertido durante la discusión del proyecto ante la Cámara de Diputados.


El señor Subdirector manifestó que no es la intención del Ejecutivo excluir del beneficio a algunos grupos de personas. Lo que se ha tratado de hacer, agregó, es homologar los beneficios para todos los funcionarios de la administración pública y explicó que la redacción objetada se ha incluido en los mismos términos en otros casos de bonificación al retiro voluntario. Sin perjuicio de lo expuesto, manifestó su disposición a corregir eventuales omisiones que pudiesen existir.


En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Chahuán valoró la intención de no generar discriminaciones respecto de ciertos funcionarios y, seguidamente, consultó el costo que tendría incorporar a más personas a los beneficios propuestos.


El señor Subdirector, junto con señalar que el aumento del costo fiscal no sería significativo, porque se trataría de un grupo muy reducido de personas, comprometió la presentación por parte del Ejecutivo de una indicación que subsane el problema planteado.


La Comisión recibió a representantes de numerosas agrupaciones gremiales de funcionarios del sector salud.


El Vicepresidente de la Asociación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF), señor Jorge Consales, inició su exposición señalando que, además de la agrupación que representa, hay tres asociaciones de funcionarios que están en desacuerdo con el texto propuesto en el proyecto de ley: la Federación Nacional de Trabajadores de la Salud (FENATS), la Federación Nacional de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud (FENPRUSS) y la Federación de Asociaciones de Salud Pública (FEDASAP).


Recordó que la implementación de planes de incentivo al retiro ha sido una aspiración permanente de su organización, en especial, por el daño previsional que afecta a los funcionarios que jubilan en el sistema de Administradoras de Fondos de Pensiones, y que sus planteamientos han sido apoyados por parlamentarios de todas las corrientes políticas.


En ese contexto, expresó que, desde la perspectiva sindical, se advierte que el Gobierno ha instaurado una mirada economicista del problema y un erróneo “igualitarismo”, que no satisface las expectativas de sus representados, ya que los beneficios propuestos son menores a los obtenidos en anteriores negociaciones, como las que se tradujeron en la dictación de las leyes Nos 20.209, 20.212 y 20.282.


Especificó que el proyecto disminuye de 527 a 395 unidades de fomento el monto de bonificación adicional para los profesionales del sector; no considera la discriminación positiva para las mujeres, basada en su mayor expectativa de vida, menores períodos de cotizaciones y discriminación salarial; no se contempla un incremento de la bonificación en el caso de funcionarios de menores rentas; se excluye a los funcionarios que por distintos motivos no se acogieron a leyes de incentivo anteriores, por cuanto sólo se ofrecen 200 cupos para ellos y, según sus antecedentes, el problema afectaría a más de 1500 funcionarios; no se contempla en el proyecto a aquellos que se retiraron entre el 1 de julio de 2010 y el 29 de junio de 2011, y, por último, se fija un engorroso sistema de postulación y cupos anuales, que no garantiza la obtención del beneficio, a pesar de cumplir con todas las exigencias requeridas.


En definitiva, el proyecto no beneficia a todos los que pretendan acogerse a sus normas, reduce los montos de las bonificaciones y tiene una vigencia limitada, de cuatro años.


Culminó su intervención manifestando que la pretensión de su organización es que se analicen todos los temas expuestos, aunque eso demore la tramitación del proyecto, con la finalidad de que la iniciativa contemple a la totalidad de los funcionarios que requieren el beneficio, entregándoles montos dignos que les permitan compensar el daño previsional que les afecta.


El Presidente de la Federación Nacional de Trabajadores de la Salud Unitaria (FENATS UNITARIA), señor Ricardo Ruiz, recalcó que el proyecto en discusión beneficia a alrededor de un 80% de los trabajadores de la salud, y que un grupo minoritario de funcionarios, agrupados en la Federación Nacional de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud (FENPRUSS), que no se sienten favorecidos con las bonificaciones, no pueden paralizar al tramitación del proyecto de ley, más aun, cuando él ha sido acordado con los demás gremios de la salud.


Si bien destacó que personalmente puede tener variados reparos sobre el sistema económico que impera en nuestro país y sobre la forma en que se administran las pensiones de la población, aseguró que la mayoría de los funcionarios resultará favorecida con la pronta dictación de esta normativa.


En conclusión, solicitó a la Comisión la aprobación de la iniciativa legal porque, beneficiará principalmente a los trabajadores de la salud de menores ingresos. 


A su vez, la Presidenta de la Federación Nacional de Asociaciones de Funcionarios Técnicos de los Servicios de Salud (FENTESS), señora Silvia Aguilar, recordó que cinco organizaciones gremiales ligadas al sector de la salud son las encargadas de negociar permanentemente con las autoridades ministeriales y, por lo tanto, la Asociación Nacional de Empleados Fiscales no los representa.


Consideró doloroso comprobar que existe este tipo de diferencias entre los trabajadores, en especial, si el acuerdo con el Ministerio de Salud beneficia a funcionarios que necesitan retirarse dignamente y que no pueden seguir esperando. En ese contexto, solicitó respetar dicho compromiso, que va en la misma línea del proyecto ya aprobado unánimemente por la Comisión y que favorece a los funcionarios de la atención primaria de salud.


A continuación, enfatizó que el convenio suscrito elimina las discriminaciones entre los funcionarios de la salud y otorga un grado importante de equidad en los beneficios esperados, especialmente a los trabajadores de menores ingresos.


Finalmente, si bien concordó en que a todos los funcionarios les gustaría haber logrado mayores beneficios, señaló que es necesario un grado de realismo entre los gremios para entender que en las negociaciones ambas partes deben ceder para llegar a un punto de acuerdo.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide solicitó al señor Ministro clarificar si es posible aumentar las bonificaciones propuestas. 



El señor Ministro explicó que el acuerdo con los gremios se ha generado a partir de un trabajo conjunto con el Ministerio de Hacienda, llevado a cabo desde hace más de un año, y sólo en el momento de la suscripción del compromiso no se hizo presente la Federación Nacional de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud (FENPRUSS), producto de divisiones internas en su directiva. Sin embargo, señaló que esta asociación no está en contra del acuerdo, sino que ha manifestado su oposición con el solo objetivo de lograr condiciones económicas más satisfactorias.


Añadió que la iniciativa importa la destinación de importantes fondos fiscales, por lo que debe ser valorado el hecho de que haya sido aprobada por las autoridades de Hacienda.


En otro aspecto, señaló que no son correctas algunas de las afirmaciones expresadas por el representante de las Asociación Nacional de Empleados Fiscales, como las críticas a la supuesta discriminación a las mujeres y el hecho de que ciertos funcionarios quedarían sin beneficios por no estar contemplados en los plazos de cobertura que dispone el proyecto.


Por último, estimó que un eventual rechazo de la iniciativa en discusión generaría un retroceso definitivo en esta materia, ya que otra propuesta requeriría un nuevo proceso de análisis, estudio y negociación.


Por su parte, el señor Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos adujo que no es posible aumentar los montos de las asignaciones propuestas, por cuanto los planes de incentivo al retiro no son los únicos beneficios que se han acordado, sino que, paralelamente, también se contempla implementar bonos de desempeño sujetos, por ejemplo, a la mejoría en el trato a los usuarios de la salud, lo cual favorecerá a los funcionarios activos. También recordó que la negociación con la Confederación Nacional de Funcionarios de la Salud Municipalizada (CONFUSAM) incluye la creación de servicios de bienestar para esa área.


En virtud de todo lo expuesto, concluyó que es muy difícil modificar los montos dispuestos para las bonificaciones, ya que al haberse logrado un acuerdo con la mayoría de los funcionarios, cualquier cambio sólo beneficiaría a los grupos más intransigentes, lo cual generaría probablemente disconformidad en los primeros.


Opinó que legitima la participación de la Asociación Nacional de Empleados Fiscales el hecho de que algunos funcionarios de las Secretarías Regionales Ministeriales están afiliados a dicha organización y no a los gremios de la salud.


En último término, destacó que las organizaciones que han llegado a acuerdo representan a alrededor de 70.000 funcionarios y que la asociación que no suscribió el acuerdo agrupa a 19.000.


El Honorable Senador señor Chahuán destacó que el acuerdo que dio origen al presente proyecto de ley marca un hito en las negociaciones llevadas a cabo por anteriores administraciones, ya que en otras oportunidades algunos gremios han obtenido mejores condiciones que otros, por poseer un mayor poder de persuasión, lo que genera en el mundo laboral tensiones innecesarias e inconvenientes. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide reconoció que los gobiernos anteriores también hicieron un gran esfuerzo por mejorar las condiciones del personal del sector de la salud, por lo que exhortó a no centrar la discusión en recriminaciones a otras administraciones.


- Puesta en votación la idea de legislar, se aprobó en general por la unanimidad de los miembros de la comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO




Se consigna a continuación el texto del proyecto despachado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional, cuya aprobación en general propone la Comisión:


“Artículo 1°.- Los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen en alguno de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Salud, en las Subsecretarías del Ministerio de Salud, en el Instituto de Salud Pública de Chile y en la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, que estén simultáneamente regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, y por el decreto ley Nº 249, de 1974, así como los funcionarios de los establecimientos de salud de carácter experimental creados por los decretos con fuerza de ley N° 29, 30 y 31, de 2001, del Ministerio de Salud, que entre el 1 de julio de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad, si son mujeres, y 65 años de edad, si son hombres, y que hagan efectiva su renuncia voluntaria desde la fecha de publicación de la presente ley y hasta el 31 de marzo de 2015, según las normas contenidas en los artículos siguientes, tendrán derecho a percibir una bonificación por retiro voluntario equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio y fracción superior a seis meses prestados a alguno de los organismos precedentemente señalados, con un máximo de once meses. 


Con todo, las mujeres podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación con cargo a los cupos del año respectivo y, de quedar seleccionadas, deberán hacer efectiva su renuncia hasta el primer trimestre del año siguiente. Sólo en el evento de no ser seleccionadas, podrán repostular hasta el último período consultado en esta ley. 


Podrán acceder a esta bonificación hasta un total de 7.700 beneficiarios, de conformidad con los cupos anuales que se indican en los incisos siguientes. 


De haber un mayor número de postulantes que cupos disponibles, el total de cupos para ese año deberá distribuirse entre hombres y mujeres, en forma proporcional al número de postulantes respectivo. La selección en cada grupo, privilegiará a aquellos y aquellas de mayor edad y menor renta al 1 de enero de cada año. De producirse un empate, se seleccionará a aquél o aquélla con más tiempo de servicio. De persistir la igualdad, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales. 


Los funcionarios hombres que, cumpliendo todos los requisitos, hubieren postulado y no accedieran a la bonificación por falta de cupos, podrán repostular en el siguiente período de postulación. 


Para el año 2012 la bonificación se podrá conceder por un máximo de 1.550 cupos; para el año 2013 la bonificación se podrá conceder por un máximo de 2.550 cupos. 


Podrán acogerse al beneficio, los funcionarios que cumplan con los requisitos de edad exigidos en el inciso primero de este artículo, entre el 1 de enero y el 31 de diciembre, de cada uno de los años indicados y las mujeres conforme al inciso segundo. Para estos efectos, deberán presentar su postulación durante el segundo trimestre del año 2012 y primer trimestre del año 2013 respectivamente y hacer efectiva su renuncia voluntaria hasta el primer trimestre del año siguiente al de la postulación. 


En el año 2014, la bonificación se concederá por un máximo de 3.600 cupos y podrán postular los funcionarios y funcionarias que cumplan con los requisitos de edad exigidos en el inciso primero de este artículo, entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2014, además de las funcionarias conforme al inciso segundo. Para estos efectos, deberán presentar su postulación durante el primer trimestre del año 2014 y hacer efectiva su renuncia voluntaria el primer trimestre del año 2015. 


Los cupos correspondientes a un año podrán ser incrementados con los cupos establecidos para el año anterior, que no hubieren sido utilizados.


Artículo 2°.- El personal señalado en el inciso primero del artículo anterior que hubiere cumplido o cumpla 65 años de edad los hombres y 60 años de edad las mujeres, a contar del día 1 de julio del año 2010 y hasta el día 31 de diciembre de 2011, podrá postular en el proceso correspondiente al año 2012. Para lo anterior se deberá presentar la solicitud den​tro del segundo trimestre del año 2012, y el retiro voluntario deberá hacerse efectivo hasta el primer trimestre del año 2013. Por su parte, las funcionarias podrán optar por acogerse al derecho que otorga el inciso segundo del artículo anterior.  


Los funcionarios y funcionarias que al 30 de junio de 2010 ya hubiesen cumplido los requisitos de edad exigidos en el artículo 1°, podrán excepcionalmente postular a la bonificación por retiro voluntario y bonificación adicional del artículo …, cumpliendo con los mismos requisitos establecidos en esta ley. Para tal efecto, podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación considerados en el artículo 1°, y de quedar seleccionados, deberán hacer efectiva su renuncia dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la resolución que les otorgue el beneficio. 



En caso de haber mayor número de postulantes que cupos disponibles, se dará prioridad a los funcionarios y funcionarias de mayor edad y con enfermedades de carácter grave, crónicas o terminales que impidan el desempeño de la función en forma continua, a continuación a los de mayor edad; si continúa el excedente, a  aquellos que le sigan con mayor edad y con menor renta. De persistir la igualdad, se seleccionarán aquellos con más tiempo de servicio en la institución que se desempeñan actualmente y a continuación, en la administración pública. Finalmente, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales.



Para efectos de este artículo, se considerarán hasta un total de 200 cupos, distribuidos para el año 2012 con un máximo de  50 cupos, para el año 2013 hasta 100 cupos y para el año 2014, con un máximo de 50 cupos, respectivamente.


Artículo 3°.- La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será la que resulte del promedio de remuneraciones mensuales imponibles que le haya correspondido al funcionario durante los doce meses inmediatamente anteriores al retiro, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.


Quedará sin efecto la renuncia presentada, si el postulante a la bonificación no accediere a ésta.


La bonificación se pagará por la institución en que se haya desempeñado el funcionario, a más tardar en el mes subsiguiente a la fecha de renuncia. 


Esta bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.


Artículo 4°.- Los funcionarios que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en esta ley, no podrán ser nombrados ni contratados asimilados a grado o sobre la base de honorarios en ninguno de los organismos señalados en el artículo 1°, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables. 


Las edades exigidas para impetrar la bonificación a que se refiere el inciso primero del artículo 1° podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable.


Los funcionarios que se acojan a lo previsto en el inciso anterior deberán acompañar un certificado otorgado por el Instituto de Previsión Social o la Administradora de Fondos de Pensiones, según corresponda, que acredite la situación señalada en el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980. El certificado deberá indicar que el funcionario cumple con los requisitos necesarios para obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, en cualquier régimen previsional, por la realización de labores calificadas como pesadas y respecto de las cuales se haya efectuado la cotización del artículo 17 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980, o certificado de cobro anticipado del bono de reconocimiento por haber desempeñado trabajos pesados durante la afiliación al antiguo sistema conforme al inciso tercero del artículo 12 transitorio del citado decreto ley, según corresponda.


Igualmente, podrán acceder a los beneficios de esta ley los funcionarios de las instituciones beneficiarias que, entre el 1 de julio de 2010 y 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan la pensión de invalidez que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio. 


Artículo 5°.- El personal que postule a la bonificación establecida en la presente ley durante los años 2012, 2013 y 2014, incluidas las mujeres conforme a la facultad concedida por el inciso segundo del artículo 1°, tendrán derecho a presentar la solicitud para acceder al bono que establece la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a la bonificación que establece esta ley. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades que establece la presente ley, no siendo aplicables a su respecto los plazos de doce meses señalados en  los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305. 


Artículo 6°.- En todo lo que no fuere incompatible con la presente ley, se aplicará lo dispuesto en el reglamento para el otorgamiento de la bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo 1° transitorio de la ley N° 20.209, contenido en el decreto supremo N° 109, de 2008, del Ministerio de Salud. 


Artículo 7°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. 

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Las personas a que se refiere el artículo 2°, que accedan a los beneficios de esta ley, cuyos plazos para postular al denominado bono post laboral se encontraren vencidos, tendrán derecho a presentar la solicitud al bono que establece la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a la bonificación que establece esta ley. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades establecidas en la presente ley, no siendo aplicables a su respecto los plazos de doce meses señalados en los artículos 2º, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305. 


Artículo segundo.- Los funcionarios y funcionarias que habiendo pertenecido a las instituciones señaladas en el artículo 1° de esta ley, hubieren cesado en funciones por renuncia voluntaria o por obtener pensión de vejez de conformidad con el decreto ley N° 3.500, de 1980, entre el día 30 de junio de 2011 y la fecha de publicación de esta ley, y que en ese período hubieren cumplido más de 60 años de edad las mujeres y más de 65 años de edad los hombres, tendrán excepcionalmente derecho a percibir la bonificación que se establece en los artículos 1° y … de la presente ley, siempre que presenten la respectiva solicitud ante su ex empleador dentro de los 30 días siguientes a la publicación de la ley y cumplan con los requisitos específicos que tales normas establecen.”.

- - - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 10 y 11 de abril en curso, con asistencia de los Honorables Senadores señores Gonzalo Uriarte Herrera (Presidente) Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Fulvio Rossi Ciocca y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Valparaíso, 13 de abril de 2012.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras, 

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE OTORGA A LOS FUNCIONARIOS DEL SECTOR SALUD QUE INDICA, UNA BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO Y UNA BONIFICACIÓN ADICIONAL
(8036-11)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.
A una o más de las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Carlos Ignacio Kuschel Silva y Mariano Ruiz-Esquide Jara.

Asimismo, en calidad de invitados, concurrieron, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Felipe Larraín; el Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno, y el asesor, señor César Valenzuela; de la Dirección de Presupuestos, el Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Hermann Von Gersdorff, y el abogado, señor Rodrigo Quinteros; del Ministerio de Salud, el Subsecretario de Redes Asistenciales, señor Luis Castillo; el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Mario Villalobos; y el asesor legislativo, señor Jaime González. 

De la Confederación Nacional de Trabajadores de la Salud, CONFENATS: el Secretario General, señor Víctor Silva; el Tesorero Nacional, señor Jaime Araya, y el Director Nacional del Departamento Técnico, señor Hernán González. De la CONFEDERACIÓN FENATS UNITARIA NACIONAL: el Presidente Nacional, señor Ricardo Ruiz; la Tesorera, señora Patricia Sandoval; el Secretario General, señor Fernando Sandoval; los Directores, señores Miguel Ángel Araya, Rodolfo Madariaga y Darwin Stuardo, y el Secretario, señor Rigoberto Vásquez. De la Federación Nacional de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud, FENPRUSS: la Presidenta Nacional, señora Marina Guevara; el Segundo Vicepresidente, señor Cristián Rojas; y los Directores Nacionales, señoras Laura Bremer, Gabriela Farías y Elsa Schmied, y el señor Claudio González. De la Federación de Asociaciones de Salud Pública, FEDASAP: la Presidenta Nacional (S), señora Darma López; la encargada de Comunicaciones, señora Marcia Lara; la primera Directora de AFUMINSAL, señora Albertina Jordán, y la segunda Directora de AFUMINSAL, señora Claudia Padilla. De la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, ANEF: la Vicepresidenta, señora María Antonieta Escobar, y el Segundo Vicepresidente, señor Jorge Consales. De la Federación Nacional de Asociaciones de Técnicos de los Servicios de Salud, FENTESS: la Presidenta Nacional, señora Silvia Aguilar; el Vicepresidente Nacional, señor Guillermo Pradenas; la Directora Nacional, señora María Teresa Núñez; el Secretario Nacional, señor Raúl Gamboa, y la Secretaria de Actas y Conflicto, señora Emperatriz Morales. De la Federación de Funcionarios de la Subsecretaría de Salud Pública, FENFUSSAP: el Director Nacional, señor Ernesto Rojas, y la Secretaria de la Mujer, señora Sandra Astudillo. De la CONFEDERACIÓN FENATS NACIONAL: el Tesorero Nacional, señor Emilio Guzmán; el Secretario Nacional, señor Roberto Lobos; la Presidenta Hospital del Salvador, señora Luz María Viveros; el Secretario de Actas, señor Octavio Navarro; la Tesorera V Región, señora Fresia Castro; y la Directora Hospital del Salvador, señora Susana Jorquera.
De la Secretaría General de la Presidencia: la asesora, señora Yussra Almeyda.
De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.
De la Biblioteca del Congreso Nacional, la Coordinadora Área Economía, señorita María Soledad Larenas.
La asesora legislativa de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Labibe Yunha.
La asesora del Honorable Senador señor Chahuán, señora Marcela Aranda.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


De acuerdo con el Mensaje, este proyecto de ley propuso la creación de diversos incentivos al retiro de funcionarios del sector de la salud, a saber, una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional. Además, la iniciativa consagra la compatibilidad de sus beneficios con aquellos establecidos por la ley N° 20.305, conocida como bono post laboral, para el personal del sector salud.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- La ley N° 20.209, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, la ley N° 19.490, y delega facultades para fijar y modificar las plantas de personal que indica y otros beneficios para el personal de los servicios de salud.

- La ley N° 20.212, que modifica las leyes N° 19.553, Nº 19.882, y otros cuerpos legales, con el objeto de incentivar el desempeño de funcionarios públicos.

- La ley N° 20.282, que extiende la bonificación por retiro voluntario creada por la ley Nº 20.209, crea una bonificación adicional para el personal que indica e introduce modificaciones a la ley N° 20.209.

- La ley N° 20.305, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones.

- El decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece nuevo sistema de pensiones.
- El decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469.

- El decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

- El decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

- El decreto ley N° 249, de 1974, que fija la escala única de sueldos para el personal que señala.

- Los decretos con fuerza de ley N°s 29, 30 y 31, del Ministerio de Salud, de 2001, que crean establecimientos de salud de carácter experimental.

- El decreto N° 109, del Ministerio de Salud, de 2008, reglamento para el otorgamiento de la bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo primero transitorio de la ley N° 20.209.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje señala que el universo de beneficiados por el proyecto está constituido por 7.700 funcionarios de planta o a contrata que se desempeñen en los Servicios de Salud, en las Subsecretarías del Ministerio de Salud, en el Instituto de Salud Pública de Chile y en la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, y los funcionarios de los establecimientos de salud de carácter experimental creados por los decretos con fuerza de ley N°s 29, 30 y 31, de 2001, del Ministerio de Salud, a saber, el Hospital Padre Alberto Hurtado, de la comuna de San Ramón, el Centro de Referencia de Salud de Peñalolén Cordillera Oriente, y el Centro de Referencia de Salud de Maipú.

La norma enuncia los requisitos copulativos que se deben reunir para optar a los beneficios: 

- estar regido simultáneamente por el Estatuto Administrativo y por la Escala Única de Sueldos, en el caso del personal que labora en los Servicios de Salud y en las reparticiones del Ministerio

- haber cumplido o cumplir 60 años de edad, las mujeres, y 65 años de edad, los hombres, entre el 1 de julio de 2010 y el 30 de junio de 2014

- presentar la renuncia voluntaria al cargo entre la fecha de publicación de la ley y el 31 de marzo de 2015.

Se contempla una excepción para el caso de las mujeres: ellas podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación que se fijan más adelante y, si son seleccionadas, deben renunciar durante el primer trimestre del año siguiente; si no lo son, pueden repostular en los períodos consecutivos.

Enseguida, se dispone que los cupos de cada período deben distribuirse entre mujeres y hombres, en la misma proporción en que las funcionarias y los funcionarios hayan postulado. 

También se indican criterios de prelación, para el evento de que postulen más personas que cupos a llenar: preferirán las personas de mayor edad y menor renta al 1 de enero del año respectivo; en caso de empate se seleccionará al más antiguo en el servicio y, si la igualdad persistiere, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales. 
Para el primer llamado a postular, referido a los funcionarios que al 30 de junio de 2010 ya hubiesen cumplido los requisitos de edad exigidos, se fijan también pautas de prioridad si las postulaciones superan a los cupos: se seleccionará primero a quienes tengan mayor edad y sufran enfermedades de carácter grave, crónicas o terminales que impidan el desempeño de la función en forma continua; a continuación a los de mayor edad; si continúa el excedente, a aquellos que le sigan con mayor edad y con menor renta; de persistir la igualdad, preferirán aquellos con más tiempo de servicio en la institución que se desempeñan actualmente y, a continuación, en la administración pública; finalmente, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales.

La remuneración base para el cálculo de la bonificación es el promedio de las rentas imponibles de los doce meses anteriores al retiro, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor que fija el Instituto Nacional de Estadísticas. La bonificación no es imponible ni constituye renta para ningún efecto legal, lo que implica que no tributa.
Queda sin efecto la renuncia del postulante que en definitiva no accede a la bonificación. Y el que cesa por aplicación de esta ley queda afecto a una inhabilidad especial por 5 años, lapso durante el cual no puede ser nombrado ni contratado asimilado a grado o sobre la base de honorarios en ninguno de los organismos señalados en el artículo 1°, a menos que previamente devuelva la totalidad del beneficio percibido, reajustado y con el interés corriente.

Los hombres que postularon cumpliendo los requisitos y que no fueron seleccionados por insuficiencia de cupos podrán repostular en el período siguiente.

Por último, el articulado detalla cupos, plazos y procedimientos para cada uno de los años de vigencia del beneficio, esto es, 2012, 2013 y 2014. Además, se reconoce el derecho a postular a las bonificaciones que establece el proyecto, a funcionarios que habían cumplido el requisito de edad al 30 de junio de 2010, o sea, antes del inicio del período fijado como límite en el artículo 1°.

El requisito de edad mínima puede rebajarse, en el caso de quienes desempeñen o hubieren desempeñado labores calificadas como pesadas, en los términos establecidos en el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980 .

Pueden impetrar también los beneficios de esta ley los funcionarios que entre el 1 de julio de 2010 y el 30 de junio de 2014 hayan obtenido u obtengan pensión de invalidez conforme al decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que, además, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para ello.

Simultáneamente con solicitar la bonificación de esta ley, se podrá postular al bono post laboral de la ley N° 20.305, caso en el cual se aplicarán los plazos y edades indicados en el proyecto en informe. El citado cuerpo legal concedió un bono compensatorio a los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones, lo que se conoció también como “daño previsional”.

Finalmente, el proyecto hace supletoriamente aplicable, en lo que no resulte incompatible con esta ley, el reglamento para el otorgamiento de la bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo 1° transitorio de la ley N° 20.209, normativa que está contenida en el decreto N° 109, del Ministerio de Salud, de 2008.

Conforme a una de las disposiciones transitorias, tendrán derecho a las bonificaciones de esta ley los funcionarios y funcionarias que, habiendo pertenecido a las instituciones señaladas en el artículo 1°, hubieren cesado en funciones por renuncia voluntaria o por obtener pensión de vejez de conformidad con el decreto ley N° 3.500, de 1980, entre el 30 de junio de 2011 y la fecha de publicación de esta ley, y que en ese período hubieren cumplido los requisitos exigidos en las normas permanentes y presenten la solicitud en el plazo de 30 días siguientes a la referida publicación.

Se hace presente que en la Sala de la Cámara de Diputados fueron rechazados los artículos 3° y 5° del Mensaje, lo que explica la referencia en blanco que figura en el inciso segundo del artículo 2° y en el artículo segundo transitorio. El tenor de esos preceptos es el siguiente:

"Articulo 3°.- El personal que cumpliendo los requisitos que establece esta ley no postule en los períodos indicados y en consecuencia no haga uso de los beneficios que se conceden, se entenderá que renuncia irrevocablemente a éstos.".

"Articulo 5°.- Los funcionarios de planta y a contrata que a la fecha de la renuncia tuvieren 10 o más años de servicio, continuos o discontinuos, en las instituciones mencionadas en el articulo 1°, que acogiéndose a la bonificación que en dicho articulo se establece, se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que coticen o hubieren cotizado, según corresponda, en dicho sistema, tendrán derecho a recibir, por una sola vez, una bonificación adicional equivalente a la suma de 395 unidades de fomento.

El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo del beneficio, será el vigente al día que corresponda al cese de funciones.

Esta bonificación adicional se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación a que se refiere el artículo 1°, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, y en consecuencia no estará afecta a descuento alguno. Asimismo será compatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, quedando sujeta a las condiciones que se establezcan para dicho otro beneficio.".

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 
La Comisión recibió y escuchó a representantes de varias asociaciones gremiales ligadas al área de la salud.

El Secretario General de la Confederación Nacional de Trabajadores de la Salud, CONFENATS, señor Silva, expresó que el proyecto fue fruto de la discusión y acuerdo de cinco asociaciones y el Ejecutivo, aunque al momento de rubricar el referido acuerdo una de dichas asociaciones se restó, debido a que no se conformaron al monto ofrecido en unidades de fomento como bonificación. Señaló que la iniciativa debe apuntar a la igualdad de los trabajadores y no a la discriminación entre los mismos, y es por ello que todos acceden a los 11 meses de remuneración como bono y a la misma cantidad de UF como bonificación adicional. Agregó que sus asociados mayoritariamente se encuentran en grados bajos de la escala de remuneraciones, por lo que se producen grandes diferencias en las bonificaciones que reciben respecto de los profesionales.

Acotó que en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados se planteó incorporar una enmienda para incluir a parte del grupo de personas que no hicieron uso de la facultad de retirarse voluntariamente bajo la vigencia de leyes de incentivo al retiro anteriores, a los que se ha denominado como “rezagados”, y que fueron considerados en una cantidad de 200, pero en realidad son casi 1.300, por lo que se ha generado un problema grave. Añadió que existen muchas situaciones dramáticas por el estado de salud en que se encuentran los funcionarios y será muy complicado definir quiénes accederán a esos cupos. Puso, como ejemplo, el de personas que llevan 1.000 días con licencia médica y sólo esperan la aprobación de este proyecto de ley para retirarse. 

Indicó que su Asociación representa a casi 30.000 funcionarios, siendo el grupo más numeroso del sector salud. Asimismo, sostuvo que el grueso de los 1.300 funcionarios conocidos como “rezagados” se encuentran entre los asociados a su organización.

Concluyó que, estando muy de acuerdo con la iniciativa legal, tienen como único reparo el planteado precedentemente de las 1.300 personas que habiendo cumplido con las edades requeridas para pensionarse no están consideradas en el proyecto de ley para obtener el beneficio.

El Director Nacional del Departamento Técnico de CONFENATS, señor González, manifestó que el acuerdo con el Gobierno se alcanzó en agosto del año 2011, de lo que han pasado nueve meses y en dicho lapso varios funcionarios se han seguido retirando.

Indicó que se mejora lo obtenido con anteriores leyes de incentivo al retiro, porque antes se habían otorgado 10 meses de remuneraciones y ahora son 11, y las 395 UF de incentivo adicional son las mismas que se otorgaban por la ley N° 20.282.

Observó que el Ministerio de Hacienda hizo ver que los beneficios otorgados serán los mismos para todos los funcionarios públicos. Agregó que los funcionarios profesionales no pueden sostener que pierden beneficios con este proyecto, dado que en la actualidad no existe ley vigente y por tanto no cuentan con ningún incentivo.

Sostuvo que en virtud de la ley N° 20.209 los profesionales pudieron pasar del grado 10 al grado 5 a efectos de pensionarse, por lo que el monto que recibirían de utilizar el incentivo será no de $25.000.000 sino de $35.000.000, aproximadamente, y añadió que los cálculos fueron hechos en agosto de 2011.

Expresó que el problema que enfrentan es el de los denominados “rezagados”, dado que el hecho de no haber utilizado los beneficios contemplados por las leyes N°s 20.209 y 20.282 implicaba la renuncia a los derechos que allí se otorgaban, pero eso no se puede hacer extensivo al proyecto de ley en discusión, y los 200 cupos asignados para enfrentar su compleja situación son absolutamente insuficientes.

Planteó que en leyes de incentivo anteriores no se han utilizado todos los cupos disponibles, en la ley N° 20.282 del año 2008 se contemplaban 5.600 cupos y quedaron 550 sin utilizar, y del mismo modo estiman que con la futura ley también quedarán cupos sin utilizar, todos los cuales podrían destinarse a resolver la situación referida.

Reiteró que en todos los otros temas están conformes con la iniciativa.

El Honorable Senador señor Lagos destacó el argumento de los cupos que no se habían utilizado en leyes anteriores, y los que probablemente no se utilizarán con la actual iniciativa, que podrían destinarse a incluir a los funcionarios que estando en edad de pensionarse y no cumplen los requisitos exigidos por la ley, es novedoso y debe ser considerado durante la discusión de esta iniciativa legal.

El Director de CONFENATS, señor González, expresó que la información proporcionada por el Ministerio de Salud ha sufrido variaciones, comenzó en 582 cupos sin utilizar, luego bajó a 550 y finalizó en 502 de los referidos cupos.

El Secretario General de CONFENATS, señor Silva, manifestó su preocupación por la participación en la discusión del proyecto de ley de grupos no representativos como el llamado Confederación Fenats Nacional, que no cuenta con personalidad jurídica vigente, ya que le fue quitada la personería por la Dirección del Trabajo por no contar con los requisitos necesarios. Agregó que la Anef tampoco debiera participar, dado que prácticamente no cuentan con afiliados afectados por el proyecto de ley, a lo sumo 40 ó 50, lo que no se compara con los 30.000 que representa su organización.

A continuación, el Presidente Nacional de la CONFEDERACIÓN FENATS UNITARIA NACIONAL, señor Ruiz, señaló que a sus asociados les urge la aprobación de la iniciativa legal, que es un paliativo para el déficit previsional que los afecta y que en definitiva lo que se requiere es una redefinición del sistema de pensiones completo, en el que el Estado debiera asumir nuevamente su rol de asegurar el bienestar de los chilenos. Agregó que participó de la firma del primer acuerdo de incentivo al retiro, que también generó división en el gremio, porque aunque no resolvía los problemas del sistema ayudaba a los funcionarios a mejorar su situación frente a la jubilación.

Indicó que en las primeras leyes contaban con bonificaciones de 395 UF más 10 u 11 remuneraciones y en el caso de las mujeres que trabajaban de noche se agregaba un mes más, y ahora se entregan la misma cantidad de UF más 11 remuneraciones por igual a todos los funcionarios, por lo que estiman que se mejora el escenario.

Destacó que los gremios que han apoyado el acuerdo que se refleja en la iniciativa en discusión representan al 80% de los funcionarios de la salud centralizada.

Manifestó que los funcionarios con remuneraciones más bajas, técnicos, auxiliares y paramédicos, no pueden estar cautivos por el desacuerdo de los profesionales, e instó a que el proyecto sea aprobado prontamente. Agregó que FENPRUSS nunca estuvo en desacuerdo mientras se negoció con el Ejecutivo, y solamente cuando llegó el momento de firmarlo se negaron a hacerlo.

Observó que al retirarse 7.000 funcionarios se permite que opere en parte la carrera funcionaria, porque se liberan cupos para los cuales se producirán ascensos.

Reiteró que la ley permitirá que se retiren funcionarios con 40 años de servicio, y aunque le parece cierto que puede considerarse que es un subsidio a las Administradoras de Fondos de Pensiones que han generado la crisis del sistema, igualmente requieren con urgencia del paliativo que el proyecto de ley ofrece.

Posteriormente, la Presidenta Nacional de la Federación Nacional de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud, FENPRUSS, señora Guevara, expresó que el punto que genera el problema en relación al proyecto de ley es el de la bonificación adicional de 395 UF, y que fue el que provocó que no firmaran el acuerdo con el Gobierno. Señaló que en la ley de incentivo al retiro anterior contaban con 527 UF y entienden que ese monto debiera respetarse como piso.

Agregó que también debiera mantenerse la discriminación positiva hacia las mujeres que contaban con un mes adicional de bonificación en leyes anteriores y que el presente proyecto de ley no contempla, más aun considerando que el 80% de los funcionarios son mujeres.

Manifestó que entre los profesionales existe un grupo importante de funcionarios, alrededor de 525, los denominados “rezagados”, que no accederán a los beneficios que contempla el proyecto de ley y que tienen edad para pensionarse. Su situación se ve agravada dado que, por nivel de remuneración, difícilmente lograrán ocupar uno de los 200 cupos que se consideran especialmente para las referidas situaciones. Por tanto, expresó que su agrupación pretende que se aumente fuertemente el número de cupos, que actualmente sólo son 200.

La Honorable Senadora señora Rincón consultó  si estaban conformes con el tope de cupos contemplados para cada año de vigencia de la ley.
La Presidenta de FENPRUSS, señora Guevara, indicó que también representa un problema el que si no se postula en un año, se prive de la posibilidad de hacerlo al siguiente aunque siga en vigencia la ley y existan cupos disponibles.

El Honorable Senador señor Lagos observó que más que un problema de cupos respecto de los “rezagados”, los funcionarios profesionales necesitarían que se modifiquen los requisitos para acceder a dichos cupos o un cierto número de plazas aseguradas, porque de lo contrario pueden quedar siempre fuera por su nivel de remuneración.

A continuación, la Presidenta Nacional subrogante de la Federación de Asociaciones de Salud Pública, FEDASAP, señora López, planteó que representan a más de 3.600 funcionarios pertenecientes a la Subsecretaría de Salud y al Ministerio. Destacó el hecho de ser recibidos por la Comisión, dado que hace un año que han solicitado reunirse con el Ministro para discutir la materia y no ha sido posible.

Indicó que su asociación es partidaria del incentivo al retiro en discusión. Asimismo, desean que se mejore el proyecto, dado que las 395 UF de bonificación es muy bajo considerando que anteriores incentivos contemplaban 527 UF. Agregó que el monto de 527 UF se estableció en su momento en base a un estudio para calcular una cierta tasa de reemplazo para los profesionales.

Adicionalmente, abogó para que se mantenga la discriminación positiva hacia las mujeres, que consiste en que se les otorgue un mes más de remuneración como bono. Añadió que en el sector salud la mayor parte de los funcionarios son mujeres y debido a su mayor expectativa de vida reciben una pensión menor.

Observó que la situación de los llamados “rezagados” involucra a 1.300 funcionarios aproximadamente y necesitan que se otorgue una solución para todos ellos y no sólo un pequeño grupo.

Posteriormente, el Segundo Vicepresidente de la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, ANEF, señor Consales, señaló que existen 16 organizaciones del sector salud afiliadas a Anef, pero no pudieron participar en la negociación que terminó en el acuerdo con el Gobierno. Agregó que la mayor parte del personal del Ministerio de Salud y de la Subsecretaría de Salud Pública se encuentra afiliada a Anef.

Indicó que la aspiración de la Anef en cuanto a los incentivos al retiro, era que estos al menos se mantuvieran y ojalá mejoraran, lo que lamentablemente no ocurre con el presente proyecto de ley. Agregó que actualmente están negociando con el Gobierno pero las posiciones están lejanas debido a la diferencia entre los beneficios que otorgaba la ley N° 20.212 y los que se entregarían ahora, que son muy menores.

Expresó que los reparos que se hacen al actual proyecto parten por la rebaja de 527 a 395 UF, y siguen con la eliminación de la discriminación positiva hacia la mujer que tenía un mes más de remuneración como bono, además que se contemplaba un mes adicional para las remuneraciones más bajas, cuestión que no se mantiene.

Sostuvo que debe solucionarse el problema de los “rezagados”, la mayoría de los cuales no se retiró producto de la baja de los fondos de pensiones de hace unos años, que hizo inconveniente jubilarse, y no por la razón que se ha planteado, de que las personas se quedarían a la espera de una nueva ley de incentivo al retiro. Observó que, de aprobarse la ley, se producirá la paradoja que una mujer que este año cumpla 60 podrá retirarse con el incentivo y una que tenga 68 años no lo podrá hacer. Para los 200 cupos que se destinan a los “rezagados” existirá un complejo sistema para determinar quien accederá a los mismos.

Manifestó que el escalonamiento en los cupos que se otorgan cada año para retirarse tampoco les parece bien, y debiera permitirse que puedan postular al beneficio en cualquiera de los años de vigencia de la ley.

Acotó que al momento de aprobarse la ley N° 20.212 se criticó el que no fuera para todos los funcionarios, se criticó su monto como insuficiente para paliar el daño previsional, que es mayor que el actualmente contemplado, y se criticó su vigencia acotada en el tiempo, por lo que esperan que se modifiquen dichos aspectos.

Concluyó que los temas más importantes a solucionar es el de la disminución de la bonificación en UF para los profesionales y el de los “rezagados”, para lo cual se necesita un fuerte aumento en los cupos.

Observó que respecto al proyecto de ley aprobado para la atención primaria de salud, boletín 8.140-11, acá no se contempla una bonificación adicional para el caso que el monto final de la misma sea menor al que tenía bajo la vigencia de las leyes anteriores.

El Honorable Senador señor Lagos consultó si existe el mecanismo para mejorar la futura pensión consistente en subir grados dentro del escalafón a los funcionarios.

El Segundo Vicepresidente de ANEF, señor Consales, explicó que no existe como mecanismo sino que en los distintos servicios, obrando dentro de su presupuesto, ocurre que a un funcionario se le sube el grado en el que trabaja, pasándolo a contrata y en el entendido de que después de un determinado período procederá a retirarse. Agregó que en el caso de los funcionarios municipales se estaría logrando que, para los profesionales, se contemple una especie de asignación por dejar el cargo que se ocupa, que iría a compensar la baja del beneficio que obtendrán. Indicó que esperan la misma solución se replique para los profesionales del sector.

Reiteró que a lo que aspiran es sólo que se mantengan los beneficios que se contemplaban en las leyes de incentivo al retiro anteriores.

La Honorable Senadora señora Rincón consultó por la referencia que se hace a la eliminación de los topes contemplados para cada año de vigencia de la ley.
El Segundo Vicepresidente de ANEF, señor Consales, expresó que, aunque el número de cupos totales parece adecuado, no comparten que se parcelen en un cierto número para cada año, y desearían que eso se eliminara para que se pueda postular en cualquiera de los años de vigencia.

El Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, señor Hermann von Gersdorff, aclaró que si un hombre que postula al beneficio no queda entre los seleccionados para los cupos de ese año, puede postular al año siguiente, pero si no postula se entiende que renuncia al beneficio, porque es parte del objetivo que sea realmente un incentivo al retiro.
A continuación, la Presidenta Nacional de la Federación Nacional de Asociaciones de Técnicos de los Servicios de Salud, FENTESS, señora Aguilar, manifestó que representan a los técnicos paramédicos del país, que son 26.000. Agregó que es Vicepresidenta de la CUT y lamentó que se haya recibido a la Anef, que no fue parte de las negociaciones y no representa a los funcionarios de la salud, como mucho a 90 funcionarios de las secretarías regionales ministeriales y del Ministerio. Acotó que en una ley anterior de incentivo al retiro, la N° 19.699, la Anef hizo que específicamente se dejara fuera de su alcance a los funcionarios del sector salud.

Reiteró que los cuatro gremios que alcanzaron un acuerdo con el Gobierno representan al 80% de los funcionarios del sector y FENPRUSS sólo al 20% restante, y agregó que es una aspiración que se trate a todos los funcionarios por igual, sin importar el estamento o el sexo.

Respecto de los 200 cupos para los denominados “rezagados”, indicó que surgieron a propósito de la tramitación del proyecto de ley relativo a la atención primaria de salud, dado que allí el número cubría todos los casos existentes, pero su asociación no estuvo de acuerdo en que se incorporara a la presente iniciativa legal porque preferían recuperar los más de 500 cupos que no se utilizaron durante la vigencia de la ley de incentivo al retiro anterior, pero la respuesta del Ejecutivo fue que esas personas voluntariamente habían decidido no retirarse y los dineros correspondientes a esos cupos habían vuelto a fondos generales, por lo que no es posible reutilizarlos ahora. Añadió que por lo anteriormente expuesto, pasó a ser prioridad absoluta que se puedan retirar con bonificación las personas que han cumplido las edades requeridas a partir del año 2010.

A nombre de las personas que están esperando la aprobación del proyecto de ley para retirarse, instó a que se produzca su pronto despacho. 
Señaló que muchos de los profesionales han mejorado sus fondos negociando pasar a contrata en el grado tope del escalafón, pero los paramédicos no pueden hacer eso, porque ante cualquier error arriesgan ser desvinculados del Servicio. Agregó que desde el año 2009 no se han cursado los ascensos correspondientes a los técnicos, auxiliares y administrativos, lo que impedirá que las personas que jubilen ahora mejoren sus pensiones. Indicó que en el año 2010 fueron casi 1.000 funcionarios los que jubilaron sin que se hubiera cursado el ascenso que les correspondía legalmente.

Posteriormente, el Director Nacional de la Federación de Funcionarios de la Subsecretaría de Salud Pública, FENFUSSAP, señor Rojas, expresó que su asociación representa a 1.700 funcionarios de la Subsecretaría de Salud Pública, y fue una de las que firmó el acuerdo con el Gobierno.
Indicó que los profesionales que se encuentran afiliados a su organización están de acuerdo con el contenido del proyecto de ley. Asimismo, sostuvo que el problema de fondo es el Sistema de AFP que es el que se debe cambiar.

Planteó que en la ley N° 20.212 que fue negociada por la Anef, se dejó fuera expresamente al sector salud, y señaló que en su área la Anef creó una asociación paralela, aunque minoritaria, y como FENFUSSAP sigue siendo la más numerosa el Ministerio negocia con ellos.

El Secretario Nacional de la CONFEDERACIÓN FENATS NACIONAL, señor Lobos, manifestó que fueron el primer gremio en dar a conocer reparos al proyecto de ley por la situación de los “rezagados”, que son casi 1.310 funcionarios que no accederán a los beneficios correspondientes. Acotó que no comparten que se les castigue sin darles la oportunidad de acceder a la bonificación y paliar en parte el bajo monto de sus fondos previsionales.

Observó que no ha existido ninguna mejora en los beneficios respecto de leyes anteriores y el monto total sólo ha subido en razón del aumento del valor de la UF.

Sostuvo que de los aproximadamente 88.000 funcionarios, solamente 50.000 están asociados a alguna organización, por lo que más de 30.000 no están siendo representados y se ven dañados en sus aspiraciones.

Destacó que la CONFUSAM, a propósito del proyecto de ley que beneficia a los trabajadores de la atención primaria de salud, consiguió que se otorgaran 200 cupos para solucionar la situación de los “rezagados”, cubriendo el 100% de los funcionarios en dicha situación, porcentaje que está muy lejos de alcanzarse para los funcionarios de la salud centralizada.

Planteó que esperan que al menos llegue a concretarse un aumento hasta 450 UF del bono de 395 UF. Agregó que de mantenerse el proyecto de ley con su contenido actual, cuentan con estimaciones de que el 50% de las personas que podrían retirarse no lo harán debido a los bajos montos de los beneficios.

Finalizó reiterando la imperiosa necesidad de que se aumente el número de personas que, habiendo cumplido las edades requeridas antes del año 2010, podrán retirarse accediendo a los beneficios correspondientes, de una forma que se acerque a los 1.300 cupos que se necesitan.

En la siguiente sesión, el Honorable Senador señor García manifestó al señor Subsecretario de Salud Pública que de las audiencias sostenidas con representantes de las asociaciones vinculadas al proyecto de ley, se presentaban cuatro grandes inquietudes y planteamientos, el primero, sostenido por todas las agrupaciones recibidas, consistente en la situación de los llamados “rezagados”, que serían alrededor de 1.300 funcionarios y sólo se contemplan 200 cupos en la iniciativa. Además, en el caso de la FENPRUSS, sus asociados no calificarían para los referidos cupos en razón de contar con rentas más altas que el promedio de los funcionarios. El segundo planteamiento se refiere a aumentar la bonificación adicional de 395 UF a 527 UF, manteniendo de esa forma el beneficio otorgado en anteriores leyes de incentivo al retiro. El tercero, que se considere otorgar un mes adicional de bonificación para las mujeres. Y, el cuarto, que no se exija postular dentro de un determinado año cuando se cumplan los requisitos de edad, sino que sea posible hacerlo durante toda la vigencia de la ley sin límites.

Posteriormente, el Honorable Senador señor García, planteó al señor Ministro de Hacienda que la Comisión desea contar con una visión general de los proyectos que incluyen incentivos al retiro que ha presentado y presentará el actual Gobierno. Agregó que particular atención merece a la Comisión el artículo 7°, sobre financiamiento de la iniciativa legal, en el sentido de que el mismo debiera hacerse con cargo al Tesoro Público directamente.
El Ministro de Hacienda, señor Larraín, efectuó una exposición, en formato power point, del siguiente tenor:

Incentivo al Retiro

Antecedentes:

- Compromiso adquirido con la mesa del sector público en el ámbito de la negociación de la ley de reajuste, para negociar planes de incentivo al retiro de funcionarios públicos.

- Los integrantes de la mesa decidieron negociar en forma separada, dando origen a incentivos de retiro sectoriales.

- Adicionalmente al proyecto de ley para la salud centralizada que se analiza en esta comisión (5 gremios), el Congreso ya aprobó un proyecto muy similar para la salud municipalizada (Confusam).

- El proyecto de ley para los funcionarios municipales (Asemuch) ya ingresó en términos similares al Congreso.

- Pronto ingresará el proyecto de ley que concreta los acuerdos de incentivo al retiro ya alcanzados con AJUNJI.

Principios detrás de las negociaciones:

- Buscar esquemas homogéneos para los distintos sectores, respetando las particularidades de cada uno (por ejemplo, consideración trabajo pesado).

- Establecer un bono adicional único que favorece más a los funcionarios de menores ingresos.

- Funcionarios de mayores ingresos mantienen mayor incentivo a través del aumento de bonificación a 11 meses de remuneración.

- Igualar la edad tope para acogerse a retiro en 65 años entre hombres y mujeres, manteniendo la opción a las mujeres de retirarse a partir de los 60.

- Compatibilidad con otros beneficios como el bono post laboral.

Incentivo Retiro-Salud

¿Quiénes tienen derecho a adquirir el beneficio?

- Los funcionarios que cumplan 60 años en el período de vigencia de la ley en el caso de las mujeres y 65 años los hombres.

- Las mujeres podrán continuar trabajando voluntariamente después de cumplidos los 60 años y durante todo el período de vigencia de la ley sin perder el derecho al incentivo.

- Los trabajadores que cumplieron con las edades para jubilarse durante el período en que no hubo ninguna ley de retiro vigente (desde el 1 de julio del 2010), también tendrán derecho a impetrar el beneficio.

- Todos los funcionarios de planta y a contrata que cumplan con los requisitos anteriores y presenten su renuncia voluntaria para acogerse a jubilación.

- Para poder impetrar el beneficio de UF 395 los funcionarios deben acreditar una antigüedad mínima de 10 años de servicio.

Vigencia del incentivo al retiro:

- Proyecto de ley será para aquellos funcionarios que cumplan los requisitos desde el 1 de julio del 2010 y hasta el 30 de junio del 2014 y cesen en funciones a más tardar el 31 de marzo del 2015.

Universo del incentivo al retiro:

- Podrán acceder a este incentivo 7.700 funcionarios de la Salud Centralizada

Monto de los incentivos al retiro:

- Se otorgara una bonificación equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio con un máximo de 11 años tanto para hombres como para mujeres.

- Se establece un monto adicional de UF 395 para aquellos trabajadores que cumpliendo los requisitos decidan acogerse al plan dentro de los plazos establecidos.

Otros Beneficios:

- Para las mujeres que decidan acogerse a jubilación después de los 60 años, así como para aquellos funcionarios que cumplieron los requisitos para acogerse a jubilación cuando no había ley vigente se les hará compatible este beneficio con el bono post laboral.

- Cupos adicionales por razones sociales  para aquellos trabajadores que no optaron a un plan de retiro durante la vigencia de leyes de incentivo anteriores (200). 

PL Salud Central:

- CONFENATS:                  40.000      Funcionarios

- FENATS :                         12.000          “      “

- FENTESS :                      14.000          “      “

- FENFUSSAP:                    3.700           “      “

- FENPRUSS                     19.000           “      “

                            Total       88.700          “      “   

Ejemplo Valor Incentivo al Retiro:
Hombre cumplió 65 años en noviembre del 2010, cotiza en AFP y tiene 30 años de servicio. Remuneración 30 UF.
	Beneficio 
	Monto 

	
	

	Bono 395 UF 
	$ 8.928.284

	Compensación 11 Meses  
	$ 7.459.073

	Acceso al bono laboral ley 20.305 si cumple los requisitos ($57.565 mensual, descontado por expectativas de vida y valor presente al 4%) 
	$ 8.552.699

	Total 
	$ 24.940.056


- El costo total del Incentivo al retiro de la Salud es de MM$126.364.

- A la fecha hemos llegado a acuerdo respecto al incentivo al retiro con 7 gremios; Confusam 49.000 funcionarios, Confenats 40.000 funcionarios, Fentess 14.000 funcionarios, Fenats 12.000 funcionarios, Fenfussap 3.700 funcionarios, Asemuch 38.000 funcionarios y AJUNJI 11.000 funcionarios.

- Lo anterior da un  total de 167.700 funcionarios. 

- Cabe además destacar que el Colegio de Profesores tiene un plan de incentivo al retiro vigente desde el año 2010.
El Honorable Senador señor García consultó con cuántos años de expectativa de vida está hecho el ejemplo precedentemente expuesto.

El Ministro, señor Larraín, expresó que para un hombre de 65 años la expectativa de vida es de casi 20 años, y en el caso de las mujeres es mayor.

El Honorable Senador señor Frei observó que se trata de una persona que obtendría alrededor de $370.000 de pensión.
El Honorable Senador señor García acotó que el monto de los beneficios directos que recibiría el funcionario del ejemplo es  de $16.300.000, y posteriormente se agregaría el monto mensual del llamado bono post laboral.

Asimismo, consultó si contaban con algún ejemplo referido a funcionarios profesionales.

El Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Hermann von Gersdorff, señaló que los ejemplos sobre profesionales se obtendrían multiplicando una remuneración de $1.000.000 o de $1.500.000 por los 11 meses, dado que los otros valores no varían. Así, se obtendrían bonificaciones de $11.000.000 ó 16.500.000, y en caso que la remuneración fuera de $2.000.000 sería una bonificación de $22.000.000.

La Honorable Senadora señora Rincón expresó que sería importante contar con cuadros comparativos que expliquen otros ejemplos, como los de profesionales.
Además, indicó que los profesionales sufren un perjuicio mayor en sus pensiones y en el monto que reciben como bonificación, en razón de estar relacionadas con las remuneraciones imponibles, lo que justificaría mantener la bonificación adicional de 527 UF y no la de 395 UF que contiene el proyecto de ley en discusión.

El Ministro, señor Larraín, planteó que debe considerarse que se ha aumentado el número de meses de remuneración que constituyen la bonificación, en algunos casos de 9 a 11 y en otros de 10 a 11 meses.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó que el proyecto de ley en discusión, en relación a los anteriores, innova, entre otras cosas eliminando la discriminación positiva hacia las mujeres, también mejora los montos a recibir por los funcionarios de menores remuneraciones. Por otra parte, agregó, uno de los objetivos de los proyectos de incentivo al retiro es paliar el perjuicio previsional que sufren los funcionarios producto de haber pasado al Sistema de AFP, y dicho perjuicio quienes lo han sufrido con mayor intensidad son las personas con remuneraciones más altas. Indicó que fue lo anteriormente expuesto lo que hizo que, en leyes precedentes, se otorgara un bono de 527 UF a los profesionales.

Sostuvo que la mayor parte de los funcionarios quiere que se apruebe el proyecto de ley, pero la cuestión es si resulta necesario perjudicar a un grupo de funcionarios, que se ve afectado por un mayor daño previsional, para beneficiar a otro grupo mayoritario de funcionarios. Añadió que, por lo mismo, sería interesante tener mayor información comparada sobre distintas situaciones de funcionarios con remuneraciones correspondientes a grados diversos.

El Honorable Senador señor García consultó si una persona con una remuneración de $2.000.000 debe calcular su bonificación multiplicando por 11 dicho monto o debe hacerlo multiplicando por 11 la remuneración máxima imponible, cercana a $1.500.000, como podría desprenderse de la redacción del artículo 1°.

El Ministro, señor Larraín, explicó que se trata de la remuneración completa del funcionario, aunque sea superior al máximo imponible, y si se requiere modificar la redacción de la norma para que quede claro que esa es la interpretación propondrán las enmiendas necesarias.

El Honorable Senador señor García observó que queda claro que el Ejecutivo entiende que se trata de la remuneración total del funcionario, sin topes.

El Ministro, señor Larraín, expresó que no quiere discutir un concepto que no ha sido aceptado, incluyendo gobiernos anteriores, como el de daño previsional, pero en un sentido positivo lo que han querido hacer es entregar un incentivo al retiro digno dentro de las posibilidades con que cuentan.

En cuanto a la diferencia entre las bonificaciones de 527 UF y 395 UF, indicó que en el caso de un profesional con una remuneración de $1.500.000, esa persona recibirá $3.000.000 más por el aumento de meses de remuneraciones para el cálculo de la bonificación, lo que debe compararse con el diferencial de 132 UF que se ha planteado anteriormente, y equivalen prácticamente al mismo monto.

Destacó que debe reconocerse que se aumenta el número de meses de remuneración de hombres y mujeres, y que ahora no se obliga a las mujeres a pensionarse necesariamente al cumplir 60 años, sino durante todo el período de vigencia de la ley, lo que representa una gran ventaja para la mujer en el sentido de mejorar su futura pensión.

Manifestó que el costo total de proyecto es de $126 mil millones para 7.700 funcionarios.

Agregó que se han logrado acuerdos con siete gremios que representan a 167.700 funcionarios, y que la disposición de los representantes gremiales ha sido fundamental para alcanzar los referidos acuerdos.

Respecto del financiamiento del proyecto de ley, sostuvo que la redacción del artículo 7° busca que, si existen fondos remanentes sin ejecutar del presupuesto del ministerio, se utilicen primero antes de recurrir al Tesoro Público, pero en ningún caso busca que se destinen recursos necesarios para otros programas de salud a financiar estas medidas.

La Honorable Senadora señora Rincón expresó que, en relación a lo señalado precedentemente, la semana pasada la Comisión discutió y despachó dos proyectos de ley, relacionados con los ministerios de Economía, Fomento y Turismo, y de Interior y Seguridad Pública, boletines N°s 7.328-03 y 7.408-07, respectivamente, en que la norma sobre financiamiento es diferente a la que aquí se discute, y existiendo la misma razón debería existir una misma forma de solventar las iniciativas. Agregó que le parece correcta la forma de financiar en que se aportan nuevos recursos directamente desde el Tesoro Público, dado que se trata de materias no contempladas en el presupuesto anual del ministerio.

Observó que en el sector salud los recursos siempre escasean, por lo que sería mejor aclarar que los fondos para solventar las bonificaciones saldrán del Tesoro Público y no que en principio son de cargo del Ministerio de Salud.

Planteó que podría cambiarse el término “postulación” por “solicitud”, y podría incorporarse un artículo 3° transitorio que explicite y permita que los hombres y mujeres que hayan cumplido 65 y 60 años, respectivamente, que no se hayan retirado anteriormente, puedan hacerlo ahora.

Finalmente, expuso que debiera reconsiderarse aumentar la bonificación adicional de 395 UF a 527 UF, que es el monto contemplado por leyes anteriores y equivale prácticamente a $3.000.000, por lo que en muchos casos no se produce una mejora de las bonificaciones.

El Honorable Senador señor Lagos también solicitó que el Ejecutivo proporcione información comparada sobre los incentivos considerando casos de auxiliares, técnicos, profesionales y directivos, para tener claridad sobre si existe una mejora respecto de leyes anteriores. Indicó que la Anef ha presentado números significativamente distintos respecto de los profesionales. Expresó que a los profesionales se les otorgaba una bonificación superior, de 527 UF, porque accedían a pensiones con tasas de reemplazo inferiores respecto del resto de los funcionarios, y en el caso de las mujeres, en el proyecto en discusión, sólo reciben un mes más de remuneración como bono, por lo que planteó que sería preferible decir que debido a ciertas razones se ha preferido beneficiar a un grupo mayoritario, que decir que a los profesionales también se les ha beneficiado cuando quizás no es así. Reiteró la solicitud de información porque, señaló, a esta altura del debate no le queda claro si se mejora o no la situación de todos los escalafones.

Planteó que en el proyecto existen un total de 7.700 cupos, y en la ley anterior existían 8.600, y preguntó si teniendo previstos períodos de vigencia similares qué es lo que explica la diferencia de 900 cupos.

Además, expuso que existen 1.300 funcionarios denominados “rezagados” que no postularon durante la vigencia de leyes anteriores pudiendo hacerlo, a los que se les asignan sólo 200 cupos por razones sociales o humanitarias para retirarse con los incentivos. 

El Honorable Senador señor Novoa señaló que no es irrelevante tomar en cuenta que no existe una pérdida de beneficios, dado que la realidad es que en la actualidad no hay ningún beneficio o incentivo vigente, y no se trata de un argumento oportunista, sino que tiene que ver con que idealmente los incentivos al retiro no debieran existir, porque el sistema debería permitir retirarse con una pensión digna que permita vivir con recursos no muy distintos a los que se percibían mientras se trabajaba. Para ello, será importante que aumenten las remuneraciones y que sean imponibles todos los rubros que componen los ingresos de los trabajadores.

Destacó que, en el caso de las mujeres, no sólo contarán con un mes más de remuneración como bono, sino que podrán retirarse durante todo el período de vigencia de la ley, lo que les permitirá aumentar fuertemente su pensión si trabajan tres años más.
El Honorable Senador señor García manifestó que en la sesión de la semana anterior escucharon a muchos representantes de los gremios del sector, recogiendo peticiones como la de aumentar la bonificación adicional a 527 UF, y de todas ellas la que considera más atendible es la referida a los “rezagados”, por dos razones, una, que se trata de más de 1.300 personas y existirán sólo 200 cupos para esos casos, debiendo tomarse en cuenta que un grupo numeroso de ese universo no se acogió a leyes de incentivo al retiro anteriores debido a la crisis económica de los años 2008 y 2009, en que los fondos de pensiones bajaron mucho y se hicieron llamados de la autoridad a no pensionarse en ese momento, y dos, que los profesionales tendrán más dificultades para acceder a los 200 cupos debido a sus remuneraciones promedio más altas y edades promedio más bajas. Por lo anteriormente expuesto, concluyó que parece razonable solicitar el aumento de dichos cupos.

Asimismo, señaló que debe revisarse si, en leyes de incentivo anteriores referidas a los funcionarios del sector salud, a las mujeres se les ha permitido retirarse entre los 60 y los 65 años, cuestión que comenzó a incorporarse a partir de un empeño personal de la Ex Senadora señora Matthei.

La Honorable Senadora señora Rincón manifestó que las tasas de reemplazo para los profesionales del sector de la salud son muy bajas, dado que cotizan por un monto muy inferior a sus remuneraciones, y eso es lo que justifica que se les asigne un bono adicional de 527 UF. Agregó que los 200 cupos por razones humanitarias son insuficientes. 
El Honorable Senador señor Lagos propuso que, además de ampliar los 200 cupos referidos, se diferencien las condiciones para acceder a ellos, de modo de no quedar fuera por el nivel de remuneración.
El Honorable Senador señor García observó que la ley N° 20.209, que entre otras cosas estableció un incentivo al retiro para los trabajadores de la salud, disponía que las mujeres al cumplir los 60 años debían solicitar la bonificación, sin otorgar flexibilidad para hacerlo durante toda la vigencia de la ley, por lo que el proyecto en discusión representa un avance para las mujeres funcionarias. Asimismo, señaló que la primera ley en que se incluyó la flexibilidad para las mujeres fue la N° 20.212, conocida como ley Anef.

El Ministro, señor Larraín, manifestó que, como queda demostrado precedentemente, existe un avance respecto de la situación de la mujer y la posibilidad de retirarse durante todo el período de vigencia de la ley. No existe una obligación de pensionarse a los 60 años y, en algunos casos, se podría llegar hasta los 65 años para retirarse, con lo que se produce un doble efecto de aumento de los fondos para pensionarse, dado por el menor número de años de pensión a cubrir y el mayor número de años de cotizaciones.

Expresó, respecto de los cupos para los “rezagados”, que en esta materia también existió acuerdo con los gremios, y uno de los objetivos es desincentivar que las personas estén siempre esperando la siguiente ley de incentivo al retiro para pensionarse, y solamente por los casos en que existían poderosas razones humanitarias, se accedió a otorgar un número de cupos razonable. Agregó que, en relación a la baja de los fondos de pensiones debido a la crisis económica, ya en junio del año 2010 los fondos se habían recuperado casi completamente y todavía las personas podían retirarse bajo la vigencia de la anterior ley. En cuanto a la asignación de los referidos cupos, repitió la prelación establecida por el inciso tercero del artículo 2°, que indica que primero se prefiere a los funcionarios de mayor edad y con enfermedades de carácter grave, luego a los de mayor edad y sólo después a los de mayor edad y menor renta. Destacó que la renta sólo aparece en el tercer lugar de la prelación.

Planteó que no sólo se debe remarcar que existirían funcionarios perjudicados, sino que también existen muchos funcionarios beneficiados.

Sobre los 7.700 cupos totales, indicó que más que cupos, corresponden al universo total de funcionarios que se estima cumplirán con los requisitos para optar a la bonificación.

Respecto del término “postulación”, señaló que se debe a que existen ciertos requisitos que cumplir, y se mostró dispuesto a revisar su posible cambio por “solicitud”. Asimismo, sostuvo que estudiarían la incorporación del artículo 3° transitorio que se ha planteado durante la discusión.

En relación a la norma sobre financiamiento de la bonificación, explicó que se debe a una cuestión de índole práctica, dado que no implica obligar a solventar la medida con cargo al presupuesto del Ministerio de Salud, sino que sólo si existe una parte del presupuesto que no se ejecuta, esos recursos podrán aplicarse al financiamiento y el resto se hará con cargo al Tesoro Público. Acotó que le parece que la norma obedece más a una cuestión práctica que de diferenciación entre ministerios y sus presupuestos. 

El Honorable Senador señor Frei consultó sobre si la remuneración imponible que se indica en el proyecto de ley, implica algún tope respecto de la remuneración total del funcionario a efectos del cálculo de la bonificación.
El Ministro, señor Larraín, corroboró que la remuneración que se considera es la total del funcionario, y la redacción es la misma que se ha considerado en leyes ya aprobadas, sin que se contemplan topes adicionales.

El Honorable Senador señor García consultó si se llama remuneración imponible al total de la renta aunque no todos los rubros que forman la remuneración sean imponibles.
El Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Von Gersdorff, planteó que no se utiliza el concepto de remuneración máxima imponible, por lo que se considera la remuneración total del funcionario y esa es la remuneración imponible.

La Honorable Senadora señora Rincón señaló no compartir lo expresado por el señor Ministro respecto de la norma sobre financiamiento, y preferiría que se aplicara la misma norma que en los proyectos señalados anteriormente en que se solventa el gasto con cargo al Tesoro Público.
El Ministro, señor Larraín, manifestó que no avizora el perjuicio para el Ministerio de Salud, al disponer que si existe un remanente de fondos sin utilizar se destine al pago de la bonificación. 

La Honorable Senadora señora Rincón planteó que, cuando, en el inciso tercero del artículo 2° se establece la prelación para la asignación de los cupos destinados a “los rezagados”, se llega al último criterio y debe resolver el Subsecretario de Redes Asistenciales, en ese momento se considere el desempeño funcionario reflejado en su hoja de vida para tomar la decisión.

El Ministro, señor Larraín, indicó que considerarán la incorporación del criterio planteado precedentemente.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó que no queda claro porqué en los proyectos señalados, boletines N°s 7.328-03 y 7.408-07, se cambió el criterio histórico de disponer el financiamiento, en primer lugar, con fondos del propio Ministerio y después con los fondos del Tesoro Público.

Asimismo, observó que se presenta un problema de principios, porque cuando se señala que se llega a acuerdo con la mayoría de los gremios, y esa mayoría, en todos los sectores, estará siempre compuesta por auxiliares, técnicos y administrativos, resulta qué se dejará fuera de los acuerdos o no se buscará beneficiar a los profesionales que son los que sufren mayormente el daño previsional.

El Honorable Senador señor Novoa acotó que, en uno de esos dos proyectos de ley, la norma sobre financiamiento estaba mal redactada y la solución que se encontró para arreglar el problema fue dejar el financiamiento entregado directamente al Tesoro Público.

El Honorable Senador señor Frei comentó que lo que se observa en la realidad, en los sectores salud y educación, es que todas las personas de mayor edad, que ya se podrían haber pensionado, son destinadas a los sectores rurales de las regiones, porque en las capitales regionales y en las provinciales prefieren dejar al personal que se encuentra más apto para desempeñar las funciones. Asimismo, reafirmó que el financiamiento de la iniciativa legal debiera hacerse con fondos del Tesoro Público y no del Ministerio de Salud.

La Honorable Senadora señora Rincón manifestó estar dispuesta a aprobar en general el proyecto de ley, pero con el compromiso del Ejecutivo de hacer llegar la información comparada sobre las bonificaciones por estamento que se ha solicitado.

El Honorable Senador señor Novoa solicitó que la información que envíe el Ejecutivo se incorpore al presente informe.
El Ejecutivo comprometió el envío de la información señalada precedentemente.
Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Frei, García, Lagos y Novoa.
A continuación, se transcribe la información enviada por el Ejecutivo, correspondiente a una minuta elaborada por la Dirección de Presupuestos, y que había sido solicitada por la Comisión:

“Minuta: comparación de incentivo al retiro sector salud
De conformidad a lo solicitado en sesión de fecha 08 de mayo de 2012, en la Comisión de Hacienda del H. Senado, la presente minuta compara el incentivo al retiro que se ha propuesto en el proyecto de ley boletín N°8.036-11 con el que fue establecido en las leyes N° 20.209 y N° 20.282 de 2007 y 2008 respectivamente. 

Se presenta el cálculo del monto que recibiría un funcionario que se acoge al incentivo al retiro en los escenarios antes señalados, diferenciando el cálculo por estamento y género. Adicionalmente, se presentan los cálculos para el menor grado y máximo grado vigentes en las respectivas fechas para el personal contratado en cada estamento.
	CUADRO 1: Cálculo de incentivo al retiro para estamento directivos

	Tipo de beneficiario
	Incentivo Ley N° 20.282 al primer semestre 2010***
	Proyecto de ley boletín N°8.036-11 al primer semestre 2012
	Diferencia Porcentual

	
	Grado*
	Incentivo base**
	Total (más bono adicional)
	Grado
	Incentivo base**
	Total (más bono adicional)
	

	Hombre
	Máximo grado
	2
	 $  21,559,788 
	 $    33,474,415 
	2
	 $  26,350,852 
	 $    35,281,170 
	5.4%

	
	Mínimo grado
	17
	 $    6,038,604 
	 $    17,953,231 
	17
	 $    7,380,516 
	 $    16,310,834 
	-9.1%

	Mujer
	Máximo grado
	2
	 $  23,955,320 
	 $   35,869,947 
	2
	 $  26,350,852 
	 $    35,281,170 
	-1.6%

	
	Mínimo grado
	17
	 $    6,709,560 
	 $   18,624,187 
	17
	 $    7,380,516 
	 $    16,310,834 
	-12.4%


Fuente: Elaboración propia en base a información de SIRH de MINSAL.

(*) Representa la distribución por grado de personal contratado en el primer semestre de 2010.

(**) Se utiliza la escala de remuneraciones actual para ambos escenarios.

(***)Incentivo base: Estipulado en ley N° 20.209, artículo 1° transitorio; Bono adicional: estipulado en ley N° 20.282, artículo 1° transitorio. 

	CUADRO 2: Cálculo de incentivo al retiro para estamento profesionales

	Tipo de beneficiario
	Incentivo Ley N° 20.282 al primer semestre 2010***
	Proyecto de ley boletín N°8.036-11 al primer semestre 2012
	Diferencia Porcentual

	
	Grado*
	Incentivo base**
	Total (más bono adicional)
	Grado
	Incentivo base**
	Total (más bono adicional)
	

	Hombre
	Máximo grado
	5
	 $  16,680,420 
	 $   28,595,047 
	5
	 $  20,387,180 
	 $     29,317,498 
	2.5%

	
	Mínimo grado
	17
	 $    6,039,414 
	 $   17,954,041 
	17
	 $    7,381,506 
	 $     16,311,824 
	-9.1%

	Mujer
	Máximo grado
	5
	 $  18,533,800 
	 $   30,448,427 
	5
	 $  20,387,180 
	 $     29,317,498 
	-3.7%

	
	Mínimo grado
	17
	 $    6,710,460 
	 $   18,625,087 
	17
	 $    7,381,506 
	 $    16,311,824 
	-12.4%


Fuente: Elaboración propia en base a información de SIRH de MINSAL.

(*) Representa la distribución por grado de personal contratado en el primer semestre de 2010.

(**) Se utiliza la escala de remuneraciones actual para ambos escenarios.

(***)Incentivo base: Estipulado en ley N° 20.209, artículo 1° transitorio; Bono adicional: estipulado en ley N° 20.282, artículo 1° transitorio. 
	CUADRO 3: Cálculo de incentivo al retiro para estamento técnicos

	Tipo de beneficiario
	Incentivo Ley N° 20.282 al primer semestre 2010***
	Proyecto de ley boletín N°8.036-11 al primer semestre 2012
	Diferencia Porcentual

	
	Grado*
	Incentivo base**
	Total (más bono adicional)
	Grado
	Incentivo base**
	Total (más bono adicional)
	

	Hombre
	Máximo grado
	10
	 $    5,570,316 
	 $    4,500,634 
	10
	 $    6,808,164 
	 $     15,738,482 
	8.5%

	
	Mínimo grado
	24
	 $    2,690,890 
	 $   11,621,208 
	23
	 $    3,198,987 
	 $     12,129,305 
	4.4%

	Mujer
	Máximo grado
	10
	 $    6,189,240 
	 $   15,119,558 
	10
	 $    6,808,164 
	 $     15,738,482 
	4.1%

	
	Mínimo grado
	24
	 $    2,959,979 
	 $   11,890,297 
	23
	 $    3,198,987 
	 $     12,129,305 
	2.0%


Fuente: Elaboración propia en base a información de SIRH de MINSAL.

(*) Representa la distribución por grado de personal contratado en el primer semestre de 2010.

(**) Se utiliza la escala de remuneraciones actual para ambos escenarios.

(***)Incentivo base: Estipulado en ley N° 20.209, artículo 1° transitorio; Bono adicional: estipulado en ley N° 20.282, artículo 1° transitorio. 
	CUADRO 4: Cálculo de incentivo al retiro para estamento administrativos

	Tipo de beneficiario
	Incentivo Ley N° 20.282 al primer semestre 2010***
	Proyecto de ley boletín N°8.036-11 al primer semestre 2012
	Diferencia Porcentual

	
	Grado*
	Incentivo base**
	Total (más bono adicional)
	Grado
	Incentivo base**
	Total (más bono adicional)
	

	Hombre
	Máximo grado
	13
	 $    4,763,250 
	 $   13,693,568 
	13
	 $    5,821,750 
	 $   14,752,068 
	7.7%

	
	Mínimo grado
	25
	 $    2,548,480 
	 $   11,478,798 
	25
	 $    2,803,328 
	 $    11,733,646 
	2.2%

	Mujer
	Máximo grado
	13
	 $    5,292,500 
	 $   14,222,818 
	13
	 $    5,821,750 
	 $    14,752,068 
	3.7%

	
	Mínimo grado
	25
	 $    2,803,328 
	 $   11,733,646 
	25
	 $    2,803,328 
	 $    11,733,646 
	0.0%


Fuente: Elaboración propia en base a información de SIRH de MINSAL.

(*) Representa la distribución por grado de personal contratado en el primer semestre de 2010.

(**) Se utiliza la escala de remuneraciones actual para ambos escenarios.

(***)Incentivo base: Estipulado en ley N° 20.209, artículo 1° transitorio; Bono adicional: estipulado en ley N° 20.282, artículo 1° transitorio. 

	CUADRO 5: Cálculo de incentivo al retiro para estamento auxiliares

	Tipo de beneficiario
	Incentivo Ley N° 20.282 al primer semestre 2010***
	Proyecto de ley boletín N°8.036-11 al primer semestre 2012
	Diferencia Porcentual

	
	Grado*
	Incentivo base**
	Total (más bono adicional)
	Grado
	Incentivo base**
	Total (más bono adicional)
	

	Hombre
	Máximo grado
	17
	 $    3,816,378 
	 $   12,746,696 
	17
	 $    4,664,462 
	 $     13,594,780 
	6.7%

	
	Mínimo grado
	28
	 $    2,120,100 
	 $   11,050,418 
	25
	 $    2,803,328 
	 $     11,733,646 
	6.2%

	Mujer
	Máximo grado
	17
	 $    4,240,420 
	 $   13,170,738 
	17
	 $    4,664,462 
	 $     13,594,780 
	3.2%

	
	Mínimo grado
	28
	 $    2,332,110 
	 $   11,262,428 
	25
	 $    2,803,328 
	 $     11,733,646 
	4.2%


Fuente: Elaboración propia en base a información de SIRH de MINSAL.

(*) Representa la distribución por grado de personal contratado en el primer semestre de 2010.

(**) Se utiliza la escala de remuneraciones actual para ambos escenarios.

(***)Incentivo base: Estipulado en ley N° 20.209, artículo 1° transitorio; Bono adicional: estipulado en ley N° 20.282, artículo 1° transitorio.” 

- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 26 de octubre de 2011, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

El proyecto de ley otorga a los funcionarios del sector salud que indica una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional, ambas de carácter transitorio. Además, compatibiliza los plazos de postulación y aquellos para hacer efectiva la renuncia con aquellos establecidos para el bono laboral de la ley N° 20.305. Las  características de los beneficios son las siguientes:

Bonificación por Retiro Voluntario:

Beneficia a los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen en alguno de los Servicios de Salud, en las Subsecretarías del Ministerio de Salud, en el Instituto de Salud Pública de Chile y en la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, que estén simultáneamente regidos por el DFL N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2004, y por DL N° 249, de 1973, así como a los funcionarios de los establecimientos de salud de carácter experimental, que entre el 1 de julio de 2010 y hasta el 30 de junio de 2014, hayan cumplido o cumplan sesenta años de edad, si son mujeres, y sesenta y cinco años de edad, si son hombres, y que hagan efectiva su renuncia voluntaria desde la fecha de publicación de la ley y hasta el 31 de marzo de 2015, según las normas establecidas para tal efecto.

La bonificación es equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio y fracción superior a 6 meses prestados en las instituciones antes mencionadas, con un máximo de 11 meses.

Podrán acceder a esta bonificación hasta un total de 7.700 beneficiarios, de conformidad con los siguientes cupos anuales: para los años 2012, 2013 y 2014 la bonificación se podrá conceder por un máximo de 1.550, 2.550 y 3.600 cupos respectivamente. Sin embargo, los cupos correspondientes a un año podrán ser incrementados con los cupos establecidos por el año anterior, que no hubieren sido utilizados.

Bonificación Adicional:

Los funcionarios de planta y a contrata que a la fecha de la renuncia tuvieren 10 o más años de servicio, continuos o discontinuos, en las instituciones antes mencionadas, que se acojan a la bonificación por retiro voluntario descrita en el punto anterior, se encuentren afiliados al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que coticen o hubieren cotizado, según corresponda, en dicho sistema, tendrán derecho a recibir, por una sola vez, una bonificación adicional equivalente a la suma de 395 Unidades de Fomento.

Compatibilización como bono laboral ley N° 20.305:

El personal que postule a la bonificación por retiro voluntario, tendrá derecho a presentar conjuntamente la solicitud para acceder al bono que establece la ley N° 20.305. Para tal efecto, se considerarán los plazos y edades que se establecen en el proyecto de ley, no siendo aplicables a su respecto los plazos de 12 meses señalados en los artículos 2 N° 5 y 3° de la ley N° 20.305.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El presente proyecto de ley, implica un mayor gasto fiscal asociado a la bonificación por retiro voluntario y a la bonificación adicional que se establece para los funcionarios del sector salud antes señalados.

Por otra parte, la compatibilización de los plazos de postulación y de renuncia voluntaria con aquellos del bono laboral establecido en la ley N° 20.305, implica los siguientes efectos: (i) para los beneficiarios de la bonificación cuyos plazos de postulación al bono laboral no hayan vencido el proyecto de ley no representa un mayor gasto fiscal en la medida que no modifica la cobertura de la ley N° 20.305, sino que únicamente adecúa los plazos en manera de compatibilizar el acceso a ambos beneficios, y (ii) en el caso de las personas a que se refiere el artículo 1° transitorio, esto es aquellas cuyos plazos para postular al denominado bono laboral se encuentran vencidos y que al acceder a la bonificación podrán postular al bono laboral conforme a los nuevos plazos, existe un mayor gasto fiscal que se origina en la posibilidad de postular a un beneficio al cual ya no tenían acceso. Este segundo grupo se ha estimado en 407 beneficiarios.

En las estimaciones de los flujos de beneficiarios de la bonificación por retiro voluntario y de la bonificación adicional se consideró que las mujeres, una vez cumplido el requisito de edad, pueden participar en cualquiera de los períodos de postulación. Dicho efecto se recogió utilizando la distribución de la edad de pensionarse que las mujeres exhiben en el sistema de pensiones. Así, considerando además los cupos anuales establecidos, se espera que el número de beneficiarios e impacto fiscal del proyecto de ley sean los siguientes:

	
	2012
	2013
	2014
	2015
	Total

	Bonificación por

Retiro Voluntario
	Beneficiarios
	1,550
	1,807
	1,146
	2,882
	7,385

	
	Mayor Gasto Fiscal

(Millones de $ 2011)
	14,124
	16,718
	11,156
	28,674
	70,672

	Bonificación Adicional

(395 UF)
	Beneficiarios
	1,270
	1,512
	981
	2,520
	6,283

	
	Mayor Gasto Fiscal

(Mill. de $ 2011)
	11,039
	13,147
	8,531
	21,910
	54,627

	
	
	
	
	
	
	

	Acceso Bono Laboral (plazo postulación vencido)
	Mayor Gasto Fiscal

(Mill. de $ 2011)
	269
	268
	266
	263
	1,066

	
	
	
	
	
	
	

	Mayor Gasto Total
	(Mill. de $ 2011)
	25,433
	30,132
	19,952
	50,847
	126,364

	
	(Millones de US$ equivalentes)
	54
	64
	42
	108
	268


Nota: se considera un valor del tipo de cambio de 471 pesos y la UF al 29/09/2011

El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. El resto de los años se financiará con los recursos que contemple la Ley de Presupuestos para estos efectos.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Salud, cuyo texto es del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen en alguno de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Salud, en las Subsecretarías del Ministerio de Salud, en el Instituto de Salud Pública de Chile y en la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, que estén simultáneamente regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, y por el decreto ley Nº 249, de 1974, así como los funcionarios de los establecimientos de salud de carácter experimental creados por los decretos con fuerza de ley N° 29, 30 y 31, de 2001, del Ministerio de Salud, que entre el 1 de julio de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad, si son mujeres, y 65 años de edad, si son hombres, y que hagan efectiva su renuncia voluntaria desde la fecha de publicación de la presente ley y hasta el 31 de marzo de 2015, según las normas contenidas en los artículos siguientes, tendrán derecho a percibir una bonificación por retiro voluntario equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio y fracción superior a seis meses prestados a alguno de los organismos precedentemente señalados, con un máximo de once meses. 

Con todo, las mujeres podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación con cargo a los cupos del año respectivo y, de quedar seleccionadas, deberán hacer efectiva su renuncia hasta el primer trimestre del año siguiente. Sólo en el evento de no ser seleccionadas, podrán repostular hasta el último período consultado en esta ley. 

Podrán acceder a esta bonificación hasta un total de 7.700 beneficiarios, de conformidad con los cupos anuales que se indican en los incisos siguientes. 

De haber un mayor número de postulantes que cupos disponibles, el total de cupos para ese año deberá distribuirse entre hombres y mujeres, en forma proporcional al número de postulantes respectivo. La selección en cada grupo, privilegiará a aquellos y aquellas de mayor edad y menor renta al 1 de enero de cada año. De producirse un empate, se seleccionará a aquél o aquélla con más tiempo de servicio. De persistir la igualdad, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales. 

Los funcionarios hombres que, cumpliendo todos los requisitos, hubieren postulado y no accedieran a la bonificación por falta de cupos, podrán repostular en el siguiente período de postulación. 

Para el año 2012 la bonificación se podrá conceder por un máximo de 1.550 cupos; para el año 2013 la bonificación se podrá conceder por un máximo de 2.550 cupos. 

Podrán acogerse al beneficio, los funcionarios que cumplan con los requisitos de edad exigidos en el inciso primero de este artículo, entre el 1 de enero y el 31 de diciembre, de cada uno de los años indicados y las mujeres conforme al inciso segundo. Para estos efectos, deberán presentar su postulación durante el segundo trimestre del año 2012 y primer trimestre del año 2013 respectivamente y hacer efectiva su renuncia voluntaria hasta el primer trimestre del año siguiente al de la postulación. 

En el año 2014, la bonificación se concederá por un máximo de 3.600 cupos y podrán postular los funcionarios y funcionarias que cumplan con los requisitos de edad exigidos en el inciso primero de este artículo, entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2014, además de las funcionarias conforme al inciso segundo. Para estos efectos, deberán presentar su postulación durante el primer trimestre del año 2014 y hacer efectiva su renuncia voluntaria el primer trimestre del año 2015. 

Los cupos correspondientes a un año podrán ser incrementados con los cupos establecidos para el año anterior, que no hubieren sido utilizados.

Artículo 2°.- El personal señalado en el inciso primero del artículo anterior que hubiere cumplido o cumpla 65 años de edad los hombres y 60 años de edad las mujeres, a contar del día 1 de julio del año 2010 y hasta el día 31 de diciembre de 2011, podrá postular en el proceso correspondiente al año 2012. Para lo anterior se deberá presentar la solicitud den¬tro del segundo trimestre del año 2012, y el retiro voluntario deberá hacerse efectivo hasta el primer trimestre del año 2013. Por su parte, las funcionarias podrán optar por acogerse al derecho que otorga el inciso segundo del artículo anterior.  

Los funcionarios y funcionarias que al 30 de junio de 2010 ya hubiesen cumplido los requisitos de edad exigidos en el artículo 1°, podrán excepcionalmente postular a la bonificación por retiro voluntario y bonificación adicional del artículo …, cumpliendo con los mismos requisitos establecidos en esta ley. Para tal efecto, podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación considerados en el artículo 1°, y de quedar seleccionados, deberán hacer efectiva su renuncia dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la resolución que les otorgue el beneficio. 


En caso de haber mayor número de postulantes que cupos disponibles, se dará prioridad a los funcionarios y funcionarias de mayor edad y con enfermedades de carácter grave, crónicas o terminales que impidan el desempeño de la función en forma continua, a continuación a los de mayor edad; si continúa el excedente, a  aquellos que le sigan con mayor edad y con menor renta. De persistir la igualdad, se seleccionarán aquellos con más tiempo de servicio en la institución que se desempeñan actualmente y a continuación, en la administración pública. Finalmente, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales.


Para efectos de este artículo, se considerarán hasta un total de 200 cupos, distribuidos para el año 2012 con un máximo de  50 cupos, para el año 2013 hasta 100 cupos y para el año 2014, con un máximo de 50 cupos, respectivamente.

Artículo 3°.- La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será la que resulte del promedio de remuneraciones mensuales imponibles que le haya correspondido al funcionario durante los doce meses inmediatamente anteriores al retiro, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.

Quedará sin efecto la renuncia presentada, si el postulante a la bonificación no accediere a ésta.

La bonificación se pagará por la institución en que se haya desempeñado el funcionario, a más tardar en el mes subsiguiente a la fecha de renuncia. 

Esta bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.

Artículo 4°.- Los funcionarios que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en esta ley, no podrán ser nombrados ni contratados asimilados a grado o sobre la base de honorarios en ninguno de los organismos señalados en el artículo 1°, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables. 

Las edades exigidas para impetrar la bonificación a que se refiere el inciso primero del artículo 1° podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable.

Los funcionarios que se acojan a lo previsto en el inciso anterior deberán acompañar un certificado otorgado por el Instituto de Previsión Social o la Administradora de Fondos de Pensiones, según corresponda, que acredite la situación señalada en el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980. El certificado deberá indicar que el funcionario cumple con los requisitos necesarios para obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, en cualquier régimen previsional, por la realización de labores calificadas como pesadas y respecto de las cuales se haya efectuado la cotización del artículo 17 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980, o certificado de cobro anticipado del bono de reconocimiento por haber desempeñado trabajos pesados durante la afiliación al antiguo sistema conforme al inciso tercero del artículo 12 transitorio del citado decreto ley, según corresponda.

Igualmente, podrán acceder a los beneficios de esta ley los funcionarios de las instituciones beneficiarias que, entre el 1 de julio de 2010 y 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan la pensión de invalidez que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio. 

Artículo 5°.- El personal que postule a la bonificación establecida en la presente ley durante los años 2012, 2013 y 2014, incluidas las mujeres conforme a la facultad concedida por el inciso segundo del artículo 1°, tendrán derecho a presentar la solicitud para acceder al bono que establece la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a la bonificación que establece esta ley. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades que establece la presente ley, no siendo aplicables a su respecto los plazos de doce meses señalados en  los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305. 

Artículo 6°.- En todo lo que no fuere incompatible con la presente ley, se aplicará lo dispuesto en el reglamento para el otorgamiento de la bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo 1° transitorio de la ley N° 20.209, contenido en el decreto supremo N° 109, de 2008, del Ministerio de Salud. 

Artículo 7°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. 

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Las personas a que se refiere el artículo 2°, que accedan a los beneficios de esta ley, cuyos plazos para postular al denominado bono post laboral se encontraren vencidos, tendrán derecho a presentar la solicitud al bono que establece la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a la bonificación que establece esta ley. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades establecidas en la presente ley, no siendo aplicables a su respecto los plazos de doce meses señalados en los artículos 2º, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305. 

Artículo segundo.- Los funcionarios y funcionarias que habiendo pertenecido a las instituciones señaladas en el artículo 1° de esta ley, hubieren cesado en funciones por renuncia voluntaria o por obtener pensión de vejez de conformidad con el decreto ley N° 3.500, de 1980, entre el día 30 de junio de 2011 y la fecha de publicación de esta ley, y que en ese período hubieren cumplido más de 60 años de edad las mujeres y más de 65 años de edad los hombres, tendrán excepcionalmente derecho a percibir la bonificación que se establece en los artículos 1° y … de la presente ley, siempre que presenten la respectiva solicitud ante su ex empleador dentro de los 30 días siguientes a la publicación de la ley y cumplan con los requisitos específicos que tales normas establecen.".
- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 2, 8 y 9 de mayo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor José García Ruminot (Presidente), señora Ximena Rincón González, y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.

Sala de la Comisión, a 15 de mayo de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,
Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL DECRETO LEY Nº 3.516, DE 1980, REFERIDO A LA SUBDIVISIÓN DE PREDIOS RÚSTICOS
(5049-01)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Bertolino, Vargas y Verdugo, y de los ex Diputados señor Álvarez-Salamanca, Sepúlveda, don Roberto y Valcarce, doña Ximena.

De la iniciativa se dio cuenta a la Sala del Honorable Senado en la sesión del 4 de marzo de 2009, disponiéndose su estudio por la Comisión de Agricultura.

 - - -





Concurrieron, especialmente invitados:

- Por el Ministerio de Agricultura, el Fiscal don Mauricio Caussade; el ex asesor don Dionisio Falbaum y el actual don Andrés Meneses. 

- De la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile, su Presidente, don Alfredo Martin.  

- - -


Cabe hacer presente que la  iniciativa en informe fue analizada en dos sesiones correspondientes a dos períodos legislativos distintos. La primera, tuvo lugar el 31 de marzo de 2009, y fue integrada por los  Honorables Senadores señores Alberto Espina y Hernán Larraín, y por los ex Senadores señores Jaime Naranjo, -quien la presidía- y Guillermo Vásquez, y la segunda sesión, fue realizada el 8 de mayo de 2012, y estuvo integrada por los Honorables Senadores señor Juan Antonio Coloma (Presidente), señora Ximena Rincón y señores José García, Jaime Quintana y Hernán Larraín.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Eliminar la obligación de dejar constancia en las escrituras públicas de enajenación de predios rústicos resultantes de una división, la prohibición de cambiar su destino, en los términos que establecen los artículos 55 y 56 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, y declarar saneado el vicio de nulidad que pudiere afectar o haber afectado la validez de los actos y contratos celebrados con omisión de aquella constancia. 
- - -


ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- 
El artículo 19, N° 24, inciso segundo de la Constitución Política de la República, que confiere a la ley competencia para establecer el modo para adquirir la propiedad, de usar, gozar y disponer de ella y las limitaciones que deriven de su función social.


2.- 
Ley N° 19.807, que autoriza la subdivisión de predios rústicos a favor de las personas que indica.


3.- 
El decreto ley N°3.516, de 1980, que establece normas sobre división de predios rústicos.


4.- 
La Ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyo texto refundido fue fijado por decreto supremo 458, de 1976, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, que aprueba la nueva Ley General de Urbanismo y Construcciones, particular, sus artículos 55 y 56.


5.- 
Código Civil.


6.- 
Reglamento del Registro de Conservadores de Bienes Raíces.


B.- ANTECEDENTES DE HECHO

1.- La Moción que dio origen a esta iniciativa legal. 

Plantean sus autores que el decreto ley N° 3.516, en su artículo 1°, autoriza la libre división de los predios rústicos con la única limitación de que, tratándose de los inmuebles ubicados fuera de los límites urbanos o de los límites de los planes reguladores intercomunales de Santiago y Valparaíso y del plan regulador metropolitano de Concepción, la superficie de cada lote resultante no sea inferior a 0,5 hectáreas físicas. 


A su vez, en los incisos siguientes, se establece  que los predios resultantes de una subdivisión quedarán afectos a la prohibición de cambiar su destino en los términos que establecen los artículos 55 y 56 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, y que en las escrituras públicas en que conste el título de la enajenación de los predios resultantes de una división se dejará constancia de la prohibición establecida en el inciso anterior".


Finalmente, prohíbe a los notarios autorizar, y a los conservadores de inscribir, aquellas escrituras que no "se ajusten a las disposiciones del presente decreto ley.”.


Por otra parte, el  artículo 3°, en su inciso primero establece que los actos y contratos otorgados o celebrados en contravención a lo dispuesto en el presente decreto ley serán absolutamente nulos, sin perjuicio de las demás sanciones que procedan en conformidad a la ley.


Refieren que existe la interrogante sobre si la omisión de dejar constancia de la prohibición del cambio de uso en la escritura constituye un vicio de nulidad. A este respecto, sus autores estiman que dicha omisión importa sólo una irregularidad o falta administrativa del notario o del conservador, en su caso, que no afecta al fondo del acto o contrato ya que no infringe el decreto ley que protege la propiedad rústica al impedir divisiones en superficies menores a la autorizada que afecten el destino del suelo. 


Previenen, sin embargo, que el tenor poco claro de la norma legal vigente ha dado lugar a que los tribunales hayan declarado que si en la escritura de compraventa en que se enajena un lote de un terreno que ha sido objeto de subdivisión no se inserta la referida cláusula, el contrato adolece de nulidad absoluta. 


Exponen que la jurisprudencia de los Tribunales Superiores ha variado en el tiempo más reciente, como lo evidencian fallos de las Cortes de Apelaciones de Talca y de Valparaíso, que han desestimado acciones de nulidad. No obstante lo anterior, avizoran un estado de inseguridad en el dominio de esta clase de inmuebles. 


Finalmente, junto con hacer presente que por tratarse de una prohibición legal es innecesaria su estipulación por las partes contratantes, argumentan que la declaración de nulidad del contrato es una sanción desproporcionada porque el legislador pretendió impedir la subdivisión de terrenos agrícolas para destinarlos a otros fines que el agrícola, pero lo que en el hecho se sanciona es la omisión de las partes contratantes, con lo cual se alteraría el principio general de la buena fe.


A título informativo, cabe consignar que la Moción, en su artículo primero, posibilitaba el saneamiento de aquella omisión, por medio de una declaración contenida en escritura pública que otorgara sólo el adquirente o su sucesor en el dominio, en la que se haga mención a la prohibición.  El articulo segundo, a su vez, proponía sustituir, en el inciso cuarto del referido artículo, la frase "Se dejará constancia de la prohibición establecida en el inciso anterior.", por la siguiente: "La prohibición del cambio de uso o destino establecida en el inciso anterior se entenderá contenida en el contrato que se otorgue sin necesidad de estipularla.".


2.- Discusión en la Honorable Cámara de Diputados: el proyecto fue informado, en primer término, sólo por la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural, la que propuso a la Sala su aprobación en general, con modificaciones que sustituyeron totalmente su texto original. En efecto, dicho informe proponía un artículo primero que derogaba el inciso penúltimo del artículo 1° del decreto ley N° 3.516, y en el segundo establecía una interpretación legislativa del artículo 3° de aquel decreto ley en cuya virtud  “la sanción allí establecida no afecta a los actos o contratos en que se hubiere omitido dejar la constancia exigida en el inciso penúltimo del artículo 1° del citado decreto ley, sin perjuicio de lo que ya hubiere sido resuelto por sentencia ejecutoriada al momento de la publicación de esta ley”.


Durante el debate de Sala, aquella Cámara  acordó requerir un nuevo informe a las Comisiones unidas de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural y de Vivienda y Desarrollo Rural, la que aprobó una indicación formulada al texto que había propuesto anteriormente la primera de dichas comisiones, para sustituir el artículo 2° por uno del tenor siguiente:


“Artículo 2°. Declárase saneado, por el solo ministerio de la ley, el vicio de nulidad que pudiere afectar o haber afectado la validez de los actos y contratos celebrados con omisión de la constancia prevista en el inciso octavo del artículo 1° del decreto ley N° 3.516. 


Lo dispuesto en el inciso anterior no será aplicable a los casos que en la actualidad se encuentren sometidos a proceso judicial, ni afectará lo resuelto por sentencias ejecutoriadas.”.  

Vuelto a la Sala de la Cámara de Diputados, ésta aprobó el informe de las Comisiones unidas, en general, por 60 votos por la afirmativa, 22 por la negativa y 10 abstenciones. 


3.- Informes en derecho del Profesor de Derecho Civil de la Universidad de Valparaíso, don René Moreno Monroy y del Profesor de la Escuela de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, don Álvaro Vidal. 

DISCUSIÓN GENERAL


En sesión celebrada el 31 de marzo de 2009, vuestra Comisión de Agricultura integrada por los Honorables Senadores señores Alberto Espina y Larraín, don Hernán y por los ex Senadores señores Jaime Naranjo y Guillermo Vásquez inició el estudio de este proyecto de ley, para lo cual invitó a la Ministra de Vivienda y Urbanismo, de la época,  señora Patricia Poblete, quien se excusó de asistir a la sesión; no obstante manifestar su opinión por escrito y señalar que dicha Secretaría de Estado está de acuerdo con el texto aprobado por la Cámara de Diputados, toda vez que su único objetivo es dar certidumbre jurídica a las familias que adquirieron un inmueble proveniente de una subdivisión del  decreto ley Nº 3.516, de 1980 y, en cuyas escrituras se omitió dejar constancia de la prohibición de cambio de destino.


Agregó que en opinión de dicho Ministerio, la prohibición de cambio de destino tiene carácter legal y su cumplimiento puede ser exigido independientemente del hecho de que se haya o no incorporado expresamente la prohibición en la escritura respectiva.



Por su parte, el Fiscal del Ministerio de Agricultura, señor Mauricio Caussade, hizo presente que el proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados apunta en el sentido correcto y  resuelve un problema planteado por los notarios.  Agregó que también podría afectar el acceso al crédito por los reparos que pudieran hacer los bancos o las instituciones financieras al no contar los títulos con la debida constancia.  Subrayó el interés de dejar en claro lo propuesto por el artículo 2º del proyecto, respecto a que quedan saneados aquellos actos o contratos celebrados con esta omisión y destacó que los últimos fallos van en la misma línea.





El Honorable Senador señor Sabag recordó que en su oportunidad presentó un proyecto que establecía una nueva excepción al artículo 1° del decreto ley 3.516, con el objeto de permitir divisiones, a un ascendiente o descendiente del propietario, que den origen a lotes de superficies inferior a media hectárea, a fin de construir una vivienda para sí mismo, iniciativa que si bien se aprobó mediante la ley N° 19.807,  durante su tramitación en la Cámara de Diputados, incorporó una limitación, esto es, que no debe tratarse de predios originados en subdivisiones efectuadas de acuerdo al decreto ley 3.516.  Esta limitación, impide que la pequeña propiedad que por ejemplo era del bisabuelo y luego pasó a los abuelos, y así sucesivamente a los hijos, y que se subdividieron mediante esta norma legal pueda ser transferida en propiedad.

Por tanto, considerando que este proyecto  regulariza  una situación de hecho viene en formular la siguiente indicación a fin de que sea conocida por la Comisión y que resuelve el problema planteado:

“Para sustituir el inciso tercero de la letra j), del decreto ley N° 3.516, de 1980, por el siguiente:

“Lo dispuesto en esta letra no procederá  respecto de “parcelas de agrado” y de predios cuyo avalúo fiscal vigente a la fecha de la transferencia exceda al equivalente de UF1.000”.  Para estos efectos se entiende por “parcela de agrado” aquéllas superficie de 5.000 a 10.000 metros cuadrados originadas en subdivisiones del decreto ley N° 3.516 y que en el hecho no estén destinadas principalmente a fines agrícolas, ganadero o forestal”. Para proceder a la aplicación de esta ley el dueño del predio que se divida hará declaración jurada ante el  notario que autorice el acto o contrato para establecer que el predio que se divide no es parcela de agrado en los términos señalados en esta ley”.

El señor Caussade, expresó conocer la indicación, pero manifestó  su aprensión respecto a que esté relacionada con la idea matriz del proyecto.  Agregó que también se está discutiendo en la Comisión de Vivienda y Urbanismo de esta Corporación, el proyecto de ley que modifica la ley General de Urbanismo y Construcciones y que tiene presentada más de 700 indicaciones.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán hizo presente que si la indicación estuviera dentro de las ideas matrices del proyecto, el Ejecutivo podría estudiarla y dar su opinión.

El ex asesor del Ministerio de Agricultura señor Falbaum manifestó que les parece loable la iniciativa planteada por el Senador señor Sabag, que apunta efectivamente a un problema que se está presentando en el campo, por lo que harán el análisis que se les ha solicitado.

El ex Senador señor Vásquez. expresó que si hay acuerdo en cuanto a eliminar la norma general, que genera la nulidad absoluta, propone redactar una indicación en ese sentido y además, incorporar la propuesta del Honorable Senador señor Sabag.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán expresó que el proyecto deroga la obligación de dejar constancia en las escrituras públicas en que consta la enajenación, la prohibición  de cambiar su destino  en los términos de lo establecido en los artículos  55 y 56 de la ley General de Urbanismo y Construcción, lo cual estima razonable por cuanto, a su juicio, no parece necesario dejar constancia de la prohibición, en circunstancias que la misma ya está establecida por la ley. 

Agregó que de lo expuesto, se observa que la aplicación práctica ha llevado a confusión y a distintos tipos de conflictos por jurisprudencia contradictoria, por lo que es partidario de simplificarlo y aprobar la norma.

El Honorable Senador señor Espina manifestó que si bien es positivo que se alivianen trámites que generan problemas, entiende que la razón por la cual se estableció la obligación de dejar constancia en la escritura de la prohibición, dice relación con un acto de publicidad, es decir, que los terceros que eventualmente puedan comprar estos predios, tengan conocimiento que el mismo no puede ser objeto de un cambio de destino por estar regidos por los artículos 55 y 56. El objetivo es proteger al tercero de buena fe, ya que, recordó, la venta de cosa ajena es válida,  por consiguiente la operación también será válida y tendrá un vicio de nulidad y la persona que ya pagó el precio no lo recuperará.

El señor Caussade hizo presente que durante la discusión en la Cámara de Diputados, los notarios señalaron que este punto les generaba una gran dificultad  y una obligación que a su entender no les correspondía, y que los pequeños propietarios se ven impedidos de acceder al crédito por cuanto al presentar las solicitudes de créditos hipotecarios, las instituciones financieras les reparan los títulos si no está la constancia de prohibición, justamente en la línea de entender que está viciado.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Espina enfatizó que el banco para prestar dinero lo primero que hará es pedir que se inscriba la prohibición. Pregunta si con esto se perjudicará a los usuarios o se alivianará el trabajo a los notarios.

El señor Caussade expresó que en aquella oportunidad plantearon que el proyecto daba una certeza jurídica, a propósito de que las sentencias de los tribunales no eran uniformes, por lo tanto, les parecía correcto dar esta señal a las personas que estaban adquiriendo.

El Honorable Senador señor Espina sugirió que, si los tribunales no han mantenido un criterio común, se podría dictar una norma interpretativa.  Pero, insistió, con esta norma, será muy difícil que un banco otorgue un préstamo sin exigir que se inscriba la prohibición. Es el mínimo resguardo que tiene el banco. Considera que no se arregla el problema por esta vía y reiteró su aprensión.

El ex Senador señor Vásquez hizo señaló que no se trata de la validez o nulidad del cambio de destino, sino de la validez o nulidad de la constancia que queda en la escritura pública de que el predio respectivo ha sido resultante de una subdivisión. Insistió en que la solución le parece exagerada.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán hizo presente que el tema planteado por el Senador señor Espina merece una segunda revisión.

El Honorable Senador señor Espina indicó que la mejor manera de enfrentarlo es solicitar el informe en derecho de algún jurista que indique cuál es la alternativa correcta.


Sobre el particular la Comisión acordó solicitar informes en derechos al Profesor de Derecho Civil de la Universidad de Valparaíso, don René Moreno Monroy y Profesor de la Escuela de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, don Álvaro Vidal. En especial se recabó la opinión sobre los siguientes puntos:


a) Naturaleza jurídica del requisito establecido por el actual inciso quinto del artículo 1° del referido decreto ley.


b) Sentido y alcance del inciso primero del artículo 3° del decreto ley N° 3.516, que prescribe que los actos y contratos otorgados o celebrados en contravención a lo dispuesto en el presente decreto ley serán absolutamente nulos, sin perjuicio de las demás sanciones que procedan en conformidad a la ley. 


c) Efecto de la omisión de la constancia de no haber dejado la prohibición de cambio de uso de suelo, esto es, si la misma supone un vicio de nulidad absoluta que afecte al acto jurídico.


d) Procedencia del artículo 2° de la iniciativa en examen que propone sanear por ley del presunto vicio de nulidad que pudiere afectar o haber afectado la validez de actos y contratos celebrados con omisión de la constancia prevista en el inciso quinto del artículo 1° del decreto ley N° 3.516, de 1980, en caso que, en su opinión, no existiere tal vicio, y


e) Remedio legislativo que pudieren resolver los inconvenientes de la omisión de la constancia mencionada.


Los dos informes fueron recibidos por la Secretaría de la Comisión en el mes de junio, los cuales se transcriben a continuación:

I. El Profesor señor René Moreno informó lo siguiente: 


“1.- “Naturaleza jurídica del requisito establecido por el actual inciso quinto del artículo 1°del referido decreto ley.


La exigencia señalada consiste en consignar en las escrituras públicas en que conste el título de enajenación de predios resultantes de una división, la prohibición de cambiar su destino, en los términos que establecen los artículos 55 y 56 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.  Se trata, por consiguiente, de un registro externo del acto jurídico, cuyo origen es la voluntad legislativa y sobre lo cual me permito expresar:

a) Dentro de la clasificación de las formalidades que distingue entre las exigidas por vía de solemnidad, las habilitantes, las probatorias y las de publicidad, nos inclinamos por sostener que integra la primera categoría, es decir, las estatuidas por vía de solemnidad.

b) 
En efecto, no se trata de formalidades habilitantes entendido que éstas tienen el propósito de proteger a las personas incapaces, supliendo o complementando su incapacidad, lo que manifiestamente no sucede en el caso que analizamos.

c) Asimismo, descartamos la hipótesis de constituir una formalidad  probatoria como quiera que no se refiera de manera alguna a la acreditación del acto o contrato de enajenación.

d) Finalmente en este punto, no podría calificársele como formalidad por vía de publicidad, toda vez que su omisión no genera una causal de inoponibilidad, sino que compromete la validez del acto jurídico.

e) Considerando lo anterior, particularmente lo expuesto en cuanto a su sanción –y a lo que consignaremos en el apartado siguiente- concluimos que se trata de una formalidad “ad solemnitaten”; desde luego, porque mira a la naturaleza del acto o contrato, no a la calidad o estado de las personas que lo ejecutan o acuerdan y, además, porque su sanción  es la nulidad  absoluta del mismo. El artículo  1682,  inciso primero, del Código Civil -norma aplicable  a todos los actos jurídicos por el carácter general de dicho Código-  dispone que “La nulidad producida por .. la omisión de algún requisito o formalidad que las leyes prescriben par el valor de ciertos actos o contratos en consideración a la naturaleza de ellos, y no a la calidad o estado de las personas que los ejecutan o acuerdan, son nulidades absolutas”.


Lo anterior es sin perjuicio, como ocurre con las formalidades, especialmente las por vía de solemnidad, que ellas incidentalmente cumplan también cometidos probatorios o de publicidad, esto es, permiten acreditar el acto y, a la vez,  lo hacen ostensible para los terceros a quienes interese la situación correspondiente.


2.- “Sentido y alcance del inciso primero del artículo 3° del decreto ley N° 3.516, que prescribe que los actos y contratos otorgados y celebrados en contravención a lo dispuesto en el presente decreto ley serán absolutamente nulos, sin perjuicio de las demás sanciones que procedan en conformidad a la ley”.


Determinar el sentido y alcance de una disposición legal constituye una de las cuestiones permanentes que debe enfrentar el jurista y los estudios de los tratadistas dejan de manifiesto, cada vez más, lo complejo de esta misión. Desde luego, parece cierto que una norma no tiene un solo sentido, sino que varios posibles sentidos, como asimismo que, incluso los artículos claros deben ser interpretados, para confirmar así el mandato legislativo.


Asumiendo tal dificultad, con respecto a lo consultado, me permito expresar:

a) El artículo 19 del Código Civil establece que “Cuando el sentido de la ley es claro no se desatenderá  su tenor literal, a pretexto de consultar su espíritu”, es decir, toda vez que el mandato del legislador, o sea su voluntad, sea clara debe aplicarse, sin que sea procedente recurrir a otros elementos de hermenéutica legal.


En nuestro concepto, el artículo 3° del decreto ley N° 3.516 expresa sin ambigüedad que la voluntad fue sancionar con nulidad absoluta los actos y contratos otorgados o celebrados en contravención a lo dispuesto en el referido cuerpo legal.


Lo anterior, se corrobora por la ausencia de antecedentes que permitieran disentir de la fórmula legal que estamos analizando.

b) Alguna jurisprudencia que se menciona en los antecedentes  que he tenido a la vista, para llegar a una conclusión diversa, y evitar así los graves efectos de la nulidad recurre al espíritu de la ley, cual es “proteger la propiedad rústica”, pero se olvida que el artículo 23 del Código de Bello, precaviendo argumentaciones como la indicada, ordena: “Lo favorable u odioso de una disposición no se tomará en cuenta para ampliar o restringir su interpretación”. Por el contrario, “La extensión  que deba darse a toda ley se determinará  por su genuino sentido y según las reglas de interpretación precedentes”.


Esto armoniza con el principio ya referido que no permite desatender el tenor literal de una norma, a pretexto de consultar su espíritu. (artículo 19 inciso primero del Código Civil).

c) Probablemente, la sanción de nulidad absoluta no sea la más adecuada para la omisión que nos preocupa, pero desde el punto de vista estrictamente hermenéutico, no es posible llegar a una conclusión diferente, ante el claro tenor de la norma. En efecto ¿cómo no aplicar la nulidad absoluta si el legislador justamente impone tal sanción?

d) Por otra parte, la disposición que comentamos revela el propósito del legislador de exaltar el interés público de la exigencia, atendido que se procura evitar que, mediante el expediente de la división de predios rústicos, los lotes resultantes puedan ser utilizados para fines urbanos, creando poblaciones o grupos habitacionales al margen de todo control  o política pública de diseño y urbanización territorial.

e) Asimismo, corresponde sancionar con nulidad absoluta porque se ha omitido una formalidad por vía de solemnidad, cuya es la naturaleza del requisito, según hemos expuesto en el primer apartado de este informe.

f) Probablemente, la magistratura ha resuelto en un par de casos algo diverso, como un loable esfuerzo por morigerar las consecuencias de esta forma de ineficiencia, pero lo propio es la dictación de una ley que rectifique el criterio de la anterior, como se pretende con el proyecto en trámite.


Esto es lo adecuado desde el ángulo de corrección legislativa y lo más seguro y permanente, como quiera que “Las sentencias judiciales  no tienen fuerza obligatoria sino respecto de las causas  en que actualmente se pronunciaren” (artículo 3° inciso segundo Código Civil).


3.- Efecto de la omisión de la constancia de la prohibición de cambio de uso de suelo, esto es, si la misma supone un vicio de nulidad absoluta que afecte al acto jurídico.


En razón de lo expuesto, la omisión de la constancia referida, el efecto-sanción, es la nulidad absoluta del acto o contrato.


En síntesis, si no se dejó la constancia señalada, significa que hubo contravención al decreto ley N° 3.516 y su artículo 3° dispone que  “Los actos y contratos otorgados o celebrados en contravención a lo dispuesto en el presente decreto ley serán absolutamente nulos…..”.


La norma no distingue si la infracción se refiere a aspectos formales o de fondo; por tanto, al intérprete no le está permitido hacer distinciones.


4.- Procedencia del artículo 2° de la iniciativa en examen que propone sanear por ley del presunto vicio de nulidad  que pudiere afectar o haber afectado la validez de actos y contratos celebrados con omisión de la constancia prevista en el inciso quinto del artículo 1° del decreto ley 3.516, en caso que, en su opinión, no existiere tal vicio.


La consulta  es para el evento de estimar que la sanción fuere distinta de la nulidad absoluta, pero, con lo razonado precedentemente, queda explícito que pensamos que la consecuencia ante tal omisión es dicha nulidad.


5.- Remedio legislativo que pudieren resolver los inconvenientes de la omisión de la constancia señalada”


Los hay y son varios:

a) El que propone el actual texto del proyecto en trámite, a saber: para el futuro, la derogación de la exigencia señalada; para el pasado, declarar saneado por el solo ministerio de la ley el vicio de nulidad absoluta de los actos y contratos ya celebrados incurriendo en tal omisión;

b) Dictar una norma interpretativa, conteniendo la auténtica voluntad del legislador, en el evento que la sanción no fuese la nulidad.  Al respecto, el artículo 3° inciso primero del Código Civil dispone que “Sólo toca al legislador explicar o interpretar la ley de un modo generalmente obligatorio” y más adelante establece que “… las leyes que se limiten a declarar el sentido de otras leyes, se entenderán incorporadas en éstas; pero no afectarán en manera alguna los efectos de las sentencias judiciales ejecutoriadas en el tiempo intermedio”. (artículo 9° inciso segundo).

c) Establecer un breve plazo de prescripción de la acción de nulidad, por ejemplo un año desde la celebración del acto o contrato, y 

d) Permitir que se tenga por cumplida la exigencia, mediante una escritura pública complementaria en la que se deje constancia de la formalidad omitida, anotándose al margen de la matriz de documento que se adiciona.”.”.

II.- El Profesor señor Vidal informó lo siguiente:

“A) 
Bajo el imperio de la norma actualmente vigente, en concreto, el artículo 1°, inciso penúltimo, la exigencia de dejar constancia en la escritura de compraventa sobre la prohibición constituye una solemnidad del acto o contrato, requisito de forma exigido en atención a la naturaleza del contrato y su objeto.  Siendo de este modo, salvo que la ley prevea sanción diversa, y teniendo en consideración el tenor del artículo 3° de la citada norma legal, la omisión de la declaración o constancia por las partes sería la nulidad absoluta.  No existe duda que el destinatario de la exigencia, primero que todo, son las partes, quienes concurren con su voluntad a celebrar el contrato y de quienes dependen las declaraciones que contendrá el mismo.

B) 
Aparece de manifiesto que al legislador no le bastó el conocimiento presunto de la ley según el artículo 8° del Código Civil y estimó conveniente a los fines de la observancia de la ley un conocimiento concreto, no sólo de las partes, sino también de terceros.  Además, la exigencia de la constancia de la prohibición permite la construcción de un título que se inscribirá en el Registro conservatorio, adecuando la exigencia al sistema registral nacional.

C) 
La omisión de la constancia produce un doble efecto, la nulidad del acoto o contrato, una nulidad absoluta por provenir de la inobservancia de una solemnidad legal; y una de carácter administrativo, que es la que afectará a los Notarios y Conservadores, quienes deben  velar por el cumplimiento de la ley y si no lo hacen y autorizan la escritura o proceden a la inscripción sin haberse dejado la constancia referida, incurrirán en las sanciones que corresponda por modito del incumplimiento de sus deberes funcionarios.

D) 
En síntesis, a mi juicio la exigencia de la constancia se justifica en la necesidad de un conocimiento efectivo y concreto de la prohibición, previniendo su infracción al conceder a los interesados una acción de nulidad absoluta.

E) 
A juicio de este profesor la exigencia debiese mantenerse, reconociendo que se trata de un requisito de forma  
–una necesaria forma que debe adoptar el contrato-  sin embargo, con una sanción doble: la improcedencia de la autorización de la escritura  pública por el Notario de la inscripción del título por parte de Conservador de Bienes Raíces; y la responsabilidad civil solidaria entre las partes contratantes, el Notario Público y Conservador de Bienes Raíces intervinientes, por los perjuicios que la omisión de la exigencia irrogue a terceros.  La acción debiere prescribir en cuatro años contados desde la inscripción del título.

Consiguientemente, en el precepto del inciso penúltimo del artículo primero debe introducirse una frase que indique que la omisión de la constancia no afectará la validez del acto o contrato, sino que producirá las consecuencias del inciso que sigue.

F) 
En lo que concierne al saneamiento de las nulidades o posibles nulidades, antes que la ley las declare saneadas, y teniendo en cuenta la necesidad de que existan constancia de la prohibición tanto en el título como la historia de la propiedad raíz, debiere preverse un procedimiento de saneamiento autorizando al adquirente y poseedor del inmueble mediante el otorgamiento de una escritura pública que contenta la constancia omitida , la que debiere ser anotada al margen de la inscripción de dominio e inscrita como prohibición en el registro conservatorio correspondiente.

G) 
Se propone el siguiente texto:

a.- 
Modifíquese el inciso penúltimo del artículo 1° del decreto ley N° 3.516 en los términos que siguen: “En las escrituras públicas en que conste el título de enajenación de predios resultantes de una división de las partes deben dejar constancia de la prohibición de cambio de destino del inciso anterior.  La omisión de la constancia no afectará la validez del título de enajenación, sí producirá las consecuencias del inciso siguiente”.

b.- 
Modifíquese el inciso último del artículo 1° del decreto ley N° 3.516 en los términos que siguen:  Los Notarios públicos  no autorizarán las escrituras públicas que sirvan de título para la enajenación, ni los Conservadores practicarán las inscripciones respectivas, si tales escrituras no se ajustan a las disposiciones de la ley, en particular, si las partes omiten la constancia del inciso anterior.  Los Notarios y Conservadores que infringieren esta prohibición responderán solidariamente junto a las partes intervinientes en el acto por los daños que se causare a los terceros y quedarán sujetos a las sanciones que prevea la ley por incumplimiento de sus deberes funcionarios.  La acción solidaria prescribirá en el plazo de cuatro años contados desde la inscripción del título respectivo.”.

c.- 
Agréguese el siguiente artículo. Para el caso de escrituras otorgadas con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley las partes no hubieran observado la exigencia del inciso penúltimo del artículo 1° de la ley, el actual poseedor inscrito del inmueble podrá sanear el vicio de nulidad otorgando una escritura pública que contenga la constancia de la prohibición del cambio de destino del mencionado inciso, la que deberá ser anotada al margen de la inscripción de dominio e inscrita en el Registro de Prohibiciones del respectivo Conservador de Bienes Raíces”.”.

A continuación, cabe hacer presente que vuestra Comisión de Agricultura, integrada por los Honorables Senadores señor Juan Antonio Coloma, señora Ximena Rincón y señores José García, Jaime Quintana y Hernán Larraín, retomó el estudio de este proyecto con fecha 8 de mayo de 2012.

Para tal efecto, invitó al Presidente de la Asociación de Notarios y Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile, señor Alfredo Martin, quien agradeció  la invitación cursada  a la Asociación que representa y expresó que para fundamentar su opinión es necesario tener presente que el decreto ley N° 3.516,  permitió que los predios rústicos, esto es, los inmuebles de aptitud agrícola, ganadera o forestal ubicados fuera de los límites urbanos o fuera de los límites de los planos reguladores que se indican en el mismo texto legal, pudieran ser divididos libremente por sus propietarios. Al respecto, se establecieron dos requisitos: uno) que cada uno de los lotes resultantes no tenga una superficie inferior a 0,5 hectáreas físicas, y dos) que los lotes resultantes de la subdivisión mantuvieran su destino agrícola.  Ambos requisitos, agregó, quedaron establecidos expresamente en la ley.





Sin embargo, continuó, se dispuso que en la escritura pública que se extienda para la enajenación de lotes resultantes de la subdivisión, debía estipularse que :”los predios resultantes de la división quedan afectos a la prohibición de cambiar su destino en los términos que establecen los artículos 55 y 56 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.





Por su parte, continuó el señor Martin, el artículo 3° del decreto ley N° 3.516, establece que los actos y contratos celebrados en contravención a lo dispuesto en dicho decreto, serán absolutamente nulos.  Por este motivo, se entendió, por algunos, que la omisión de la cláusula antes citada importada nulidad absoluta del contrato.





Esta situación, dijo, dio origen a una discusión que derivó en tres interpretaciones distintas: la primera, sostiene que la omisión de la cláusula no importa la nulidad absoluta del contrato, pues no se infringe el propósito ni el sentido de la ley, que está relacionado específicamente con la cabida y el destino de los predios.  En este sentido, se manifestó una sentencia emanada de la Iltma. Corte de Apelaciones de Talca.





La segunda interpretación, sostiene que esta cláusula sólo debe incorporarse en la primera escritura, ya que la enajenación de un predio resultante de una subdivisión sólo puede llevarse a cabo  una  sola vez, es decir, a continuación de la respectiva subdivisión. Luego, las enajenaciones posteriores del predio ya no resultan ser de un predio que se subdivide, sino que es la enajenación de un predio que tiene vida propia y que ya cuenta con historia registral.

Finalmente, la tercera sostiene que la cláusula debe ser incorporada en todas las escrituras, ya que la calidad de ser un predio resultante de una subdivisión, no desaparece por haberse transferido dicho inmueble en más de una ocasión, doctrina que sigue la Excma. Corte Suprema en un fallo del año 2008.

Siendo así, el señor Martin expresó que sólo queda analizar la nulidad en su mérito, por tanto, a juicio de la Asociación de Notarios y Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile,  la sanción de nulidad absoluta para el caso de ser omitida la estipulación relativa a la prohibición, es severa, poco útil y desproporcionada.

En efecto, dijo, dicha sanción resulta innecesaria, ya que es la propia ley la que establece la prohibición de cambio de destino, es eso lo que impera y no el hecho que las partes hayan o no incorporado la señalada prohibición a la escritura. Además, atendido el principio general de la presunción del conocimiento de la ley, consagrado en el artículo 8° del Código Civil, dicho precepto se presume conocido por todos y nadie podrá alegar ignorancia del mismo, por lo que se le debe reconocer a la prohibición la debida publicidad.

Destacó que la sanción señalada, carece de justificación, pues lo que la ley pretende finalmente, es impedir la subdivisión de terrenos agrícolas para fines habitacionales, lo que se logra con la sola prohibición legal existente y bastaría, si se quiere tener una mayor publicidad, que el respectivo conservador la inscribiera como tal. Entonces, reiteró, si la ley ya lo dijo, ya estableció una prohibición que obliga a todos, es difícil entender que se sancione tan severamente el hecho que las partes hayan omitido dejar la constancia de dicha prohibición en la escritura.

Hizo presente que cuando en una escritura pública se ha omitido insertar la cláusula de prohibición del cambio de destino, no aparece que el acto o contrato vulnere las normas de subdivisión de tal forma que se atente contra los principios que inspiran el decreto ley  -esto es, que los predios no tengan una superficie inferior a 0,5 hectáreas y no puedan cambiar su destino agrícola- y, por lo tanto, estima que no debería concurrir, por ese hecho, la causal de nulidad absoluta del contrato.

Indicó, a continuación, que el problema tiene un innegable efecto socio-económico. Ocurre que los propietarios de inmuebles rústicos, cuyas escrituras fueron confeccionadas y las inscripciones practicadas siguiendo la interpretación que sólo era exigible la cláusula en la primera escritura de venta, o que, simplemente se omitió tal declaración, tendrán problemas  y verán perjudicado su título, enfrentándose a situaciones muy complicadas, que muchas veces serán de difícil solución.

Sobre el particular, mencionó que se verán imposibilitados de obtener créditos en la banca o de transferir dichos inmuebles, en tanto no transcurran los diez años necesarios para sanear el eventual vicio de nulidad absoluta. Además, reseño los problemas prácticos que se puedan presentar, un vendedor inescrupuloso que pretenda un sobreprecio; un vendedor que se interese en la nulidad del contrato para aprovechar una eventual plusvalía del predio; un vendedor que ha fallecido o es de difícil ubicación, etc.

Señaló que, actualmente, el propietario afectado no tiene más que dos soluciones: una, resciliar el contrato supuestamente viciado y escriturar una nueva compraventa y, otra, esperar el transcurso del tiempo y permanecer en la incertidumbre, todo lo que aumenta los costos, entraba la libre disponibilidad de los bienes y produce una sensación de inseguridad perjudicial para la economía.

Finalmente, el Presidente de la Asociación de Notarios y Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile, manifestó su acuerdo con el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados y agregó que, además, eran partidarios de eliminar lo relativo a que “no será aplicable a los casos que en la actualidad se encuentren sometidos a proceso judicial” y mantener la idea que no será aplicable a las situaciones que estuvieren resueltas por sentencias ejecutoriadas.

El Honorable Senador señor Coloma, respecto a la aseveración del señor Martin en cuanto a que la omisión acarrea problemas innegables por cuanto la interpretación dada es que los contratos son nulos,  preguntó si ello conduce a una inseguridad jurídica, y si le ha tocado conocer algún caso en particular.

El señor Martin respondió que sin ninguna duda produce aquella inseguridad.  Recordó que cuando era Notario en Buin conoció de numerosas subdivisiones amparadas en este decreto ley 3516 y, en particular, le tocó ver un caso en que se pidió la nulidad absoluta.  Obviamente, dijo, hay muchos otros en que no se ha declarado esta nulidad pero que tampoco se ha incorporado la cláusula de  prohibiciones.  Precisó que en estos casos, el propietario enfrenta un grave conflicto si quiere revertir esta situación porque se puede encontrar con un vendedor anterior inescrupuloso que pretenda un sobre precio.  

El Honorable Senador señor Sabag, hizo presente que el artículo 88 del Reglamento del Registro de Conservadores de Bienes Raíces, autoriza hacer las correcciones de hecho por el propio notario o a petición de parte.


El señor Martin, aclaró que al tratarse de una escritura que ya fue extendida sólo puede ser rectificada concurriendo ambas partes.  Además, señaló, no tiene mucho sentido extender una escritura porque la nulidad absoluta no está sujeta a ratificación, sólo le queda esperar el transcurso del tiempo, 10 años para que pueda contar con un título que le dé seguridad.   Esa es la razón, argumentó, por la cual la asociación que representa apoya este proyecto y considera que es la forma correcta de solucionar el problema de todos aquellos adquirentes que por una u otra razón no incorporaron en su momento la cláusula de prohibición de cambio de destino a su escritura pública.


A su turno, el representante del Ministerio de Agricultura señor Meneses,  complementó diciendo que el citado artículo 88 del Registro de Conservadores de Bienes Raíces, salva aquellos errores que se hayan cometido en la inscripción del registro que administra el Conservador y, en el caso en particular, se trata de omisiones que están en el título que se inscribe, es decir, en la escritura, de manera que es un error del notario y no del Conservador.


El Honorable Senador señor Coloma, recordó que el proyecto originalmente pretendía sanear esta situación mediante una declaración unilateral del adquirente; sin embargo, se resolvió un saneamiento por el ministerio de la ley. Al respecto preguntó la opinión sobre este cambio de criterio.


El señor Martin, expresó que lo aprobado por la Cámara de Diputados es bastante más práctico y simple, porque el original obligaba a las partes a extender una escritura y a realizar todos los trámites que ello involucra y, lo más probable, que por desconocimiento, no se iba hacer.  


El señor Meneses recordó que los informes en derecho recibidos por los profesores señores Moreno y Vidal, están contestes en cuanto a que la omisión de esta cláusula constituye un vicio de nulidad absoluta porque se está omitiendo una solemnidad, un requisito establecido en consideración al acto o contrato y no en función de las partes que intervienen en él.  Por tanto, continuó, si el artículo 1683 del Código Civil establece expresamente que un vicio de esa naturaleza no puede sanearse ni aún con el consentimiento mutuo de ambas partes ni por un lapso que no pase de 10 años, quizás, resultaría forzado permitir que con una declaración unilateral de una de las partes, pueda considerarse saneado aquel contrato que no contiene aquella cláusula.  De esta forma, enfatizó, parece más razonable, desde el punto de vista de la técnica legislativa, que sea la ley la que sanee por su solo ministerio la omisión que se haya producido de esa cláusula en las escrituras extendidas en el pasado.


El Honorable Senador señor Coloma precisó que una vez generado el saneamiento entiende que nadie podría alegar una segunda interpretación respecto a que estos lotes podrían tener un fin distinto del agrícola. Sino que, por el contrario, rige la prohibición sin necesidad de dejar constancia  en las escrituras. 


El señor Meneses reiteró que el proyecto aprobado  soluciona, por una parte, los problemas hacia el pasado en el sentido de sanear por el solo ministerio de la ley la omisión en la que se hubiera incurrido en las escrituras que tengan el problema, y por otra, soluciona hacia el futuro, derogando el inciso penúltimo del artículo 1° del decreto ley 3.516, que es el que establece la obligación de dejar esta constancia en el título que se va a inscribir posteriormente.


El Honorable Senador señor Coloma  consultó por la necesidad de mantener el inciso final del artículo 2° que establece que el saneamiento no será aplicable a los casos que en la actualidad se encuentren sometidos a proceso judicial. 


Sobre el particular, el señor Martin manifestó la inconveniencia de la norma, porque, dijo, se va a fallar en un juicio cuando hay una norma que ha saneado todo el sistema, lo cual  sería absolutamente impropio, acotó.


El señor Meneses, expresó que desde el punto de vista práctico, se debería hacer un levantamiento del número de juicios que en este momento estarían en sede judicial. Tal vez, agregó, la norma cumpliría el propósito de sus autores si sólo pueda afectar a aquellas sentencias ejecutoriadas. 


El Honorable Senador señor García, hizo presente su voluntad por mantener la obligación de que las escrituras públicas señalen la prohibición que tiene el predio, porque considera que es pedagógico y útil conocer cuáles son los destinos de las parcelas resultantes de esas subdivisiones.  Asimismo, se manifestó de acuerdo en sanear lo que puede estar nulo en virtud de aquella disposición y que  probablemente se hizo por error o descuido, y consulta si es posible concretar estas ideas.


El señor Martin indicó que lo expuesto por  Su Señoría  implica volver al vicio que da origen al proyecto y  que se quiere solucionar.  Recordó que al estar una prohibición dispuesta por ley no tiene sentido que se vaya a establecer la misma prohibición en la escritura por las partes.  La ley es lo que impera y no la voluntad de las partes.  Por ello, tal vez, una manera de dar una correcta publicidad es que se obligara a los conservadores a inscribir como prohibición de cambio de destino cuando se hacen estas compraventas, de esa manera, cualquier persona que tenga la copia de inscripción de dominio, tendrá la nota marginal que indica la prohibición. Pero, reiteró, se trata de una prohibición legal, que la voluntad de las  partes no la pueden cambiar y la ley tiene la presunción de publicidad del artículo 8° del Código Civil, en que se presume conocida por todos.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, respondiendo la consulta del Honorable Senador señor García, hizo presente que se podría establecer que el incumplimiento de la obligación establecida en el penúltimo inciso del artículo 1°, no dará lugar a nulidad. Toda vez que la regla es que habrá nulidad cuando no se cumple un requisito establecido por la ley para su validez.  Además, la ley puede declarar saneada hacia atrás los casos que no se hayan excepcionados.  Por tanto, dijo, si bien se puede excepcionar para un caso particular dicha consecuencia, no cree que tenga sentido hacerlo.


El Honorable Senador señor Coloma manifestó entender el espíritu de lo planteado por el Honorable Senador señor García, pero estima que sanear todos los casos y mantener la exigencia de la prohibición en la escritura, hará que en un futuro nuevamente se deba sanear aquellos que no cumplieron dicha obligación.


El señor Meneses insistió en que el origen de esta prohibición es de orden legal y no convencional, por tanto, desde el punto de vista de eficacia de la norma, incluir o no dicha cláusula, no le agrega mayor validez a esa prohibición consagrada en la ley.


Por otra parte, desde el punto de vista del estudio posterior registral de la propiedad, mantener la ambigüedad significa enfrentar los reparos que los departamentos legales de las instituciones financieras le hacen a la oscuridad de esta norma.  Por tanto, al despejar la necesidad de incorporar esta cláusula en las escrituras de trasferencias, se va a solucionar el problema a futuro. Enfatizó que no hay que perder de vista que el decreto ley N° 3.516 tiene por objetivo proteger el propósito agrícola de estos bienes raíces, por tanto, cuando se quiera dar un uso distinto, existe un procedimiento que está normado en la Ley General de Urbanismo y Construcciones. Por ello consideran que el proyecto entrega una solución simple y eficaz.


El Honorable Senador señor Sabag destacó que el Presidente de los Notarios, señor Martin, ha dado su opinión favorable al proyecto y también los profesores de derecho que lo informaron, además que ya está aprobado por la Cámara de Diputados, en consecuencia,  modificar su texto sólo va a entorpecer un beneficio que están esperando, especialmente los pequeños agricultores y solicitó su aprobación. 

El Honorable Senador señor Coloma hizo presente que se trata  de un proyecto bien inspirado y que al estudiarlo se observa que  efectivamente hay una desproporción entre la exigencia y la sanción, lo cual se puede prestar para que personas inescrupulosas puedan vender sin esta cláusula y luego solicitar la nulidad de lo obrado, lo que genera una cierta inseguridad jurídica. 


Por otra parte, le interesa determinar si es pertinente o no señalar que el saneamiento no será aplicable a los casos que en la actualidad se encuentren sometidos a proceso judicial y qué puede significar en la práctica.


El Honorable Senador señor Larraín expresó que la Constitución Política de la República, en su artículo 76, establece que ni el Presidente de la República ni el Congreso pueden, en caso alguno, ejercer funciones judiciales, avocarse a causas pendientes, revisar los fundamentos o contenido de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos, por tanto, podría interpretarse que se está interfiriendo en procesos judiciales en marcha, por lo que sugiere un mayor estudio.


El Honorable Senador señor Coloma propuso aprobar en general el proyecto, sin perjuicio de lo cual durante su discusión en particular se verá el alcance constitucional que tiene la norma del inciso segundo del artículo segundo, esto es, de no afectar los procesos pendientes. 


- Puesto en votación, en general, el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, García, Larraín, don Hernán y Sabag.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de proponeros que aprobéis, en general, el proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados que es del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Derógase el inciso octavo del artículo 1° del decreto ley Nº 3.516, de 1980:

Artículo 2°.- Declárase saneado, por el solo ministerio de la ley, el vicio de nulidad que pudiere afectar o haber afectado la validez de los actos y contratos celebrados con omisión de la constancia prevista en el inciso octavo del artículo 1° del decreto ley N° 3.516, de 1980.


Lo dispuesto en el inciso anterior no será aplicable a los casos que en la actualidad se encuentren sometido a proceso judicial, ni afectará lo resuelto por sentencia ejecutoriadas.”.
- - -

Acordado en sesiones celebradas: el día 31 de marzo de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y ex Senadores señores Jaime Naranjo Ortiz (Presidente) y Guillermo Vásquez Úbeda, y el día 8 de mayo de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), señora Ximena Rincón González (Hosain Sabag Castillo), José García Ruminot, Hernán Larraín Fernández y Jaime Quintana Leal.

Sala de la Comisión, a 15 de mayo de 2012.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE TRANSFERENCIAS DE PREDIOS RÚSTICOS

(7605-01)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en una Moción del Honorable Senador señor Hosain Sabag Castillo. 

De la iniciativa se dio cuenta ante la Sala del Honorable Senado, en la sesión del 20 de abril de 2011, disponiéndose su estudio por la Comisión de Agricultura. 

No obstante que el proyecto de ley es de artículo único, vuestra Comisión os propone discutirlo sólo en general, con el objeto de otorgar a Sus Señorías la oportunidad de perfeccionar y enriquecer la iniciativa con ocasión del segundo informe.

A  la sesión en que vuestra Comisión analizó este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros: 

Del Ministerio de Agricultura, el Asesor Legislativo, señor Andrés Meneses.
De la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile: el Presidente, señor Alfredo Martin y el Secretario Ejecutivo, señor Juan Carlos Arriaza. 

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El proyecto de ley busca facilitar la transferencia de predios rústicos de baja cabida destinados a viviendas rurales, para lo cual elimina la prohibición que el predio haya sido originado en una subdivisión del decreto ley N° 3516, de 1980. Asimismo, determina que el predio no debe calificar como parcela de agrado o que su avalúo fiscal no exceda las 1.000 UF. Para ello, consagra la obligación para el dueño o tradente de incluir en la respectiva escritura pública una declaración jurada que el predio que se transfiere no califica como parcela de agrado en todo o parte, y un tipo penal en el evento de que perjurare o diere falso testimonio respecto de la referida declaración jurada, en cuyo caso se dispone que sufrirá las penas señaladas en el artículo 210 del Código Penal.
- - -

ANTECEDENTES



Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:



I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República, en particular el artículo 19 numerales 23° y 24°.

2.- El decreto ley N° 3.516, de 1980, que establece normas sobre División de Predios Rústicos.

3.- El artículo 210 del Código Penal.

4.- El Libro II “De los Bienes y de su Dominio, Posesión, Uso y Goce” del Código Civil.

4.- El Reglamento del Registro Conservatorio de Bienes Raíces.

5.- El decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que da origen al presente proyecto de ley señala que el decreto ley Nº 3.516, de 1980, permitió la subdivisión de predios rústicos siempre que los lotes resultantes tuvieren una superficie no inferior a 0,5 hectáreas físicas, iniciativa que habilitó la parcelación de numerosos inmuebles rurales para distintos fines, entre otros, para constituir las denominadas “parcelas de agrado”.
Acota que el mismo cuerpo legal consigna diversas excepciones a la limitante de 0,5 hectáreas físicas que deben cumplir los predios resultantes de la subdivisión. Así menciona, las transferencias de inmuebles de una cabida no inferior a 500 metros cuadrados ni superior a 1.000 metros cuadrados, que se realicen por una sola vez entre ascendientes o descendientes por consanguinidad o por afinidad hasta el primer grado, con el único objeto de construir una vivienda para el adquirente, pero siempre que el inmueble no hubiere tenido su origen en una subdivisión practicada de conformidad con el decreto ley Nº 3.516. 

Luego, observa que el propósito que perseguía la norma descrita se ha entrabado por la propia ley, pues ésta impide las transferencias de viviendas sociales cuando el predio a que acceden haya resultado de una división autorizada por ella.
Con la finalidad de superar esta anomalía, estima necesario iniciar un proyecto de ley que, manteniendo la estructura actual del decreto ley Nº 3.516, sobre subdivisiones prediales, facilite la transferencia de predios rústicos de baja cabida destinados a viviendas rurales, siempre que el inmueble de que se trate no califique de parcela de agrado, en todo o parte. 

Además, indica que, para cautelar el cumplimiento de esta prohibición y para que su texto no se transforme en letra muerta, propone establecer una norma que obligue al tradente a consignar en la respectiva escritura pública una declaración jurada en que conste que el inmueble que se transfiere no tiene esa condición. Asimismo, plantea castigar con presidio menor en sus grados mínimo a medio y con una multa de 6 a 10 UTM al que perjure o diere falso testimonio respecto de dicha declaración jurada.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 

Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, el Honorable Senador señor Sabag, en su calidad de autor de la Moción que da inicio a la presente iniciativa legal, señaló que con la entrada en vigencia de la ley N° 19.807 se modificó la letra j), del inciso segundo, del artículo 1°, del decreto ley N° 3.516, autorizando las transferencias, a cualquier título, y por una sola vez a un ascendiente o descendiente, por consanguinidad o afinidad, hasta el primer grado, para construir una vivienda para sí mismo. Acotó que, en este caso, se estableció como limitante que no se podrá transferir más de un lote por ascendiente o descendiente y que la superficie de éste no podrá tener una cabida inferior a quinientos ni superior a mil metros cuadrados. Agregó que los lotes que se transfieran bajo esta modalidad tendrán una prohibición legal de enajenar por cinco años, la que deberá ser inscrita de oficio por el respectivo Conservador de Bienes Raíces.

Además, informó que el párrafo tercero de esta letra j) establece un requisito adicional para esta transferencia, al señalar que sólo procederá respecto de los predios que no hayan sido originados en subdivisiones efectuadas de acuerdo al decreto ley N° 3.516. Indicó que este requisito se introdujo en la Cámara de Diputados a solicitud del Honorable Diputado señor Montes para evitar abusos con las subdivisiones de las parcelas de agrado. Sin perjuicio de lo anterior, hizo notar que esta exigencia ha impedido a los padres que adquirieron su derecho de propiedad en virtud de alguna de las subdivisiones amparadas por el referido decreto ley de transferir a sus hijos parte de su terreno. Complementó observando que en las áreas rurales las familias normalmente son bastante numerosas y que los padres suelen transferir a sus hijos parte de sus predios, a fin de que puedan postular a un subsidio rural y construir su hogar. 

Por lo anterior, explicó que esta Moción propone reemplazar el texto del párrafo tercero, del literal j), del inciso segundo, del artículo 1°, del decreto ley N° 3.516, a fin de eliminar la exigencia antes mencionada, pero sin olvidar el espíritu de esta norma. En efecto, detalló que esta excepción no cabrá respecto de las parcelas de agrado o de los predios cuyo avalúo fiscal exceda el equivalente a mil unidades de fomento al momento de la transferencia.

Además, comentó, incorpora un concepto de parcela de agrado, definiéndola como “el predio rústico destinado a la habitación y al esparcimiento, que no genera actividad económica”, a fin de excluir a las parcelas de cinco mil metros cuadrados, cuyo dueño tiene construida una casa y una piscina, y que a su vez tiene algunos animales, pero sin producir actividad económica alguna. En estos casos, continuó, se está ante una parcela de agrado respecto de la cual no cabría aplicar esta excepción, porque este proyecto de ley no busca beneficiar a sus propietarios.

Finalmente, refirió que este proyecto de ley obliga al propietario o tradente a realizar una declaración jurada en la respectiva escritura pública de que el predio transferido no califica como parcela de agrado en todo o en parte, y en el caso de que perjurare o diere falso testimonio sufrirá las penas establecidas en el artículo 210 del Código Penal.

El Presidente de la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile señaló que la ley N° 19.807, que modificó el decreto ley N° 3.516, con el objeto de solucionar un problema social existente, consignó una excepción a la limitante de subdividir en menos de 0,5 hectáreas físicas los predios resultantes de una subdivisión efectuada de acuerdo a las normas del decreto ley N° 3.516, permitiendo lotes de una cabida no inferior a quinientos, ni superior a mil metros cuadrados, que se transfieran por una sola vez entre ascendientes o descendientes por consanguinidad o afinidad hasta el primer grado, siempre que el predio tenga un avalúo fiscal no superior a mil unidades de fomento, con el único objetivo de construir una vivienda para el adquirente. Agregó que en la misma norma se establece la limitante que el inmueble no hubiere tenido su origen en una subdivisión practicada de conformidad con el decreto ley N° 3.516. Sobre el particular, indicó que existen un sinnúmero de terrenos en la situación antes descrita, cuyos dueños se encuentran impedidos de transferir parte de sus lotes a sus hijos, no obstante cumplir con los otros requisitos que consagra esta norma.

Bajo este contexto, arguyó, el proyecto plantea solucionar este inconveniente, manteniendo la estructura actual del decreto ley N° 3.516 y facilitando las transferencias de los predios rústicos de baja cabida, destinados a viviendas rurales, siempre que el inmueble de que se trate no califique de parcela de agrado, en todo o en parte.

Luego, valoró que esta iniciativa legal se haga cargo de definir el concepto de parcela de agrado, puesto que quedará establecido en forma indubitada en la ley, lo que consideró fundamental para restringir la aplicación de este beneficio y no continuar extendiéndolo masivamente a sectores más bien residenciales, como Chicureo y Colina.

Además, comentó, agrega una disposición que obliga al propietario o tradente a consignar en la respectiva escritura pública una declaración jurada declarando que el lote transferido no tiene la condición de parcela de agrado, castigando con presidio menor en sus grados mínimos a medio y con una multa de seis a diez UTM en caso de perjurio o falso testimonio.

A mayor abundamiento, precisó, durante la discusión de la ley N° 19.807 se pensó que todo lote resultante de una subdivisión efectuada al amparo del decreto ley N° 3.516 era una parcela de agrado y por ello, se estipuló su exclusión. Sin perjuicio de lo anterior, consideró que la realidad es otra, ya que varias de las personas que viven en estos lotes son familias de campesinos, que no tienen otra alternativa para entregar parte de su propiedad a sus hijos. 

Por lo anterior, manifestó su apoyo al presente proyecto de ley, pero manteniendo su estructura y respectando las otras limitantes que consagra el decreto ley N° 3.516, esto es, que se autorice la transferencia a un descendiente o ascendiente del propietario para construir una vivienda para sí mismo, por una sola vez por cada uno de ellos, que la superficie del lote resultante no sea inferior a los quinientos, ni superior a los mil metros cuadrados, que el avalúo fiscal del predio no exceda de mil unidades de fomento y que se mantenga la prohibición de enajenar por cinco años.

Del mismo modo, estimó positivo incorporar una declaración jurada a la escritura pública de transferencia, ya que constituye una buena manera de inhibir cualquier intento por desvirtuar la norma legal y hacer un uso indebido de ella, en razón de que el declarante quedará sujeto a una multa y a la pena de presidio establecida en el artículo 210 del Código Penal.

Por todo lo anterior, resaltó que como Presidente de la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile apoya el presente proyecto de ley, porque consideró que es la manera correcta de solucionar el problema que generó la ley N° 19.807, en virtud del cual se marginó a varias personas del beneficio de poder transferir parte de su propiedad raíz a sus hijos y, además, porque en nada altera el espíritu y el propósito de la norma citada.

A continuación, el Honorable Senador señor Coloma hizo presente que, si bien entiende el tema de fondo de este proyecto de ley, tiene sus reparos respecto de los posibles abusos que podrían generarse con las parcelas de agrado, ya que consideró que esta iniciativa podría ser utilizada como una fórmula para subdividir los terrenos de cinco mil metros cuadrados. 

Luego, estimó excesivamente alto el avalúo fiscal de mil unidades de fomento como limitante para acceder a este beneficio. En efecto, acotó que los avalúos fiscales de las parcelas de agrado superiores a mil unidades de fomento prácticamente no existen, al menos en la Región de Talca y que de aprobarse el presente proyecto se podrían incentivar las subdivisiones de esta especie de parcelas, lo que, sin duda, no es el objetivo perseguido por el legislador. A mayor abundamiento, recordó que con posterioridad,  estas parcelas podrían ser transferidas una vez transcurrido el plazo de cinco años que estableció este decreto ley como prohibición de enajenar.  Observó, también,  que en el mundo agrícola prácticamente no se trabaja menos de cinco mil metros cuadrados, lo que viene a confirmar la desconfianza que le genera una iniciativa legal de esta naturaleza, porque a pesar de que su espíritu va en la línea correcta, consideró que podría estimular la división de la pequeña propiedad agrícola y dar cabida a la instalación de nuevos barrios, sin la infraestructura o la urbanización adecuada para hacerse cargo de estas nuevas poblaciones.

De esta forma, enfatizó la necesidad de ser extremadamente cauteloso con la parcelación de los terrenos rurales no urbanizados cercanos a las ciudades, para evitar los problemas que supone un asentamiento urbano y el colapso de los predios rústicos. Por último, recalcó la urgencia de buscar un concepto de parcela de agrado que impida que se abuse del espíritu de esta norma.

El Honorable Senador señor Larraín Fernández luego de ratificar las inquietudes planteadas por el Honorable Senador señor Coloma, sugirió a los integrantes de la Comisión aprobar este proyecto de ley sólo en general, pidiéndole a la Sala que también lo apruebe en estos mismos términos, no obstante tratarse de un artículo único, a fin de que su texto pueda ser perfeccionado con las indicaciones presentadas. En especial, subrayó la necesidad de reflexionar en torno a la conceptualización de las parcelas de agrado y al monto del avalúo fiscal del lote a ser transferido bajo esta modalidad. Además, indicó que este proyecto de ley debe tener una tramitación simultánea con el que modifica el decreto ley N° 3.516, de 1980, referido a la subdivisión de predios rústicos (Boletín N° 5.049-01), el cual también se encuentra en estudio en esta Comisión , ya que ambos modifican el mismo decreto ley, aun cuando están en distinto trámite constitucional.

El Honorable Senador señor Sabag reiteró que el objetivo de este proyecto de ley es permitir que los propietarios de predios rústicos, cuyos derechos de propiedad se hayan originado en alguna de las subdivisiones consagradas en el decreto ley N° 3.516 puedan transferir una cabida determinada a sus ascendientes o descendientes, con la limitante de que estos predios no califiquen como parcelas de agrado. Para tales efectos, comentó, esta propuesta intenta dar un esbozo de definición de parcela de agrado.

El Honorable Senador señor Larraín Fernández, subrayó la necesidad de precisar en forma  detallada el concepto de parcela de agrado para poder determinar su calificación. A modo de ejemplo, mencionó que le corresponderá a un predio en que se ejerce alguna actividad económica, en forma incipiente, como podría ocurrir en el caso en que en una parte de un predio se cultiven frambuesas o se tengan paneles de abeja. En este caso, continuó, sería recomendable definir a las parcelas de agrado como “aquellas en que principalmente no se realiza una actividad económica”. Por lo anterior, insistió en aprobar sólo en general el presente proyecto de ley, a fin de estudiar en forma más detenida el contenido de sus normas.

El Honorable Senador señor Sabag luego de apoyar la propuesta del Honorable Senador señor Larraín Fernández, informó que esta iniciativa también fue apoyada por los ex Senadores Enrique Larre y Sergio Romero. 
Por su parte, el Honorable Senador señor Coloma pidió oficiar al Ministerio de Vivienda y Urbanismo para que se pronuncie respecto de la definición legal de parcela de agrado y sobre el monto del avalúo fiscal para poder acceder a este beneficio.

- Puesto en votación, en general, el presente proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, García, Larraín Fernández y Sabag.
- - -

Con posterioridad a la aprobación en general del presente proyecto de ley, se recibió respuesta del Ministerio de Vivienda y Urbanismo al Oficio enviado por esta Comisión, el cual, a continuación, se transcribe: 

“OPINIÓN DIJUR BOLETIN 7605-01 que Modifica el decreto ley N° 3.516, (Minagri) relativo a la Subdivisión de Predios Rústicos.
a) El decreto ley N° 3.516, (MINAGRI), de 1980 que Establece Normas sobre Subdivisión de Predios Rústicos, entendiendo éstos como aquellos inmuebles de aptitud agrícola, ganadera o forestal, fue concebido como una medida destinada a frenar la urbanización del área rural, a fin de evitar la merma de estos terrenos, por destinarlos a usos urbanos o habitacionales. 
b) Así dispuso que fuera de los límites urbanos establecidos en los planes reguladores respectivos, y de los planes reguladores metropolitanos de Santiago y Valparaíso e Intercomunal de Concepción, no se podía subdividir en lotes inferiores a media hectárea, política que dio origen a las comúnmente llamadas parcelaciones de agrado.
c) Consigna excepciones a la limitante de 0,5 hectáreas físicas que deben cumplir los predios resultantes de la subdivisión. Entre ellas, destaca aquella de la letra j) del artículo 1°, relativa a las transferencias de inmuebles de una cabida no inferior a 500 ni superior a 1.000 m2, que se realicen por una sola vez entre ascendientes o descendientes por consanguinidad o afinidad hasta el primer grado, con el único objeto de construir una vivienda para el adquirente, pero siempre que el inmueble no hubiere tenido su origen en una subdivisión practicada de conformidad con el decreto ley Nº 3.516.
PROPUESTA DE MODIFICACIÓN
1. Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Sabag, sobre transferencia de predios rústicos, atendido el hecho que el propósito perseguido por la norma citada, se ha visto entrabado por la propia ley, pues ésta impide las transferencias de viviendas sociales cuando el predio a que acceden haya resultado de una división autorizada por ella.
2. Para superar esta anomalía, se estima conveniente iniciar un proyecto de ley que, manteniendo la estructura del decreto ley Nº 3.516, sobre subdivisiones prediales, facilite la transferencia de predios rústicos de baja cabida destinados a viviendas rurales, siempre que el inmueble de que se trate no califique de parcela de agrado, en todo o parte.
3. Además, para cautelar que esta prohibición propuesta no se transforme en letra muerta, el proyecto consigna una norma que obliga al propietario o tradente a consignar en la respectiva escritura pública una declaración jurada en que conste que el inmueble que transfiere no tiene esa condición, castigando con presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de 6 a 10 UTM el perjurio o falso testimonio respecto de la declaración jurada.
“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley Nº 3.516, de 1980:”
1) Reemplazase el párrafo tercero de la letra j) del artículo 1° por el siguiente:
“Lo dispuesto en esta letra no procederá respecto de los predios que califiquen como parcelas de agrado o cuyo avalúo fiscal exceda del equivalente a mil unidades de fomento al momento de la transferencia. Para estos efectos, se entiende por parcela de agrado el predio rústico destinado a la habitación y al esparcimiento, que no genera actividad económica.”.
2) Agregase en el inciso quinto del artículo 1°, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), las siguientes oraciones finales:
“Asimismo, en el caso de las transferencias a que se refiere la letra j), se incluirá en la respectiva escritura una declaración jurada del propietario o tradente en que conste que el predio que se transfiere no califica como parcela de agrado en todo o parte.”.
3) Intercalase el siguiente artículo 3° bis:
“Artículo 3° bis.- El que perjurare o diere falso testimonio respecto de la declaración jurada a que se refiere el inciso quinto del artículo 1°, sufrirá las penas señaladas en el artículo 210 del Código Penal.”.
OPINIÓN DIRECCIÓN JURÍDICA
I. ANTECEDENTES
División del Suelo Agrícola
La ocupación del suelo agrícola tiene directa relación con la dictación del decreto ley N° 3516, de 1980. Sin embargo, antes de esta normativa legal ya existía el decreto ley N° 752, de 1974, que originalmente establecía normas sobre división de predios rústicos, el cual fue modificado el año 1978 a través del decreto con fuerza de ley N° 1-2.345, (MINAGRI), atendida la necesidad de adecuarlo a la política general del gobierno de la época, que tendía a liberalizar el mercado del suelo agrícola y permitir su parcelación. Ello atendido que, la normativa vigente hasta ese entonces buscaba preservar las tierras y evitar el surgimiento de minifundios y de los predios rústicos, siendo la superficie mínima mucho mayor a la media hectárea que permite en la actualidad el decreto ley N° 3516.

Dentro de este contexto se publica el decreto ley N° 3516 el cual de acuerdo al Mensaje Presidencial, tiene por objeto “establecer la libertad para dividir los predios rústicos de aptitud agrícola, ganadera o forestal, manteniéndose el destino primitivo, respecto de los lotes resultantes y sujetándose a las normas establecidas en la Ley General de Urbanismo y Construcciones “(Boletín 2.691-01). No obstante ello, dicha libertad reconocía dos límites, la superficie predial mínima y la imposibilidad de cambiar su destino agrícola.
Consecuencia de su aplicación se produce un intenso proceso de subdivisión del suelo rural en gran parte del territorio nacional, sobre todo en la periferia de las ciudades. Es así como se acuña el término “parcela de agrado” para referir a estas unidades prediales, que representan la posibilidad de la población con un cierto nivel socio económico de escaparse de la ciudad a descansar al campo, constituyéndose en gran foco de cambio de la fisonomía del agro. Adoptando diversas tipologías, desde la edificación individual hasta conjuntos de lotes agrupados. Prueba de esta relevancia es que el Censo 2002 las incluyó como una forma específica de asentamiento humano.
Concepto de Predio Rústico:
Este no es un concepto nuevo, por el contrario lo encontramos ya a partir de las leyes de reforma agraria, tanto la ley N° 15.020 (1962) como la ley N° 16.640 (1967)
, define qué se entiende por predio rústico. También en la ley N° 16.465
, que prohíbe la división, parcelación o hijuelación de los predios que señala y que es antecedente del decreto ley N° 752 (MINAGRI), de 1974
, que Establece Normas sobre División de Predios Rústicos, el que a su vez es antecedente directo del decreto ley N° 3.516, de 1980.
Concepto de Parcela de Agrado:
Por su parte el término “parcela de agrado”, se acuñó con ocasión de la dictación del decreto ley N° 3.516, (MINAGRI) de 1980, y corresponden al fraccionamiento del suelo rústico originado por la aplicación de la norma ya referida, que condujo a un intenso proceso de subdivisión de la tierra en las áreas rurales de país, con especial énfasis en la periferia de las ciudades.
Producto de este proceso se generaron una seria de nuevos asentamientos de población, que fueron reconocidos en la toma de datos del Censo de Población y Vivienda del año 2002. Es así como dentro de los conceptos, definiciones y simbología geográfico-censales, encontramos al término Parcela de agrado
: que es aquella entidad rural que corresponde a un asentamiento humano, concentrado o disperso que se ubican en una o más propiedades de pequeña extensión igual o inferiores a media hectárea cada una (5.000 m2), con nombre propio común a todas ellas. La parcela de agrado, por su dimensión no constituye una explotación agrícola, aún cuando existan cultivos al interior de ella; se diferencia de la parcela agrícola por el tipo de edificación moderna de la vivienda, correspondiente a un nivel socio-económico medio-alto y alto. Por lo general, la parcela de agrado se ubica en las cercanías a centros urbanos de importancia; ellos forman un conjunto de varias propiedades que se reconocen con un nombre propio común, que generalmente se deriva del nombre del predio que las originó, independientemente del nombre propio que pudiere tener cada propiedad. La parcela de agrado pierde su categoría si su monto poblacional corresponde a la de Aldea (entre 301 y 1.000 habitantes).
II. OPINIÓN EN RELACIÓN A LA DEFINICIÓN DE PARCELA DE AGRADO 
Excepción letra j), artículo 1°, decreto ley N° 3.516.
	Decreto ley N° 3.516 Actual 
	Modificación Propuesta

	Procede (positiva)
	No procede (negativa)

	-Respecto de predios que no hayan sido originados por aplicación del decreto ley N° 3.516 y
	-Respecto de predios que califiquen como parcelas de agrado o

	-Cuyo avalúo no sea superior a 1000 UF
	-Cuyo avalúo fiscal exceda las 1000 UF


Revisando el articulado propuesto no se detecta mayor cambio, así, en una primera aproximación se pensaría se está haciendo sinónimo el término “parcela de agrado” con aquel relativo al lote originado por aplicación del decreto ley N° 3.516 y, dado que, la expresión “parcela de agrado” no tiene reconocimiento legal, su aplicación no respondería a una técnica legal correcta.
Luego, la modificación propuesta define qué se entiende por “parcela de agrado” y se hace cargo del vacío legal, que supondría utilizar un término o expresión que –hasta la fecha- no tiene respaldo legal.
Como ya se señalara, la expresión “Parcela de agrado” utilizada en la actualidad no ha sido definida legalmente, y su utilización obedece a la costumbre, para designar a los lotes o predios resultantes de la aplicación de las normas de división del decreto ley N° 3.516, de 1980, estableciéndose una relación de género a especie entre ambas, pues no todo predio rústico constituye una parcela de agrado, mas, sin embargo, toda parcela de agrado, debe por necesidad ser predio rústico.
Surge la duda respecto de la inclusión en el decreto ley N° 3.516 del término “parcela de agrado”, por las razones que a continuación se exponen:
a) El decreto ley N° 3.516 que Establece Normas sobre División de los Predios Rústicos, no deja lugar a dudas en cuanto al objeto sobre el cual recae la aplicación de sus disposiciones, es decir, los predios rústicos. Así, a lo largo del decreto ley ya referido no se hace mención alguna al término “parcela de agrado”, como concepto alternativo y/o sinónimo de predio rústico.
Luego es la propia norma que -sabedora que su campo de aplicación lo constituye el predio rústico-, define tal expresión, señalando que se entiende por tal a “los inmuebles de aptitud agrícola, ganadera o forestal ubicados fuera de los límites urbanos o fuera de los planes reguladores intercomunales de Santiago, Valparaíso y del plan regulador metropolitano de Concepción”, acotando y limitando de esta manera la aplicabilidad práctica de las disposiciones del citado decreto ley.
No obstante lo anterior y producto de la costumbre se utiliza comúnmente el término “parcela de agrado” para identificar aquellos lotes originados con ocasión de la aplicación del decreto ley N° 3.516, de 1980. De tal manera existe una asociación en el inconsciente colectivo que haría casi sinónimos a ambas expresiones.
b) La referida norma establece como regla general la subdivisión de predios rústicos ubicados fuera de los límites indicados por ella, en lotes no inferiores a media hectárea. 
Como toda regla general reconoce una serie de excepciones, que permiten la subdivisión de predios rústicos en lotes inferiores a media hectárea, entre éstas, destaca la de la letra j) del artículo 1 del decreto ley N° 3.516, que en su actual redacción, dispone “Cuando se trate de transferencias a cualquier título y por una sola vez, a un ascendiente o descendiente del propietario, por consanguinidad o afinidad hasta el primer grado inclusive, para construir una vivienda para sí mismo.” Para lo cual se permite generar lotes de 500 a 1.000 m2. 
Ahora bien, esta excepción sólo procede respecto de aquellos predios que no hayan sido originados en subdivisiones efectuadas de acuerdo a este decreto ley y cuyo avalúo fiscal vigente a la fecha de transferencia no exceda al equivalente de UF 1.000, es decir, establece dos requisitos que deben ser cumplidos de forma copulativa: i) el tratarse de un predio no originado producto de la aplicación del decreto ley N° 3.516 y ii) que su avalúo fiscal no exceda de las 1000 UF.
c) Por su parte, la crítica que se formula a la actual redacción de la letra j) del artículo 1° del decreto ley N° 3.516, es que no tendría la aplicación esperada, por cuanto “el propósito perseguido por la norma, se ha visto entrabado por la propia ley, pues ésta impide las transferencias de viviendas sociales cuando el predio a que acceden haya resultado de una división autorizada por ella.”
De lo anterior, deducimos que quienes proponen la presente modificación de la letra j) lo hacen en el entendido que su aplicación ha mermado, a consecuencia de que se exija que el lote a subdividir no sea uno formado al amparo del decreto ley N° 3.516, es decir de un predio rústico que fue subdividido en lotes no inferiores a media hectárea, y que en la jerga coloquial se denomina parcela de agrado.
d) Es decir, se buscaría -por la presente modificación- aplicar esta excepción, de subdividir predios rústicos en lotes de menos de media hectárea (500 a 1.000 m2), aun cuando éstos se hayan formado a consecuencia de la aplicación de las normas del decreto ley N° 3.516, siempre y cuando dichos predios no constituyan “Parcelas de agrado”.
Y para tales efectos definen dicha expresión señalando que “… se entiende por parcela de agrado el predio rústico destinado a la habitación y al esparcimiento, que no genera actividad económica.”.
En este orden de cosas, señala el proyecto que “Para superar esta anomalía, se estima conveniente iniciar un proyecto de ley que, manteniendo la estructura del decreto ley Nº 3.516, sobre subdivisiones prediales, facilite la transferencia de predios rústicos de baja cabida destinados a viviendas rurales, siempre que el inmueble de que se trate no califique de parcela de agrado, en todo o parte.”
e) Es en este punto donde no se logra vislumbrar el sentido de la redacción planteada, pues de los fundamentos dados no queda claro, si se busca permitir que la excepción de la letra j) se pueda aplicar a predios formados al amparo del decreto ley N° 3516, (lo que de ser así, debiera explicitarse claramente), o si se pretende mediante la inclusión del término “parcela de agrado”, (que apunta al destino dado al predio rústico, sin explotarlo económicamente), definir a contrario sensu al campesinado a fin de diferenciarlo del concepto de parcela de agrado y permitir su acceso a la excepción.
Resulta claro al descomponer la definición de parcela de agrado, que la idea es identificar al campesinado, que constituye el público objetivo de aplicación de la excepción de la letra j). En efecto, al señalar que parcela de agrado es un predio rústico destinado a la habitación y al esparcimiento, que no genera actividad económica, se pretende a contrario sensu, tipificar al campesinado, es decir aquellos que se dedican a la explotación económica del predio rústico, no obstante puedan habitarlo. En este caso lo que define el tipo, es la explotación económica del predio rustico.
Pero es del caso que la definición dada a dicho término, (que apunta a dejar en claro el destino otorgado al predio, esto es, “habitacional y/o esparcimiento, que no genere actividad económica”), lo estaría distanciando del concepto de predio rústico originado con ocasión de la aplicación de las normas del decreto ley N° 3.516, que no es otro que aquel predio con aptitud ganadera, forestal o agrícola, respecto del cual se establece la prohibición legal de no cambiar su destino agrícola. 
Es decir, la expresión de predio rústico es comprensiva de tres aptitudes del mismo, que pueden darse o no y en consecuencia ser explotadas o no, de ahí que el destino agrícola –rural no cambie, a pesar de la división de la tierra. Así las cosas, dicho término no exige la explotación efectiva del predio.
Luego y producto de incluir la explotación del predio, ésta no queda suficientemente acotada a las aptitudes de tales predios, esto es, ganadera, forestal o agrícola. Pues, al hablar la norma de explotación, bien podría tratarse de una que no dijera relación con estas aptitudes y no obstante ello, se cumple con el requisito de generar una actividad económica y así poder optar a la aplicación de la excepción. Produciéndose la paradoja por ejemplo que no se tratase de un campesino, sino de otro tipo de explotación, por ejemplo del predio como recinto de equipamiento turístico o complementario al industrial. De ahí que se recomienda acotar la actividad económica a generar.
f) Si se define la parcela de agrado como aquel predio rústico que se destina a un fin habitacional y/o de esparcimiento, que por lo demás no genere actividad económica, se estaría diferenciando del concepto señalado precedentemente. Por lo demás, tal diferenciación no resulta contundente, pues la gran generalidad de los lotes generados a consecuencia del decreto ley N° 3.516, se ocupan (destinan) en la práctica a un fin habitacional lo que no desvirtúa la prohibición legal existente, pues no se ha mutado su ruralidad. 
g) Así, se estima que la definición dada de parcela de agrado, atentaría contra la esencia misma del decreto ley N° 3.516 que es permitir la parcelación del suelo agrícola, manteniendo la calidad de rústico de dicho suelo, pues centra su atención en la destinación del mismo a fines ajenos al agrícola. Lo que afectaría la definición de predio rústico, al agregarle un componente adicional, como es el destino, pues éste último no mira a la destinación real y práctica del mismo, sino a:
- Su ubicación.

- Sus aptitudes.

- Mantener su uso agrícola (sin incluir el concepto de explotación económica).
Por lo que de permitir esta modificación, se está desvirtuando el concepto de predio rústico, y el sentido del decreto ley N° 3.516, que no apunta a la explotación económica de los predios que origina, lo que en el futuro podría llevar a cuestionar su división en lotes destinados a un fin habitacional, que constituye la mayoría de los casos prácticos.
h) Por lo demás, y no menos importante, es el fin tenido a la vista para establecer en su oportunidad, la imposibilidad que se pudiera aplicar la excepción de la letra j) en predios originados a consecuencia del decreto ley N° 3.516, que conforme lo sostenía el entonces Diputado señor Longueira: 
“Nadie puede subdividir una parcela de 5.000 metros cuadrados de una subdivisión anterior. Por lo tanto, el Senado puso una restricción que me parece muy conveniente y la futura ley no será para quien haya adquirido un lote de 5.000 metros cuadrados, sino para el campesino.” (Pag. 84, Historia de la Ley 19.807).”
i) Lo anterior mirado desde la perspectiva del espíritu de la inclusión de la excepción de la letra j) en el texto del decreto ley N° 3.516 que no fue otro sino de:…. “beneficiar al auténtico campesino a fin de facilitar su opción a un subsidio rural, favoreciendo con ello su acceso a diversos beneficios, como luz o agua, y así mejorar sus condiciones de vida, a contrario sensu, se pretende impedir que las personas puedan aprovecharse de esta disposición construyendo en forma indiscriminada, cerca de los centros urbanos de gran impacto social, como Santiago, Valparaíso y Concepción”. (Diputado señor Sabag, Pág. 9, Historia de la Ley 19.807).
“... resolver un problema real que se presenta en el campo, cual es la dificultad que enfrentan los pequeños productores y la familia campesina en general de poseer un terreno con el cual postular a los subsidios habitacionales y otros semejantes” (Diputado señor Larraín, Pág. 19, Historia de la Ley 19.807).
“Actualmente, una de las grandes deficiencias, en el campo, es que cuando los hijos se casan el padre no puede transferirles parte de su terreno, porque no se le permite lotear en superficies inferiores a 5.000 metros cuadrados y no puede entregarles un pedazo de terreno para que postulen al subsidio habitacional”. (Diputado señor Silva, Pág. 30, Historia de la Ley 19.807).
En efecto, conforme los sostiene la Historia Fidedigna de la Ley 19807, que incluyó la letra j) en el decreto ley N° 3.516, de 1980, ésta surge para dar solución al campesinado no a aquél que pudo adquirir una “parcela de agrado”.
j) Así las cosas, se entiende que de la idea de proteger al campesino, surja la redacción propuesta en orden a establecer que las parcelas de agrado no califican en la hipótesis planteada para la excepción, dejando a salvo el caso de este último que si encuentra en la explotación de su predio el sustento para él y su familia.
k) Sin perjuicio de lo anterior, esta División Jurídica es de la opinión que la inclusión del concepto de parcela de agrado, generaría un efecto distorsionador, más que un beneficio.
Conclusión:
Se recomienda la siguiente redacción:
1) Reemplázase el párrafo tercero de la letra j) del artículo 1° por el siguiente:
“Lo dispuesto en esta letra procederá única y exclusivamente respecto de los predios rústicos que generen una actividad económica de tipo agrícola, ganadero o forestal y cuyo avalúo fiscal no exceda del equivalente a mil unidades de fomento al momento de la transferencia. 
2) Agrégase en el inciso quinto del artículo 1°, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), las siguientes oraciones finales:
“Asimismo, en el caso de las transferencias a que se refiere la letra j), se incluirá en la respectiva escritura una declaración jurada del propietario o tradente en que conste que el predio que se transfiere proviene de uno que genera una actividad económica de orden agrícola, ganadero o forestal”.
3) Intercálase el siguiente artículo 3° bis:
“Artículo 3° bis.- El que perjurare o diere falso testimonio respecto de la declaración jurada a que se refiere el inciso quinto del artículo 1°, sufrirá las penas señaladas en el artículo 210 del Código Penal.”.
III. OPINIÓN SOBRE EL MONTO DEL AVALÚO FISCAL DE 1000 UF 
El avalúo propuesto, que es el actual vigente, se estima prudente, si bien fue planteado el año 2002 en el contexto de la dictación de la ley N° 19.807, que modificó el decreto ley N° 3.516 agregando la letra j, referida.
En la actualidad 1.000 UF equivalen al día 09.05.2012 a la suma de $22.627.360.

Lo que se objeta es que en la actual redacción se dispone que la excepción proceda de configurarse uno de los requisitos que en la actualidad son copulativos; esto es:

- El origen o a calidad del predio.

- El monto del avalúo fiscal.
De tal manera su aplicación se torna alternativa, sobre este punto, este Ministerio considera óptimo mantener ambos requisitos como copulativos, a fin de cautelar su aplicación práctica, ello en consideración al fin perseguido por la norma contenida en el decreto ley N° 3.516 que es la preservación del suelo agrícola, evitando así, que se preste para aplicaciones torcidas.
Más aún, si se tiene presente que en los argumentos de la modificación propuesta no se fundamenta la necesidad que se trate de requisitos alternativos y no copulativos, limitándose a replicar la cantidad fijada por la ley N° 19.807.”.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de proponeros que aprobéis, sólo en general, el siguiente proyecto de ley:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley Nº 3.516, de 1980:
1) Reemplázase el párrafo tercero de la letra j) del artículo 1° por el siguiente:

“Lo dispuesto en esta letra no procederá respecto de los predios que califiquen como parcelas de agrado o cuyo avalúo fiscal exceda del equivalente a mil unidades de fomento al momento de la transferencia. Para estos efectos, se entiende por parcela de agrado el predio rústico destinado a la habitación y al esparcimiento, que no genera actividad económica.”.

2) Agrégase en el inciso quinto del artículo 1°, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), las siguientes oraciones finales:

“Asimismo, en el caso de las transferencias a que se refiere la letra j), se incluirá en la respectiva escritura una declaración jurada del propietario o tradente en que conste que el predio que se transfiere no califica como parcela de agrado en todo o parte.”.

3) Intercálase el siguiente artículo 3° bis:

“Artículo 3° bis.- El que perjurare o diere falso testimonio respecto de la declaración jurada a que se refiere el inciso quinto del artículo 1°, sufrirá las penas señaladas en el artículo 210 del Código Penal.”.”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 8 de mayo de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), señora Ximena Rincón González (Hosain Sabag Castillo), José García Ruminot, Hernán Larraín Fernández y Jaime Quintana Leal.

Sala de la Comisión, a 15 de mayo de 2012.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL DÍA NACIONAL DEL TRABAJADOR FORESTAL

(6462-24)
HONORABLE SENADO:
La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Alfonso de Urresti Longton, Fidel Espinoza Sandoval, Manuel Monsalve Benavides e Iván Norambuena Farías.

Hacemos presente que, por tratarse de un proyecto de ley de artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión discutió la iniciativa legal en general y en particular. Asimismo, acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, las siguientes personas:

-De la Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Juan Pablo Rodríguez.

-De la Biblioteca del Congreso Nacional, el Asesor Parlamentario, señor Luis Castro Paredes.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO
El presente proyecto de ley, de conformidad a lo dispuesto en el texto de la Moción que le da origen, tiene por objeto fijar el día 3 de mayo de cada año como el Día Nacional del Trabajador Forestal.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.ANTECEDENTES DE HECHO
Moción parlamentaria.

La referida Moción recuerda que el desarrollo de la actividad forestal ha tenido un crecimiento significativo en los últimos años, lo que ha llevado a transformar esta labor en uno de los pilares de la economía nacional. Este incremento de la actividad forestal ha venido acompañado lógicamente de un aumento considerable de los trabajadores que se desempeñan en esta área económica.

Así, indican sus autores en los fundamentos de la iniciativa, ha nacido la figura del trabajador forestal que es aquel que realiza labores directas de roce, plantación, poda, raleo, corta, aserreo, madereo, cuidado y explotación de bosques, bajo las órdenes del dueño del predio, obra o faena, o de su contratista o subcontratista.

Estos trabajadores, puntualiza la iniciativa de ley, son personas sacrificadas y abnegadas que han debido luchar por el respeto de sus derechos laborales en forma constante. 

Por último, la Moción hace presente que el día de 3 Mayo se recuerda el fallecimiento de uno de componentes de este grupo de trabajadores, Rodrigo Cisternas Fernández, quien murió en defensa de sus derechos laborales. Por todo lo anterior y debido a la relevancia de la fecha transcrita, es que los señores Diputados autores de la Moción consideran necesario crear el Día Nacional del Trabajador Forestal con el objeto de entregar el reconocimiento que merece este sector laboral del país, que forma parte importante de la producción económica nacional y que por mucho tiempo ha debido transitar por el camino de la indiferencia social atendido el alto grado de vulnerabilidad en sus garantías laborales.

- - -

DISCUSIÓN EN GENRAL Y EN PARTICULAR

El texto del proyecto de ley en informe es el siguiente:

“Artículo único.- Declárase el 3 de mayo de cada año como Día Nacional del Trabajador Forestal, debiendo programarse para el efecto actividades en los establecimientos educacionales del país.”

Analizada la propuesta legal y sus fundamentos, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión estimó conveniente aprobarla, al considerarla una buena instancia para reconocer el gran aporte realizado durante muchos años por los trabajadores forestales, quienes han logrado transformar la actividad que desempeñan día a día en uno de los principales pilares de la economía nacional.





Asimismo, todos los Senadores integrantes de la Comisión fueron participes de la idea que la aprobación de esta iniciativa de ley no tiene otra connotación que la reseñada precedentemente, es decir, brindar un especial reconocimiento a este importante sector laboral del país que, en muchas oportunidades, tiene que desarrollar su trabajo en condiciones difíciles.

-Puesto en votación en general y en particular el proyecto de ley en informe, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Navarro.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO
A continuación, y de conformidad al acuerdo adoptado, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar, en general y en particular, y en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, el siguiente: 

Proyecto de ley

“Artículo único.- Declárase el 3 de mayo de cada año como Día Nacional del Trabajador Forestal, debiendo programarse para el efecto actividades en los establecimientos educacionales del país.”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 8 de mayo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Cantero Ojeda (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Jaime Quintana Leal y Alejandro Navarro Brain. 




Sala de la Comisión, a 9 de mayo de 2012.

(Fdo.): Francisco Javier Vives D.

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PROPONE DENOMINAR “AEROPUERTO ANDRÉS SABELLA” AL AEROPUERTO NACIONAL CERRO MORENO
(8107-04)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Carlos Cantero Ojeda y José Antonio Gómez Urrutia.

Hacemos presente que, por tratarse de una iniciativa legal de artículo único, y de conformidad a lo dispuesto en artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió la iniciativa legal en general y en particular a la vez. Asimismo, acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, las siguientes personas:

-De la Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Juan Pablo Rodríguez.

-De la Biblioteca del Congreso Nacional, el Asesor Parlamentario, señor Luis Castro Paredes.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO
El presente proyecto de ley busca denominar el actual Aeropuerto Nacional Cerro Moreno, como Aeropuerto Nacional Andrés Sabella Gálvez, de manera de rendir homenaje al destacado poeta antofagastino, quien legó una vasta obra literaria en nuestro país.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- El número 5 del artículo 63 de la Constitución Política de la República, que enumera como materia propia del dominio legal, las normas que regulen honores públicos a los grandes servidores.

II.ANTECEDENTES DE HECHO
Moción legislativa.

La iniciativa de ley en informe busca denominar el actual Aeropuerto Nacional Cerro Moreno, de la ciudad de Antofagasta, como Aeropuerto Nacional Andrés Sabella Gálvez, de manera de rendir homenaje al destacado poeta nacido en esa ciudad, el día 13 de diciembre de 1912, y que legara una vasta obra literaria a nuestro país. Por esta razón, se puntualiza, la ciudad de Antofagasta comenzó las celebraciones del Centenario del nacimiento del vate, el 13 de diciembre pasado, las que se extenderán hasta igual fecha de este año. 
Continuando con la expresión de fundamentos de esta iniciativa legal, sus autores hacen mención que Sabella es considerado el Poeta Mayor del norte de Chile, perteneciendo a las destacadas generaciones de 1938 y de 1942. Su educación primaria la desarrolló en el Colegio San Luis de la referida ciudad. Posteriormente, egresó de la Escuela de Derecho de la Universidad de Chile, pero no ejerció la profesión de abogado. Su pasión por las letras lo llevó a ser poeta, escritor, novelista, dibujante, prologuista, columnista y profesor. Fue uno de los visionarios que luchó por la llegada de la Universidad de Chile a nuestra ciudad y uno de los fundadores de la Escuela de Periodismo de la Universidad del Norte.




Añaden los señores Senadores autores de esta Moción que su vida literaria se extendió por agitados 60 años, publicando su primer libro a los 17 años edad. En total publicó aproximadamente 40 obras, destacándose entre ellas “Norte Grande, novela del salitre”, en el año 1944. Con la aparición de esta novela se da este nombre a la región norte del país, que antes se conocía como Región del Salitre o del Caliche. En consecuencia, con esta novela se bautizó una importante zona de la geografía de nuestro país.




Su obra literaria abarcó diversas temáticas, entre las que se destaca su literatura infantil y literatura social. Sus temas preferidos fueron el desierto, el mar y el Norte. Su prestigio literario llevó el nombre de Antofagasta a distintas latitudes, constituyéndose en un gran defensor de los derechos del Norte, integrando el mítico “Centro para el Progreso de Antofagasta”. Su acendrado carácter identitario lo llevó a crear el término “antofagastinidad”, que se traduce en el amor profundo e integral que se expresa hacia la ciudad de Antofagasta. Recibió importantes reconocimientos en vida, tales como el de “Caballero del Ancla” en 1953, “Doctor Honoris Causa Universidad Católica del Norte” en 1977, miembro de la Academia Chilena de la Lengua, Gentilhombre de Mar -Hermandad de la Costa-, miembro de la Sociedad Bolivariana y muchas otras instituciones. Además mantuvo, en diversos medios de prensa, tales como El Mercurio de Antofagasta, La Segunda, Revista Hoy, la destacada columna “Linterna de Papel”. También mantuvo durante 33 años el Cuadernillo “HACIA”, publicación literaria especializada, en que escogía lo mejor que se había escrito acerca de un tema determinado, convirtiéndose en la publicación literaria gratuita de más larga duración en el país. Asimismo, destacan que Andrés Sabella fue un dibujante de singular estilo, siendo sus dibujos eran realizados con tinta china y coloreados con acuarela. Lamentablemente ellos fueron escasos, por cuanto, los hacía para regalar a sus amigos en ocasiones especiales.




Andrés Sabella Gálvez falleció en Iquique el 26 de agosto de 1989 y sus restos descansan en el Mausoleo Sabella, ubicado en el Cementerio General de Antofagasta. Finalmente, los autores de la Moción, destacan que actualmente existen en Antofagasta una serie de instituciones que acuñan su nombre, tales como, el “Museo Andrés Sabella”, el prestigiado establecimiento educacional “Liceo Andrés Sabella” y la Avenida Andrés Sabella.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Al dar inicio a la discusión del proyecto, la Comisión acordó recabar la opinión acerca de esta iniciativa al Consejo Regional de la Región de Antofagasta, a la Fuerza Aérea de Chile y a la Dirección General de Aeronáutica Civil

Asimismo, se acordó requerir de la Biblioteca del Congreso Nacional un estudio relativo al procedimiento que los países utilizan en la determinación de los nombres de sus terminales aéreos. Además, se solicitó informar sobre los antecedentes históricos que avalen los cambios de nombre de los aeropuertos en Chile.

a.- La Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC), al pronunciarse sobre los impactos que se producirían con el cambio de nombre de los Terminales Aéreos y los tiempos que ello importaría, informó que los plazos se empiezan a contabilizar una vez que se hayan dictado y tramitado totalmente los decretos que oficializan los nuevos nombres de los aeropuertos, conforme la enmienda legal, y que los procesos de modificación de la información nacional e internacional que se aplican en los aeropuertos internacionales tienen un tiempo total de demora de cinco meses.





Asimismo, añadió, el cambio de nombre de un aeropuerto informado a los usuarios por medio de una publicación regular, y considerando que se realizan publicaciones oficiales dos veces al año, es de 4 meses.

b.- La Fuerza Aérea de Chile, al informar respecto del tiempo que demoraría el proceso de adaptación de la cartas de navegación como consecuencia del cambio de nombre propuesto, señaló que las publicaciones aeronáuticas que emplea la Institución son las que publica periódicamente la organización reguladora de la operación de rutas y terminales del país, esto es, la Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC), que como ya se ha señalado, informó que el plazo sería de cinco meses.





c.- El Consejo Regional de Antofagasta, en sesión ordinaria del día 9 de marzo recién pasado, acordó, por unanimidad, manifestar que se “reconoce el trascendente y significativo aporte a la cultura e identidad de la región del poeta Andrés Sabella Gálvez”.

Asimismo, consideró que la iniciativa parlamentaria destinada al cambio de denominación del actual Aeropuerto Cerro Moreno debiera considerar un procedimiento de participación ciudadana y de las municipalidades de la región.

Por último, reconoció que el mecanismo de consulta de iniciativas parlamentarias a los consejos regionales, y en particular al Consejo Regional de Antofagasta, es de alto interés del órgano colegiado, pues permite recoger, en decisiones propias del Honorable Congreso Nacional, las realidades institucionales, regionales y locales.





d.- La Biblioteca del Congreso Nacional, informó que, en particular, se encontró sólo en la legislación de Argentina y Brasil la forma en que se denominan o identifican los terminales aéreos. En ambos países se señala que llevarán el nombre de la ciudad o pueblo en que estén emplazados. Además, en el caso brasileño, se permite sólo por ley especial que un aeropuerto o un aeródromo pueden tener el nombre de un brasileño ilustre. En todo caso, ni la ley ni los reglamentos consultados, señalan un procedimiento especial para estos nombramientos.

Teniendo a la vista los oficios enviados y sus respectivas respuestas, los Honorables Senadores integrantes de la Comisión, dieron inicio a la discusión en general y en particular de la iniciativa en informe.

En primer lugar, la Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que de la lectura de la comunicación enviada por el Consejo Regional de la Región de Antofagasta, no quedaba claro si la referida instancia compartía o no la idea de aprobar el cambio de nombre al principal Terminal Aéreo de esa ciudad. Agregó que lo único cierto en aquel documento es que se propone contemplar un procedimiento de participación ciudadana y de las municipalidades de la Región.

Por su parte, el Honorable Senador señor Cantero, deteniéndose en la intervención de la Honorable Senadora señora Von Baer, explicó que los homenajes a figuras públicas se encuentra regulado, en el marco constitucional, en el numeral 5 del artículo 63 de la Carta Fundamental, al determinarla como una materia sujeta al dominio legal, y que, en ese contexto, se ha solicitado al Ministerio de Educación, en reiteradas oportunidades que considere la regulación de este tipo de materias, a través de normas jurídicas distintas a las de una ley.

Precisado lo anterior, sostuvo que, según su parecer, si las infraestructuras son de carácter nacional, debería consultarse a las autoridades nacionales; si son de orden regional, debería hacerse al Consejo Regional respectivo y si ellas son de carácter comunal, la consulta debería efectuarse a las autoridades comunales. En ese sentido, hizo notar que como la infraestructura del Aeropuerto de la ciudad de Antofagasta es de carácter nacional hay que dirigirse a las autoridades nacionales, lo que se efectuó en este caso, según se ha señalado precedentemente en este informe. 

Sin perjuicio de lo anterior, y como esta iniciativa también tiene cierto interés local se decidió consultar al respectivo Consejo Regional, mas estimó que requerir el pronunciamiento de las comunas de la respectiva Región, como lo plantea en su respuesta el órgano regional de Antofagasta no resulta necesario, dadas las razones mencionadas.

A mayor abundamiento, indicó que la aprobación de la idea matriz contenida en la Moción queda claramente establecida al tenor de la frase utilizada en la comunicación enviada por el mencionado organismo, la cual señala que el CORE “reconoce el trascendente y significativo aporte a la cultura e identidad de la región del poeta Andrés Sabella Gálvez”.

En otro orden de ideas, y tal como se expresa en la exposición de motivos de la Moción, recordó que este año se cumplen cien años desde el nacimiento del aludido vate. En ese marco, puntualizó, sería conveniente que el principal terminal aéreo de la ciudad que lo vio nacer y a la que, gracias a sus obras literarias, dio a conocer en distintas latitudes, recoja su nombre.

Una vez efectuadas estas precisiones, la Honorable Senadora señora Von Baer, aclarando su intervención anteriormente expuesta, sentenció que su preocupación radicaba en aprobar una iniciativa legal sin contar con el respaldo regional necesario. Agregó que, como lo señalara el Honorable Senador señor Cantero, la lectura del documento enviado por el Consejo Regional de Antofagasta, hace posible también concluir que la instancia adhiere al cambio de nombre, por lo que estaría de acuerdo en aprobar este proyecto.

Enseguida, y en relación con este aspecto, el Honorable Senador señor Cantero informó que habiéndose comunicado tanto con la familia del poeta como con la Corporación Andrés Sabella, ellas se mostraron muy agradecidas y expectantes de la iniciativa impulsada.

Finalmente, el Honorable Senador señor Quintana consideró muy positivo el proyecto en estudio y aseveró que si bien la consulta, y posterior respuesta, al respectivo Consejo Regional resulta útil, ella no es vinculante a la hora de legislar, toda vez que el Congreso Nacional cuenta con atribuciones suficientes para cambiar la denominación del terminal aéreo en cuestión, independientemente de cuál sea la opinión que pueda formular la referida instancia regional.

Establecido lo anterior, puso de relieve que para la Región de Antofagasta la aprobación de la iniciativa legal será muy positiva, ya que permitirá dar a conocer el nombre de tan destacado poeta en Chile y el mundo.

- Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de ley, en general y en particular a la vez, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Navarro. 

- - -

TEXTO DEL PROYECTO
En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene a honra proponer a la Sala la aprobación, en general y en particular, del siguiente 

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Único.- “Denomínese “Aeropuerto Andrés Sabella” al actual Aeropuerto Nacional Cerro Moreno, situado en la ciudad de Antofagasta en la Segunda Región, con el objeto de rendir homenaje a la figura y obra del destacado Poeta oriundo de dicha ciudad.”.”.
- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 4 de Enero y 8 de Mayo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Cantero Ojeda (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Jaime Quintana Leal y Alejandro Navarro Brain.




Sala de la Comisión, a 9 de mayo de 2012.

(Fdo.): Francisco Javier Vives D.,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, RESPECTO DE MEMORIAL EN RECUERDO DE VÍCTIMAS DE ACCIDENTE AÉREO EN ARCHIPIÉLAGO JUN FERNÁNDEZ

(7936-04)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señora Lily Pérez San Martín y señores Jaime Quintana Leal, Francisco Chahuán Chahuán, Ricardo Lagos Weber e Ignacio Walker Prieto.


La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado.


A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros:


- De la Biblioteca del Congreso Nacional el Asesor Parlamentario, señor Luis Castro. 
- - -
OBJETIVOS DEL PROYECTO

El proyecto de ley tiene por finalidad permitir la construcción de un memorial, en el Archipiélago de Juan Fernández, en reconocimiento de las víctimas del accidente aéreo del día 2 de Septiembre de 2011, como una forma de realizar un homenaje y recuerdo a los compatriotas fallecidos en dicha ocasión.
- - -

ANTECEDENTES


Moción Parlamentaria.


Los autores de la Moción indican que el accidente aéreo ocurrido en el archipiélago Juan Fernández el día viernes 2 de septiembre de 2011, generó una muy profunda consternación en todo el país. Además de la repentina e inesperada muerte de queridos y destacados compatriotas, se agregan circunstancias que convierten a la tragedia en una de especial lamento.

Hicieron presente que en el vuelo del avión casa 212 de la Fuerza Aérea de Chile, que capotó la fatídica tarde del día viernes 2 de septiembre de 2011, viajaban personas de una especial valía, quienes lo hacían motivadas en el más puro espíritu altruista, de ayuda al prójimo.

Destacan que junto al equipo de Televisión Nacional de Chile, del programa “Buenos días a Todos” encabezado por el animador Felipe Camiroaga, cuyo propósito era conocer y transmitir al país los avances del proceso de reconstrucción luego del maremoto del 27 de febrero de 2010, viajaba un grupo de la Fundación Desafío Levantemos Chile, a cargo del empresario y filántropo Felipe Cubillos Sigall. Junto a ellos, iban profesionales del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, quienes lo hacían para realizar una capacitación en la formulación de proyectos para la postulación a los Fondos Cultura, además del personal de la Fuerza Aérea a cargo del avión.

En total, eran 21 las que personas iban en el avión de la FACH. Felipe Camiroaga, Roberto Bruce, Sylvia Slier, Carolina Gatica y Rodrigo Cabezón, formaban parte del equipo de TVN. De la Fundación Levantemos Chile, Felipe Cubillos, Sebastián Correa, Joel Lizama, Catalina Vela, Jorge Palma y Joaquín Arnolds; del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, Galia Díaz y Romina Irarrázaval. Por su parte, la tripulación estaba compuesta por la Teniente y piloto Carolina Fernández, el Cabo segundo Flavio Olivo, el Teniente Juan Pablo Mallea, el Sargento primero Eduardo Jones, el Cabo primero Eduardo Estrada y el Cabo segundo Erwin Núñez. También viajan los funcionarios de la FACH José Cifuentes, relacionador público de la institución, y Rodrigo Fernández.

Enfatizaron que es parte de una tradición chilena fuertemente arraigada, recordar sucesos lamentables como éstos, a través de testimonios físicos; cientos de estatuas, monumentos y memoriales a lo largo de nuestro país, nos recuerdan diversos acontecimientos, que no sólo nos ayudan a mantener viva la memoria histórica, sino a rendir homenajes a quienes nos merecen un especial respeto, cariño y admiración, como en esta caso, donde el país ha perdido a un grupo de ejemplares y queridos compatriotas, que no escatimaron riesgos ni costos con tal de ir en ayuda del prójimo.

Por último, expresaron que esperaban de esta manera, realizar su humilde contribución al homenaje y eterno recuerdo con que el país despide a sus queridos y añorados compatriotas.

- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL

Al inicio de la discusión, uno de los autores de la Moción, el Honorable Senador señor Quintana, señaló que una vez ocurrido el accidente aéreo, y teniendo las atribuciones pertinentes, un grupo de Senadores consideró oportuno, y no obstante los diversos homenajes de que fueron objeto las víctimas, construir un memorial en el Archipiélago. En este sentido, recalcó que la iniciativa propone la creación de algunos mecanismos para obtener fondos directos y precisó, a mayor abundamiento, que esta iniciativa ha sido ampliamente celebrada por el Municipio de dicha comuna.

Consideró que este proyecto es una mínima contribución que puede realizar el Parlamento en esta materia. Además se hizo presente que el memorial propuesto va a estar situado en la misma comuna de Juan Fernández, en un lugar que defina la Municipalidad en conjunto con el Ministerio de Cultura y las Artes, la cual se financiará a través de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados . 

También destacó que se contempla la creación de una Comisión con integrantes  Ad- Honorem, encargados de cumplir con los objetivos de ésta iniciativa, que la integrarán el Ministro de aquella cartera de Estado, un representante de la Ilustre Municipalidad de Juan Fernández, un representante del Directorio de Televisión Nacional de Chile, un representante de la Fundación Desafío Levantemos Chile, los senadores de la 5ª y 6ª circunscripción, los Diputados correspondientes, los Decanos de las Facultades de Arquitectura de la Pontifica Universidad Católica de Valparaíso, Universidad Federico Santa María y Universidad de Valparaíso, el Intendente de la Región de Valparaíso y un familiar de cada una de las víctimas que deseen participar.

Esta comisión estará facultada, entre otros aspectos, para determinar el sitio en el que se emplazarán las obras y monumentos en coordinación con el Consejo de Monumentos Nacionales. 











Expuestos estos antecedentes, la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión expresó su asentimiento con esta iniciativa y con los fundamentos expuestos por el Honorable Senador señor Quintana, en los términos que fueron reseñados precedentemente.

- Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Navarro.

- - - 
TEXTO DEL PROYECTO

De conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar en general el siguiente:


PROYECTO DE LEY


Artículo 1°.- Autorízase erigir un memorial, en el archipiélago Juan Fernández, en reconocimiento de las víctimas del accidente aéreo del 2 de septiembre de 2011.


Artículo 2°.- La obra se financiará mediante erogaciones populares, obtenidas a través de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que se establece en el artículo 4°.


Artículo 3°.- Créase un fondo destinado a las erogaciones, donaciones y demás aportes señalados en el artículo precedente.


Artículo 4°.- Créase una comisión especial, compuesta por integrantes ad-honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por el Ministro de Cultura y de las Artes, que la presidirá, un representante de la Ilustre Municipalidad de Juan Fernández; un representante del directorio de Televisión Nacional de Chile; un representante de la Fundación Desafío Levantemos Chile; los senadores de la 5a y la 6a circunscripción; los diputados de los distritos 13, 14 y 15; los decanos de las Facultades de Arquitectura de las Universidades Pontificia Católica de Valparaíso, Federico Santa María y de Valparaíso; el Intendente de la Región de Valparaíso, y voluntariamente por hasta un familiar por cada una de las víctimas, que deseen participar.


El quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría simple de sus miembros.


Artículo 5°.- La comisión especial que se crea, tendrá las siguientes funciones:


a) Determinar la fecha y forma en que se efectuarán las colectas públicas contempladas en el artículo 2°, como también realizar las gestiones pertinentes destinadas a que ellas se efectúen.


b) Determinar el sitio en que se emplazarán las obras y monumentos, en coordinación el Consejo de Monumentos Nacionales, y disponer y supervigilar su construcción en el plazo establecido, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales.


c) Convocar para el diseño y ejecución de las obra, a profesionales de reconocido prestigio.


d) Administrar el fondo creado por el artículo 3°, y


e) Abrir una cuenta corriente bancaria especial para gestionar el referido fondo.


Artículo 6°.- Las obras deberán ejecutarse en el plazo de 10 años, contado desde la publicación de la presente ley. Vencido dicho plazo sin que se hubieren ejecutado las obran, los recursos obtenidos hasta esa fecha por concepto de erogaciones serán aplicados a los objetivos de beneficencia que la Comisión establezca.


Artículo 7°.- Si al concluir la construcción de los monumentos, resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin específico que la comisión especial determine.

- - -
Acordado en las sesión celebrada el día 8 de Mayo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Cantero Ojeda (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Jaime Quintana Leal y Alejandro Navarro Brain.

Sala de la Comisión, a 9 de Mayo de 2012.

(Fdo.): Francisco Javier Vives D.

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AUTORIZA A ERIGIR UN MONUMENTO MEMORIA DEL EX DIPUTADO SEÑOR JUAN BUSTOS RAMÍREZ
(8087-04)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Alejandro Navarro Brain, José Antonio Gómez Urrutia, Ricardo Lagos Weber y Eugenio Tuma Zedán.

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36, del Reglamento del Senado.


A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros:


- De la Biblioteca del Congreso Nacional el Asesor Parlamentario, señor Luis Castro.

OBJETIVOS DEL PROYECTO
El proyecto de ley tiene como objetivo que se autorice erigir un monumento, en la Provincia de Marga Marga, Región de Valparaíso, en memoria del destacado abogado, ex Diputado de la República y servidor público, señor Juan Bustos Ramírez.

- - -

ANTECEDENTES

I.ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- El número 5 del artículo 63 de la Constitución Política de la República, que enumera como materia propia del dominio legal, las normas que regulen honores públicos a los grandes servidores.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


Moción Parlamentaria.


Los autores de la Moción, hacen presente que don Juan José Bustos Ramírez nació el 8 de diciembre de 1935 en la ciudad de Santiago, en la casa de su madre, ubicada en el sector de la Plaza del Roto Chileno, el conocido y tradicional Barrio Yungay.

Posteriormente, cursó sus estudios en el Instituto Nacional y en la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de Chile, donde fue ayudante de las cátedras de Derecho Penal de Luis Cousiño Mac Iver, así como de Historia del Derecho, con Jaime Eyzaguirre. Tan pronto se licenció, estudió y se doctoró en algunas de las mejores universidades europeas. Así, en 1960, obtuvo una beca en la Universidad Complutense de Madrid bajo la dirección de Juan del Rosal. Posteriormente, fue becado para ingresar a la Universidad de Bonn, donde estudió bajo la dirección de Hans Welzel, y donde conoció a profesores como Armin e Hilde Kaufmann, Zielinski, y Günther Jakobs, obteniendo el grado de doctor por su clásica tesis "Culpa y finalidad".

Destacan que una vez de vuelta en Chile, en la época dorada del Derecho Penal, su amigo, el profesor Eduardo Novoa Monreal lo nombró profesor auxiliar de la cátedra en la Universidad de Chile, incorporándose junto a profesores de la talla de Etcheberry, Cury, Politoff, Grisolía, Vivanco y Yáñez al trabajo en la magnífica Revista de Ciencias Penales, editada en el instituto homónimo.

En 1966 fue profesor de la Universidad de Chile, sede Valparaíso, (en la que volvió a dictar cursos de especialización el año 2001 y 2002). Luego, en 1968 por concurso público es nombrado profesor titular de derecho penal de la Universidad de Chile, de la que fue director de su Departamento de Ciencias Penales. Sin embargo su intensa vida académica siempre fue de la mano con sus ideas y acción política, participando activamente como militante del Partido Socialista de Chile, ocupando los cargos de Secretario Político de la Primera Comuna de Santiago (entre 1968 y 1969); Secretario Regional Centro, entre 1970 y 1973. Más tarde, en 1996, sería miembro del Comité Central y de la Comisión Política, y posteriormente Secretario Nacional de la colectividad, ese mismo año.

Subrayan que Juan Bustos fue dirigente y activo colaborador en el triunfo que llevó a la Presidencia de la República a Salvador Allende Gossens, en septiembre de 1970, y por la desoladora tragedia que se abatió sobre Chile en 1973,  partió al exilio, haciendo sus primeras clases en la Universidad Central de Tegucigalpa.
Hacen presente que luego pasó a Argentina, para hacer clases en la prestigiosa Universidad de Buenos Aires. No obstante lo anterior, fue detenido en la porteña ciudad, en el marco de la denominada "Operación Cóndor", permaneciendo detenido durante seis meses, logrando recuperar su libertad gracias a las gestiones de sus amigos los profesores Julio Maier, Armin Kaufmann y el ministro del Interior alemán Werner Maihofer. 
De vuelta en Alemania, recibe la beca Von Humboldt, dictando clases de Derecho Penal comparado en la Universidad de Bonn y luego en Colonia de la mano de la profesora Hilde Kaufmann, con quien mantuvo una gran amistad. Gracias a la invitación del eminente catedrático español, Juan Córdoba Roda, que le prestó siempre toda su ayuda en España, se incorporó como profesor adjunto de Derecho Penal en la Universidad de Barcelona, donde conoció a Quintero Olivares, Mir Puig, y García Aran, entre otros. 
En 1978, se instala en la Universidad de Lérida, teniendo como profesor adjunto a su entrañable amigo y discípulo Hernán Hormazábal. Luego de obtener por concurso la cátedra de La Laguna, arriba como catedrático a la Universidad Autónoma de Barcelona, donde inicia una fructífera actividad académica, llegando a ser vice decano y colaborador de las más prestigiosas universidades europeas: en Saarbrücken con Alessandro Baratía, Rotterdam con Louk Hulsman, Sussex con Jack Joung, y en la de Bologna con Massimo Pavarini. En este tiempo, participa en diversas actividades académicas, entre otros con los profesores Hassemer, Ferrajoli, Roxin, Albrecht, Baratía, Muñoz Conde, Berdugo, Terradillos, Tiedemann, Arroyo Zapatero, Maier, Baigún, Bramont, Fernández y Zaffaroni, entre otros grandes penalistas y criminólogos.

Sus obras (más de una docena de monografías, dos manuales, obras completas y numerosos artículos especializados) y una vida dedicada a la docencia han sido reconocidas tanto en Europa como en América Latina, tal como lo acreditan numerosas invitaciones y homenajes que recibió de las más importantes universidades de ambos continentes. Su aporte en la teoría del delito lo llevó a plantear de manera original tres teorías sobre la cuestión penal, entre ellas la teoría del sujeto responsable. Su vida y obra académica, ha influido en estudiantes de iodos los países de habla hispana, y particularmente de sus discípulos, entre otros, Alejandro W. Slokar, José Urquizo, Elena Larrauri, Celia Suay, María Inés Horvitz y Jean Pierre Matus.

Destacan también que su compromiso con la democracia, quedó de manifiesto en sus trabajos académicos, lo que lo llevó a demandar ante los tribunales chilenos justicia y castigo para los violadores de los derechos humanos. Su labor más reconocida en este ámbito la cumplió como abogado penalista en los casos del asesinato del ex Canciller Orlando Letelier (Washington, 1976); así como en el juicio contra de los ex jerarcas de la Dirección Nacional de Inteligencia,  Manuel Contreras y Pedro Espinoza; como abogado querellante en contra del general, Augusto Pinochet; y en el proceso por la desaparición del militante socialista, Jaime Aldoney, en la Región de Valparaíso.

En 1997 fue electo diputado por el Distrito N°12, representado a las comunas de Limache, Quilpué, Villa Alemana y Olmué, en la Región de Valparaíso, para el período legislativo de 1998-2002, integrando la Comisión Permanente de Constitución, Legislación y Justicia.

En diciembre de 2001 fue reelegido diputado, en representación del Partido Socialista, por el mismo Distrito, para el período 2002-2006, integrando la misma Comisión, la que presidió durante un tiempo y la de Familia, así como la Comisión Especial Sobre Seguridad Ciudadana.

En diciembre de 2005 fue nuevamente reelecto diputado, por el mismo Distrito para el período 2006 a 2010 y continuó integrando la Comisión Permanente de Constitución, Legislación y Justicia; y fue miembro de la Comisión Especial de Libertad de Expresión y Medios de Comunicación. Asumió la presidencia de la Cámara de Diputados el 13 de marzo de 2008, cargo que desempeñó hasta el día de su fallecimiento, el 7 de agosto de 2008.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Puesto en discusión en general el proyecto de ley, la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión destacó las cualidades de Juan Bustos, en el ámbito del derecho, de la docencia y la política, de manera que se consideró que ésta iniciativa constituía una pequeña contribución al reconocimiento de la trayectoria del ex Diputado como servidor público y como académico de renombre internacional.

- Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Navarro. 

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

De conformidad con el acuerdo adoptado, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar en general el siguiente:


PROYECTO DE LEY


Artículo 1°. Autorícese erigir un monumento, en la Provincia de Marga Marga, Región de Valparaíso, en memoria del destacado abogado, ex Diputado de la República y servidor público, Juan Bustos Ramírez.


Artículo 2°. Las obras se financiarán mediante la realización de una colecta pública en la Provincia de Marga Marga. Su producto se depositará en una cuenta especial que al efecto se abrirá en el Banco Estado.


Artículo 3°. Créase un fondo especial con el mismo objeto, que estará constituido por erogaciones, donaciones y aportes privados.


Artículo 4°. Créase una Comisión Especial de diez integrantes ad honorem encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará integrada por los alcaldes de las comunas de la Provincia de Marga Marga, uno de los cuales presidirá la Comisión, los Senadores de la 5a Circunscripción, los diputados del distrito 12, el Secretario Regional Ministerial de Educación y el Gobernador Provincial de Marga Marga.


Artículo 5°. La Comisión tendrá las siguientes funciones:


a) Preparar las bases y el llamado a concurso público;


b) Determinar la comuna y fijar la ubicación exacta donde se ubicará el monumento;


c) Seleccionar los proyectos respectivos;


d) Organizar las colectas públicas dispuestas en el artículo 2°;


e) Administrar la cuenta y el fondo especiales establecidos en los artículos 2° y 3°, respectivamente; y,


f) Adquirir los bienes necesarios para el emplazamiento y la erección del monumento."


Artículo 6°. La Comisión iniciará las actividades para ejecutar el monumento a Juan Bustos Ramírez, dentro de los 5 años contados desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.
Acordado en sesión celebrada  el día 8 de Mayo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Cantero Ojeda (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Jaime Quintana Leal y Alejandro Navarro Brain.

Sala de la Comisión, a 9 de Mayo de 2012.

(Fdo.): Francisco Javier Vives D.,
Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AUTORIZA A ERIGIR UN MONUMENTO EN MEMORIA DEL DIRIGENTE SINDICAL Y EX DIPUTADO SEÑOR MANUEL BUSTOS HUERTA

(8111-04)
HONORABLE SENADO:

La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Alejandro Navarro Brain, Ricardo Lagos Weber, Jaime Quintana Leal, Fulvio Rossi Ciocca y Mariano Ruiz-Esquide Jara.

Os hacemos presente que la iniciativa legal fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado.

A la sesión en que se discutió esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, las siguientes personas:

-De la Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Juan Pablo Rodríguez.

-De la Biblioteca del Congreso Nacional, el Asesor Parlamentario, señor Luis Castro Paredes.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

La iniciativa legal busca erigir un monumento en la Región Metropolitana en memoria del destacado dirigente sindical y ex Diputado de la República, señor Manuel Bustos Huerta, reconociendo su gran contribución a los trabajadores de nuestro país.
- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- El número 5 del artículo 63 de la Constitución Política de la República, que enumera como materia propia del dominio legal, las normas que regulen honores públicos a los grandes servidores.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

Moción parlamentaria.

La iniciativa legal en informe busca erigir un monumento en la Región Metropolitana en memoria del destacado dirigente sindical y ex Diputado de la República, señor Manuel Bustos Huerta, reconociendo de esta manera a quien fuera líder de la Central Unitaria de Trabajadores, fundador del Grupo de los 10 y de la Coordinadora Nacional Sindical, Vicepresidente de la Confederación Internacional de Organizaciones Sindicales Libres, miembro del Consejo Administrativo de la Organización Internacional del Trabajo y Diputado de la República por el distrito N° 17 correspondiente a las comunas de Conchalí, Huechuraba y Renca, entre los años 1998 y 1999. 
En los fundamentos de la Moción se destaca que en su labor como parlamentario creó la bancada social y propició, junto con el Honorable Diputado señor Rodolfo Seguel, a la ley N° 19.631, norma que obliga a los empresarios a acreditar el pago de las cotizaciones previsionales del trabajador al momento de su despido.
Por las razones expuestas, y por su gran contribución a los trabajadores de nuestro país, se propone erigir un monumento en su memoria, obra que será financiada por medio de la realización de una colecta pública y los dineros obtenidos del fondo especial que se propone crear. Por último, se sugiere en el proyecto de ley que una Comisión Especial, que deberá dar inicio a la ejecución del monumento dentro de los 5 años siguientes a la publicación de la futura ley, sea la encargada de ejecutar los objetivos descritos para lo cual se le asignan las funciones que ello supone. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Analizada la propuesta legal y sus fundamentos, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión estimó conveniente aprobar la iniciativa al considerarla una buena instancia para reconocer el gran aporte realizado por el dirigente sindical y ex Diputado, señor Manuel Bustos Huerta a la legislación laboral de nuestro país.

-En consecuencia, puesto en votación el proyecto de ley en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores señor Cantero, Quintana y Navarro. 

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de las consideraciones anteriores y del acuerdo adoptado, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar en general el siguiente 

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°. Autorícese erigir un monumento, en la Región Metropolitana, en memoria del destacado dirigente sindical y ex Diputado de la República, Manuel Bustos Huerta.

Artículo 2°. Las obras se financiarán mediante la realización de una colecta pública en la Región Metropolitana. Su producto se depositará en una cuenta especial que al efecto se abrirá en el Banco Estado.

Artículo 3°. Créase un fondo especial con e! mismo objeto, que estará constituido por erogaciones, donaciones y aportes privados.

Artículo 4°. Créase una Comisión Especial de diez integrantes ad honorem encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará integrada por los alcaldes de las comunas de Conchalí, Huechuraba y Renca, uno de los cuales presidirá la Comisión, los Senadores de la T Circunscripción, los diputados del Distrito 17, el Secretario Regional Ministerial de Educación, el Intendente de la Región Metropolitana y el presidente de la CUT.

Artículo 5°. La Comisión tendrá las siguientes funciones:

a) Preparar las bases y el llamado a concurso público;

b) Determinar la comuna y fijar la ubicación exacta donde se ubicará el monumento;

c) Seleccionar los proyectos respectivos;

d) Organizar las colectas públicas dispuestas en el artículo 2°;

e) Administrar la cuenta y el fondo especiales establecidos en los artículos 2° y 3°, respectivamente; y,

f) Adquirir los bienes necesarios para el emplazamiento y la erección del monumento."
Artículo 6°. La Comisión iniciará las actividades para ejecutar el monumento a Manuel Bustos Huerta, dentro de 5 años contados desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 8 de Mayo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor Cantero (Presidente), señora Von Baer y señores Quintana y Navarro. 
Sala de la Comisión, a 9 de Mayo de 2012.

(Fdo.): Francisco Javier Vives D.

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AMPLÍA EL PLAZO PARA LA ERECCIÓN DEL MONUMENTO DEL ARTISTA ROBERTO MATTA ECHAURREN

(8038-04)
HONORABLE SENADO:
La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, señora Isabel Allende Bussi y señores Carlos Bianchi Chelech, Guido Girardi Lavín y Hernán Larraín Fernández.

Hacemos presente que, por tratarse de una iniciativa legal de artículo único, y de conformidad a lo dispuesto en artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió la iniciativa legal en general y en particular a la vez. Asimismo, acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, las siguientes personas:

-De la Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Juan Pablo Rodríguez.

-De la Biblioteca del Congreso Nacional, el Asesor Parlamentario, señor Luis Castro Paredes.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO
La iniciativa legal tiene por finalidad ampliar de cinco a ocho años el plazo establecido en la ley N° 20.132  para erigir un monumento en memoria del artista Roberto Matta Echaurren toda vez que ha  expirado el plazo legal original para hacerlo, y ello no ha ocurrido, no habiéndose constituido la comisión encargada de ejecutar la obra.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.-.Numeral 5 del artículo 63 de la Constitución Política de la República, que enumera como materia propia del dominio legal, las normas que regulen honores públicos a los grandes servidores.





2.- La ley N° 20.128, publicada el 17 de noviembre de 2006, que autoriza la construcción de un monumento en memoria del artista Roberto Matta Echaurren.





Su artículo 8° dispone que el monumento deberá erigirse en el plazo de cinco años, contado desde la fecha de la publicación de la presente ley. Si vencido dicho plazo no se hubiere ejecutado la obra, los recursos obtenidos hasta esa fecha por concepto de erogaciones serán aplicados a los objetivos culturales que la comisión establezca.

II.ANTECEDENTES DE HECHO
Moción Parlamentaria.
La referida Moción tiene por finalidad ampliar de 5 a 8 años el plazo establecido en el artículo 8° de la ley N° 20.132 para erigir un monumento en memoria del artista Roberto Matta Echaurren, ya que, expirado el plazo legal original, y hasta la fecha, la comisión encargada de ejecutar la obra no se constituyó.
Recuerda la Moción que con fecha 17 de Noviembre de 2006 se publicó en el Diario Oficial, como se señalara precedentemente, la ley N° 20.132, originada en un Mensaje Presidencial, mediante la cual se autorizó erigir un monumento en memoria del artista Roberto Matta Echaurren. Dicho texto legal, asegura, estableció en su artículo 4° la creación de una Comisión Especial Ad Honorem, compuesta por un Senador y un Diputado, designados por sus respectivas Cámaras; el Alcalde de la Municipalidad de Santiago; un representante del Ministerio de Educación; un representante del Consejo de Monumentos Nacionales; dos decanos de facultades de arquitectura o de las artes y un representante de la familia del artista Roberto Matta Echaurren, los que deberían cumplir las funciones que se enumeran en su artículo 5°.

Sobre el particular afirman que por diversos motivos, no se ha podido constituir la comisión ejecutoria de esta obra, y por ende, no ha resultado posible erigir el referido monumento en el plazo de cinco años, contado desde la publicación de la ley, que se establece el artículo 8° de la misma, ya que dicho plazo expiró el 17 de noviembre del año 2011.

En tal virtud, y existiendo plena voluntad para llevar a cabo la ejecución de este monumento, dada la importancia que ha significado para las artes de nuestro país la figura del artista Roberto Matta Echaurren, que adquirió fama mundial, los autores de la Moción en estudio estiman necesario otorgar un plazo adicional para dicho propósito, el que para ejecutar cabalmente la obra, se estima en unos tres años más.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Analizada la propuesta legal y sus fundamentos, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión estimó conveniente aprobarla, toda vez que, tal como se expresó con ocasión de la discusión de la ley N° 20.132,
 que autorizó erigir el monumento en memoria del destacado artista nacional, es relevante reconocer la vida y la obra de este arquitecto, artista y pintor chileno del siglo XX, cuya fama rebasó los límites de la nación adquiriendo una proyección internacional pocas veces conocida, y por ello es necesario otorgar un plazo adicional para que se materialice dicho reconocimiento.
-En consecuencia, puesto en votación el proyecto de ley, en general y en particular, a la vez, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Navarro. 

- - -

TEXTO DEL PROYECTO
En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar, en general y en particular, el siguiente:

PROYECTO DE LEY:





“Artículo único: Reemplázase en el artículo 8° de la ley N° 20.132, la expresión numérica “cinco” por “ocho”.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 8 de mayo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Cantero Ojeda (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Jaime Quintana Leal y Alejandro Navarro Brain.





Sala de la Comisión, a 9 de mayo de 2012.

(Fdo.): Francisco Javier Vives D.,

Secretario de la Comisión
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR BIANCHI, SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑORES LAGOS, NAVARRO, TUMA, WALKER, DON PATRICIO Y ZALDÍVAR, CON EL QUE SOLICITAN A S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA ENVIAR UN PROYECTO DE LEY QUE REGULE LA FORMA DE FINANCIAMIENTO DEL INCENTIVO AL RETIRO DE LOS FUNCIONARIOS DE LAS UNIVERSIDADES ESTATALES, MEDIANTE UNA FÓRMULA DE CORRESPONSABILIDAD ENTRE LAS UNIVERSIDADES Y EL FISCO

(S 1476-12)

Parte vital para el funcionamiento de la educación de calidad está determinado por la necesidad de una estructura fuerte. Es en este sentido que pedimos al Estado se haga responsable de dar las condiciones para gozar de una estructura que soporte y potencie el sistema de educación chilena.
El tema puntual es el incentivo al retiro, que tantas veces nos ha ocupado. Es por lo mismo que se presentó un proyecto para reconocer de modo general la figura de la indemnización por años de servicios, ya que con ello se subsanan distintos vicios, del cual la desigualdad en el tratamiento del retiro de los funcionarios del sector público es una muestra.
En este caso, los funcionarios de las universidades reclaman con toda justicia que el Estado se haga cargo íntegramente de la suma en Unidades de Fomento que corresponden a cada trabajador, como sucede en otros ámbitos y no que emplee una fórmula que va en desmedro de tantos trabajadores.
El escenario de la educación -fuertemente conflictivo de una parte hasta ahora- está también en periodos de falta de recursos suficientes; lo que nos lleva a plantear la necesidad de que la fórmula aplicada sea que cada universidad se haga cargo de los 11 meses de indemnización y el Estado de la suma en Unidades de Fomento, pidiendo que este sea el mecanismo mientras no se reconozca el derecho de cada trabajador a recibir una indemnización equivalente a los años de trabajo efectivo realizados.
Por las razones anteriores es que vengo en presentar el siguiente:

Proyecto de Acuerdo:

Solicitar al Presidente de la República, don Sebastián Piñera Echeñique, el envío a tramitación legislativa de un proyecto que replique lo dispuesto en la ley 20.374, en lo que respecta a la fórmula de financiamiento para el incentivo al retiro de los funcionarios de las Universidades Estatales.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR BIANCHI, SEÑORAS PÉREZ SAN MARTÍN Y RINCÓN Y SEÑORES HORVATH, LAGOS, MUÑOZ ABURTO, NAVARRO, ROSSI, TUMA, WALKER, DON PATRICIO Y ZALDÍVAR, SOBRE INCORPORACIÓN EN EL ESTATUTO ADMINISTRATIVO DE UN RÉGIMEN DE INDEMNIZACIÓN POR AÑOS DE SERVICIO EFECTIVO EN EL SECTOR PÚBLICO
(S 1477-12)
En varias oportunidades se ha oído la frase: "El Estado es el peor empleador" y es que ella grafica muy bien una de las mayores paradojas y con efecto expansivo pues afecta, no sólo a miles de personas, sino que a las familias en las que ellas se insertan.

El Estado es, por un lado, el ente llamado a proteger al individuo y sus derechos; por otro lado es el principal vulnerador de éstos.
En esta oportunidad no se trata de la ya conocida y criticable forma que tiene el Estado de contratar al personal que presta servicios permanentes como funcionario. Ni de la flagrante ilegalidad que significan los porcentajes de gente trabajando a contrata.
Lo que sigue, apunta a aquel trabajador que pertenece a la planta y que contando con ciertos beneficios permanece en una situación desmejorada respecto a lo previsto en el Código del Trabajo; que en su título V del Libro Primero trata sobre la terminación del Contrato de Trabajo y la Estabilidad en el Empleo.
La ley establece para el sector privado que frente a un contrato vigente por un año o más, el empleador le pusiere término en virtud de las necesidades de la empresa, éste deberá pagar al trabajador, al tiempo de la terminación, la indemnización por años de servicio que las partes hayan convenido individual o colectivamente y que a falta de estipulación el empleador debe pagar una indemnización equivalente a treinta días de la última remuneración mensual devengada por cada año de servicio y fracción superior a seis meses, prestados continuamente a dicho empleador con el tope de trescientos treinta días de remuneración.

Si bien disentimos en cuanto a la limitación prevista en esa figura, rescatamos el que exista una norma que asegure, de manera permanente a todo trabajador que posea un contrato, una indemnización. Sin perjuicio de ello, creemos que tanto en el plano privado como para el sector público se requiere de una figura sin limitantes que reconozca la dignidad del trabajador.
El Estatuto Administrativo empero no dispone esto y tenemos vacíos como es el tema de una regulación general y permanente -característica a la que debería responder una ley- en el campo del término de la relación laboral del funcionario público.

Lo anterior en la práctica no solo significa grandes esfuerzos para lograr la necesaria renovación de la dotación de funcionarios públicos a través de proyectos de ley que incentiven al retiro en áreas y tiempos determinados. Esto suele generar un desgaste entre los representantes de los distintos organismos, pérdida de tiempo y recursos en la discusión de dichas leyes, procedimientos de escasa igualdad en estos casos -dado que se negocia por ámbitos y por períodos- lo que contribuye a crear mayores conflictos e incertezas; además de entorpecer la renovación natural del personal.
Es por esto que queremos regular con alcance general lo que se refiere a la indemnización por años de servicios y queremos hacerlo tomando como referencia un régimen que consideramos justo y que expusimos a propósito de una solicitud en igual sentido para las relaciones laborales regidas por el código del trabajo. Se trata de establecer una indemnización por años de servicio que sea equivalente a los periodos efectivamente trabajados, sin establecer una limitante, pues la idea es beneficiar al trabajador y crear para él una situación de retiro digno, que le permita enfrentar su nueva situación y la proyección de su nueva vida de manera tranquila y optimista.
Por las razones anteriores es que vengo en presentar el siguiente:

Proyecto de Acuerdo:
Solicitar al Presidente de la República, don Sebastián Piñera Echeñique, el envío a tramitación legislativa de un proyecto que modifique la Ley 18.834, que aprueba el Estatuto Administrativo, creando una norma que reconozca la figura de la indemnización por años de servicios efectivo para el sector público.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Antonio Horvath Kiss, Senador.-.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.-Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR GARCÍA HUIDOBRO, SEÑORA VON BAER Y SEÑOR URIARTE, PARA SOLICITAR LA IMPLEMENTACIÓN DE UN SISTEMA DE PAGO, MEDIANTE EL USO DE TARJETAS DE CRÉDITO Y DE DÉBITO, POR LOS BIENES Y SERVICIOS QUE PRESTA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

(S 1478-12)
Considerando:
1.- Que hoy en día hay más de 15 millones de tarjetas de crédito y/o débito activas en el país;
2.- Que las tarjetas de crédito y/o débito mueven más de US$ 1.200 millones mensuales;
3.- Que el uso de las tarjetas de crédito y/o débito significan un medio seguro y eficiente de pago;
4.- Que el uso de las tarjetas de crédito y/o débito permiten al tarjetahabiente pagar en cuotas, en muchos casos sin interés, lo que en algunos casos es indispensable para mantenerse dentro del presupuesto mensual;
5.- Que ha sido posible observar que los organismos públicos, en general, no permiten a los particulares pagar sus obligaciones legales o servicios prestados por los mismos mediante sus tarjetas de crédito y/o débito sino que sólo en efectivo;
6.- Que lo anterior afecta a los particulares en las distintas formas señaladas en los puntos anteriores;
7.- Que el uso de tarjetas de crédito y/o débito implicará una mayor seguridad para los funcionarios públicos, ya que de esta forma no manejarían recursos en efectivo, y
8.- Que la implementación de un sistema de pago mediante tarjetas de crédito y/o débito en los organismos públicos podría incluso incidir en los índices de delincuencia.
Por todo lo anterior:

El Senado de la República acuerda solicitar a S.E. el Presidente de la República obligar a todos los organismos públicos de la Administración del Estado implementar un sistema de pago de los servicios que presten, de los derechos que cobren o de las obligaciones legales que deban cumplirse ante ellos, que integren uso de tarjetas de crédito y/o débito.

(Fdo.): Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Gonzalo Uriarte Herrera, Senador.
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� “Artículo 68 bis.- Los afiliados que desempeñen o hubieren desempeñado labores calificadas como pesadas y no cumplan los requisitos señalados en el inciso primero del artículo anterior, podrán obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, de dos años por cada cinco que hubieren efectuado la cotización del dos por ciento a que se refiere el artículo 17 bis, con un máximo de diez años y siempre que al acogerse a pensión tengan un total de veinte años de cotizaciones o servicios computables en cualquiera de los Sistemas Previsionales y de acuerdo a las normas del régimen que corresponda. Esta rebaja será de un año por cada cinco, con un máximo de cinco años, si la cotización a que se refiere el artículo 17 bis, hubiese sido rebajada a un uno por ciento. Las fracciones de períodos de cinco años en que se hubieren efectuado las referidas cotizaciones darán derecho a rebajar la edad en forma proporcional al tiempo en que se hubieren realizado las respectivas cotizaciones.”. 





� La ley considera baja una tasa de reemplazo igual o inferior a 55%. La tasa se calcula multiplicando por 100 la pensión estimada y dividiéndola por el promedio de la renta imponible.


� Boletín N° 8.140-11.


� Art. 1° “Todo inmueble susceptible de uso agrícola, ganadero o forestal, esté comprendido en zonas rurales o urbanas.”


� Art. 1° : Entiéndese por predio rústico todo predio agrícola o ganadero, ya sea que esté comprendido en zonas rurales o urbanas; asimismo, se entenderá que forman un solo predio los terrenos contiguos que pertenecen a un mismo dueño.





� Art. 15: “Para los efectos de la aplicación de este decreto ley, se entenderá por predio rustico todo aquel de aptitud agrícola, ganadera o forestal que esté comprendido en todo o parte en el sector rural o urbano.


� “Población y Asentamientos Humanos en el ámbito de las comunidades agrícolas- Región de Coquimbo”, INE


� Cabe hacer presente que, en la discusión llevada a cabo en la Comisión de Educación, Deportes y Recreación de la Honorable Cámara de Diputados, los Parlamentarios integrantes de la instancia quisieron dejar constancia que, dentro de la enumeración que figura en los fundamentos de la iniciativa legal, se debe considerar que forman parte de los trabajadores forestales, aquéllos que laboran en la Corporación Nacional Forestal y todos aquéllos que cooperan en el control de los incendios forestales, a fin de evitar cualquier interpretación en contrario.


� Se agrega como anexo el Informe elaborado por la BCN.


� Corresponde al Boletín N° 3.225-04.





_1394022858

